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A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.
SANTIAGO, mayo 04 de 1999

M E N S A J E  Nº 318-339/
Honorable Cámara de Diputados:

I.
ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA.

1.
Importancia creciente de los municipios.


Hoy en día las municipalidades son cada vez más relevantes en la determinación de la vida cotidiana y las condiciones para una mejor calidad de vida de chilenos y chilenas. Ello es consecuencia de que tienen 6 funciones privativas y 13 compartidas con otros organismos de la Administración Estatal, manejan 21 subsidios sociales, son responsables de la educación del 60% de los niños chilenos y de la atención de salud primaria de aproximadamente el 50 % de la población, y son el único ente público presente en las 342 comunas del país. Son la principal "ventanilla" de acceso a los diversos servicios públicos y, en consecuencia, son el principal y más directo medio de relación entre los ciudadanos y el Estado.


Además, de acuerdo a una serie de normas legales vigentes, particularmente en atención a las últimas reformas introducidas a las mismas, los municipios se hacen cargo de cuestiones tan relevantes como el fomento productivo, el apoyo al consumidor, la defensa del medio ambiente y, por convenios con los servicios públicos respectivos, del tema de igualdad de oportunidades de la mujer, del empleo y del desarrollo juvenil.

2.
Aumento de exigencias de los ciudadanos.

Sin embargo, esta descripción de nuestra realidad municipal no estaría completa sin graficar la diversidad de las municipalidades chilenas y los contrastes que ella denota. El solo ejemplo de los ingresos propios de cada comuna, pone de manifiesto uno de los principales  ámbitos de la disparidad municipal.


Por otra parte, la realidad del país es cada vez más exigente respecto de los servicios municipales, ya sea por cuestiones coyunturales, como catástrofes y emergencias, o por cambios más de fondo, como la creciente exigencia ciudadana de recibir mayores y mejores servicios del municipio en ámbitos como la salud, la educación, la vialidad, el desarrollo urbano, la seguridad pública, el aseo, entre otros.


Este aumento de las exigencias ciudadanas sobre las municipalidades, sin embargo, no siempre está acompañado del esfuerzo de colaborar a su adecuado financiamiento, registrándose, en cambio, un alto grado de excepciones a dicho deber.

II.
PROPÓSITO GENERAL DE LA PRESENTE REFORMA.

1.
Disminuir las brechas financieras entre los municipios.
Lo descrito anteriormente da por sí mismo fundamento a la dirección de la presente reforma, en el contexto de las finanzas municipales, pues busca estrechar las brechas financieras entre los municipios del país y, por consiguiente, a equiparar la calidad de la oferta de servicios públicos locales entre los chilenos y afianzar la igualdad de oportunidades, contribuyendo a que el anhelo de que cualquiera sea el punto del territorio nacional en donde una persona viva, siempre tendrá acceso a servicios públicos de calidad. 
2.
Cumplimiento del compromiso asumido por el Gobierno con Asociación de Municipalidades.


También, mediante la presente iniciativa de ley, el Gobierno da cumplimiento al compromiso asumido con la Asociación Chilena de Municipalidades, en orden a impulsar las necesarias reformas en lo que dice relación a las finanzas municipales.

3.
Objetivo central de la iniciativa.


Es en este contexto, que se somete a la Honorable Cámara de Diputados, un proyecto de enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, a la Ley de Rentas Municipales y a la Ley sobre Impuesto Territorial. 


Sus objetivos centrales pueden sintetizarse en los siguientes enunciados genéricos: incremento de los ingresos municipales y mayor equidad en la redistribución solidaria de los recursos.

IV.
MODIFICACIONES A LA LEY Nº 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL.

1.Aplicación efectiva de la tasa permanente del impuesto territorial.
Respecto del Impuesto Territorial, el proyecto propone aumentar la tasa del 1,4% anual que pagan actualmente todas las propiedades con destino no habitacional y las habitacionales con avalúo superior a $ 25.000.000 del 1º de julio de 1995. Esta medida permitirá incrementar los ingresos directos de los municipios y del Fondo Común Municipal, reforma que no hace más que asegurar que la aplicación de la tasa fijada en las normas permanentes de la Ley sobre Impuesto Territorial, efectivamente se aplique a partir del próximo año.

2.
Racionalización en la aplicación del avalúo exento del impuesto territorial.

Asimismo, se propone para los efectos de racionalizar las exenciones al impuesto territorial, suprimir la exención general habitacional de $ 7.000.000 al 1º de julio de 1995, respecto de bienes raíces con un avalúo fiscal superior a $ 25.000.000 al 1º de julio de 1995, manteniendo esta franquicia para todos los inmuebles que tengan un avalúo inferior a dicho monto. Con ello se busca cumplir más adecuadamente el principio de esta exención, en cuanto está dirigida a beneficiar a las propiedades de más bajos avalúos, o dicho de otra forma, a focalizar la exención en aquel segmento de la población de menores ingresos.

Finalmente, y sin perjuicio de lo anterior, durante el trámite legislativo de la presente iniciativa, vía indicación, se propondrán mecanismos en orden a que los municipios puedan reducir, al amparo de la ley y dentro de ciertos rangos,  los montos exentos de impuesto territorial, por la vía de incentivar la concertación entre los municipios y los vecinos para efectos de aumentar los ingresos municipales que permitan financiar obras de desarrollo local.

V.
ENMIENDAS EN MATERIA DE PATENTES COMERCIALES E INDUSTRIALES.

1.
Importancia como ingreso municipal y su alta concentración en escasos municipios.

Actualmente, las patentes comerciales e industriales representan el 7% del total de ingresos del sistema presupuestario municipal y son, en importancia, el segundo ingreso propio permanente con el que cuentan los municipios para gestionar el desarrollo económico, social y cultural del territorio que administran. Por su parte, los recursos recaudados por este concepto están altamente concentrados. De hecho, sólo cuatro municipios, esto es, el 1,1% de todos ellos, captan el 37% del total de tales recursos a nivel nacional.

2.
Necesidad de mayor equidad en el pago de patentes municipales.

Por otra parte, la recaudación por patentes deriva en un alto porcentaje del tributo que pagan pequeños y medianos comerciantes e industriales y profesionales que ejercen libremente. En las condiciones actuales, el tope máximo para el pago de la patente municipal de 4.000 Unidades Tributarias Mensuales anuales, afecta a todas las empresas cuyo capital propio sea menor o igual a unos 20.600 millones de pesos (según UTM de enero de 1999). Caen en este tramo, todos los contribuyentes enunciados y quedan fuera un potencial de recaudación de unas cuatrocientas grandes empresas con sede en más de una comuna, que demandan servicios municipales sin retribución vía impuestos locales y que representan capitales propios sustancialmente mayores, pagando una patente máxima anual de 103 millones de pesos. Ello evidencia la regresividad del tributo.

Además, cabe tener presente que son precisamente las grandes empresas quienes más demanda de servicios requieren de las municipalidades, tanto en las comunas sede de su casa matriz como en aquéllas en donde funcionan sus sucursales. Sin embargo, no se compadece el costo municipal por tales servicios, con el monto que dichas empresas pagan por concepto de patentes.

En consecuencia, para subsanar la concentración de este impuesto municipal y para propender a una mayor equidad tributaria, es que se propone aumentar a 8.000 UTM el tope máximo anual a cobrar por concepto de patentes municipales.

VI.
EL FONDO COMÚN MUNICIPAL.

1.
Alta concentración de los recursos financieros municipales.

Los recursos municipales se caracterizan por tener una alta concentración, replicando la alta desigualdad en la distribución del ingreso de nuestro país. Ello se debe, fundamentalmente, a que las bases tributarias están concentradas territorialmente.

En efecto, el 69% de todos los ingresos municipales se concentra sólo en el 10% de los municipios chilenos, mientras que el 72% de la recaudación por impuesto territorial y patentes comerciales, se concentra en el mismo porcentaje de comunas.
Incluso, en 1997, sólo 5 comunas representaban el 35% del total de ingresos municipales, el 40% del impuesto territorial, el 37% de las patentes comerciales y el 24% de los permisos de circulación, teniendo un ingreso per cápita 5 veces el promedio nacional y 22 veces superior al del 10% de los municipios de menores ingresos.

2.
El Fondo Común Municipal como mecanismo solidario de cooperación intercomunal.

Esta alta concentración de los ingresos municipales explica y justifica la existencia del Fondo Común Municipal. Este es un mecanismo solidario de cooperación intermunicipal, que ha tenido una gran relevancia histórica, en orden a alcanzar mayores grados de equidad en los recursos de que hoy disponen las municipalidades.

3.
Necesidad de perfeccionamiento del Fondo Común Municipal.

No obstante lo anterior, este mecanismo perfecciona esta iniciativa legal, con el fin de resolver ciertos problemas vinculados con su equidad, eficiencia y eficacia.

a.
El objetivo de mayor equidad.

En efecto, actualmente el objetivo de equidad perseguido con la creación del Fondo Común Municipal, se ha complementado en el tiempo con objetivos de eficiencia y emergencia. La multiplicidad de objetivos que componen el actual diseño del fondo, ha distorsionado el fin principal del instrumento. Incluso, en algunos casos, genera un menor efecto en la búsqueda de equidad. Así, hoy en día un 90% del fondo se distribuye por diversos factores de vulnerabilidad. El 10% restante se entrega por criterios de eficiencia y emergencia.

La propuesta de rediseño del Fondo Común Municipal concentra el objetivo de dicho fondo en el componente de equidad, puesto que reparte casi la totalidad de sus recursos en función de la capacidad de generar ingresos y de la condición de mayor vulnerabilidad de las comunas. Complementariamente,  se suprime el componente de emergencia, tal como está concebido actualmente, sustituyéndolo por uno que permita cubrir sólo problemas específicos de liquidez financiera. Al mismo tiempo, se elimina el actual componente de eficiencia del Fondo, reemplazándolo por uno destinado a este objetivo, cuya forma de integración y distribución se determinará en la ley. Los cambios anteriores permitirán mejorar la eficacia del instrumento.

b.
Situación de las comunas más pequeñas.
Al mismo tiempo, la propuesta también asume y considera el caso especial de las comunas más pequeñas, las que generalmente presentan una situación de dificultad mayor que el promedio nacional, y para las cuales los recursos obtenidos en forma autónoma no permiten el normal desempeño de sus funciones esenciales.

Para este efecto, se establece que un 2% del Fondo debe ser repartido sólo entre los municipios con menos de 5.000 habitantes, alcanzándose, de esta forma, mayores grados de equidad que la situación actual. Al efecto, cabe hacer notar que casi la totalidad de las comunas favorecidas con este criterio, pertenecen a las regiones extremas de nuestro país o son comunas de una alta complejidad territorial. Por ello, la propuesta resulta, además, congruente con el esfuerzo nacional de fortalecimiento de las zonas aisladas, territorios insulares y comunas de fronteras interiores.
Uno de los impactos de este rediseño es que se alcanzará una mayor redistribución de los recursos del 10% de las municipalidades de mayores ingresos hacia las del 30% de menores ingresos, incrementando la equidad de las finanzas municipalidades.

c.
Desequilibrio en el aporte de los municipios al Fondo.

En la actualidad, el esfuerzo efectivo de los municipios al financiamiento del fondo es bastante heterogéneo, puesto que todos los municipios deben aportar un mismo porcentaje de los recursos obtenidos por permisos de circulación e impuesto territorial, independientemente del nivel de ingresos de cada comuna.

Por otra parte, existen importantes diferencias respecto a los ingresos provenientes por patentes comerciales.  

En efecto, en primer lugar, hoy sólo cuatro comunas realizan aportes al Fondo por este concepto y, además, con tasas diferenciadas. En segundo lugar, el aporte efectivo al Fondo, es decir, el aporte que el municipio realiza menos lo que recibe, no siempre está ordenado de acuerdo a un principio de equidad, puesto que los criterios para aportar son diferentes de los existentes para recibir.

Al efecto, la propuesta pretende definir un mismo mecanismo para determinar si un municipio debe ser aportante o receptor del Fondo y para calcular las tasas de aporte para las comunas que resulten aportantes y las tasas de recepción para las que resulten receptoras. En el caso de los municipios aportantes, cada uno de ellos deberá hacer una contribución al Fondo en un mismo porcentaje de los mayores recursos que tiene respecto del promedio de la situación nacional dada su situación de vulnerabilidad específica.

d.
Se incrementa esfuerzo redistributivo intercomunal.

De esta forma, el esfuerzo de cada municipio aportante estará relacionado con sus mayores recursos en forma equitativa. La tasa de aporte de cada municipio será igual para cada impuesto que conforma el Fondo. Así, cada municipio aportante realizará aportes provenientes de la recaudación del impuesto territorial, de los permisos de circulación y también de las patentes comerciales. Adicionalmente, todos los municipios aportantes entregarán el 50% de los recursos recaudados por el impuesto a la transferencia de vehículos usados.

En la actualidad, el aporte promedio de los municipios al Fondo alcanza a un 57% de sus ingresos propios. Sin embargo, con el objetivo de  incrementar el esfuerzo redistributivo intermunicipal, el cálculo de la tasa de aporte de cada municipio aportante aumenta en una tasa del 60% sobre sus ingresos propios.

En el caso de los municipios que resulten receptores del Fondo, recibirán de éste un monto proporcional a su menor capacidad de generar ingresos y su vulnerabilidad comunal. Habrá, además, por razones de simplificación administrativa, un pequeño rango de comunas que no aportarán ni recibirán recursos del Fondo, pues los montos involucrados son muy escasos.

e.
Simplificación en la administración del Fondo.

Esta propuesta permitirá, además, simplificar la administración del Fondo y darle a las municipalidades incentivos similares para la administración de los diferentes tributos locales.

Además, se incorpora una definición de ingresos propios más equitativa respecto al objetivo del Fondo. Ahora sólo se consideran los ingresos provenientes de los impuestos que definan el aporte al Fondo Común Municipal. Estos dan cuenta de la mayor concentración de los ingresos municipales en pocas comunas del país. La propuesta elimina de esta definición ingresos vinculados a servicios municipales, que sólo financian el costo de prestarlos, tal como el caso de los ingresos por servicios de aseo.

f.
Racionalización y rediseño del Fondo.

En la actualidad, uno de los problemas en el diseño del Fondo dice relación con la forma de aportar y recibir recursos de éste. 

Resulta altamente ineficiente que sobre un 40% de los recursos del actual Fondo Común Municipal, sea finalmente devuelto a los propios municipios aportantes. Ello genera mayores costos de administración, doble contabilidad y un rezago entre el momento de obtener los recursos y el momento en que efectivamente se dispone de ellos.

En atención a lo señalado, la propuesta plantea una modificación que permita resolver esta situación, sobre la base que sólo aporten al fondo los municipios que tengan mayores recursos disponibles respecto de su grado de vulnerabilidad, mientras que sólo los municipios de mayor vulnerabilidad y menor capacidad de generar ingresos, sean los que reciban aportes del fondo, sin tener que entregar simultáneamente recursos a él.

En la actualidad, el efecto neto del Fondo Común Municipal está dado por los aportes que debe hacer cada municipio a su financiamiento, menos la recepción de recursos de éste.  

De esta forma, aunque todos los municipios son aportantes y receptores del Fondo, algunos sólo son receptores netos de éste y otros aportantes netos.

El rediseño propuesto permitirá definir si un municipio debe ser aportante o receptor neto. Para su determinación, se calcula un Indice de Ordenamiento que permite identificar esta condición. El Indice de Ordenamiento se basa en los mismos criterios de aporte y recepción del Fondo Común actual, pues se calcula a partir de la diferencia entre un índice de ingresos propios, muy similar al vigente, y un índice de vulnerabilidad comunal, medido por variables económicas, sociales y de población, todas las cuales se están utilizando en el actual sistema de cálculo del fondo común municipal.

De esta forma, el rediseño propuesto permitirá racionalizar el Fondo Común Municipal de tal forma que no afecte mayormente las finanzas de los municipios chilenos, pues se basa en criterios similares a los contenidos en el actual Fondo Común Municipal. 

g.
Incentivos a la generación de recursos propios.

La presente iniciativa legislativa simplificará el proceso de asignación de los recursos y, por lo tanto, los hará más eficiente. En efecto, incorpora fuertes incentivos a la mayor parte de los municipios del país en la generación de recursos propios, puesto que más del 80% de las comunas de Chile no serán aportantes al Fondo Común Municipal, siendo la totalidad de la recaudación de sus impuestos para su propio beneficio.  Por otra parte, para el caso de los municipios receptores del fondo, se define que la totalidad de los recursos recaudados por estos municipios sean de beneficio de la propia municipalidad. Con ello se busca mejorar la recaudación de sus recursos tributarios.

Por otro lado, en la mayoría de los municipios aportantes, las tasas de aporte al Fondo del impuesto territorial y de los permisos de circulación, se verán considerablemente reducidas con respecto a la situación actual, generando importantes incentivos a una mayor y más eficiente recaudación de estos.

h.
Necesidad de un mecanismo de Estabilización Financiera para el Fondo.

0 Finalmente, cabe destacar que en la actualidad, el Fondo Común Municipal no cuenta con un mecanismo adecuado para resolver problemas graves de reducciones de recursos financieros en municipios específicos, ya sea por razones vinculadas a las modificaciones del propio Fondo o atribuibles a otros factores externos. Un ejemplo de ello es la situación presentada con la distribución del Fondo Común Municipal en 1999, que afectó a 139 municipios, sin que el propio Fondo contemplara algún mecanismo efectivo para atenuar esta situación.

1 Por ello, la propuesta define un componente del Fondo para Estabilización Financiera, que corresponderá anualmente al 3% de los recursos del Fondo Común Municipal, destinado a reducir los impactos coyunturales que se presenten en las finanzas municipales. 

2 En aquellos casos en que estos recursos sean mayores a los necesarios para resolver las situaciones deficitarias, se propone que los recursos excedentarios se incorporen a la parte del 95% del Fondo.

i.
El Fondo de Eficiencia en la Gestión Municipal.

Para el Gobierno constituye un objetivo indispensable alcanzar mayores niveles de eficiencia en la gestión municipal. El Gobierno percibe el logro de este objetivo como una tarea que se debe apoyar y fomentar. En tal sentido, el proyecto creará un nuevo Fondo de Eficiencia en la Gestión Municipal, cuya forma de integración y distribución se definirá en la ley.

VII.
RESIDUOS SÓLIDOS.

1.
Alcance de la función municipal de aseo. 

La Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades establece como función privativa del municipio, el aseo y ornato de la comuna, sin diferenciar aspectos comerciales, industriales o domésticos asimilables.

Por otra parte, en el Código Sanitario se establecen las atribuciones y obligaciones sanitarias de las municipalidades.  En su párrafo III, artículo 11, letra b), se estipula que "corresponde a las municipalidades recolectar, transportar y eliminar por métodos adecuados, a juicio del Servicio de Salud, las basuras, residuos y desperdicios que se depositen o produzcan en la vía urbana".

Por último, el Decreto Ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, cuyo objetivo principal es generar recursos para el financiamiento de los municipios, establece, entre otras materias, el cobro por el servicio de aseo domiciliario que presta el municipio, ya sea en forma directa o a través de terceros, identificándolos como un "derecho de aseo".

Como se puede apreciar, existe concordancia entre los distintos cuerpos legales que reglamentan esta función privativa del municipio. Al efecto, cabe hacer notar que el municipio es el encargado de la extracción de basuras, residuos y desperdicios que se produzcan o que se depositen en la vía pública.

2.
Necesidad de reglamentar función municipal de extracción de residuos.

En consecuencia, dado que los municipios tienen obligación de retirar no sólo los residuos domésticos o asimilables sino todos los residuos que se depositan en las vías públicas de la respectiva comuna, corresponde reglamentar su extracción y disposición, la forma de cobro del servicio prestado por el municipio, las regulaciones y autorizaciones para que operen terceros en el territorio comunal, entre otras materias.

3.
Inserción de función de extracción de residuos en institucionalidad propia de servicios de utilidad pública.

El propósito de la reforma en esta materia, es desarrollar en el largo plazo una institucionalidad del sector, basada en el tratamiento del mismo, como la provisión de un servicio básico de utilidad pública. En este sentido, el sector "Residuos Sólidos" no sería diferente al resto de los servicios de utilidad pública, debiendo evolucionar su institucionalidad hacia la homogeneidad con el resto de los servicios de utilidad pública, como los servicios sanitarios, el sector eléctrico o de la telefonía y las telecomunicaciones.

4.
Necesidad financiera de enmiendas al régimen de extracción municipal de residuos sólidos.

Asimismo, en el corto plazo, el objetivo de generar mayores recursos para el financiamiento de los municipios, impone la necesidad de introducir un conjunto de modificaciones en el ámbito de los Residuos Sólidos Domiciliarios, que permitan, entre otras finalidades:

a.
Disminución de déficit financiero de municipios en materias de aseo.

Disminuir y eliminar, dentro de lo posible, el déficit que presentan los municipios en el financiamiento de los servicios de aseo.

b.
Perfeccionamiento de procedimientos de cobranza.

Perfeccionar el sistema de cobranza implementado por las municipalidades, generando las condiciones que aseguren que los municipios cobren y que los usuarios efectivamente paguen el servicio que se les presta.

c.
Conformación de las bases de una futura institucionalidad del sector.

Los dos objetivos de corto plazo enunciados, deben ser compatibles con el sentido de la institucionalidad bosquejada y, simultáneamente, ayudar a la evolución del sector; es decir, deben constituir señales en la dirección que se le quiere imprimir al sector en el largo plazo.

5.
Los cambios que se proponen.

En lo concreto, los cambios que se proponen dicen relación con lo siguiente:

a.
Definición de "residuos sólidos domiciliarios".

En primer lugar, se incorpora el concepto de residuos y define qué se entiende, para efectos de esta ley, por "residuos sólidos domiciliarios".

b.
Se obliga asumir costo de contaminación.

A todos los usuarios del servicio se les cobrará, bajo el principio "el que contamina paga".

c.
Facultad privativa del municipio para eximir pago de tarifa de aseo.

Sin perjuicio de lo anterior, se propone que sea facultad del municipio otorgar exención parcial o total del pago de la tarifa de acuerdo a condiciones objetivas y generales (por ejemplo, aplicación de la Ficha CAS II) y, por lo tanto, sea el municipio quien subsidie.

d.
Monto de la tarifa con relación a costos reales de producción del servicio.

El valor a cobrar por el servicio debe cumplir con condiciones económicas de una tarifa o precio, o tienda a ello, con relación a los costos de producción del servicio. A la vez, la forma de tarificar debe cumplir o tender a cumplir con principios ambientales y económicos, es decir,  que las tarifas se conviertan en incentivos y señales para la minimización y la responsabilidad en la generación de residuos. Al efecto, se propone reglamentar las condiciones generales mediante las cuales se fijarán las tarifas, teniendo en consideración la realidad particular de cada comuna.

e.
Periodicidad del cobro.

Al igual que el resto de los costos fijos de mantención de una casa, se considera necesario estipular la periodicidad en la fijación de tarifa por parte del municipio, del cobro del servicio y de los pagos de éste. Respecto a la periodicidad de la cobranza, se estima pertinente otorgar facultad al municipio para su fijación.

f.
Disminución del volumen de residuos domiciliarios considerado usual y ordinario.

Para efectos de fijar una tarifa "normal", se propone una disminución en el volumen considerado usual y ordinario de recolección de residuos domiciliarios (actualmente es de 200 litros promedio diario), en función de la generación per capita y del tamaño medio del grupo familiar, en donde se considere, además, la extracción de residuos domésticos voluminosos.

g.
Facultad de sobreproductores para contratar el servicio con terceros.

Respecto de los sobreproductores de residuos (comercio, industria, etc.), se mantiene la posibilidad de que éstos contraten el servicio directamente con terceros. Pero se agrega que estos últimos deben ser recolectores que cumplan con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas de la municipalidad respectiva. 

h.
Fiscalización de intervención de terceros en prestación del servicio.

Al mismo tiempo, el municipio debe conocer el lugar específico de depósito final, para evitar la proliferación de basurales clandestinos. Para tal efecto, tanto la empresa recolectora autorizada como el sobreproductor, deberán exhibir al municipio respectivo un contrato notarial con algún sitio de disposición final, autorizado por las autoridades pertinentes. Lo anterior trata de facilitar la labor fiscalizadora del municipio. Por tanto, la empresa autorizada para la recolección, así como la empresa sobreproductora, deberán llevar un registro de sus operaciones con datos de cantidades generadas, periodicidad de recolección, origen y destino de los residuos generados, visados por el receptor de disposición final.

i.
Procedimiento efectivo de cobranza de la tarifa de aseo.

Como mecanismo más efectivo para la cobranza del derecho, se obliga al municipio a cobrar, haciendo uso de las mismas herramientas que la ley de Rentas Municipales  le otorga en su artículo 47, pudiendo contratar la cobranza con terceros, que puede ser la misma empresa recolectora. Del mismo modo, se mantiene el mecanismo que posibilita el cobro a través del Servicio de Impuestos Internos, en el marco de la aplicación del impuesto territorial. Asimismo, se mantiene la fórmula que permite cobrar a quienes estén afectos a pago de patente municipal, la tarifa de aseo conjuntamente con dicha patente.

0 Por consiguiente, en mérito de las consideraciones precedentes, vengo en someter a la consideración de esa H. Corporación, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente:

P R O Y E C T O   D E   L E Y:
"Artículo 1°.-
Reemplázase los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por los siguientes:


"Para garantizar el cumplimiento de los fines de las municipalidades y su adecuado funcionamiento, existirá un mecanismo de redistribución solidaria de los recursos financieros entre las municipalidades, denominado Fondo Común Municipal.


El fondo se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades, que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad. La vulnerabilidad comunal se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas, que afectan su capacidad de generar ingresos y la demanda de bienes y servicios públicos locales. Los municipios con menor capacidad para generar ingresos propios y más vulnerables sólo serán receptores del fondo.


Los recursos que se considerarán para efectos de conformar este fondo, serán establecidos en la Ley de Rentas Municipales. La misma ley establecerá los criterios y normas para determinar la capacidad de generación de ingresos de los municipios, la vulnerabilidad comunal, las comunas que serán aportantes del fondo y la cuantía de dichos aportes; así como los criterios de participación y de distribución de dicho fondo.".

Artículo 2°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1)
Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:

"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 

Para efectos de esta ley, se considerará residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".


2)
Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.

Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia.

Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.

El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3)
Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.

Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.

En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva un contrato privado, autorizado ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4)
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:

a)
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.

Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".

b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza."


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6)
Reemplázanse los Títulos V y VI, por los siguientes:

"Título V

Del Fondo Común Municipal

Artículo 35.-
Los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 de la presente ley, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal. El reglamento determinará la forma cómo se recaudarán estos recursos, en los casos que corresponda, y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.


Para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el artículo 12 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se aplicará un Indice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:


a)
Capacidad de Generación de Ingresos Propios. Corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período. Para este efecto, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicados en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.


Los últimos tres años corresponderán a los inmediatamente anteriores al año del cálculo.


b)
Vulnerabilidad Comunal. Se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal. Para su cálculo se considerarán las siguientes ponderaciones:

1)
Un 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por él o los indicadores que establezca el reglamento.

2)
Un 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo respectivo. En ningún caso podrán considerarse con población flotante aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, para cuyo efecto sólo se considerarán las cifras oficiales de población.

3)
Un 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de predios de ésta.

Para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquellos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235, independientemente de haberse ejercido la facultad municipal de rebajar dicho monto exento.


Para cada comuna del país, el Indice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la Capacidad de Generación de Ingresos y la Vulnerabilidad Comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales. Para la construcción del índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000.

Artículo 36.-
Sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un índice de ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos:


1)
Un 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados.


2)
La tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios. Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados.


Para los efectos previstos en el numeral 1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, con un mínimo del valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la presente ley. El pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.

Artículo 37.-
El Fondo Común Municipal se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1)
El noventa y cinco por ciento del Fondo se distribuirá sólo entre los municipios que presenten un Indice de Ordenamiento menor o igual a -1, y de manera proporcional a dicho índice.


El coeficiente de distribución correspondiente a cada comuna receptora de esta parte del Fondo, será el valor absoluto de la división entre el Indice de Ordenamiento de la comuna y la suma de todos los índices de ordenamiento de las comunas receptoras de dicho Fondo.


2)
El dos por ciento del Fondo se distribuirá por partes iguales entre las comunas con menos de 5.000 habitantes para los efectos de consolidar un rango mínimo de operación de tales municipios. Para el cálculo del número de habitantes por comuna, se considerarán las cifras oficiales.


3)
El tres por ciento del Fondo se distribuirá entre aquellas comunas que presenten requerimientos de estabilización financiera de acuerdo a los criterios y normas establecidos en el reglamento respectivo. El cálculo de dichos requerimientos se hará anualmente mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. De resultar el total de dichos requerimientos inferiores al 3% del Fondo, el remanente acrecerá al 95% establecido en el punto 1) del presente artículo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinará cada tres años el Indice de Ordenamiento, las tasas de aporte al Fondo Común Municipal, los coeficientes de distribución del 95% del Fondo y las comunas beneficiarias del 2%. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas por población flotante.

Título VI

Del aporte fiscal

Artículo 38.-
El aporte fiscal al Fondo Común Municipal se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuestos del Sector Público.".


7)
Reemplázase en el N° 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la  conjunción disyuntiva "o".".

Artículo 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1° transitorio de la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:


1)
Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "catorce por mil anual" por "quince por mil anual".


2)
Agrégase, en el inciso quinto, la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido (.): "El avalúo exento de $7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $25.000.000.- Este monto se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.-
Las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley, con sus respectivos reajustes e intereses, por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial.

Artículo 2°.-
Las modificaciones introducidas por el artículo 3° de la presente ley a la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, que se señalan a continuación, sólo entrarán a regir en los plazos que para cada caso se indican:


1)
La tasa del quince por mil anual introducida por el numeral 1) del artículo 3°, entrará a regir al año siguiente de publicación de la presente ley.


2)
La modificación introducida por el numeral 2) del artículo 3°, entrará regir a contar del 1° de julio del año 2.000.

Artículo 3°.-
Facúltase al Presidente de la República, para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la Ley Nº 17.235, Ley sobre Impuesto Territorial.".

Dios guarde a V.E.,

EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE

Presidente de la República

RAUL TRONCOSO CASTILLO
Ministro del Interior

EDUARDO ANINAT URETA

Ministro de Hacienda
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO INTERIOR, REGIONALIZACIÓN, PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N°18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EL DECRETO LEY N°3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES, Y LA LEY N°17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL 

_______________________________________________________________

BOLETIN Nº 2339-06-1

HONORABLE CÁMARA:


Vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informaros el proyecto de ley, originado en un Mensaje, en primer trámite constitucional y reglamentario, individualizado en el epígrafe.


Durante el estudio de la iniciativa, esta Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas: Marcelo Schilling, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; Eduardo Pérez y Rodrigo Cabello, asesores jurídicos del Ministerio del Interior; Julio Ruiz, Jefe de la División de Municipalidades de la SUBDERE; Juan Pablo Valenzuela, Jefe de la División de Modernización de la misma repartición; los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades, Manuel Rojas (VicePresidente), Mario Olavarría (VicePresidente), Mauricio Soto (VicePresidente), Carlos Sottolichio (Director), Sergio Núñez (asesor jurídico) y Germán Uribe (Secretario de la Comisión de Finanzas); los dirigentes de la Asociación de Empleados Municipales de Chile (ASEMUCH), Oscar Yáñez (Presidente), Juan Camilo Bustamante (VicePresidente), Eduardo Pastene (Secretario General) y Nilson Rozas (Director); los alcaldes de las siguientes Municipalidades: Chillán Viejo, Julio San Martín; Las Condes, Carlos Larraín; Olmué, Tomás Aranda; Santiago, Jaime Ravinet; y Talcahuano, Leocán Portus; el concejal de Chillán Viejo, Carlos Ulloa; el Secretario Municipal de Olmué, Jorge Llados; el Director Administrativo y de Finanzas de la Municipalidad de Talcahuano, Sergio Risso; y los analistas del Instituto Libertad, Juan Luis Correa y Rodrigo Flores.

I.- ANTECEDENTES GENERALES.


A) Introducción


Según se expresa en el Mensaje, hoy en día las municipalidades son cada vez más relevantes en la determinación de la vida cotidiana y las condiciones para una mejor calidad de ésta para la población.  Prueba de ello es que tienen 6 funciones privativas y 13 compartidas con otros organismos de la Administración Estatal. Además, manejan 21 subsidios sociales, son responsables de la educación del 60% de los niños chilenos y de la atención de salud primaria de aproximadamente el 50 % de los habitantes. Cabe considerar también que son el único ente público presente en las 342 comunas del país. Por ello mismo, constituyen la principal "ventanilla" de acceso a los diversos servicios públicos y el medio más directo de relación entre los ciudadanos y el Estado.


Agrega el Mensaje que, en virtud de las últimas modificaciones introducidas a la normativa municipal, estas corporaciones de derecho público deben hacerse cargo de tareas tan relevantes como el fomento productivo, el apoyo al consumidor, la defensa del medio ambiente y, en razón de convenios con los servicios públicos respectivos, de los temas de igualdad de oportunidades de la mujer, del empleo y del desarrollo juvenil.


Por otra parte -se señala- es dable constatar una creciente exigencia respecto de los servicios municipales, sea por motivos coyunturales, como catástrofes y emergencias, o por razones de fondo, vinculadas a una demanda de más y mejores servicios de parte del municipio en ámbitos como la salud, la educación, la vialidad, el desarrollo urbano, la seguridad pública y el aseo, entre otros.


Este incremento de las exigencias ciudadanas sobre las municipalidades no siempre ha estado acompañado del esfuerzo necesario para el adecuado financiamiento de los servicios mencionados; registrándose, por el contrario, un alto índice de excepciones al cumplimiento de ese deber.

B) Normativa Constitucional y Legal que Regula las materias abordadas en el Proyecto de ley


i) Fondo Común Municipal


El artículo 111 de la Constitución Política, que consagra la autonomía financiera de las municipalidades, establece que los recursos de éstas se componen de los fondos que eventualmente les asigne la Ley de Presupuestos, sin perjuicio de los ingresos que directamente se les confieran por la ley o se les otorguen por los gobiernos regionales respectivos. Agrega la disposición que una ley orgánica constitucional contemplará un mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre los municipios del país con la denominación de Fondo Común Municipal.  Finaliza el artículo diciendo que las normas de distribución de dicho Fondo serán materia de ley.


En cumplimiento del mandato constitucional, el artículo 12 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, dispone en su inciso segundo que existirá un mecanismo de redistribución solidaria de recursos financieros entre las municipalidades del país, denominado Fondo Común Municipal, el cual estará integrado por los siguientes recursos:


1) Un sesenta por ciento del impuesto que resulte de aplicar la tasa a que se refiere el inciso primero del artículo 15 de la Ley sobre Impuesto Territorial;


2) Un cincuenta por ciento del derecho por el permiso de circulación de vehículos que establece la Ley de Rentas Municipales;


3) Un cincuenta y cinco por ciento de lo que recaude la Municipalidad de Santiago y un sesenta y cinco por ciento de lo que recauden las Municipalidades de Providencia, Las Condes y Vitacura, por el pago de las patentes a que se refieren los artículos 23 y 32 de la ley citada en el número anterior (esto es, las patentes profesionales, comerciales e industriales), y 140 de la Ley de Alcoholes;


4) Un cincuenta por ciento del uno por ciento sobre el precio de venta en la transferencia de vehículos con permiso de circulación, y


5) El aporte fiscal que conceda para este efecto la Ley de Presupuestos de la Nación.


El inciso final del artículo en comento preceptúa que la distribución del mencionado Fondo se sujetará a los criterios y normas que contemple la Ley de Rentas Municipales.


Esta última, contenida en el D.L. Nº3.063, de 1979, dispone en su artículo 38 inciso segundo que el noventa por ciento del Fondo se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1.- Un diez por ciento por partes iguales entre las comunas;


2.- Un diez por ciento en relación a la pobreza relativa de las comunas medida por el o los indicadores que establezca el reglamento;


3.- Un quince por ciento en proporción directa a la población de cada comuna; 


4.- Un treinta por ciento en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna con respecto al número de predios exentos del país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna en relación con el total de predios de ésta, y


5.- Un treinta y cinco por ciento en proporción directa al promedio de los tres años precedentes al último año del trienio anterior, del menor ingreso municipal propio permanente por habitante de cada comuna, en relación con el promedio nacional de dicho ingreso por habitante.


Agrega la norma que mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinarán cada tres años los factores sobre la base de los cuales se fijarán los coeficientes de distribución de los recursos contemplados en este artículo.


Para los efectos de lo establecido en el número cinco del inciso segundo, se considerarán como ingresos propios permanentes de cada municipalidad los siguientes: renta de inversiones, el excedente del impuesto territorial que se recaude en la comuna una vez descontado el aporte al Fondo Común Municipal, el 50% de lo recaudado por permisos de circulación, patentes municipales de beneficio directo, derechos de aseo, derechos varios y multas e intereses.


Continúa la disposición señalando que se establecerá anualmente, por decreto supremo, un monto total equivalente al diez por ciento del Fondo Común Municipal, no pudiendo corresponder a cada municipalidad una cantidad superior a la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo, que se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1.- Un cincuenta por ciento para promover la eficiencia en la gestión municipal, teniendo en consideración el ingreso propio permanente y gastos en personal, en servicios a la comunidad, asistencia social, capacitación, etc. 


Se entenderá que existe eficiencia en la gestión municipal, cuando al menos se destine una menor proporción del gasto operativo para realizar las funciones a ella asignadas, en relación con los ingresos propios de los años precedentes.


2.- Un cincuenta por ciento para apoyar proyectos de prevención de emergencias o gastos derivados de ellas.


El reglamento establecerá la forma de determinar el coeficiente de participación anual de las municipalidades en el referido Fondo.


Complementando la disposición anterior, el artículo 61 del mismo cuerpo legal prescribe que los recursos del Fondo Común Municipal, impuesto territorial y demás que especifica, recaudados por el Servicio de Tesorerías, incluidos intereses penales, reajustes y demás prestaciones anexas que se hubieren pagado por los contribuyentes, serán entregados a las municipalidades respectivas por la tesorería regional o provincial, según corresponda, de acuerdo con el siguiente procedimiento:


a)
El Fondo Común Municipal se entregará en dos remesas mensuales.  La primera de ellas, dentro de los primeros quince días de cada mes, y corresponderá a un anticipo de, a lo menos, un 80% de los recursos recaudados en el mes anterior del año precedente, y la segunda, dentro de los últimos quince días de cada mes, y corresponderá a la recaudación efectiva del mes anterior, descontando el monto distribuido como anticipo.


b)
El impuesto territorial se entregará dentro de los treinta días posteriores al mes de recaudación.  Sin perjuicio de ello, a las municipalidades se les otorgará un anticipo de, a lo menos, un 70% de dichas recaudaciones, en los primeros quince días de los meses de mayo, julio, octubre y diciembre.  El saldo se entregará dentro de los últimos quince días de los citados meses y corresponderá a la recaudación efectiva del mes anterior, descontado el monto distribuido como anticipo.


c)
El derecho de aseo y el impuesto por transferencia de vehículos con permiso de circulación se entregará dentro de los treinta días posteriores al mes de recaudación.


Corresponderá a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y a la Tesorería General de la República precisar, en el mes de diciembre de cada año, las fechas y montos por distribuir en calidad de anticipo del Fondo Común Municipal del ingreso que le corresponde percibir directamente a las municipalidades por impuesto territorial. 


En caso de producirse diferencias entre los montos anticipados en cada mes y la recaudación efectiva del mes anterior, la Tesorería General de la República efectuará los ajustes en la o las remesas posteriores, informando de ello a las municipalidades involucradas.


Sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan, si el Servicio de Tesorería entrega tanto el Fondo Común Municipal como el Impuesto Territorial y el derecho de aseo fuera de los plazos señalados en los incisos anteriores, deberá liquidarlos reajustándolos de conformidad a la variación que haya experimentado el IPC entre la fecha límite de entrega y la de pago efectivo.


Por otra parte, y de conformidad con el artículo 61 bis de la ley en referencia, los pagos por aportes que deban efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal deberán ser entregados en la Tesorería General de la República a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente de la recaudación respectiva. Agrega la disposición en el inciso segundo que, sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan, la municipalidad que no entere dicho pago dentro del plazo deberá liquidarlo reajustado según la variación que haya experimentado el IPC entre la fecha de vencimiento y la de pago efectivo, y estará afecta además a un interés de uno y medio por ciento mensual. 


ii) Patentes Municipales


Los artículos 23 al 34 de la ley de Rentas Municipales (D.L. N° 3063, publicado en el Diario Oficial del 29 de diciembre de 1979), tratan el tributo denominado "contribución de patente municipal".


El primero de los señalados preceptos indica que el ejercicio de toda profesión, oficio, industria, comercio, arte o cualquier otra actividad lucrativa, secundaria o terciaria, sea cual fuere su naturaleza o denominación, está sujeto a este tributo. Quedan gravadas, además -agrega el inciso segundo-, las actividades primarias o extractivas en los casos de explotaciones en que media algún proceso de elaboración de productos, aunque se trate de los exclusivamente provenientes del respectivo predio rústico, y en los casos de venta directa al público consumidor de los productos que se obtengan de estas actividades primarias, ya sea que ello se efectúe en el mismo predio, paraje o lugar donde son extraídos.


Cabe señalar que, en doctrina, se ha suscitado una discusión en torno a la naturaleza jurídica de la patente municipal, siendo la opinión mayoritaria aquélla que sostiene que se trata de un bien que no está en el comercio humano, al constituir sólo el pago de un impuesto, y que el documento material que otorga la municipalidad no es más que un comprobante de pago. Según ella, es erróneo creer que las patentes puedan ser objeto de transacciones comerciales; lo que realmente se puede enajenar es el negocio amparado por una patente.


El sujeto activo de este tributo es la municipalidad del territorio comunal donde se desarrolla la actividad afecta al pago.  Al existir casa matriz y sucursales de una misma empresa ubicadas en diversas comunas, el sujeto activo puede ser más de una municipalidad, distribuyéndose, en este caso, entre ellas, la patente, en proporción al número de trabajadores por cada unidad o lugar de trabajo (artículo 25), declaración que el contribuyente deberá presentar en la municipalidad donde se encuentra ubicada su casa matriz, la cual determinará la proporción que, del total del valor de la patente, le corresponde cancelar a cada sucursal.


Según el artículo 24, el valor anual de la patente fluctúa entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio del contribuyente, no pudiendo ser inferior a una unidad tributaria mensual ni superior a cuatro mil.  El monto puede ser pagado al contado o en dos cuotas iguales, en la municipalidad respectiva, dentro de los meses de julio y enero de cada año (artículo 29).


El citado artículo 24, en su inciso tercero, define la expresión "capital propio", concibiéndolo como el inicial declarado por el contribuyente si se trata de actividades nuevas, o el registrado en el balance terminado al 31 de diciembre inmediatamente anterior a la fecha en que debe presentar la declaración, considerando los reajustes, aumentos y disminuciones que corresponde practicar, en concordancia con las normas del artículo 41 y siguientes de la ley sobre Impuesto a la Renta.


Por su parte, el número 1 de la última de las disposiciones precedentemente señaladas, indica que el capital propio está constituido por "la diferencia entre el activo y el pasivo exigible a la fecha de iniciación del ejercicio comercial, debiendo rebajarse previamente los valores intangibles, nominales, transitorios y de orden, y otros que determine el Servicio de Impuestos Internos, que no representan inversiones efectivas".


El mismo artículo 24 del D.L. Nº 3.063 se encarga de precisar, en su inciso final, que en la determinación del capital propio los contribuyentes pueden deducir aquella parte del capital que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, lo que deberá acreditarse mediante contabilidad fidedigna.


Por otra parte, en los casos en que el contribuyente no declare oportunamente su capital propio, la municipalidad hará la estimación respectiva.


Es importante consignar también que, respecto de los contribuyentes no obligados a efectuar un balance general, se consulta el pago de una patente por doce meses equivalente a una unidad tributaria mensual.


Concluyendo con esta síntesis de las disposiciones que regulan la materia en comento, la ley se pone en la eventualidad de que la municipalidad desee modificar la tasa de la patente vigente; en cuyo caso, deberá materializar tal cambio a través de una resolución, publicada en el Diario Oficial con una anticipación mínima de seis meses al inicio del año calendario en que entrará en vigor tal modificación.


iii) Impuesto Territorial


Éste se encuentra contemplado en la ley N° 17.235, publicada en el Diario Oficial del 24 de diciembre de 1969.


El 40% de los recursos que genera este tributo constituye ingreso propio de cada municipalidad, mientras que el 60% restante se incorpora al Fondo Común Municipal.


El impuesto territorial es de exclusivo beneficio municipal, pero su administración está entregada al Servicio de Impuestos Internos en cuanto a la base imponible, y al Servicio de Tesorerías respecto de su recaudación.


De acuerdo al artículo 25 de la ley, están obligados al pago del tributo el dueño u ocupante de la propiedad, sea este último usufructuario, arrendatario o mero tenedor.  Si la propiedad pertenece a dos o más dueños en común, cada uno de ellos responderá solidariamente del pago, sin perjuicio de que el impuesto sea dividido entre los propietarios, a prorrata de sus derechos en la comunidad (artículo 26).


La ley (artículo 1°) agrupa a los bienes raíces en 2 series: 


1.- Bienes raíces agrícolas, que comprende a todo predio cuyo terreno esté destinado preferentemente a la producción agropecuaria o forestal, o que económicamente sea susceptible de dichas producciones en forma predominante.


La destinación preferente se evalúa en función de las rentas que produzca o pueda producir la actividad agropecuaria y los demás fines a que se pueda destinar el predio.


Se incluyen en esta serie aquellos inmuebles o partes de ellos en que existan establecimientos cuyo fin sea la obtención de productos agropecuarios primarios, vegetales o animales, cualquiera sea su ubicación.


2.- Bienes raíces no agrícolas, que se extiende a todos aquellos bienes raíces no incluidos en la serie anterior, con excepción de las minas, de las maquinarias e instalaciones, aun cuando estén adheridas, a menos que se trate de instalaciones propias de un edificio, tales como ascensores, calefacción, etcétera.


Los bienes nacionales de uso público no serán avaluados, salvo que estén ocupados, a cualquier título, por particulares que estén obligados al pago del impuesto.


De acuerdo a lo preceptuado en los artículos 7 y 18 de la ley en comento, la base imponible sobre la cual se calcula el tributo es el correspondiente avalúo, determinado por el Servicio de Impuestos Internos respecto de cada bien raíz.  Para efectos de la tasación, los contribuyentes deben presentar una declaración descriptiva del inmueble (artículo 3°).


Conforme al citado artículo 3°, entre dos tasaciones consecutivas de una misma comuna no debe mediar un lapso superior a 10 años ni inferior a 5.


En otro plano, el artículo 2° de la ley trata de las exenciones, totales o parciales, de los impuestos en ella establecidos. Al respecto, se remite a un pormenorizado y extenso cuadro anexo al texto legal, sin perjuicio de aquellos predios a los que, no obstante no estar incluidos dentro de dicha nómina, les resultan aplicables similares beneficios en virtud de leyes especiales.


Por otra parte, el artículo 7° señala que sobre los avalúos se aplicará  un impuesto  cuya tasa  es  del 15 por  mil al año, el cual  -artículo 22- debe pagarse en 4 cuotas, sin perjuicio de la facultad del contribuyente de enterar en el mes de abril la totalidad del tributo.


Finalmente, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 39 de la ley de Rentas Municipales, la aludida tasa puede ser rebajada hasta en un 25% por el Presidente de la República para una comuna determinada, a solicitud del propio municipio, la cual regirá por un período de 5 años.

***************


El artículo 62 inciso 3º de la Carta Fundamental, en concordancia con lo preceptuado por el artículo 60 Nº14 de la misma, estipula que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos; situación en que se encuentra el presente Mensaje, toda vez que su aplicación tiene una clara incidencia en el manejo presupuestario fiscal, según se infiere de su texto. 


Por otra parte, también es atingente en la especie el Nº1 del inciso cuarto del citado artículo 62, conforme al cual sólo el Presidente de la República está facultado para presentar iniciativas de ley tendientes a imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión. 


Por último, y dando cumplimiento al artículo 14 de la Ley Nº18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se consignan en el Mensaje los fundamentos del proyecto en cuestión, como asimismo se adjunta el respectivo informe financiero, donde se señala que la modificación de los tres cuerpos legales mencionados (municipalidades, impuesto territorial y rentas municipales) reportará mayores recursos para los municipios por un monto total de 36.907 millones de pesos, cuyo desglose es el siguiente: 13.289 millones por concepto del incremento de la tasa del impuesto territorial del 1,4 al 1,5 por ciento (artículo 3° N°1); 5.322 millones en virtud de la supresión del monto exento de dicho impuesto (artículo 3° N°2), y , finalmente, 18.296 millones por el incremento del tope de la contribución de patente municipal anual, de 4.000 a 8.000 unidades tributarias mensuales. 


El informe financiero consigna que las modificaciones legales en comento no implican un mayor gasto fiscal.  


C) Objetivos del Proyecto


La iniciativa legal en comento, según explicó el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Marcelo Schilling, apunta al logro de los siguientes objetivos: a) Disminuir las brechas financieras entre los municipios y, por ende, equiparar la calidad de la oferta de servicios públicos locales entre los chilenos, afianzando la igualdad de oportunidades y contribuyendo a que se haga realidad el anhelo de que, cualquiera sea el punto del territorio nacional donde viva una persona, siempre tenga acceso a servicios públicos de calidad; b) Dar cumplimiento al compromiso suscrito en octubre de 1997 por el Gobierno con la Asociación Chilena de Municipalidades, en orden a impulsar las reformas necesarias para robustecer las finanzas municipales; c) Incrementar los recursos de los municipios, y d) Acentuar la índole redistributiva del FCM.


En relación con los mencionados objetivos se explican, a continuación, las medidas propuestas por la iniciativa en comento, tendientes a su concreción:

- Aumento del impuesto territorial y de las patentes comerciales


En cuanto a la mayor recaudación impositiva, se proponen las siguientes acciones: 1) Hacer efectivo -pues ya está consagrado en el artículo 1º Transitorio de la ley Nº17.235- el aumento de la tasa sobre la cual se calcula el pago de las contribuciones, elevándola del 1,4 al 1,5% anual que pagan actualmente todas las propiedades con destino no habitacional y las habitacionales con un avalúo superior a $25 millones al 1º de julio de 1995 (equivalentes a 31 millones actuales, aproximadamente), lo que afectaría a un total de 602 mil propiedades; 2) En segundo lugar, racionalizar en la aplicación del avalúo exento del impuesto territorial, lo que es deducible de este impuesto para el cálculo de la contribución, en el sentido de suprimir la exención general habitacional de $7 millones al 1º de julio de 1995, respecto de bienes raíces con un avalúo fiscal superior a los mencionados $25 millones, manteniendo esta franquicia sólo para los inmuebles que tengan un avalúo inferior a dicho monto. De este modo, dejaría de acogerse a la exención el 3,3% de los predios catastrados susceptibles de pagar el impuesto territorial en el país, porcentaje que equivale a unas 85.000 viviendas.  En todo caso, aclaró el Subsecretario, la medida no significa un aumento de la tasa impositiva, sino focalizar la exención en las viviendas más modestas; 3) Por último, se modifica el "techo" o monto por concepto de patente comercial o industrial que deben pagar las empresas, incrementándose de 4.000 a 8.000 unidades tributarias mensuales (de 103 a 206 millones de pesos, a la paridad actual) por año.  Actualmente, las patentes comerciales e industriales representan el 7% del total de ingresos del sistema presupuestario municipal y son, en importancia, el segundo ingreso propio permanente con el que cuentan los municipios para gestionar el desarrollo económico, social y cultural del territorio que administran.  Por su parte, los recursos recaudados por este concepto están altamente concentrados.  De hecho, sólo cuatro municipios, esto es, el 1,1% de todos ellos, captan el 37% del total de tales recursos a nivel nacional.  Hoy día unas 400 empresas (públicas y privadas) cuentan con un capital propio superior a 20 mil millones de pesos y se verían afectadas por el alza de este impuesto, cuyo fundamento radica en que las entidades que lo pagan son, por lo general, grandes demandantes de servicios municipales con sede en más de una comuna; pudiendo citarse, por ejemplo, el caso de Forestal Mininco en la comuna de Carahue, o el de Codelco en el yacimiento de El Salvador.  La empresa Mininco, que posee tierras equivalentes al 28% de la superficie de la referida comuna, ha prácticamente erradicado a los antiguos habitantes de esas tierras, los que han debido establecerse en el cordón de Carahue, cuya municipalidad les ha otorgado viviendas de emergencia, además de brindarles salud y educación.  Mininco es también un gran usuario de los caminos de la zona, que son mantenidos por Vialidad.  La empresa en cuestión opera con contratistas y no paga patente industrial en la municipalidad de Carahue, ya que no tiene trabajadores contratados por los que correspondería dividir el capital propio para efecto de enterar dicho impuesto municipal.  En cuanto a Codelco, acaba de cerrar la planta de Potrerillos.  Las personas que trabajaban en el lugar tuvieron que radicarse en la comuna de Diego de Almagro, debiendo el municipio asumir los gastos inherentes a dicha radicación.  Lo grave de la situación es que, como en el caso de Mininco, Codelco no paga patente industrial, o bien el pago que realiza es por una cantidad ínfima, que no se condice con los servicios que le ha prestado la municipalidad.  


Los 3 rubros antes especificados implican, de acuerdo a los cálculos que consigna el Informe Técnico del proyecto, una recaudación adicional para los municipios del orden de los 37 mil millones de pesos, cifra que equivale al 8% de los ingresos propios municipales.


- De los residuos Sólidos


Por otra parte, el proyecto de ley aborda el tópico de los residuos sólidos, buscando sentar las bases de una nueva institucionalidad para el sector.  Al respecto, el Mensaje recuerda que la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (Nº18.695) establece como función privativa del municipio el aseo y ornato de la comuna, sin diferenciar aspectos comerciales, industriales o domésticos asimilables.


A su vez, el Código Sanitario establece las atribuciones y obligaciones sanitarias de las municipalidades.  En su párrafo III, artículo 11, letra b), se estipula que "corresponde a las municipalidades recolectar, transportar y eliminar por métodos adecuados, a juicio del Servicio de Salud, las basuras, residuos y desperdicios que se depositen o produzcan en la vía urbana".


Por último, el Decreto Ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, cuyo objetivo principal es generar recursos para el financiamiento de los municipios, establece, entre otras materias, el cobro por el servicio de aseo domiciliario que presta el municipio, ya sea en forma directa o a través de terceros, identificándolo como un "derecho de aseo".


Dado que -agrega el Mensaje- los municipios tienen la obligación de retirar no sólo los residuos domésticos o asimilables, sino todos los residuos que se depositan en las vías públicas de la respectiva comuna, corresponde reglamentar su extracción y disposición, la forma de cobro del servicio prestado por el municipio, las regulaciones y autorizaciones para que operen terceros en el territorio comunal, entre otras materias.


El propósito de la reforma en esta materia es desarrollar en el largo plazo una institucionalidad del sector, conceptualizándolo como un servicio básico de utilidad pública.  En este sentido, el rubro "Residuos Sólidos" no sería diferente del resto de los servicios de utilidad pública, debiendo evolucionar su institucionalidad hacia la homogeneidad en relación con servicios como los sanitarios, eléctricos, telefónicos o de telecomunicaciones.


En un plano más específico, las modificaciones propuestas al sector persiguen generar mayores recursos para el financiamiento de los municipios por la vía de:


a.
Disminuir y eliminar, dentro de lo posible, el déficit que presentan los municipios en el financiamiento de los servicios de aseo.


b.
Perfeccionar los procedimientos de cobranza implementados por las municipalidades, generando las condiciones que aseguren que los municipios cobren y que los usuarios efectivamente paguen el servicio que se les presta.


De conformidad con el Mensaje, los dos objetivos de corto plazo arriba señalados deben ser compatibles con el sentido de la institucionalidad bosquejada y, simultáneamente, ayudar a la evolución del sector; es decir, deben constituir indicaciones de la dirección que se le quiere imprimir al sector en el largo plazo.


El nuevo sistema propuesto presenta otras características, que pasan a bosquejarse:


1.
Se incorpora el concepto "residuos sólidos domiciliarios".


2.
Bajo el principio "el que contamina paga", todos los usuarios del servicio deberán pagar por él. 


3.
Sin perjuicio de lo anterior, se propone que sea facultad del municipio otorgar exención parcial o total del pago de la tarifa, de acuerdo a condiciones objetivas y generales (por ejemplo, aplicación de la Ficha CAS II); y, por lo tanto, sea el municipio quien subsidie.


4.
El valor a cobrar por el servicio debe cumplir con las condiciones económicas de una tarifa o precio, o tender a ello, con relación a los costos de producción del servicio. A la vez, la forma de tarificar debe cumplir o tender a cumplir con principios ambientales y económicos, es decir, que las tarifas se conviertan en incentivos y señales para la minimización y la responsabilidad en la generación de residuos.  Al efecto, se propone reglamentar las condiciones generales mediante las cuales se fijarán las tarifas, teniendo en consideración la realidad particular de cada comuna.


5.
Se estipula la periodicidad en la fijación de la tarifa por parte del municipio, del cobro del servicio y del pago de éste. 


6.
Para efectos de fijar una tarifa "normal", se propone una disminución a 60 litros promedio diario en el volumen considerado usual y ordinario de recolección de residuos domiciliarios (actualmente es de 200 litros), en función de la generación per cápita y del tamaño medio del grupo familiar, considerando, además, la extracción de residuos domésticos voluminosos.


7.
Respecto de los sobreproductores de residuos (comercio, industria, etc.), se mantiene la posibilidad de que éstos contraten el servicio directamente con terceros.  Pero se agrega que estos últimos deben ser recolectores que cumplan con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas de la municipalidad respectiva. 


8.
Al mismo tiempo, el municipio debe conocer el lugar específico de depósito final, para evitar la proliferación de basurales clandestinos.  Para tal efecto, tanto la empresa recolectora autorizada como el sobreproductor, deberán exhibir al municipio respectivo un contrato notarial con algún sitio de disposición final, autorizado por las autoridades pertinentes.  Lo anterior trata de facilitar la labor fiscalizadora del municipio. 


9.
Como mecanismo más efectivo para la cobranza del derecho, se obliga al municipio a cobrar, haciendo uso de las mismas herramientas que la ley de Rentas Municipales le otorga en su artículo 47, pudiendo contratar la cobranza con terceros, que puede ser la empresa recolectora.  Del mismo modo, se mantiene el mecanismo que posibilita el cobro a través del Servicio de Impuestos Internos, en el marco de la aplicación del impuesto territorial.  También se mantiene la fórmula que permite cobrar la tarifa de aseo conjuntamente con la patente municipal. 


En lo que atañe a este tópico, el señor Schilling manifestó que una de las innovaciones principales del proyecto en la materia es la supresión de la exención del derecho de aseo establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº3063, respecto de las viviendas con un avalúo inferior a 25 unidades tributarias mensuales.  Explicó que la eliminación de tal franquicia obedece a que ella ha dificultado el sistema de cobranza del derecho, pues abarca al 75% de las viviendas, aproximadamente.  El proyecto tiende, pues, a perfeccionar el mecanismo de cobro de la tarifa, disminuyendo el creciente déficit financiero de los municipios en materia de aseo.  En relación con ese objetivo, insistió que se busca conformar las bases para la institucionalidad del sector, concibiéndolo como un servicio de utilidad pública. 

- Necesidad de Reformular el Fondo Común Municipal


En lo que concierne a la profundización del carácter redistributivo del FCM, el señor Subsecretario destacó que los recursos municipales se caracterizan por tener una alta concentración, incidiendo ello en la marcada desigualdad en la distribución del ingreso de nuestro país. Lo anterior obedece fundamentalmente a que las bases tributarias están concentradas territorialmente.


Así, por ejemplo, el 37% del total de recursos recaudados por concepto de patentes comerciales e industriales, que representan el 7% del ingreso del sistema presupuestario municipal y que, en orden de importancia, constituyen el segundo ingreso propio permanente de que disponen las municipalidades para gestionar el desarrollo económico, social y cultural del territorio que administran, son captados por apenas cuatro municipios, esto es, el 1,1% de las municipalidades existentes en el país. 


Corroboran la tendencia en comento los datos estadísticos según los cuales el 69% de todos los ingresos municipales se concentra sólo en el 10% de los municipios, y el 72% de la recaudación por impuesto territorial y patentes comerciales la recibe el mismo porcentaje de comunas. De acuerdo a un desglose más específico, con datos de 1997, en ese año sólo 5 comunas representaban el 35% del total de ingresos municipales, el 40% del impuesto territorial y el 24% de los permisos de circulación, teniendo un ingreso per cápita 5 veces el promedio nacional y 22 veces superior al del 10% de los municipios de menores ingresos.


La referida concentración de los ingresos municipales explica y justifica la existencia del Fondo Común Municipal, mecanismo solidario de cooperación intercomunal que ha tenido una gran relevancia histórica, en orden a alcanzar mayores grados de equidad en la distribución de los recursos de que disponen las municipalidades.


Desde una perspectiva conceptual, como se explica en el Mensaje, el FCM plantea ciertos problemas vinculados con su equidad, eficiencia y eficacia, que se busca subsanar.


El objetivo de mayor equidad, a que tiende el FCM desde su creación, en 1979, se ha ido complementado en el tiempo con objetivos de eficiencia y emergencia. Sin embargo, la multiplicidad de objetivos que componen el actual diseño del Fondo, ha distorsionado el fin principal del instrumento. Incluso, en algunos casos, genera un menor efecto en la búsqueda de equidad. Así, hoy en día un 90% del Fondo se distribuye por diversos factores de vulnerabilidad, y el 10% restante se asigna por criterios de eficiencia y emergencia.


En este contexto, el rediseño del FCM pretende lograr los siguientes objetivos principales:


1)
Acentuar el carácter redistributivo del Fondo; 


2)
Lograr una mayor eficiencia en la administración del mismo, eliminando la doble contabilidad;


3)
Generar incentivos a la recaudación de ingresos propios. Actualmente todos los municipios deben aportar al Fondo el 60% de los recursos que captan por concepto de impuesto territorial. Por otra parte, la redistribución del 35% del FCM depende de si cada municipio se encuentra por debajo o sobre el promedio de los ingresos per cápita a nivel nacional; mecanismo que desincentiva la generación de ingresos propios en la gran mayoría de las municipalidades, que optan por depender en mayor medida del Fondo. 


4)
Suprimir los múltiples objetivos, de manera de concentrarse en la equidad, sin perjuicio de crear otros mecanismos que incentiven la eficiencia en la gestión municipal, como, por ejemplo, en los programas particulares o sectoriales de educación.


5)
No afectar la situación de las comunas más pequeñas. La ley vigente prevé la entrega del 10% del Fondo (unos 22 mil millones de pesos) a todas las comunas del país, que se distribuye de forma similar entre todas ellas, de manera que cuenten con un mínimo de recursos para su administración. Sucede que algunas de estas comunas disponen de suficientes recursos propios y, no obstante, reciben un aporte por este concepto. Al respecto, lo que hace el proyecto es mantener el componente, pero focalizándolo en las comunas más pequeñas que realmente lo necesitan.


6)
Disponer de un instrumento que permita determinar con los mismos criterios si un municipio es exclusivamente aportante o receptor del FCM.


La propuesta de rediseño del FCM, como se indicó, concentra el objetivo de dicho mecanismo en el componente de equidad, puesto que reparte casi la totalidad de sus recursos en función de la capacidad de generar ingresos y de la condición de mayor vulnerabilidad de las comunas. Complementariamente, se suprime el componente de emergencia, tal como está concebido actualmente, sustituyéndolo por uno que permita cubrir sólo problemas específicos de liquidez financiera.  Al mismo tiempo, se elimina el actual componente de eficiencia del Fondo, reemplazándolo por uno destinado a este objetivo, cuya forma de integración y distribución se determinará en la ley. Los cambios anteriores, se afirma, permitirán mejorar la eficacia del instrumento.


Desde otra perspectiva, el proyecto asume y considera el caso especial de las comunas más pequeñas, que generalmente presentan una situación de dificultad mayor que el promedio nacional, y para las cuales los recursos obtenidos en forma autónoma no permite el normal desempeño de sus funciones esenciales.


Por tal motivo, se establece que un 2% del Fondo debe ser repartido sólo entre los municipios con menos de 5.000 habitantes, alcanzándose, de esta forma, mayores grados de equidad que en la situación actual. Al efecto, cabe hacer notar que casi la totalidad de las comunas favorecidas con este criterio pertenecen a las regiones extremas de nuestro país, o son comunas de una alta complejidad territorial. Por ello, la propuesta resulta, además, congruente con el esfuerzo nacional de fortalecimiento de las zonas aisladas, territorios insulares y comunas de fronteras interiores.


Uno de los impactos de este rediseño es que se alcanzará una mejor redistribución de los recursos del 10% de las municipalidades de mayores ingresos hacia el 30% de menores ingresos, incrementando la equidad de las finanzas municipales.


En otro plano, el Mensaje subraya que en la actualidad el esfuerzo efectivo de los municipios al financiamiento del Fondo es bastante heterogéneo, puesto que todos ellos deben aportar un mismo porcentaje de los recursos obtenidos por permisos de circulación e impuesto territorial, independientemente del nivel de ingresos de cada comuna.


Además, existen importantes diferencias en cuanto a los ingresos provenientes de patentes comerciales.  


En efecto, hoy sólo cuatro comunas realizan aportes al Fondo por concepto de patentes y, además, con tasas diferenciadas. En segundo término, el aporte efectivo al Fondo, es decir, el aporte que el municipio realiza menos lo que recibe, no siempre está ordenado de acuerdo a un principio de equidad, puesto que los criterios para aportar son diferentes de los existentes para recibir.


Al respecto, se pretende definir un mismo mecanismo para determinar si un municipio debe ser aportante o receptor del Fondo, y para calcular las tasas de aporte para las comunas que resulten aportantes y las tasas de recepción para las que resulten receptoras. Sobre el particular, resulta altamente ineficiente que sobre un 40% de los recursos del actual Fondo Común Municipal sea finalmente devuelto a los propios municipios aportantes. Ello genera mayores costos de administración, doble contabilidad y un rezago entre el momento de obtener los recursos y el momento en que efectivamente se dispone de ellos.


En el caso de los municipios aportantes, cada uno deberá hacer una contribución al Fondo en un mismo porcentaje de los mayores recursos que tiene, respecto del promedio de la situación nacional dada su situación de vulnerabilidad específica.


De esta forma, el esfuerzo de cada municipio aportante estará relacionado con sus mayores recursos en forma equitativa. La tasa de aporte de cada municipio será igual para cada impuesto que conforma el Fondo. Así, cada municipio aportante realizará aportes provenientes de la recaudación del impuesto territorial, de los permisos de circulación y de las patentes comerciales. Adicionalmente, todos los municipios aportantes entregarán el 50% de los recursos recaudados por el impuesto a la transferencia de vehículos usados.


En la actualidad, el aporte promedio de los municipios al Fondo alcanza al 57% de sus ingresos propios. Sin embargo, con el objetivo de  incrementar el esfuerzo redistributivo intermunicipal, la tasa de aporte de cada municipio aportante aumenta al 60% sobre sus ingresos propios, y en algunos casos al 63% (tratándose de las 5 municipalidades más ricas del país: Santiago, Las Condes, Providencia, Vitacura y Viña del Mar).


En cuanto a los municipios receptores del Fondo, recibirán de éste un monto proporcional a su menor capacidad de generar ingresos y su vulnerabilidad comunal. Habrá, además, por razones de simplificación administrativa, un pequeño rango de comunas que no aportarán ni recibirán recursos del Fondo, pues los montos involucrados son muy escasos.


El proyecto permitirá también, de acuerdo al Mensaje, simplificar la administración del Fondo y darle a las municipalidades incentivos similares para la administración de los diferentes tributos locales.


Se incorpora, asimismo, una definición de ingresos propios más equitativa respecto al objetivo del Fondo. Ahora sólo se consideran los ingresos provenientes de los impuestos que definan el aporte al Fondo Común Municipal, pues éstos dan cuenta de la mayor concentración de los ingresos municipales en pocas comunas del país. Así, se excluyen de la definición los ingresos vinculados a servicios municipales, que sólo financian el costo de prestarlos, tal como ocurre con los ingresos por servicios de aseo.


Es importante destacar que actualmente el efecto neto del FCM está dado por los aportes que debe hacer cada municipio a su financiamiento, menos la recepción de recursos de éste.  


De esta forma, aunque todos los municipios son aportantes y receptores del Fondo, como se expresó, algunos sólo son receptores netos de éste y otros aportantes netos.


El rediseño propuesto permitirá definir si un municipio debe ser aportante o receptor neto. Para su determinación, se calcula un Índice de Ordenamiento que permite identificar esta condición. El Índice de Ordenamiento se basa en los mismos criterios de aporte y recepción del Fondo actual, pues se calcula a partir de la diferencia entre un índice de ingresos propios, muy similar al vigente, y un índice de vulnerabilidad comunal, medido por variables económicas, sociales y de población, todas las cuales se están utilizando en el actual sistema de cálculo del Fondo.


El rediseño propuesto permitirá racionalizar el FCM, de tal manera que no afecte mayormente las finanzas de los municipios, pues se basa en criterios similares a los contenidos en el actual mecanismo de redistribución. 

************


Complementando los antecedentes del Mensaje relativos al rediseño del FCM, el señor Schilling puso de relieve que en la actualidad se detectan 4 falencias en la estructura del Fondo, a saber: a) Doble contabilización de recursos, puesto que todos los municipios -incluso los más pobres- aportan al Fondo tasas parejas, excepto 4 (Santiago, las Condes, Providencia y Vitacura), que aportan además un porcentaje de lo que recaudan en materia de patentes comerciales e industriales. Una reorientación desde el punto de vista de la focalización implica que los municipios con mayores recursos sean los aportantes, y que los más pobres sólo sean receptores del Fondo; b) Alta complejidad y desincentivos a la generación de ingresos. Ello dice relación con los múltiples objetivos que persigue el FCM, y al diseño del mismo, en cuanto a cómo se captan los recursos, cómo se distribuyen y cómo operan los mecanismos que atienden a la eficiencia y emergencia. Existen desincentivos para la generación de recursos propios, porque una parte de los 5 elementos que determinan la forma de distribución del Fondo, están relacionados con los ingresos propios promedio per cápita. Así, una municipalidad que se sitúa sobre el promedio pierde la participación en el componente más importante del Fondo (que alcanza al 35%); c) Múltiples objetivos. Por otra parte, está demostrado que los fondos a redistribuir deberían focalizarse en la consecución del objetivo equidad, pues la circunstancia de haber actualmente múltiples objetivos implica, en la práctica, que atenten unos contra otros y se neutralicen parcialmente. El 90% del Fondo se distribuye de acuerdo a 5 variables. Otro 5% atiende a factores de emergencia, tanto desde el punto de vista preventivo como resolutivo (aspectos migratorios, por ejemplo). El 5% restante está orientado a promover la eficiencia, premiando variables referidas a la educación, la generación de recursos propios, etc. El problema es que este componente suele anular, en parte, el efecto equidad, que es el primordial. Ello, además, está demostrado, porque las comunas con más ingresos exhiben mejores indicadores de eficiencia; d) Finalmente, hay criterios diferentes para determinar los aportes al Fondo y la recepción de recursos provenientes de éste. Por un lado, existe una norma pareja para ser aportante y, por el otro, criterios con 3 objetivos paralelos en lo que atañe a la distribución de los recursos. Hoy en día aportan al Fondo 58 municipalidades, que corresponden a entre un 15 y un 20 % del total. Los recursos a repartir en 1999, conforme a los objetivos que especifica la ley, son del orden de 217 mil millones de pesos, pero lo que efectivamente se va a distribuir alcanza a 121 mil millones.


En lo que se refiere a las características de la metodología de rediseño del FCM, el funcionario gubernamental dijo que cabe distinguir las siguientes etapas:


a) Determinación de un mecanismo que permita ordenar a los municipios, de tal forma de definir si éstos serán aportantes o receptores del Fondo: Índice de Ordenamiento. Actualmente se consideran ingresos propios (además de los tributos), los derechos, intereses, multas, etc., estando orientados los últimos a servicios sin fines de lucro que prestan los municipios. El proyecto innova en la materia, y sólo considera ingresos propios los tributos propiamente tales (impuesto territorial, permisos de circulación, impuesto de transferencia de vehículos usados y patentes comerciales e industriales). Lo anterior obedece a que la concentración de las bases tributarias que existe en un pequeño porcentaje de la población del país, se reproduce en las comunas. El Índice de Ordenamiento considera, por una parte, los ingresos, y por la otra la vulnerabilidad comunal. Esta última atiende a factores que considera la ley vigente: i) pobreza comunal (ponderada en un 20%). Este factor es difícil de cuantificar, y para ello se utilizan instrumentos como la ficha "Casen" (que es representativa para 200 comunas), el censo (aunque, por el hecho de realizarse cada 10 años, los datos que arroja caen rápidamente en la obsolescencia), y los antecedentes entregados por la JUNAEB, sobre los índices de escolaridad en todas las comunas; ii) población (30%), y iii) Predios exentos del impuesto territorial (50%). Este último factor se encuentra estrechamente vinculado con la pobreza, aunque también indica las restricciones de los municipios en lo que se refiere a la captación de ingresos propios.


Agregó que la capacidad de generar ingresos propios está dada por la diferencia entre los ingresos propios de cada comuna y los ingresos propios totales de las comunas. Los porcentajes de los componentes del Índice de Vulnerabilidad son equivalentes a los que les asigna el actual Fondo, con dos variantes: se elimina el componente del 10% que se distribuye en forma similar entre todas las comunas, por afectar el principio de equidad; y el componente del ingreso propio per cápita promedio, por constituir este último un factor que inhibe la generación de ingresos adicionales.


b) Definición del aporte que debe realizar cada municipio aportante. Hoy día, el aporte al FCM constituye un porcentaje de la relación entre la vulnerabilidad y los ingresos propios de cada municipalidad; y lo que se recibe es, a su vez, un porcentaje de la vulnerabilidad de cada municipio respecto a la vulnerabilidad del sistema municipal. En promedio, la tasa de aporte de los municipios aportantes al Fondo es del 58% sobre el excedente de los recursos de las municipalidades. El proyecto de ley apunta a que dicho porcentaje se eleve al 60%, salvo respecto de los 5 municipios con mayores ingresos del país, que aportarían el 63% de los excedentes.


En relación con el tema del aporte fiscal al FCM, el señor Schilling aseguró que éste se ha materializado en distintas épocas, siendo el más reciente el de este año, que ascendió a 2.000 millones de pesos, para paliar la situación de caída en la participación en el Fondo de 139 municipios. Con anterioridad se transfirieron otros 7.500 millones al Fondo por el mismo concepto, de los cuales 5.500 millones se repartieron atendiendo estrictamente a los coeficientes de distribución del sistema, y los restantes 2.000 de modo variable, velando por las compensaciones asociadas al aumento de remuneraciones que se otorgó en la época. Todavía más, a fines de 1997 hubo otro aporte fiscal por 9.000 millones. Mención aparte merece la circunstancia de que mientras no se efectuó el reavalúo de los bienes raíces (situación que se prolongó por 15 años), se aplicó una sobretasa del 30% a las contribuciones, que se traspasó íntegramente al FCM como aporte del fisco. Todos estos aportes directos al Fondo se complementan con los programas de mejoramiento urbano y de barrios que, en conjunto, involucran recursos por 57 mil millones de pesos para este año, y que están destinados íntegramente a infraestructura y equipamiento comunal.


Como consecuencia del rediseño del FCM, se producirán -explicó- los siguientes cambios principales para los municipios aportantes: 1) Disminuye de 58 a 40 el número de municipalidades aportantes, estimándose que habrá un pequeño grupo de municipios que, en razón del modus operandi del sistema, no recibirán ni aportarán recursos al FCM; 2) Los municipios que revisten el carácter de aportantes no recibirán recursos del Fondo, con la excepción de las municipalidades que tengan menos de 5000 habitantes o presenten situaciones extraordinarias de iliquidez financiera; 3) Las tasas de aporte serán particulares para cada municipio, en función de los ingresos y de la vulnerabilidad.  Hoy, en cambio, las tasas son iguales para todos los municipios (por ejemplo, deben aportar el 60% de lo que recaudan por el impuesto territorial); 4) Cada municipalidad aplicará la tasa de aporte que le corresponda sobre los 3 impuestos principales (patentes comerciales, impuesto territorial y permisos de circulación), renovándose su cálculo cada 3 años; 5) Los municipios aportantes tendrán mayores incentivos para incrementar la eficiencia en la generación de ingresos propios, pues en la mayoría de los casos sus tasas de aporte, por concepto de impuesto territorial y de permisos de circulación, se verán reducidas considerablemente, y 6) Todos los municipios aportantes deberán efectuar aportes por concepto de patentes comerciales, en circunstancia que en la actualidad sólo lo hacen 4. 


c)
Determinación de un mecanismo de redistribución de los recursos recaudados, entre los municipios receptores. A tal efecto, se contemplan las siguientes partidas: 


-
95% del Fondo, distribuible de manera proporcional al Índice de Ordenamiento.  De esta manera, las municipalidades que tienen una vulnerabilidad mayor respecto de la cantidad total de recursos que pueden recibir, captan más recursos del FCM, lo que pone de relieve el carácter equitativo del mecanismo diseñado.


-
2%, que se reparte por partes iguales entre las comunas de menos de 5000 habitantes. 


-
3%, para efectos de atender necesidades de estabilización financiera. 


Las tasas de aporte y de redistribución del Fondo se actualizan cada 3 años.  Respecto al componente del 3%, cobra especial importancia en períodos en que baja significativamente el monto del Fondo (como ocurrió en 1999), y como consecuencia de ello algunas municipalidades registran déficits.  En todo caso, si no se utilizan los recursos de este ítem, o se utilizan parcialmente, los recursos correspondientes engrosan el componente del 95%, distribuyéndose de igual forma que este último.


El rediseño del Fondo implicará una serie de ventajas para los municipios receptores.  Sobre el tópico, destacó los siguientes acápites:


1)
Mayores recursos para la redistribución a través del FCM, porque se focalizará entre los receptores del mismo;


2)
Concentración de los esfuerzos por lograr el objetivo de equidad, dejando a otras instancias temas no relacionados directamente con tal objetivo, como el mejoramiento del programa SIMCE o la prevención de situaciones de emergencia;


3)
Mejoramiento de la situación de los municipios con muy escasa población;


4)
Mayores incentivos para la recaudación de ingresos propios en alrededor de 300 municipalidades, puesto que todos los recursos captados autónomamente serán de beneficio propio, y 


5)
Incorporación de un mecanismo que permite atenuar los problemas financieros de los municipios aportantes y receptores del Fondo, según se indicó.


El rediseño del FCM, unido a la modificación de la ley de rentas, significará que la cantidad de recursos bordee la cifra de 140 mil millones de pesos.  Se estima también que alrededor del 90% de las comunas recibirá el 100% de lo que recauden en materia de impuesto territorial.  En otro plano, el proyecto implica el aumento en un 5%, aproximadamente, del ingreso per cápita respecto de los municipios más pobres.  Dicho incremento será menos ostensible en las comunas más populosas (como La Florida y Puente Alto, por citar dos ejemplos).  En cambio, en las comunas de menos de 5000 habitantes (que son alrededor de 40), el per cápita se incrementará en un 25%.  En todo caso, puntualizó el Subsecretario, estas proyecciones son relativas, pues resulta imposible predecir los efectos en cada comuna de la presente iniciativa legal.  En este sentido, el impacto se advertirá el año 2000.


En calidad de anexo de las explicaciones contenidas en los párrafos que anteceden, se adjuntan al presente informe los siguientes cuadros estadísticos:  Nómina de las comunas del país con su población, ingresos, aportes al FCM, recepción de recursos de parte del mismo y gasto real per cápita (anexo 1); Listado de comunas aportantes netas al FCM en 1997 y comunas aportantes conforme al rediseño del sistema (anexo 2); Estudio de impacto del rediseño del FCM en todas las comunas del país (anexo 3), y Nómina de las empresas que se verían afectadas por el alza del tope de las patentes comerciales (anexo 4).

D) Síntesis de las Principales Exposiciones y Presentaciones Recibidas en el Seno de la Comisión


i) Asociación Chilena de Municipalidades


El Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Mauricio Soto, destacó que el Mensaje del Ejecutivo tiene aspectos positivos, a saber:


1)
Da cumplimiento al Acuerdo firmado en octubre de 1997 entre el Gobierno y la Asociación, tendiente -entre otros aspectos- a modificar tanto la forma de cálculo como distribución del FCM, haciéndolo más objetivo y acentuando su carácter redistributivo.


2)
Incorpora nuevos recursos a los municipios, por la vía del aumento del tope que debe pagarse por concepto de patentes comerciales (de 4.000 a 8.000 u.t.m.), y de la eliminación del monto exento del impuesto territorial respecto de los bienes raíces con un avalúo fiscal superior a 31 millones de pesos. 


Sin embargo, junto con lo anterior, hay materias que -a su juicio- quedaron pendientes, como lo relacionado con el aporte fiscal al FCM. Además, en el Acuerdo se contemplaba revisar la exención del impuesto territorial de que gozan los bienes fiscales, toda vez que reciben servicios de parte de los municipios, sin brindar ninguna contraprestación. 


ii) Alcalde de Santiago


El alcalde de Santiago, don Jaime Ravinet, señaló que el proyecto del Ejecutivo presenta un aspecto positivo importante, y es que fortalece la descentralización; proceso que ha experimentado avances en los últimos seis años, pues los municipios manejan actualmente más recursos.  Sin embargo, ello es insuficiente, particularmente a la luz de la experiencia de otros países.  En segundo lugar, el Mensaje no advierte la diferencia entre los impuestos generales de la nación y el carácter retributivo que tienen los ingresos municipales. Estos últimos van en beneficio directo de la comunidad local. En cuanto al FCM, destacó que los recursos que lo componen se redistribuyen de manera solidaria entre los municipios más pobres; mecanismo que no se reproduce entre las regiones a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), ni en ningún otro sistema de asignación de fondos. Es importante consignar que el incremento de las funciones a las municipalidades no ha ido aparejado de un aumento de recursos que permita satisfacer adecuadamente esos requerimientos.


Aclaró que tanto la municipalidad que representa como los alcaldes de los otros cuatro municipios que resultan más afectados por el proyecto, estuvieron de acuerdo, en su oportunidad, en elevar ciertos tributos, como la patente comercial; pero en el entendido que el fisco entregaría una suma al FCM y que los municipios aportantes no se verían empobrecidos. 


En lo que dice relación con el tema de la extracción de residuos domiciliarios, sostuvo que, en líneas generales, comparte la inspiración de las reformas que propugna el Mensaje. Sin embargo, le merece reparos el inciso segundo del artículo 7º nuevo, propuesto, del D.L. Nº3063, que trata de la fijación de la tarifa, pues hace intervenir en el proceso a varios Ministerios, lo que denota un sesgo centralista en la regulación del sector. Asimismo, criticó algunos aspectos de la redacción del nuevo artículo 35 del mencionado decreto ley, a saber, su letra a), que al hablar de los ingresos propios no contempla, por ejemplo, los generados por concepto de la explotación de casinos de juego, concesiones o empresas sanitarias, lo que genera enormes distorsiones; y la letra b) Nº2 del mismo, que no considera la población flotante como factor de vulnerabilidad en aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, en circunstancias que hay muchas municipalidades que deben atender una gran población flotante en la temporada de verano.


Concluyó que, en síntesis, lo primordial es no afectar a los municipios en sus ingresos actuales y asegurar el aporte fiscal.


iii) Alcalde de Las Condes


El alcalde de Las Condes, señor Carlos Larraín, señaló que su municipio ha cumplido más que satisfactoriamente con el esfuerzo de aporte al Fondo que se le exige, toda vez que le entrega 29 mil millones al año, equivalentes al 13% de los recursos de aquél. Agregó que una carga tributaria adicional se justifica cuando el resultado de dicha medida es percibido por la ciudadanía. En este orden, el proyecto apunta a entregar recursos al sistema central, quitándole autonomía a los municipios en la administración de los fondos que generan y desalentando la exploración de nuevos negocios, porque los recursos que se recaudaren engrosarían el Fondo y no beneficiarían a los municipios que efectuaron el esfuerzo correspondiente. Acerca del incremento del tope de la patente comercial a 8.000 u.t.m., constituiría un gravamen al patrimonio, puesto que se trata de un tributo que incentiva el reparto de utilidades, en vez de la capitalización. En lo que se refiere al aumento de las contribuciones de bienes raíces, expresó que dicha alza alcanza de manera especial a los habitantes de Las Condes, puesto que alrededor de la mitad de los predios -el 48%- se van a ver afectados por el alza del mínimo exento del impuesto territorial.


iv) Alcalde de Vitacura


El edil de Vitacura, señor Raúl Torrealba, hizo llegar a la Comisión un documento con las observaciones que le merece el proyecto en informe afirmando, en líneas generales, coincidir con el presupuesto conceptual que anima al proyecto de ley.


Respecto del alza de la tasa del impuesto territorial del 1,4 al 1,5 por ciento, indica que ella afectará más fuertemente a los propietarios de viviendas de menor valor, porque, según afirma, el porcentaje de aumento es más alto mientras menor es el valor de la vivienda.


Por otra parte, critica la eliminación del tramo exento deducible de dicho impuesto respecto de las viviendas con un valor fiscal que supera los 31 millones de pesos, pues en su concepto tal exención constituye el único incentivo tributario que la ley establece en reconocimiento del esfuerzo de inversión que realizan las familias de clase media.  


Respecto, asimismo, al impuesto territorial, propicia la derogación de las exenciones de que gozan actualmente el fisco, sus empresas y otras entidades, pues son discriminatorias y atentan contra el principio de igualdad.


Sobre el aumento del límite de las patentes comerciales de 4000 a 8000 u.t.m., señala que esta medida implica elevar un impuesto patrimonial, gravando así la inversión, que es la fuente del crecimiento y del empleo. Además, es un tributo discriminatorio, porque se focaliza en las empresas con mayor capital. En tercer lugar, argumenta que incentivará la evasión de los contribuyentes, porque implica un alza de este impuesto al doble de su valor actual. Este factor conllevaría un aumento de los costos de las empresas afectadas, trasladándose en definitiva a los precios de los bienes y servicios que deben pagar los consumidores.


En lo que concierne al Fondo Común Municipal, sostiene que sin perjuicio de la apremiante necesidad de aumentar los ingresos municipales, con el objeto de mejorar la redistribución de los mismos, dicha política no debe basarse en un aumento de los impuestos, sino trasladando hacia los municipios una fracción de la carga impositiva general que actualmente se encuentra administrada por el gobierno central. Esta propuesta -agrega- se sustenta en que la legislación vigente reconoce como una de las fuentes de recursos del FCM el aporte fiscal, reflejando con esto que la responsabilidad redistributiva no es tarea de los gobiernos locales, sino del nivel central.


v) Alcalde de Talcahuano


El edil de Talcahuano, señor Leocán Portus, destacó que  aproximadamente el 50% de los predios ubicados en la comuna de Talcahuano, por revestir el carácter de predios fiscales, están exentos del pago del impuesto territorial; sin perjuicio de otros predios que, por el hecho de encontrarse fuera del límite urbano (en la península de Hualpén y la isla Rocuant), pagan contribuciones correspondientes a predios agrícolas.


De acuerdo al catastro de bienes raíces, en 1997 había 51752 predios en la comuna, de los cuales 46257 estaban exentos de contribuciones (92% del total) y sólo 5495 pagaban este impuesto.


A la luz de los antecedentes expuestos, propuso que el fisco realice un aporte a la comuna, acorde con los avalúos de los predios actualmente exentos (terrenos de la Armada, Santuario de la Naturaleza, etc.), como una manera de compensar la franquicia de que gozan esos bienes raíces. También se mostró partidario de que se autorice a las municipalidades, en general, para determinar los montos exentos de contribuciones, utilizando un procedimiento similar al que se aplica para definir el derecho de aseo, esto es, fijando zonas en que se efectúa el cobro. Respecto a este derecho, habría que agilizar el mecanismo de cobranza, eximiendo del pago únicamente a los propietarios de viviendas muy modestas.


En lo que concierne a las modificaciones que introduce el proyecto de ley al sistema de patentes comerciales, propició cambiar la normativa sobre distribución del capital, en términos que ella se realice sobre la base del número total de trabajadores de la empresa, incluyendo, por consiguiente, aquéllos no contratados directamente. Acotó que un reciente dictamen de la Contraloría acerca de esta materia coincide con el criterio expresado. 


vi) Alcalde de Chillán Viejo


El alcalde de Chillán Viejo, don Julio San Martín, dijo compartir plenamente la iniciativa de aumentar la tasa del impuesto territorial del 1,4 al 1,5%, y de eliminar el tramo exento de ese tributo respecto de los bienes raíces urbanos cuyo avalúo supere el monto que señala el proyecto, ya que de esta forma se focaliza la exención en los sectores de menores recursos. No obstante, según aclaró, su comuna, que tiene altos índices de pobreza, no se verá favorecida por la medida en cuestión, toda vez que los recursos que ingresan a las arcas municipales por concepto de contribuciones de bienes raíces son insignificantes, en razón del bajo avalúo de las propiedades. 


Una situación similar se da con el incremento del tope máximo de las patentes comerciales, de 4000 a 8000 u.t.m., que prevé la iniciativa legal, pues dicha alza beneficiará a los municipios en cuyos territorios tienen su sede las grandes empresas, que no es el caso de Chillán Viejo.


En razón de las explicaciones precedentes, propuso diversas medidas para aumentar los ingresos de los municipios, particularmente de los más pequeños, como reemplazar la actual tasa variable de las patentes comerciales (que oscila entre el 2,5 y el 5 por mil), por una tasa única del 5 por mil del capital propio, evitando así que la recaudación de este tributo pueda verse reducida por la decisión de un municipio, que en definitiva afecta a todas las municipalidades cuyos ingresos dependen sustancialmente del FCM.


En lo tocante al rediseño del FCM, el señor San Martín expresó que el proyecto contiene elementos que perfeccionan el sistema, pues tiende a una mayor equidad en la redistribución de los recursos. Sin embargo, y como contrapartida, el nuevo diseño mantiene cierta subjetividad en la determinación del Índice de Ordenamiento, que podría afectar la confiabilidad del procedimiento, al permitirse la aplicación de criterios que favorezcan a algunos municipios -y, por consiguiente, perjudiquen a otros- en el coeficiente de distribución. Es lo que sucede, por ejemplo, con el indicador de "pobreza relativa de las comunas", que constituye uno de los elementos para determinar la vulnerabilidad comunal, el cual queda entregado a un reglamento, no estableciéndose un criterio objetivo -en su opinión- para su determinación en la propia ley.


Acerca del aporte fiscal al FCM, manifestó que el proyecto en comento no contempla ningún mecanismo que asegure la materialización de dicho aporte; dejando, por ende, entregada a la voluntad política del gobierno de turno una decisión de tanta relevancia para los municipios.


Finalmente, en lo que dice relación con el tema de los residuos sólidos, indicó que el Reglamento a que alude el artículo 7º, nuevo, del D.L. Nº3063, propuesto en el Mensaje, atenta contra la autonomía municipal, pues deja entregada al Ministerio de Economía -además de las Carteras de Interior y Secretaría General de la Presidencia- la determinación de las condiciones generales que han de servir de base para fijar las tarifas de aseo.


vii) Alcalde de Olmué


El alcalde de Olmué, señor Tomás Aranda, dijo compartir las apreciaciones vertidas por sus pares de Talcahuano y Chillán Viejo, acotando que su comuna (como las dos antes mencionadas) es de escasos recursos, eminentemente rural y donde sólo un 20 a 25% de los predios está afecto al impuesto territorial. Señaló también que en Olmué no hay instalada ninguna empresa grande y que, si bien en este sentido el proyecto no los beneficia directamente, en cambio sí los favorecerá el hecho de transformarse en un municipio netamente receptor del Fondo, con lo cual aumentarán sus ingresos.


viii) Instituto Libertad


En representación del Instituto Libertad, los señores Juan Luis Correa y Rodrigo Flores señalaron que los recursos municipales constituyen una materia de gran relevancia, considerando que las corporaciones edilicias son los agentes públicos más importantes para el desarrollo. El proyecto de ley busca ayudar al financiamiento de las municipalidades aumentando la carga impositiva de los privados, en circunstancias que, en su opinión, resulta indispensable que el Estado les traspase a los municipios no sólo obligaciones, sino también recursos. En abono de la aseveración anterior, expresaron que de la totalidad de impuestos recaudados en el país, sólo el 8% es destinado a las municipalidades, decidiendo el Ministerio de Hacienda el 92% restante.


En otro plano, aludieron al anuncio contenido en el Mensaje acerca de la creación del Fondo de Eficiencia en gestión municipal, el que, sin embargo, no está consagrado en el cuerpo del proyecto.


En lo tocante a la modificación propuesta a la normativa sobre patentes comerciales, elevando el tope máximo de su monto de 4000 a 8000 u.t.m., hicieron presente que en la anterior reforma a la ley de rentas, en 1994, ya se había aumentado dicho tope de 1000 a 4000 u.t.m. Este nuevo incremento afectaría directamente al capital de las empresas, y por ende desincentivaría la actividad productiva. Como lógico corolario de lo expresado, es dable esperar que tal incremento se traduzca en mayores costos para los demandantes de bienes que producen las empresas afectadas, vía precios. Desde otro ángulo, indicaron que la patente no tiene ninguna relación con los eventuales servicios que presta la municipalidad a las empresas, en rubros tales como vigilancia, iluminación, áreas verdes, pavimentación, etc.


Acerca del rediseño del FCM,  los representantes del Instituto Libertad admitieron que el mecanismo propuesto por el Ejecutivo constituye un perfeccionamiento del sistema, ya que en la actualidad todos los municipios deben aportar para luego recibir otra cantidad, que puede ser superior o inferior a lo aportado. Es lógico, entonces, realizar un solo procedimiento, que consista en aportar o recibir, conforme al diferencial que se produzca en la aplicación de los factores e indicadores que rigen el sistema.


Sin embargo, en cuanto a la afirmación que hace el Mensaje de que el nuevo diseño del Fondo incentivará la eficiencia municipal, cuestionaron la validez de la misma. En abono de esta duda, expresaron que el sistema que se propone puede originar desidia y falta de interés por generar mayores ingresos, en especial en los municipios de rango intermedio, ya que dado que el índice de ordenamiento regirá por tres años, puede resultar que un municipio eficiente en ese período se convierta de receptor en aportante, como consecuencia de los mayores ingresos que generó. Por otra parte, puede desincentivar la eficiencia de los municipios aportantes, puesto que con menos esfuerzo algunos de ellos podrían pasar a la categoría de receptores. Refuerza esta impresión el hecho de destinar un porcentaje del Fondo -el 2%- a los municipios de comunas con menos de 5000 habitantes, los cuales, al tener un "piso" asegurado para su operación, no tendrán interés por generar nuevos ingresos, sin perjuicio de tener presente que esta calificación excluye todo indicador referido al monto de los recursos generados; pudiéndose, de esta manera, darse la situación de municipios pequeños en población, pero que generan cantidades significativas de recursos, como es el caso de Vichuquén. También, por último, es criticable el 3% que se destina para ayudar a aquellos municipios que presentan problemas de financiamiento, pues atenta contra una mayor eficiencia. 


Respecto a la distribución del FCM, señalaron que la iniciativa legal en comento representa un avance en comparación con la legislación vigente. Sin embargo, agregaron que al establecerse que la distribución en cada municipalidad corresponderá al valor absoluto de la división entre el índice de ordenamiento de la comuna y la suma de todos los índices de ordenamiento de las comunas receptoras del Fondo, se incurre en falta de transparencia, pues los municipios carecen de información suficiente para cotejar los datos.


En el ámbito de los residuos sólidos, expresaron que al rebajarse de 200 a 60 litros diarios la extracción usual y ordinaria, el proyecto se aparta de la justificación contenida en el Mensaje, pues el cobro adicional por concepto de contaminación no está dado por el volumen sino por las otras clases de extracciones que no se encuentran comprendidas en el artículo 6º propuesto. 


En lo que concierne al Reglamento del Ministerio de Economía (visado por otros dos Ministerios), que, conforme al artículo 7º propuesto del D.L. 3063, debe estipular las condiciones generales mediante las cuales los municipios fijarán su tarifa de aseo, señalaron que la intervención del Ministerio individualizado, mediante un simple decreto, es un atentado a la autonomía municipal, pues con dicha medida se centraliza una atribución que hoy es exclusiva de las corporaciones edilicias.


Sobre el incremento de la tasa del impuesto territorial y la eliminación de la exención consagrada en la normativa vigente, sostuvieron que tales medidas producirán un mayor incumplimiento de esta obligación, alterando la estimación financiera del rendimiento de este tributo. No resulta lógico -concluyeron- que se incremente la carga impositiva al sector privado a través de esta vía, mientras nada se dispone respecto del aporte fiscal al FCM.


ix) Instituto Libertad y Desarrollo


En un estudio que hizo llegar a la Comisión, el mencionado centro académico formuló los siguientes comentarios y reparos al proyecto de ley sobre rentas municipales.


En primer lugar, desde una perspectiva conceptual, se señala que la propuesta del Ejecutivo, que modifica principalmente la ley de rentas municipales, considera un alza sustancial en el límite de las patentes comerciales, lo que implicaría el establecimiento de un impuesto patrimonial. Esta clase de tributos, se afirma, no tendría una base constitucional, al tenor del artículo 19 Nº20 de la Carta Fundamental, que sólo autorizaría gravar rentas. En relación con lo anterior, se argumenta también que los impuestos patrimoniales gravan el ahorro y generan incentivos a la evasión en la medida que constituyen un fuerte castigo a la capitalización.


Por otra parte, si bien se admite que los municipios atraviesan por reales dificultades financieras, se expresa que, a la luz del texto del proyecto, las autoridades no están dispuestas a resolver el problema mediante un desprendimiento de recursos desde el nivel central hacia el local, sino que pretende hacerlo mediante una mayor carga tributaria a la población en general y a las empresas en particular.


En un plano más específico, y de conformidad con lo expuesto, se critica el alza de la tasa del impuesto territorial del 1,4 al 1,5% respecto de los bienes raíces con un avalúo superior a los 31 millones de pesos, por estimarse que dicho incremento constituye la imposición de un tributo de índole patrimonial, lo cual, según se expresó, estaría vedado por el ordenamiento constitucional.


En lo que se refiere a las patentes comerciales, junto con formularse el reparo antes mencionado, se hace presente que ya en la reforma a la ley de rentas ocurrida en 1995 se amplió el límite máximo de este tributo de 1000 a 4000 u.t.m. En cuanto al argumento esgrimido por el Ejecutivo de que las grandes empresas generalmente demandan servicios municipales en más de una comuna y pagan una patente que no se compara con el costo de los servicios que reciben, se indica que no está acreditado que las demandas por tales servicios estén asociadas al tamaño de las empresas.  Sobre el mismo tributo, se sostiene que afecta directamente al capital de las empresas, lo cual podría traducirse, en definitiva, en mayores costos para los usuarios de aquéllas, vía precios.


Sobre las enmiendas introducidas al tópico del derecho de aseo, el estudio en comento manifiesta, en general, su concordancia con las ideas del proyecto. En efecto, el principio "El que contamina paga", que orienta la materia, es positivo, porque las tarifas deben acercarse lo más posible al verdadero costo que implica la extracción adicional de basura, eliminando todos los subsidios cruzados. Así, por ejemplo, es positivo que el municipio responda con cargo a sus propios recursos por las rebajas totales o parciales a este tributo, pues ello desincentiva el otorgamiento discrecional de la rebaja o exención.


En lo que concierne al Fondo Común Municipal, se destaca que el rediseño del mismo descansa sobre la premisa de que éste sea un mecanismo de redistribución solidaria entre las municipalidades más pobres y no entre todas las municipalidades del país, como sucede en la actualidad. En opinión de Libertad y Desarrollo, el principal aspecto positivo de la propuesta del Ejecutivo consiste en que los municipios son aportantes o receptores del Fondo, superándose de este modo la burocracia de que algunos municipios aporten recursos y, posteriormente, reciben dinero del Fondo. En cuanto a los reparos al mecanismo diseñado, se afirma que hay elementos que otorgan discrecionalidad a la autoridad. Ello ocurre, por ejemplo, al considerar la población flotante para el cálculo de la vulnerabilidad comunal y para la distribución del 2% del FCM. Por otra parte, se critica la propuesta de distribuir un 3% del FCM entre aquellas comunas que presentan requerimientos de estabilización financiera, pues ello rompería el principio de neutralidad en esta materia con que cuenta el sistema vigente, incentivando el financiamiento de los gobiernos locales por parte del Estado. En este sentido, y considerando que efectivamente existen municipios con problemas financieros, se sugiere implementar un mecanismo de fondos regionales destinado específicamente para ese fin.


x) Programa de Asesoría Legislativa (PAL)


Como en el caso del acápite anterior, el PAL remitió un documento con el análisis de la iniciativa legal en informe, centrando sus comentarios en los fundamentos y alcances del aumento de los tributos que aquélla consagra, según pasa a exponerse.


En primer lugar, acerca del incremento de la tasa del impuesto territorial desde 1,4 a 1,5%, subraya que se trata de una modificación que ya está incorporada en la ley vigente (Artículo 7° de la ley N° 17.235), con la salvedad que en la actualidad su vigencia está condicionada a la existencia del reavalúo de las propiedades.  Éste aún no se ha practicado, por lo que la tasa actual continúa siendo del 1,4%, a raíz de las disposiciones transitorias de la ley indicada.  En consecuencia, lo que hace el proyecto es simplemente hacer posible la aplicación de la tasa del 1,5%, independizándola de la materialización del reavalúo.


Con respecto a la eliminación del monto exento del impuesto territorial que se propone para cierto rango de propiedades, expresa que esta reforma afectaría a un porcentaje muy menor de contribuyentes, que son los de más elevados ingresos y poseen las viviendas con el avalúo más alto, situación que no justifica mantener una exención de esta naturaleza.


En lo que concierne al alza del tope de las patentes comerciales de 4.000 a 8.000 U.T.M., ella alcanzaría únicamente a las 400 empresas -aproximadamente- más grandes de país, que efectúan hoy una contribución máxima de poco más de 100 millones de pesos por este concepto, lo que no se corresponde con la cantidad de servicios que ellas demandan en las comunas donde operan, con el agravante que una parte significativa de la patente es pagada en las comunas que sirven de asiento a sus casas matrices, y el resto en las comunas donde desarrollan efectivamente su actividad.


A lo anterior se suma el deterioro ambiental que muchas veces provocan estas empresas, pudiendo mencionarse, en términos genéricos, las de rubros como el forestal, pesquero o minero.

II.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES


El proyecto de ley en análisis, que al decir del Mensaje se enmarca en el proceso de reforma al sistema de finanzas municipales acordado entre el Gobierno y la Asociación de Municipalidades, tiene por propósito, por una parte, incrementar los ingresos de los municipios mediante la modificación de la ley de rentas municipales y de la ley del impuesto territorial en los aspectos que indica; y, por la otra, propender a una mayor equidad en la redistribución solidaria de los recursos que componen el Fondo Común Municipal, tendiendo así a equiparar la calidad de la oferta de servicios públicos locales entre los chilenos y afianzar el principio de igualdad de oportunidades.

III.- ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO.


Éste se estructura en tres artículos permanentes y tres disposiciones transitorias, cuyo contenido es el siguiente: 


Artículo 1°


Éste reemplaza los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, que consagra el Fondo Común Municipal y su composición.


Conforme al texto sustitutivo parcial que se propone para este precepto, el FCM se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad. La vulnerabilidad comunal se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas, que afectan su capacidad de generar ingresos y la demanda de bienes y servicios públicos locales. Los municipios con menor capacidad para generar ingresos propios y más vulnerables sólo serán receptores del Fondo.


Agrega la disposición que los recursos que se considerarán para efectos de conformar este Fondo, serán establecidos en la Ley de Rentas Municipales. La misma ley establecerá los criterios y normas para determinar la capacidad de generación de ingresos de los municipios, la vulnerabilidad comunal, las comunas que serán aportantes del Fondo y la cuantía de dichos aportes; así como los criterios de participación y de distribución de aquél.


Artículo 2°


Este precepto introduce las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


Su numeral primero sustituye el artículo 6°, según el cual el servicio domiciliario por extracción de basuras se cobrará en los sectores urbanos y suburbanos de las comunas.


El texto de reemplazo estipula que el servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, considerando bajo aquella denominación las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de aquéllas.


El numeral segundo reemplaza el artículo 7°, disposición que establece que las municipalidades cobrarán un derecho trimestral por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. Cada municipalidad fijará anualmente la tarifa de acuerdo al costo real de sus servicios de aseo domiciliario. Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades podrán establecer tarifas diferenciadas, determinadas sobre bases generales y objetivas, para ciertos usuarios que requieran mayor frecuencia para la extracción de sus basuras, como, asimismo, rebajar la tarifa o, en casos calificados, exceptuar de ella a aquellos usuarios que la municipalidad determine en atención a sus condiciones socioeconómicas, basándose para ello en indicadores de estratificación de la pobreza generales, objetivos y de aplicación nacional. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público. Las condiciones generales por las que se determinarán las tarifas así como las condiciones necesarias para su exención, parcial o total, serán fijadas en las respectivas ordenanzas municipales. Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales. El monto de las tarifas de aseo será determinado anualmente y expresado en moneda del 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia.


El artículo 7° propuesto expresa que las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, justifiquen tal rebaja o exención, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.


El numeral tercero sustituye el artículo 8°, conforme al cual los derechos a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de desperdicios provenientes de los servicios domésticos y de los barridos de casas, fábricas o negocios. Se entiende por extracción usual y ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de doscientos litros (doscientos decímetros cúbicos) de desperdicios de promedio diario.     Para la extracción de escorias o residuos de fábrica o talleres y para los servicios en que la extracción de desperdicios exceda el volumen señalado en el inciso primero y para otras clases de extracción de basuras que no se encuentren comprendidas en el artículo anterior, las Municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar.     En todo caso, las personas que se encuentren en la situación del inciso anterior podrán optar por ejecutar por sí mismas o por medio de terceros la extracción y el transporte de los desperdicios, en conformidad con las ordenanzas de la municipalidad respectiva.


La norma sustitutiva del artículo 8° preceptúa que las tarifas a que se refiere el artículo 7°, nuevo, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva un contrato privado, autorizado ante notario, para la disposición final de los residuos.


El numeral cuarto modifica el artículo 9°, que trata sobre los mecanismos de cobro del derecho de aseo, como también acerca de los obligados al pago del mismo, de la siguiente forma:


Su letra a) reemplaza los incisos cuarto y quinto del mencionado artículo, en cuya virtud la municipalidad cobrará directamente el derecho que corresponda a los propietarios de los establecimientos comerciales y negocios, en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, el que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente. Agrega la disposición, en su inciso quinto, que la municipalidad deberá optar para efectuar el cobro del derecho de aseo sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley. No podrá efectuarse el cobro por aseo domiciliario y derecho de aseo prescrito en el inciso anterior respecto de un mismo usuario.


De acuerdo a la norma sustitutiva, la municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8° nuevo, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.


Su letra b) incorpora un inciso final, nuevo, al artículo en referencia, estableciendo que, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.


El numeral quinto modifica el artículo 24, que reglamenta diversos aspectos relacionados con la patente que deben pagar anualmente al municipio todos aquéllos que ejercen una actividad profesional, industrial o comercial, entre los cuales cabe mencionar la tasa de la patente a pagar y la declaración que han de hacer de su capital los contribuyentes afectos a este tributo. 


La modificación apunta exclusivamente al inciso segundo del precepto citado, en el sentido de elevar de cuatro mil a ocho mil unidades tributarias mensuales el tope del valor anual de la patente.


Su numeral sexto reemplaza los Títulos V y VI del Decreto Ley en mención. El Título V ("Del aporte fiscal") comprende los artículos 35 y 36.


El primero de ellos expresa que el Fisco aportará anualmente a las municipalidades del país una suma cuyo monto global se determinará en la Ley de Presupuesto del sector público respectivo.


A su vez, el artículo 36 señala que el total de la suma que corresponda al aporte fiscal incrementará el Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 38.


En reemplazo de lo anterior, se propone en el nuevo artículo 35 que los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 de la presente ley, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal. El reglamento determinará la forma cómo se recaudarán estos recursos, en los casos que corresponda, y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.


Para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el nuevo artículo 12 propuesto de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se aplicará un Índice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:


a)
Capacidad de Generación de Ingresos Propios. Corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período. Para este efecto, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicados en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.


Los últimos tres años corresponderán a los inmediatamente anteriores al año del cálculo.


b)
Vulnerabilidad Comunal. Se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal. Para su cálculo se considerarán las siguientes ponderaciones:


1)
Un 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por el o los indicadores que establezca el reglamento.


2)
Un 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquéllas señaladas en el decreto supremo respectivo. En ningún caso podrán estimarse con población flotante aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, para cuyo efecto sólo se considerarán las cifras oficiales.


3)
Un 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de bienes raíces que gozan de dicha franquicia en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de inmuebles de ésta.


Para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquéllos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235, independientemente de haberse ejercido la facultad municipal de rebajar dicho monto.


Para cada comuna del país, el Índice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la capacidad de generación de ingresos y la vulnerabilidad comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales. Para la construcción del Índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000.


A su vez, el artículo 36 propuesto señala que sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un índice de ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos:


1)
Un 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados.


2)
La tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios. Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados.


Agrega la disposición que para los efectos previstos en el numeral 1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, con un mínimo del valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la presente ley. El pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.


El Título VI del Decreto Ley en análisis, que lleva el epígrafe "Participación municipal en el impuesto territorial y del Fondo Común Municipal", comprende los artículos 37 al 39.


El artículo 37 preceptúa que las Municipalidades percibirán el rendimiento total del impuesto territorial, agregando que constituirá ingreso propio de cada una de ellas el cuarenta por ciento de dicho impuesto de la comuna respectiva.


A continuación, el artículo 38 indica que el reglamento determinará la forma cómo se recaudarán los recursos a que se refieren los números 1, 2, 3 y 4 del inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, como asimismo, determinará el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo Común Municipal. Para la aplicación de la fórmula de distribución, señalada en el inciso segundo del presente artículo, se utilizarán como fuentes de información sólo cifras oficiales conforme lo establezca dicho reglamento, según se vio en el acápite B) del Capítulo I de este informe.


El nuevo artículo 37 establece que el Fondo Común Municipal se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1) El noventa y cinco por ciento del Fondo sólo entre los municipios que presenten un Índice de Ordenamiento menor o igual a -1, y de manera proporcional a dicho Índice.


El coeficiente de distribución correspondiente a cada comuna receptora de esta parte del Fondo, será el valor absoluto de la división entre el Índice de Ordenamiento de la comuna y la suma de todos los Índices de Ordenamiento de las comunas receptoras.


2) El dos por ciento, por partes iguales, entre las comunas con menos de 5.000 habitantes para los efectos de consolidar un rango mínimo de operación de tales municipios.  Para el cálculo del número de habitantes por comuna, se considerarán las cifras oficiales.


3) El tres por ciento restante, entre aquellas comunas que presenten requerimientos de estabilización financiera de acuerdo a los criterios y normas establecidos en el reglamento respectivo.  El cálculo de dichos requerimientos se hará anualmente, mediante decreto supremo del Ministerio del Interior.  De resultar el total de aquéllos inferiores al 3% del Fondo, el remanente acrecerá al 95% establecido en el punto 1) del presente artículo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinará cada tres años el Índice de Ordenamiento, las tasas de aporte al Fondo Común Municipal, los coeficientes de distribución del 95% del Fondo y las comunas beneficiarias del 2%.  En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas por concepto de población flotante.


El Título VI nuevo, propuesto, denominado "Del aporte fiscal", consta de un  solo artículo, el 38, según el cual el referido aporte al Fondo Común Municipal se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuestos del Sector Público, quedando de esta forma derogado el actual artículo 39, que confiere al Presidente de la República la atribución de rebajar la tasa del impuesto territorial hasta un máximo de un 25%.


El numeral séptimo del artículo 2° del proyecto introduce una enmienda al artículo 41 N° 5 -debiendo entenderse hecha tal referencia al artículo 42 N°5- disposición que enuncia, a modo ilustrativo, los servicios, concesiones o permisos por los cuales están facultados los municipios para cobrar derechos. De acuerdo a la modificación propuesta, se mantiene la primera oración de esta norma, relativa a la propaganda; pero se innova en la segunda parte, estableciéndose que tal categoría incluye la propaganda que sea oída "o" vista desde la vía pública, en circunstancia que el texto vigente exige que dicha propaganda sea vista "y" oída para ser abarcada por el precepto. 


Artículo 3°


Éste introduce dos modificaciones al artículo 1° transitorio de la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, que prescribe lo siguiente:


La tasa del 15 por mil anual establecida en el artículo 7°, entrará a regir en cada comuna y respecto de cada serie de bienes raíces junto con la vigencia del primer reavalúo que respecto de cada comuna y cada serie practique el Servicio.


Entretanto la tasa aplicable será el veinte por mil anual, salvo respecto de los bienes raíces no agrícolas de las comunas en las cuales los alcaldes hayan hecho uso de la facultad que les confiere el artículo 2° de la ley N°19.380, de 1995, y hayan adelantado la vigencia de los reavalúos de los bienes raíces no agrícolas que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1° de la citada ley, se encuentra suspendida hasta el 1° de enero del año 2.000.  En este caso, a contar de la vigencia de cada uno de estos reavalúos y hasta que entre a regir el próximo, a que se refiere el artículo 2° transitorio de la señalada ley 19.380, la tasa para estos bienes raíces no agrícolas será del catorce por mil anual, excepto para los destinados a la habitación con un avalúo igual o menor a $25.000.000.- en que el impuesto será de un doce por mil al año.


El monto de $25.000.000.- establecido en el inciso segundo se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma establecida en el artículo 9° de esta ley.


Los bienes raíces no agrícolas afectados por la tasa del catorce por mil anual a que se refiere el inciso segundo, estarán, además, gravados con una sobretasa a beneficio fiscal del cero coma veinticinco por mil anual, que tendrá la misma vigencia que la tasa del catorce por mil a la cual accede.


Durante el mismo período señalado en el inciso segundo, el avalúo exento a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, que debe considerarse respecto de los bienes raíces no agrícolas destinados a la habitación, en las comunas en que los alcaldes hayan adelantado la vigencia de los reavalúos, será de $7.000.000.-, cantidad que se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.


Los bienes raíces no agrícolas estarán afectos, hasta que entre a regir en cada comuna el reavalúo practicado por el Servicio de Impuestos Internos conforme a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N°19.000, a la tasa adicional establecida por el artículo 3° de la ley N°18.206, considerando el monto del avalúo exceptuado vigente al 30 de junio de 1990, ascendente a $6.976.089.- según lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N°18.591, siéndole aplicable a dicho monto el reajuste indicado en el artículo 9° de esta ley.


1)
La primera modificación propuesta a este artículo eleva del catorce por mil anual al quince por mil anual la tasa que deben pagar los bienes raíces no agrícolas de que trata su inciso segundo. 


2)
La otra modificación tiene por propósito agregar al final del inciso quinto una norma en cuya virtud el avalúo exento de $7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $25.000.000.-; monto que se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.


Disposiciones Transitorias


Artículo 1°


Este artículo dispone que las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley, con sus respectivos reajustes e intereses, por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial.


Artículo 2°


Conforme a esta norma, las siguientes modificaciones introducidas por el artículo 3° de la iniciativa en informe a la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, sólo entrarán a regir en los plazos que para cada caso se indican:


1) La tasa del quince por mil anual, introducida por su numeral 1), al año siguiente de publicación de la presente ley.


2) La modificación introducida por el numeral 2) del artículo en referencia, lo hará el 1° de julio del año 2.000.


Artículo 3°


Éste faculta al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.

IV.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.


A.- En General 


De conformidad con el artículo 267 del Reglamento, se sometió a votación la idea de legislar sobre la materia, siendo aprobado en general el proyecto por la unanimidad de los Diputados que participaron en la votación, señores Gutiérrez (Presidente), Jeame Barrueto, Naranjo, Reyes, Saa doña María Antonieta y Silva.


B.- En Particular


Durante la discusión pormenorizada del articulado de la iniciativa legal en estudio, Vuestra Comisión adoptó los siguientes acuerdos:


Artículo 1°


Éste, que reemplaza los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, que, respectivamente, establecen la composición del Fondo Común Municipal (FCM) y delegan la distribución de los recursos que lo integran a la Ley de Rentas Municipales; por una norma en cuya virtud dicho Fondo se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad -la que define-, agregando que corresponderá a la Ley de Rentas Municipales determinar, entre otros aspectos, los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo, los principios y normas para determinar la capacidad de generación de ingresos de los municipios, la vulnerabilidad comunal, las comunas que serán aportantes del Fondo y los criterios de participación y de distribución del mismo, fue objeto de una indicación sustitutiva del Ejecutivo.  Ésta, que recoge las observaciones planteadas en el seno de la Comisión a dicho precepto, en el sentido que el artículo 1° original del Mensaje trasladaba, mediante una cuestionable técnica legislativa, las normas sobre composición del FCM al ámbito de la Ley de Rentas Municipales -que es de rango común-, en circunstancias que tal materia se halla regulada actualmente, por mandato del artículo 111 de la Constitución Política, en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, recibió el siguiente tratamiento:


El numeral primero de la indicación en referencia, que reemplaza los mencionados incisos segundo y tercero del artículo 12 de la ley N° 18.695 propuestos en el artículo 1° del Mensaje, por una norma idéntica en los dos primeros incisos, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 4), mientras que un nuevo inciso cuarto propuesto al mencionado artículo 12 fue rechazado por asentimiento unánime, por encomendar erróneamente a la ley de rentas municipales la regulación de aspectos tales como la capacidad de generación de ingresos, la vulnerabilidad comunal, las comunas aportantes, etc., los que, según se verá a continuación, son tratados en el marco de la ley orgánica constitucional respectiva.


Su numeral segundo, a su vez, que incorpora los artículos 12 bis A y 12 bis B, nuevos, a la ley N° 18.695, mereció a la Comisión lo que pasa a exponerse.


El artículo 12 bis A, cuya redacción equivale a la del nuevo artículo 35 del D.L. N° 3.063 propuesto en el numeral seis del artículo 2° del Mensaje, y que señala los recursos que se considerarán para efectos de conformar el FCM, agregando que el reglamento determinará la forma cómo se recaudarán estos recursos y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo; que, para determinar la calidad de municipio aportante al FCM, se aplicará un Índice de Ordenamiento de las comunas sobre la base de las variables denominadas capacidad de generación de ingresos propios y vulnerabilidad comunal que especifica, y que dicho Índice se calculará para cada comuna por la diferencia entre las dos variables enunciadas, fue aprobado también por simple mayoría de votos (6 contra 4), sin variaciones.


Por su parte, el artículo 12 bis B, que corresponde, en líneas generales, al artículo 36 del D.L. N° 3.063 propuesto en el mismo numeral y artículo del Mensaje especificados en el párrafo anterior, y según el cual sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un Índice de Ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los conceptos que expresa, fue aprobado por idéntico quórum que la disposición precedente, sin perjuicio de una adecuación a su inciso final.


Cabe hacer presente sobre este precepto que la única variante respecto de la redacción original propuesta para el artículo 36 en referencia estriba en que incrementa al 63% la tasa de aporte al FCM de los municipios que tienen un Índice igual o superior a 200.


Artículo 2°


Este precepto, que introduce diversas modificaciones al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, fue objeto del siguiente tratamiento:


Su numeral primero, que sustituye el artículo 6°, relativo al cobro por el servicio domiciliario de extracción de basuras, por una disposición según la cual dicho  servicio  se cobrará  a todos los usuarios de la comuna, considerándose bajo aquella denominación las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas, fue aprobado por asentimiento unánime, sin modificaciones.


El numeral segundo, que reemplaza el artículo 7°, que regula el sistema de cobro y fijación de la tarifa del mencionado servicio y señala las unidades exentas del pago respectivo, por una disposición que expresa que las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo, tratando a continuación aspectos relacionados con la periodicidad del cobro del derecho, las condiciones que debe reunir la tarifa de aseo y su vigencia, y las rebajas totales o parciales del valor a pagar en beneficio de determinados usuarios, recibió el tratamiento que pasa a consignarse:  


-
El inciso primero fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones.


-
El inciso segundo fue aprobado por simple mayoría de votos (7 a favor y 3 en contra), conjuntamente con una indicación suscrita por la señora Pérez doña Lily y los señores Díaz, Longton y Rojas, encaminada a establecer la obligatoriedad de consultar a las Asociaciones de Municipios de carácter nacional, en forma previa a la publicación del reglamento a que alude la norma. 


-
El inciso tercero fue aprobado por asentimiento unánime, en los términos propuestos.


-
El inciso cuarto fue, asimismo, aprobado por unanimidad, sin enmiendas.


En relación con lo anterior, el representante del Ejecutivo subrayó que las reformas propuestas en materia de tarificación y cobro fueron acordadas en su oportunidad con la Asociación Chilena de Municipalidades.


En cuanto a la observación planteada por algunos señores Diputados de que el reglamento mencionado en el inciso segundo del artículo 7º constituye una indebida intromisión ministerial en la autonomía de gestión de los municipios, precisó que el reglamento contendrá solamente los aspectos generales que orientarán la materia, es decir, un marco regulatorio en cuanto a costos fijos y variables; pero, en definitiva, las municipalidades determinarán los valores a cobrar.  Por otra parte, refuta la crítica en cuestión la circunstancia de que el proyecto de ley elimina la exención automática del pago del derecho de aseo que estipula el artículo 7º vigente, en relación con las viviendas que tienen un avalúo inferior a las 25 u.t.m. mensuales; norma esta última que, además de su rigidez, se inmiscuye en la esfera de decisiones de los municipios.


Por otra parte, el representante del Ejecutivo señaló que luego de la última modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en lo concerniente a gestión municipal, la SUBDERE dispone de la facultad de recabar y procesar información sobre el quehacer de todos los municipios, lo que incluye, naturalmente, la labor que desarrollan las unidades de aseo y ornato. Sin perjuicio de ello, cabe considerar que a través de la cuenta pública anual del alcalde (que versa, entre otros aspectos, acerca de la prestación de servicios municipales), los vecinos pueden efectuar las consultas que estimen pertinentes, lo que conlleva una potestad fiscalizadora. También los interesados pueden acudir a las oficinas de reclamo de los municipios, para estampar sus observaciones y reparos sobre la forma en que se están otorgando los servicios a la comunidad, entre ellos el de aseo.


El numeral tercero, que sustituye el artículo 8°, concerniente a las extracciones usuales y especiales de residuos, dependiendo del volumen y características de éstos, por un precepto en cuya virtud se rebaja la cantidad de residuos que comprende la extracción usual u ordinaria, acotando cuál es el procedimiento a seguir tratándose de residuos sólidos domiciliarios que excedan dicho volumen (sesenta litros de promedio diario) y de otras clases de extracciones, fue aprobado por asentimiento unánime, en los términos propuestos.


El Ejecutivo señaló que el nuevo artículo propuesto persigue introducir criterios de flexibilidad en la materia, de manera tal de facultar a los municipios para establecer una tarifa "particularizada" respecto de las extracciones que excedan los 60 litros de promedio diario o que no revistan el carácter de domiciliarias, a la vez que se autoriza a los usuarios que se encuentren en esta última hipótesis para contratar con un tercero el servicio de extracción y transporte de sus residuos sólidos.  En dicho caso, la municipalidad debe velar por el estricto cumplimiento de las ordenanzas y reglamentos sanitarios y ambientales en lo que concierne a la disposición final de los residuos.


Ante el reparo de que, si bien la orientación de la norma es positiva, ella no resuelve lo que atañe a la fiscalización de los usuarios, en términos de determinar cuándo exceden el límite de la extracción ordinaria para efectos de cursarles el cobro adicional pertinente, admitió que el proyecto no establece un mecanismo de esa naturaleza, pero que se está estudiando la aplicación de un sistema de pesaje de los residuos domiciliarios, en el marco de una normativa más amplia.


El numeral cuarto, que modifica el artículo 9°, concerniente al cobro del derecho de aseo, recibió el siguiente tratamiento: 


Su letra a), que reemplaza los incisos cuarto y quinto del mencionado artículo, por una norma en cuya virtud cada municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo, la  que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente, estableciendo además que la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley respecto de un mismo usuario, fue aprobada por simple mayoría de votos (5 contra 4), sin modificaciones.


Su letra b), que incorpora un inciso final, nuevo, al artículo en referencia, conforme al cual habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza, fue aprobada por el mismo quórum de votación que la anterior, sin enmiendas.


Acerca de esta disposición y en particular el inciso final propuesto, el Ejecutivo manifestó que dicha norma busca dar una señal clara a los municipios respecto de la obligatoriedad del cobro del derecho de aseo; aspecto que no resalta la legislación vigente, y que en la práctica se ha traducido (algunas veces) en la condonación de las deudas de los usuarios del servicio por razones político-electorales o de otra índole.


El numeral quinto, que modifica el inciso segundo del artículo 24, disposición que fija en cuatro mil unidades tributarias mensuales el monto máximo de la patente que deben pagar anualmente al municipio todos aquéllos que ejercen una actividad profesional, industrial o comercial, en el sentido de elevar a ocho mil unidades tributarias mensuales dicha suma, fue aprobado por simple mayoría de votos (4 contra 3).


La referida modificación generó un vivo debate, pudiendo resumirse los argumentos en pro y en contra del alza del límite de las patentes comerciales en los siguientes puntos.  Quienes rechazaron dicha medida señalaron, en primer término, que hace algunos años el Gobierno asumió el compromiso de modificar una sola vez, en el actual período presidencial, la ley de rentas, lo que aconteció en 1995.  En segundo lugar, desde su punto de vista, el incremento de este tributo hace recaer en buena medida el financiamiento del sistema municipal en los empresarios.  Adicionalmente, existirían antecedentes que permiten suponer que el aumento en cuestión se traducirá en despidos de trabajadores de parte de las empresas afectadas, sin perjuicio de reflejarse en los precios de los bienes y servicios que ellas fabrican o prestan.  Finalmente, pusieron en tela de juicio el impacto real del alza de las patentes, en términos que los municipios mejoren efectivamente la calidad de los servicios que brindan.


Desde la perspectiva opuesta, y justificando la modificación en referencia, el representante del Ejecutivo expresó en primer lugar que el incremento del tributo estaba previsto en el Acuerdo Gobierno-Asociación Chilena de Municipalidades, de 1997.  En otro plano, indicó que la modificación del mencionado artículo 24 del D.L. N° 3.063 incidirá positivamente en las finanzas de muchos municipios y, lo más importante, corrige una situación poco equitativa en materia tributaria, cual es que las empresas cuyo capital propio bordea los 20 mil millones de pesos están pagando, en la práctica, una tasa del 5 por mil de su capital, mientras que las empresas que poseen un capital de 40 mil millones o más pagan una tasa equivalente al 2,5 por mil del capital.  No se trata, por consiguiente, de establecer un impuesto al patrimonio, sino de que las unidades productivas o de servicios de mayor envergadura retribuyan adecuadamente a los municipios por los importantes servicios que estos últimos les otorgan, aspecto que se resaltó en el capítulo de Antecedentes Generales del proyecto.


Al margen de lo expuesto precedentemente, conviene consignar que hubo consenso entre los miembros de la Comisión y el Ejecutivo acerca de la conveniencia de revisar a futuro el mecanismo que regula el tema de las patentes comerciales, en orden a propiciar una tasa diferenciada (según la empresa tenga la casa matriz en Santiago o en otra Región), para fomentar así el proceso de descentralización.


Su numeral sexto recibió el siguiente tratamiento.


El encabezamiento, que reemplaza los Títulos V y VI del Decreto Ley (artículos 35 al 40) por los que señala, fue objeto de una indicación del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime (7 a favor y 3 abstenciones), que sustituye las expresiones "los siguientes" (títulos) por "el siguiente" (título).


Los artículos 35 y 36 propuestos en el numeral a continuación del epígrafe fueron, asimismo, objeto de una indicación del Ejecutivo, aprobada por idéntico quórum de votación, que los suprime, toda vez que ambos quedan incorporados como artículos 12 bis A y 12 bis B, nuevos, de la ley N° 18.695, según se vio, pasando los artículos 37 y 38 propuestos a ser 35 y 36, respectivamente, del D.L. N° 3.063.


El artículo 37 (que, como queda dicho, pasa a ser 35), que establece la distribución del FCM de acuerdo a las tres pautas que detalla, agregando que mediante Decreto Supremo del Ministerio del Interior se determinará cada tres años, entre otras materias, el Índice de Ordenamiento a que se ha hecho referencia y las tasas de aporte al FCM, fue aprobado por simple mayoría de votos (4 contra 2 y una abstención), conjuntamente con sendas indicaciones del Ejecutivo:


1)
La primera, aprobada por asentimiento unánime (7 a favor y 3 abstenciones), que modifica el N° 1 de dicho artículo en cuanto a rebajar del 95 al 93% la parte del FCM que debe distribuirse entre los municipios según el Índice de Ordenamiento que presenten; 2) Otra, aprobada por el mismo quórum de votación, que reemplaza en el N° 3 del precepto -en armonía con lo señalado precedentemente- la expresión "tres por ciento" por "cinco por ciento", como asimismo el guarismo "95" por "93", en términos de incrementar la participación del Fondo de Estabilización Financiera al 5%, y 3) La última, aprobada también por 7 votos a favor y 3 abstenciones, que efectúa una adecuación al inciso final del artículo en referencia, con el objeto de ajustarlo a las enmiendas anteriores.


Finalmente, el artículo 38 propuesto por el Mensaje (que pasa a ser 36), y según el cual el aporte fiscal al FCM se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuesto, fue aprobado por asentimiento unánime (5 a favor y 2 abstenciones); conjuntamente con una indicación del Ejecutivo, aprobada también por unanimidad (7 a favor y 3 abstenciones), que elimina el epígrafe "Título VI. Del aporte fiscal" que antecede al mencionado artículo.


Acerca de esta disposición, los miembros de la Comisión coincidieron en la necesidad de que se consagre un aporte fiscal mínimo obligatorio al Fondo Común Municipal, de manera que éste sea realmente efectivo y de cierta magnitud.


El numeral séptimo, que modifica el artículo 42 N°5 -el Mensaje alude erróneamente al artículo 41 N°5-, en el sentido que, respecto a los derechos que se cobren por la propaganda que se realice en la vía pública o que sea oída y vista desde la misma, basta, en cuanto a esta última, que sea oída o vista, fue aprobado por unanimidad, sin enmiendas. 


Artículo 3°


Éste, que consta de dos numerales, introduce las siguientes modificaciones al artículo 1° transitorio de la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial: 


El numeral primero, en cuya virtud se eleva del catorce por mil anual al quince por mil anual la tasa del impuesto a pagar por los bienes raíces no agrícolas a que alude el inciso segundo, fue aprobado por simple mayoría de votos (4 contra 3), sin enmiendas.


El numeral segundo, en tanto, que agrega una oración al inciso quinto, relativo al avalúo exento de los bienes raíces no agrícolas destinados a la habitación, en el sentido que dicho avalúo exento se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, a la fecha que indica, un avalúo total que no supere el monto que se especifica, fue aprobado por idéntico quórum de votación que el anterior.


Acerca del primer numeral, junto con manifestar algunos señores Diputados que la aludida alza afecta a muchos contribuyentes, y de entre éstos a gente de clase media, criticaron que no se haya aprovechado la oportunidad para tratar el tema de la exención del impuesto territorial de que gozan los inmuebles fiscales, pese a que en la anterior modificación de la ley de rentas, en 1995, se discutió la posibilidad de suprimir esa franquicia tributaria, y a que en el referido Acuerdo de 1997 se insistió en la misma dirección.


Frente a tales observaciones, el representante del Ejecutivo, si bien reconoció que la idea de eliminar la exención es de antigua data y consta en el Acuerdo en comento, explicó por otra parte que el tópico es complejo y tiene un componente político, toda vez que dichas exenciones favorecen en la actualidad no solamente a los bienes raíces fiscales, sino además a los que poseen instituciones como las Iglesias y las Fuerzas Armadas.  En cuanto a que el aumento de las contribuciones de bienes raíces afectaría a un amplio sector de la población, manifestó que la norma propuesta afecta exclusivamente a los sectores más acomodados, y en particular a los propietarios del 3,3% de las viviendas más caras del país.  Agregó, por último, que este incremento ya está consagrado en el ordenamiento jurídico, y lo que hace el proyecto es independizar el alza del impuesto del reavalúo de los bienes raíces previsto para el año 2.000. 


En cuanto al segundo numeral, y frente a una consulta de por qué se optó por eliminar el monto deducible del impuesto territorial respecto de los bienes raíces cuyo avalúo supera cierto monto, descartando una solución técnica más gradual -como sucede con el impuesto global complementario- estableciendo, por ejemplo, un descuento diferenciado acorde con el avalúo del bien raíz, que permita además obtener el rendimiento que de este tributo se espera, el representante del Ejecutivo admitió que la supresión del monto deducible produce una brecha abrupta entre el monto exento del impuesto territorial y el que no lo está.  Con todo -acotó-, la alternativa que se escogió es equitativa en términos absolutos, y se basa en la comparación de los avalúos fiscales y los avalúos comerciales.  Ello permitió constatar que había una suerte de "subsidio" en beneficio de las viviendas más onerosas, que representan sólo el 3,3% del total catastrado.


Disposiciones Transitorias


Artículo 1°


Este artículo, en cuya virtud las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley por los aportes que deben realizar las municipalidades al Fondo Común Municipal, y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial, fue aprobado por asentimiento unánime, sin variaciones.


En relación con este precepto, el representante del Ejecutivo explicó que a comienzos de este año fue aprobada la ley que permite otorgar anticipos del FCM, con el objeto de poner al día a varios municipios en el pago de su deuda previsional.  En esa línea, muy pronto se van a firmar los convenios respectivos entre las municipalidades y la SUBDERE.  Lo anterior implicará que varios municipios queden endeudados, situación que no variará con el rediseño del Fondo.  Es decir, la deuda subsistirá, y de ahí la norma en cuestión que, además, cubre las restantes deudas que mantienen algunas municipalidades con el sistema.


Desde otra perspectiva, y respondiendo a una duda acerca de la redacción del artículo, especialmente la frase intercalada "...y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda (refiriéndose a las municipalidades) recibir recursos de dicho Fondo...", aclaró que lo anterior obedece a que en la práctica van a existir alrededor de 40 municipalidades aportantes, y las 301 restantes sólo recibirán recursos del Fondo.  La norma busca precisar que, respecto de los municipios que por la aplicación del rediseño del FCM no van a percibir recursos, les serán descontadas por la Tesorería, además de la suma equivalente a sus aportes, la recaudación del impuesto territorial para el pago de sus compromisos pendientes con el Fondo, esto último en el evento que se les hubieren anticipado recursos para saldar sus deudas previsionales.  En cuanto a las municipalidades que van a ser receptoras del FCM y tienen deudas con el sistema, las cuotas van a ser descontadas de su participación en el Fondo, en la proporción que establezca el convenio pertinente.


Artículo 2°


Éste, que establece una fecha especial de entrada en vigor respecto de las modificaciones introducidas por el artículo 3° de la iniciativa en informe a la ley sobre impuesto territorial, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 5), sin enmiendas.


Artículo 3°


Este artículo, que faculta a las autoridades que señala para fijar mediante decretos con fuerza de ley, y en el plazo de un año, los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados de los cuerpos legales que se modifican a través de esta ley, fue aprobado por idéntico quórum que el anterior, en los términos propuestos.

V.- ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión estimó que el artículo 1° del proyecto en informe reviste el carácter de orgánico constitucional, por incidir en la modificación de un cuerpo legal -la ley N°18.695- que, conforme a la Constitución Política, tiene tal rango.  

VI.- ARTÍCULOS DEL TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Vuestra Comisión concluyó, por unanimidad, que todos los artículos del proyecto de ley en análisis deben ser conocidos por la Comisión señalada.

VII.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


1)
Artículos


Puede entenderse que se encuentran en tal situación los siguientes artículos del D.L. N° 3063 propuestos en el numeral 6 del artículo 2° del Mensaje, en la medida que fue reestructurado el proyecto original:


"Artículo 35.- Los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 de la presente ley, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal.  El reglamento determinará la forma cómo se recaudarán estos recursos, en los casos que corresponda, y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.


Para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el artículo 12 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se aplicará un Índice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:


a)
Capacidad de Generación de Ingresos Propios.  Corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período.  Para este efecto, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicados en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.


Los últimos tres años corresponderán a los inmediatamente anteriores al año del cálculo.


b)
Vulnerabilidad Comunal.  Se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal.  Para su cálculo se considerarán las siguientes ponderaciones:


1) Un 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por el o los indicadores que establezca el reglamento.


2)
Un 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo respectivo.  En ningún caso podrán considerarse con población flotante aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, para cuyo efecto sólo se considerarán las cifras oficiales de población.


3)
Un 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de predios de ésta.


Para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquéllos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235, independientemente de haberse ejercido la facultad municipal de rebajar dicho monto exento.


Para cada comuna del país, el Índice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la Capacidad de Generación de Ingresos y la Vulnerabilidad Comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales.  Para la construcción del Índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000".


"Artículo 36.- Sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un Índice de Ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos:


1)
Un 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados.


2)
La tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios.  Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados.


Para los efectos previstos en el numeral (1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, con un mínimo del valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la presente ley.  El pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos.  El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto.  Los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente".


2) Indicaciones


1)
Del Ejecutivo, por asentimiento unánime, y que tenía objeto incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo, al artículo 12 de la ley N° 18.695:


"La Ley de Rentas Municipales establecerá los criterios y normas para determinar la capacidad de generación de ingresos de los municipios, la vulnerabilidad comunal, las comunas que serán aportantes del Fondo y la cuantía de dichos aportes, así como los criterios de participación y de distribución de dicho Fondo.".


2)
De los señores Longton y Rojas, por simple mayoría de votos (6 contra 3 y una abstención), que tenía por propósito eliminar el inciso segundo del artículo 6º, nuevo, del decreto ley Nº3063, propuesto en el numeral 1 del artículo 2º. 


3)
Del señor Palma don Joaquín, por simple mayoría de votos (6 contra 2 y 2 abstenciones), encaminada a sustituir la oración que viene a continuación del punto seguido del inciso primero del artículo 7º nuevo propuesto del mencionado D.L., por la siguiente: "Se cobrará en cuatro cuotas anuales". 


4)
Del mismo señor Diputado, por simple mayoría de votos (9 contra 1), y que tenía por objeto agregar la siguiente oración al final del inciso tercero del propuesto nuevo artículo 7º de la ley de Rentas Municipales: "En todo caso, la rebaja total no podrá ser superior al 20% del presupuesto".

VIII.- INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.


Las siguientes indicaciones fueron declaradas inadmisibles:


1) Del señor Palma don Joaquín, y de acuerdo a lo establecido en el artículo 62 inciso cuarto N° 2 de la Constitución Política, que tenía por propósito incorporar al artículo 7º, nuevo, del decreto ley Nº3.063, propuesto en el numeral 2 del artículo 2º del proyecto, el siguiente inciso quinto: "En la boleta de contribuciones del 30 de noviembre, que se emitirá a todo bien raíz, se cobrará la cuota anual de aseo, de la que se rebajará lo pagado durante el año".


2)
Del mismo señor Diputado, en virtud del artículo 62 inciso tercero de la Carta Fundamental, encaminada a intercalar en el numeral 2 del artículo 36 del decreto ley en mención, propuesto por el numeral 6 del artículo 2° del proyecto, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: "En el caso de los municipios cuyo Índice sea igual o superior a 200, el porcentaje a aplicar será del 63% el primer año de vigencia de esta ley, 66% el segundo año, 69% el tercer año, 72% el cuarto año y 75% del quinto año en adelante".

****************************


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el Diputado Informante, vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades: 


1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12, por los siguientes:


"Para garantizar el cumplimiento de los fines de las municipalidades y su adecuado funcionamiento, existirá un mecanismo de redistribución solidaria de los recursos financieros entre las municipalidades, denominado Fondo Común Municipal.


El Fondo se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad. La vulnerabilidad comunal se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas, que afectan su capacidad de generar ingresos y la demanda de bienes y servicios públicos locales. Los municipios con menor capacidad para generar ingresos propios y más vulnerables sólo serán receptores del fondo.".


2)
Incorpóranse los siguientes artículos 12 bis A) y 12 bis B), nuevos:


"Artículo 12 bis A.- Los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 del Decreto Ley N° 3063, de 1979, sobre rentas municipales, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal.  El reglamento determinará, en los casos que corresponda, la forma en que se recaudarán estos recursos y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.


Para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el artículo 12, se aplicará un Índice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:


a)
Capacidad de Generación de Ingresos Propios.  Corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período.  Para este efecto, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicadas en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.


Los últimos tres años corresponderán a los inmediatamente anteriores al año del cálculo.


b) Vulnerabilidad Comunal.  Se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal.  Para su cálculo se considerarán las siguientes ponderaciones:


1) Un 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por el o los indicadores que establezca el reglamento.


2) Un 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo respectivo.  En ningún caso podrán considerase con población flotante aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, en cuyo caso sólo se considerarán las cifras oficiales de población.


3) Un 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de predios de ésta.


Para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquéllos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235.


Para cada comuna del país, el Índice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la Capacidad de Generación de Ingresos y la Vulnerabilidad Comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales.  Para la construcción del Índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000.".


"Artículo 12 bis B.- Sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un Índice de Ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos:


1)
Un 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados.


2)
La tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios.  Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados.  En el caso de los municipios cuyo Índice sea igual o superior a 200, el porcentaje a aplicar será del 63%.


Para los efectos previstos en el numeral 1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, teniendo como mínimo el valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la Ley de Rentas Municipales.  El pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos.  El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto.  Los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.


Las normas de distribución del Fondo se regularán en la Ley sobre Rentas Municipales.".


Artículo 2°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia.  En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las Asociaciones de Municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva un contrato privado, autorizado ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4)
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a)
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza."


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6)
Reemplázanse los Títulos V y VI, por el siguiente:

"Título V

Del Fondo Común Municipal


Artículo 35.-
El Fondo Común Municipal se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1) El noventa y tres por ciento del Fondo se distribuirá sólo entre los municipios que presenten un Índice de Ordenamiento menor o igual a -1, y de manera proporcional a dicho Índice.


El coeficiente de distribución correspondiente a cada comuna receptora de esta parte del Fondo, será el valor absoluto de la división entre el Índice de Ordenamiento de la comuna y la suma de todos los Indices de Ordenamiento de las comunas receptoras de dicho Fondo.


2) El dos por ciento del Fondo se distribuirá por partes iguales entre las comunas con menos de 5.000 habitantes para los efectos de consolidar un rango mínimo de operación de tales municipios. Para el cálculo del número de habitantes por comuna, se considerarán las cifras oficiales.


3) El cinco por ciento del Fondo se distribuirá entre aquellas comunas que presenten requerimientos de estabilización financiera de acuerdo a los criterios y normas establecidos en el reglamento respectivo. El cálculo de dichos requerimientos se hará anualmente mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. De resultar el total de dichos requerimientos inferiores al 5% del Fondo, el remanente acrecerá al 93% establecido en el punto 1) del presente artículo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinará cada tres años el Índice de Ordenamiento, las tasas de aporte al Fondo Común Municipal, los coeficientes de distribución del 93% del Fondo y las comunas beneficiarias del 2%. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas por población flotante.


Artículo 36.-
El aporte fiscal al Fondo Común Municipal se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuestos del Sector Público.".


7)
Reemplázase en el N° 5 del artículo 42, la conjunción copulativa "y" por la  conjunción disyuntiva "o".".


Artículo 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1° transitorio de la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:


1)
Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "catorce por mil anual" por "quince por mil anual".


2)
Agrégase, en el inciso quinto, la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido (.): "El avalúo exento de $7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $25.000.000.- Este monto se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.-
Las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley, con sus respectivos reajustes e intereses, por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial.


Artículo 2°.-
Las modificaciones introducidas por el artículo 3° de la presente ley a la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, que se señalan a continuación, sólo entrarán a regir en los plazos que para cada caso se indican:


1) La tasa del quince por mil anual introducida por el numeral 1) del artículo 3°, entrará a regir al año siguiente de publicación de la presente ley.


2) La modificación introducida por el numeral 2) del artículo 3°, entrará a regir a contar del 1° de julio del año 2.000.


Artículo 3°.-
Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la Ley Nº 17.235, Ley sobre Impuesto Territorial.".


Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor Víctor Jeame Barrueto.


Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 1999.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de fechas 15 y 22 de junio; 6, 13 y 20 de julio; 3, 10, 17 y 31 de agosto; 7 y 14 de septiembre del año en curso, con asistencia de los señores Gutiérrez, don Homero (Presidente); Alessandri, don Gustavo; Díaz, don Eduardo; Dittborn, don Julio; Galilea don Pablo; Jeame Barrueto, don Víctor; Letelier, don Felipe; Longton, don Arturo; Longueira, don Pablo; Martínez, don Rosauro; Molina, don Darío; Montes, don Carlos; Naranjo, don Jaime; Ortiz, don José Miguel; Palma, don Joaquín; Pérez, doña Lily; Reyes, don Víctor; Rojas, don Manuel; Saa, doña María Antonieta; Sánchez, don Leopoldo; Silva, don Exequiel; Vargas, don Alfonso y Villouta, don Edmundo.

SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EL DECRETO LEY N° 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES, Y LA LEY N° 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL.

BOLETÍN Nº 2.339-06

HONORABLE CÁMARA:


Vuestra Comisión de Hacienda pasa a informaros el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS


Origen y Urgencias


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de "simple urgencia" y de "discusión inmediata" para su tramitación legislativa, según el caso.


Quórum especial


El artículo 1° del proyecto aprobado por la Comisión, que fue incorporado mediante una indicación del Ejecutivo, tiene carácter de orgánico constitucional, correspondiendo su aprobación con quórum de tal.


Normas rechazadas


- Indicación del Diputado Palma, don Andrés, para suprimir indicación al artículo 3° transitorio.


Normas inadmisibles


- Indicación del Diputado Montes, don Carlos, para agregar un artículo 4° al proyecto.


Artículos que no fueron aprobados o rechazados por unanimidad


- Los artículos 1°, 2° numerales 5) y 6), 8) letras a) y b), 10), y 3°; artículos 2° y 3° transitorios.


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores José Miguel Insulza, Ministro del Interior; Marcelo Schilling y Francisco Vidal, Subsecretarios de Desarrollo Regional y Administrativo; Eduardo Pérez, Fiscal de la SUBDERE; Rodrigo Cabello, Asesor Jurídico del Ministerio del Interior; Juan Pablo Valenzuela, Jefe de la División de Modernización de la citada Subsecretaría; Sergio Granados, Subdirector de Presupuestos; Rodrigo Durán y Carlos Orrego, Subdirector de Avaluaciones y Jefe del Departamento de Catastro del Servicio de Impuestos Internos, respectivamente, Alexis Yáñez y Nelson Drago, Jefe de la División de Evaluación y Cuentas Públicas y Jefe de Finanzas Municipales de la SUBDERE, respectivamente, y José Espinoza y Rodrigo Cuadra, Asesores de la Dirección de Presupuestos.


Concurrieron especialmente invitados los señores Gonzalo Duarte, Mauricio Soto, Sergio Núñez y Víctor Maldonado, Presidente, Vicepresidente, Asesor Jurídico y Secretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, respectivamente; Cristián Labbé y Felipe Bernstein, Alcalde y Asesor Municipal de la Municipalidad de Providencia, respectivamente.


Dos son los propósitos principales de la iniciativa: el primero, consiste en incrementar los ingresos de los municipios mediante la modificación de la Ley de Rentas Municipales y de la Ley del Impuesto Territorial y, el segundo, propender a una mayor equidad en la distribución de los recursos del Fondo Común Municipal.


Otro de los objetivos relevantes del proyecto es sentar las bases de una nueva institucionalidad para el sector municipal respecto al tratamiento de los residuos sólidos, lo cual se inserta en la función privativa del municipio relativo al aseo y ornato de la comuna.


En la exposición general del proyecto que efectuó el señor Marcelo Schilling, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo de la época, en sesión de fecha 16 de noviembre de 1999, se destacaron los siguientes aspectos del proyecto:


En relación con el aumento de los ingresos municipales, se hace efectivo el incremento del 1,4 al 1,5% de la tasa aplicable al pago de las contribuciones de las propiedades con destino no habitacional y habitacionales que tengan un avalúo superior a $ 25 millones al 1° de julio de 1995 (equivalentes a 31 millones de pesos actuales, aproximadamente), afectando a un total de 602 mil propiedades. Incremento en la tasa que se encuentra establecido en el artículo 1º transitorio de la ley Nº 17.235, pero que no se ha materializado por estar condicionado a la ejecución del reavalúo de las propiedades. También, se modifica la aplicación del monto exento del impuesto territorial, lo que es deducible de este impuesto para el cálculo de la contribución, suprimiéndose la exención general habitacional de $ 7 millones al 1º de julio de 1995 (equivalente a $ 9 millones 300 mil), respecto de bienes raíces con un avalúo fiscal superior a los mencionados $ 25 millones, manteniendo esta franquicia sólo para los inmuebles que tengan un avalúo inferior a dicho monto. De este modo, dejaría de acogerse a la exención el 3,3% de los predios catastrados susceptibles de pagar el impuesto territorial en el país, porcentaje que equivale a unas 85.000 viviendas. Asimismo, se modifica el “techo” o monto por concepto de patente comercial o industrial que deben pagar las empresas anualmente, incrementándose de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales (103 a 206 millones de pesos, a la paridad actual).


En relación con el rediseño del mecanismo de distribución de los recursos del Fondo Común Municipal, se profundiza por el proyecto el carácter redistributivo de dicho Fondo; se busca lograr una mayor eficiencia en la administración del mismo, eliminando la doble contabilidad; se generan incentivos para la recaudación de ingresos propios por parte de los municipios; se concentra el mecanismo vigente en la equidad, suprimiéndose los objetivos múltiples que caracteriza al actual esquema y creando un fondo de eficiencia en la gestión municipal, se procura no afectar la situación de las comunas más pequeñas, focalizando en ellas la distribución de un mínimo de recursos y se establece un instrumento que permite determinar, con iguales criterios, si un municipio es exclusivamente aportante o receptor del Fondo Común Municipal.


Se explicó también que, de acuerdo a la legislación vigente, todos los municipios deben aportar al Fondo el 60% de los recursos que captan por concepto de impuesto territorial y, a su vez, la redistribución del 35% del Fondo depende de si cada municipio se encuentra por debajo o por sobre el promedio de los ingresos per cápita a nivel nacional, mecanismo que desincentivaría la generación de ingresos propios.


Se sostuvo que la iniciativa en estudio considera el caso especial de las comunas más pequeñas, en las cuales los recursos obtenidos en forma autónoma no permiten el normal desempeño de sus funciones esenciales y, por tal motivo, se establece que el 2% del Fondo debe ser repartido sólo entre los municipios con menos de 5 mil habitantes, lográndose por esta vía mayores grados de equidad. Además, se hizo notar que casi la totalidad de las comunas que se favorecerían con este criterio pertenecen a las regiones extremas de nuestro país, o son comunas de una alta complejidad territorial.


Se mencionó que, en conformidad al mecanismo vigente, todos los municipios deben aportar al Fondo un mismo porcentaje de los recursos obtenidos por permisos de circulación e impuesto territorial, independientemente del nivel de ingresos de cada comuna y que, por otra parte, sólo cuatro comunas realizan aportes al Fondo por concepto de patentes. Además, que el aporte efectivo al Fondo no siempre se ordena de acuerdo al principio de equidad, puesto que los criterios para aportar son diferentes de los existentes para recibir recursos.


Se postuló que, considerando lo anterior, se pretende definir un mismo mecanismo para determinar si un municipio debe ser aportante o receptor del Fondo. Así entonces, en el caso de los municipios aportantes, cada uno deberá hacer una contribución al Fondo en un mismo porcentaje de los mayores recursos que tiene, respecto del promedio de la situación nacional, dada su situación de vulnerabilidad específica.


Se precisó que, el denominado “índice de ordenamiento” considera, por una parte, los ingresos y, por la otra, la vulnerabilidad comunal. Cada municipio aportante realizará aportes provenientes de la recaudación de: a) el impuesto territorial, b) los permisos de circulación, y c) las patentes comerciales. Adicionalmente, todos los municipios aportantes entregarán el 50% de los recursos recaudados por el impuesto a la transferencia de vehículos usados. Se puso énfasis en que, en todo caso, la tasa de aporte de cada municipio aportante aumentaría al 60% sobre sus ingresos propios, y en algunos casos al 63%. Se planteó que el 93% del Fondo se distribuirá de conformidad al “índice de ordenamiento”, de manera que las municipalidades con mayor vulnerabilidad captarán más recursos de aquél; además del 2% que se reparte por partes iguales entre las comunas de menos de 5 mil habitantes.


Se puso de relieve que el 5% del Fondo se destinará a atender necesidades de estabilización financiera de los municipios.


Por su parte, los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades hicieron presente que las modificaciones a Ley de Rentas Municipales tuvieron su génesis en un acuerdo entre el Gobierno y dicha Asociación, buscando básicamente fortalecer el financiamiento de las municipalidades, mejorar el carácter redistributivo del Fondo Común Municipal y aumentar sus ingresos.


Manifestaron en la Comisión que del análisis del proyecto en trámite les han surgido las siguientes observaciones:


1) el concepto de ingresos propios permanentes permite que el cálculo de la distribución del FCM no considere algunos ingresos derivados de  concesiones de casino, administración de cementerio, ingresos originados por algunas empresas municipales, particularmente las de agua potable. Tal situación provocaría distorsiones dentro del sistema, las que alteran significativamente la situación de los distintos municipios.


2) se debería ampliar el concepto de residuos sólidos no domiciliarios pues, actualmente, los municipios incurren en costos por el retiro de escombros y basuras de las vías públicas que no son recuperados y que generan gastos al sistema municipal.


Plantearon que el proyecto contribuye de manera parcial a mejorar la situación del financiamiento municipal, lo que haría indispensable complementarlo en dos aspectos que son parte del acuerdo con el Gobierno: a) revisar la exención de contribuciones de las propiedades fiscales, estableciéndose un calendario de disminución de exenciones, y b) concordar el aporte fiscal al FCM que hoy día es inexistente.


Recalcaron la importancia de que cualquier modificación que se establezca al actual sistema impositivo que afecte a los municipios no signifique disminuir sus actuales ingresos.


Señalaron que consideran indispensable revisar algunas materias del proyecto, especialmente, las relacionadas con las patentes comerciales de las empresas que se dedican a desarrollar actividades primarias pues, actualmente, por tales actividad no pagan patentes, pero generan importantes impactos a los bienes comunales, específicamente, en lo relativo a la infraestructura vial.


Por otra parte, se adujo que existen empresas con sus casas matrices en Santiago que realizan la actividad extractiva en regiones a través de sus sucursales y cuando pagan su patente comercial descuentan en relación al número de trabajadores que tienen y, en la práctica, estos trabajadores son mínimos, porque normalmente actúan mediante subcontratos con otras empresas. En consecuencia, las comunas pequeñas con actividades extractivas de consideración no reciben beneficios por la patente comercial de estas empresas que tributan en Santiago.


En respuesta a consultas puntuales que formularon las señoras y señores Diputados de la Comisión, el señor Duarte señaló que respecto al proyecto de la ley de casinos la Asociación que representa ha solicitado el retiro de esta iniciativa del trámite legislativo, pues consideran inconveniente que los recursos que significa una política de expansión de juegos en el país no sean percibidos por el sistema de financiamiento municipal.


En relación al IVA, vislumbran un contrasentido en que los municipios contribuyan al financiamiento del Gobierno Central, sin que éste contribuya al financiamiento de los municipios mediante el impuesto territorial de sus propiedades. Afirmaron ser partidarios de que se les devuelva el IVA a los municipios, de la progresiva aplicación del impuesto territorial a la propiedad pública y del establecimiento del impuesto territorial a la segunda propiedad del contribuyente, cuando tenga el carácter de DFL 2.


Aseguraron que los planteamientos de la Asociación referidos al Fondo Común Municipal (FCM) implican estabilizar los ingresos, con lo cual, los ingresos del 10% de los municipios más pobres crecerían en 25% y los municipios más ricos sólo lo harían en 3%, creciendo el promedio del sistema municipal en 8%.


Se manifestaron de acuerdo con que las parcelas de agrado sean gravadas por un impuesto a la plusvalía; así como, con que se dote a las municipalidades de una facultad para invertir en sitios eriazos o abandonados existentes dentro de su comuna.


Respecto al fondo de estabilización financiera, el señor Duarte precisó que es un instrumento para intentar evitar que los cambios en el coeficiente de distribución del FCM provoquen caídas en los presupuestos municipales de un año para otro, pero que no implica un salvavidas para una mala gestión municipal o para la irresponsabilidad financiera.


Expuso que terminar con la exención de las contribuciones a las propiedades fiscales significaría $ 80.000 millones, aproximadamente, de mayor recaudación para las municipalidades.


En relación a la propuesta de que todos los recursos originados por los permisos de circulación vayan al FCM, expresó que es un tema en torno al cual no hay un consenso en la Asociación que representa.


Con fecha 9 de mayo de 2000, concurrió a la Comisión del señor Francisco Vidal, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, quien manifestó la voluntad política del nuevo Gobierno de modificar el proyecto original, retirando los aspectos relacionados con el aumento de la tasa del impuesto territorial y la eliminación del monto exento de las contribuciones, ya que se aplicaría el reavalúo a partir del 1° de enero del 2001.


Por su parte, los Diputados de la Comisión formularon diversas proposiciones para perfeccionar la iniciativa en orden a desincentivar la existencia de terrenos eriazos y de casas abandonadas; excluir de los beneficios del DFL 2 a la segunda vivienda; considerar la plusvalía de las propiedades por mejoramiento urbano; gravar a las parcelas de agrado de manera diferente a la actual; distribuir de manera distinta los ingresos por permisos de circulación y patentes comerciales, y modificar el régimen de exenciones. Además, se puso en duda la factibilidad de aplicar el reavalúo en un año electoral.


Con fecha 1 de agosto de 2000, el Ejecutivo ingresó a trámite legislativo nueve indicaciones que recogen en parte el debate y las proposiciones formuladas en la Comisión para perfeccionar la iniciativa, las que fueron explicadas por el señor Francisco Vidal. En resumen precisó que:


1) Se posterga el rediseño del Fondo Común Municipal contemplado en el proyecto original, manteniéndose la distribución actualmente vigente conforme al inciso segundo del artículo 38 de la Ley de Rentas Municipales, es decir, 90% de equidad 5% de eficiencia y 5% de emergencia.


2) Se suprimen las modificaciones introducidas al impuesto territorial, específicamente, la supresión del monto exento y el incremento de la tasa del mismo de 1,4 al 1,5 por ciento.


3) Se mantiene el incremento del tope de las patentes municipales anuales de 4.000 a 8.000 unidades tributarias mensuales.


4) Se incorporan nuevo flujos de recursos al FCM.


Aclaró que estas indicaciones deben ser entendidas en la lógica actual de la estructura del FCM.


Explicó además, que las indicaciones consisten específicamente en:


1) Aumentar a 75% el aporte al FCM por concepto de permisos de circulación. Mencionó que actualmente está destinado el 50% para la comuna y el otro 50% para el FCM, por lo cual los municipios percibirán como ingresos propios sólo el 25% de la recaudación por este concepto. Agregó que la propuesta de destinar la totalidad de los recursos recaudados por este derecho al FCM, se desechó por el Gobierno, pues conlleva un desincentivo a la recaudación municipal. Reiteró que se mantiene la lógica redistributiva del FCM con el aumento mencionado, considerándose que las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura capturan aproximadamente el 40% del total recaudado por concepto de permisos de circulación.


2) Incrementar de 60% a 65% el aporte al FCM por impuesto territorial, por parte de los municipios de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia, mientras el resto de las municipalidades continúan aportando 60%.


3) A los municipios aportantes al FCM por concepto de patentes comerciales, que son los mismos 4, se les considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al FCM, independiente de la tasa efectiva que hayan fijado.
 Señaló que para aminorar el impacto de esta reforma se incorpora una disposición transitoria que hace aplicable esta enmienda a partir del año 2002.


4) Facultar a la Tesorería General de la República para que las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al FCM sean descontadas de los montos que les corresponda percibir a éstas por recaudación del impuesto territorial o por su participación en el mencionado Fondo mediante la celebración de convenios, sin embargo dicha deuda no podrá exceder de dos años.


5) Se faculta a los municipios para condonar, por una sola vez, el 25% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengadas a la misma fecha. Agregó que tal atribución sólo podrá ejercerse a partir del año 2001 y por seis meses, siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.


6) Se establece un mecanismo de estabilización financiera que se traduce en una compensación para los municipios que, por aplicación de esta iniciativa, vean reducidos sus ingresos propios permanentes. Agregó que tal compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de este proyecto. Aseguró que tal compensación se efectuará con cargo al 5% del FCM correspondiente a emergencia.


Profundizó en que esta iniciativa básicamente innova en dos mecanismo redistribuidos, que son: a) los permisos de circulación, y b) el incremento de 60 al 65% en el porcentaje de aporte al FCM por los municipios de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia por concepto de impuesto territorial.


Sostuvo que de las 342 comunas del país, con este proyecto, 300 aumentan sus ingresos y 42 se estabilizan.


En sesión de fecha 3 de octubre de 2000, los representantes de la Asociación de Municipalidades manifestaron que el proyecto en informe constituye para la ACHM un paso insuficiente en materia de financiamiento municipal, ya que el Ejecutivo redujo considerablemente el aumento de recursos para el sistema municipal al eliminar la reducción de exenciones al impuesto territorial. Además, plantearon que el incremento del aporte al Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación no cuenta con el respaldo unánime de la referida Asociación.


Por su parte, en la exposición de los señores Cristián Labbé, Alcalde de Providencia y Felipe Bernstein a la Comisión, se hicieron presente diversas imperfecciones del proyecto que agudizarían el centralismo a nivel municipal, disminuyendo el ingreso en 96 municipalidades que deberán ser compensadas con recursos del FCM y sin que se aprecie un aporte efectivo de recursos al sistema municipal. Respecto a que lo recaudado por concepto de partes ingrese al Fondo Común Municipal, no lo consideran conveniente, sin tener mayores estudios sobre sus verdaderos efectos.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 18 de mayo de 1999, señala que la iniciativa generará mayores ingresos a los municipios por $ 36.907 millones, según el siguiente desglose:










    Millones $

- Aumento tasa Impuesto Territorial de 1,4 a 1,5% 

(número 1) del artículo 3°)                                                               13.289

- Eliminación monto exento Impuesto Territorial

(número 2 del artículo 3°)                                                                  5.322

- Aumento tope Patentes Comerciales de 4.000

a 8.000 UTM (número 5) del artículo 2°)                                         18.296


Por su parte, se establece que las modificaciones legales propuestas no significarán un mayor gasto fiscal.


Con fecha 3 de octubre de 2000, se presentó un nuevo informe financiero en relación con las indicaciones del Ejecutivo, en el que se estiman mayores ingresos municipales por 19.742 millones de pesos, derivados del incremento del tope de las patentes comerciales de 4.000 a 8.000 UTM (artículo 2°, número 5).


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de todos los artículos aprobados por ella.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 1° del proyecto, se introducen diversas modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Por el número 1), se reemplazan los incisos segundo y tercero del artículo 12 que consagra la autonomía municipal para la administración de sus finanzas, estableciendo que para garantizar el cumplimiento de los fines de las municipalidades y su adecuado funcionamiento, existirá un mecanismo de redistribución solidaria de los recursos financieros entre las municipalidades, denominado Fondo Común Municipal.


Dicho Fondo se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad. Se entenderá la vulnerabilidad comunal como aquellos factores estructurales de las comunas, que afectan su capacidad de generar ingresos y la demanda de bienes y servicios públicos locales. Los municipios con menor capacidad para generar ingresos propios y más vulnerables sólo serán receptores del fondo.


Por el número 2), se incorporan los artículos 12 bis A) y 12 bis B), nuevos.


En el artículo 12 bis A, se dispone que los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 del Decreto Ley N° 3063, de 1979, sobre rentas municipales, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal.  El reglamento determinará, en los casos que corresponda, la forma en que se recaudarán estos recursos y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.


En el inciso segundo, se señala que para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el artículo 12, se aplicará un Índice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:


a) La Capacidad de Generación de Ingresos Propios, que corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período. Se precisa que, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicadas en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.


b) Por Vulnerabilidad Comunal, se entenderán aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal, considerándose las siguientes ponderaciones: 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por el o los indicadores que establezca el reglamento; 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo respectivo; 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de predios de ésta.


En el inciso tercero, se señala que para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquéllos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235.


En el inciso cuarto, se precisa que para cada comuna del país, el Índice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la Capacidad de Generación de Ingresos y la Vulnerabilidad Comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales. Para la construcción del Índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000.


En el artículo 12 bis B, se establece que sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un Índice de Ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos: 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados; la tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios. Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados. En el caso de los municipios cuyo Índice sea igual o superior a 200, el porcentaje a aplicar será del 63%.


En el inciso segundo, se señala que para los efectos previstos en el numeral 1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, teniendo como mínimo el valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la Ley de Rentas Municipales. También se contempla que el pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos y que el Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Por su parte, los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.


En el inciso tercero, se estipula que las normas de distribución del Fondo se regularán en la Ley sobre Rentas Municipales.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el artículo 1° del proyecto, por el siguiente:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por Decreto con Fuerza de Ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial el 11 de enero de 2000:


1) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".


2) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "setenta y cinco".


Las Municipalidades señaladas en el número 1) aumentan su aporte al Fondo Común Municipal del 60% por concepto de impuesto territorial al 65%. Por el número 2), se incrementa el aporte general a dicho Fondo, por concepto de permiso de circulación de vehículos, del 50% al 75%.


Se precisó en la Comisión, por el señor Subsecretario de Desarrollo Regional que, si bien la indicación estaría modificando el carácter distributivo del mecanismo vigente, no se cambia su estructura original.


Sometida a votación la indicación sustitutiva, se solicitó votación separada, siendo aprobado el numeral 2) por 7 votos a favor y 6 votos en contra, y el resto del artículo por 8 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones.


En el artículo 2°, se introducen diversas modificaciones al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

0 
Por el número 1), se sustituye el artículo 6° respecto al cobro por el servicio domiciliario de extracción de basuras, señalándose que el servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna.


En el inciso segundo, se define para efectos del proyecto como residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por unanimidad.


Por el número 2), se reemplaza el artículo 7° relativo al cobro por el servicio domiciliario de aseo, disponiendo que las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


En el inciso segundo, se señala que cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio y que las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. Se estipula, también, que en forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las Asociaciones de Municipios de carácter nacional existentes en el país.


En el inciso tercero, se faculta a las municipalidades para rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


En el inciso cuarto, se contempla que el monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.


Los Diputados señores Alvarado, Alvarez, Dittborn, Galilea, García, don José; Jaramillo; Jocelyn-Holt; Montes; Palma, don Andrés; Prochelle, señora Marina, y Silva, formularon dos indicaciones que modifican el artículo 7°:


- para reemplazar los incisos primero y segundo, por los siguientes:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las Asociaciones de Municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.".


- para reemplazar el inciso final por el siguiente:


"El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


Puestas en votación las indicaciones precedentes fueron aprobadas por unanimidad.

Por el número 3), se reemplaza el artículo 8° que se refiere a los diferentes tipos de extracciones de desperdicios, según los volúmenes diarios y los correspondientes derechos municipales por cobrar, estableciendo que las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios y entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


En el inciso segundo, se dispone que para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En el inciso tercero, se preceptúa que, en todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva un contrato privado, autorizado ante notario, para la disposición final de los residuos.


Los Diputados señores Alvarado, Alvarez, Dittborn, Galilea, García, don José; Jaramillo; Jocelyn-Holt; Montes; Palma, don Andrés; Prochelle, señora Marina, y Silva, formularon una indicación para modificar el inciso tercero propuesto, de la manera siguiente:


- para agregar entre las palabras "optar" y "por" la frase "por ejecutar por si mismas o";


- para agregar entre las palabras "respectiva" y "un" la frase "una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o", y


- para suprimir el vocablo "privado".


Puesto en votación el numeral 3) con la indicación precedente fue aprobado por unanimidad.


Por el número 4), se modifica el artículo 9° que contempla las modalidades de cobro de los derechos de aseo.


En la letra a), se sustituyen los incisos cuarto y quinto. Por el cuarto, se dispone que la municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente. Por el quinto, se establece que respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.


En la letra b), se incorpora un inciso final, que señala que, en todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.


Puesto en votación este número fue aprobado por unanimidad.


Por el número 5), se sustituye en el inciso segundo del artículo 24, que establece los rangos de la patente comercial, la expresión "cuatro" por "ocho", dejándose el nivel superior en ocho mil unidades tributarias mensuales.


Puesto en votación este número fue aprobado por 7 votos a favor, 2 votos en contra y 3 abstenciones.


Por el número 6), se reemplazan los Títulos V y VI sobre el Aporte Fiscal y la participación municipal en el impuesto territorial y del Fondo Común Municipal, por el siguiente:


"Título V


Del Fondo Común Municipal


Artículo 35.- El Fondo Común Municipal se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:


1) El noventa y tres por ciento del Fondo se distribuirá sólo entre los municipios que presenten un Índice de Ordenamiento menor o igual a -1, y de manera proporcional a dicho Índice.


El coeficiente de distribución correspondiente a cada comuna receptora de esta parte del Fondo, será el valor absoluto de la división entre el Índice de Ordenamiento de la comuna y la suma de todos los Indices de Ordenamiento de las comunas receptoras de dicho Fondo.


2) El dos por ciento del Fondo se distribuirá por partes iguales entre las comunas con menos de 5.000 habitantes para los efectos de consolidar un rango mínimo de operación de tales municipios. Para el cálculo del número de habitantes por comuna, se considerarán las cifras oficiales.


3) El cinco por ciento del Fondo se distribuirá entre aquellas comunas que presenten requerimientos de estabilización financiera de acuerdo a los criterios y normas establecidos en el reglamento respectivo. El cálculo de dichos requerimientos se hará anualmente mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. De resultar el total de dichos requerimientos inferiores al 5% del Fondo, el remanente acrecerá al 93% establecido en el punto 1) del presente artículo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinará cada tres años el Índice de Ordenamiento, las tasas de aporte al Fondo Común Municipal, los coeficientes de distribución del 93% del Fondo y las comunas beneficiarias del 2%. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas por población flotante.


Artículo 36.- El aporte fiscal al Fondo Común Municipal se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuestos del Sector Público.".


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 6), por el siguiente:


"6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".".


El actual inciso segundo del artículo 24 dispone que el valor por doce meses de la patente será de un monto equivalente entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio de cada contribuyente, con los límites que señala.


En el debate de la Comisión se hizo presente que la norma propuesta regiría sólo para las cuatro municipalidades a que se refiere el numeral 1) del artículo 1° de la indicación del Ejecutivo.


Se puso en duda por el Diputado señor Dittborn que el mecanismo continúe siendo eficiente para que los municipios puedan atraer inversiones.


Se precisó, sin embargo, que la norma continuará vigente con carácter amplio, con la salvedad de que aquellas municipalidades que reduzcan la patente para incentivar la inversión en sus comunas tendrán que efectuar el aporte comprometido al FCM de su cargo, para así no perjudicar al resto de los municipios.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada por 9 votos a favor y 2 votos en contra.


El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar los siguientes numerales 7) y 8), pasando el actual numeral 7) a ser 9):


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, según el número de trabajadores, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


Respecto a esta indicación los representantes del Ejecutivo explicaron que el perfeccionamiento de la norma tiende a dar mayor autonomía en la materia a la municipalidad donde se encuentra la sucursal.


Sin perjuicio de lo anterior, se estimó en la Comisión que la indicación del Ejecutivo se remite a un solo factor, que es el número de trabajadores, lo cual no es concordante con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 25, que permite considerar, a su vez, otros factores que aseguren una distribución equitativa.


Los Diputados señores Alvarado, Alvarez, Dittborn, Galilea, García, don José; Jaramillo; Jocelyn-Holt; Montes; Palma, don Andrés; Prochelle, señora Marina, y Silva, formularon una indicación para eliminar las expresiones ", según el número de trabajadores,".


Puesto en votación el numeral 7) con la indicación precedente fue aprobado por unanimidad.


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "25%".


c) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


En el inciso segundo del artículo 37, se señala que constituirá ingreso propio de cada Municipalidad el cuarenta por ciento de dicho impuesto de la comuna respectiva.


La indicación propuesta tiene por objeto hacer concordante la disposición referida con la modificación al artículo 1° del proyecto que determina un aporte de las señaladas municipalidades al FCM del 65%, por concepto de impuesto territorial.


Puesta en votación la letra a) del numeral 8) fue aprobada por 11 votos a favor y una abstención.


En el inciso cuarto del artículo 38 se consideran ingresos propios permanentes de cada municipalidad, entre otros, el 50% de lo recaudado por permisos de circulación.


La indicación propuesta tiene por objeto hacer concordante la disposición con la modificación al artículo 1° del proyecto, que determina un aporte del 75% de lo recaudado por permisos de circulación de vehículos de cada municipalidad para el FCM.


Puesta en votación la letra b) fue aprobada por 7 votos a favor y 5 abstenciones.


Puesta en votación la letra c) fue aprobada por unanimidad.


Por el número 7), que pasa a ser número 9), se reemplaza en el N° 5 del artículo 42, que señala entre los otros servicios por los cuales podrán cobrarse derechos los de propaganda que se realice en la vía pública o que sea oída y vista desde la misma, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


El Ejecutivo formuló una indicación formal que corrige un error de referencia, reemplazando el numeral 9), por el siguiente:


"9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".".


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar un numeral 10), del siguiente tenor:


"10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".".


Se explicó en la Comisión, por el representante del Servicio de Impuesto Internos, que la indicación resuelve una omisión del texto legal vigente que no indica un precio de venta mínimo como referencia para el cobro de los derechos de transferencia que señala.


Puesto en votación el numeral 10) fue aprobado por 7 votos a favor, 3 votos en contra y una abstención.


En el artículo 3°, se introducen dos modificaciones al artículo 1° transitorio de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:


Por el número 1), se reemplaza en su inciso segundo, que establece la tasa aplicable a los bienes raíces que indica, la expresión "catorce por mil anual" por "quince por mil anual".


Por el número 2), se agrega en su inciso quinto, la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido (.): "El avalúo exento de $ 7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $ 25.000.000.-. Este monto se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.".


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir el artículo 3° del proyecto, lo que responde a la propuesta que al respecto explicó en la Comisión el señor Francisco Vidal y que se consigna en la página 7 de este informe.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 9 votos a favor y 2 en contra.


El Diputado Montes, don Carlos, formuló la siguiente indicación, la cual fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República:


"Artículo 4°.- Las municipalidades estarán facultadas para declarar la calidad de "abandonado" o "eriazo" aquellas viviendas, sitios o inmuebles que, en general, se encuentren permanentemente desatendidos, sea por no tener moradores habituales o por carecer de cuidadores o por falta de cierros o protecciones o por otras circunstancias que manifiesten el abandono de la responsabilidad del titular del dominio.


Las municipalidades, una vez efectuada dicha declaración y formalizada mediante decreto alcaldicio, podrán destinar recursos del presupuesto municipal para efectuar obras de recuperación y mantención en las referidas propiedades, tales como cierres perimetrales, levantamiento de muros, instalación de alumbrado y arborización.


El costo final de las obras será de cargo del propietario de la vivienda, sitio o inmueble. La municipalidad comunicará al propietario las obras efectuadas y el costo individual y total de todas ellas; de no ser habido el propietario, bastará como constancia del costo de dichas obras el registro especial que al efecto siempre deberá mantener la dirección de obras de la municipalidad o de la unidad interna que haga sus veces.


Las municipalidades gozarán de un crédito especial contra el propietario de tales inmuebles para el reembolso del valor de las obras efectuadas, reembolso que podrá hacerse efectivo en la misma propiedad objeto de las obras, de conformidad con las reglas generales.".


En el artículo 1° transitorio, se preceptúa que las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley, con sus respectivos reajustes e intereses, por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial.


El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el artículo 1° transitorio, por el siguiente:


"Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar en un 25% las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se aplicará a partir del año 2001 y sólo se ejercerá hasta el 30 de junio del mismo año, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.".


En la Comisión se debatió la lógica de facultar una condonación del 25% de las deudas por derechos municipales, estimándose insuficiente.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar, en el inciso primero del artículo 1° transitorio de la indicación antes transcrita, las expresiones "en un 25%" por "el 50% de".


Puestas en votación ambas indicaciones del Ejecutivo al artículo 1° transitorio fueron aprobadas por unanimidad.


En el artículo 2° transitorio, se dispone que las modificaciones introducidas por el artículo 3° de la presente ley a la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, que se señalan a continuación, entrarán a regir en los plazos que para cada caso se indica. La tasa del quince por mil anual introducida por el numeral 1) del artículo 3°, entrará a regir al año siguiente de publicación de la presente ley, y la modificación introducida por el numeral 2) del artículo 3°, entrará a regir a contar del 1° de julio del año 2.000.


El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el artículo 2° transitorio, por el siguiente:


"Artículo 2°.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2° de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.".


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 9 votos a favor y 3 votos en contra.


El Ejecutivo formuló una indicación para introducir el siguiente artículo 3° transitorio, pasando el actual artículo 3° a ser artículo 4°:


"Artículo 3°.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por la totalidad de dicha reducción en moneda real. La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley. La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, N° 2, del Decreto Ley N° 3.063, de 1979.


Para calcular esta compensación se considerará como ingresos propios permanentes, aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38 inciso segundo del mismo decreto ley.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará, en lo demás, la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.".


El Subsecretario de Desarrollo Regional hizo hincapié en que la compensación será por todo el período que sea necesario, de manera de evitar que los referidos municipios vean reducidos los ingresos propios permanentes en términos reales, de acuerdo a los montos percibidos antes de la aplicación de la norma propuesta.


El Diputado Palma, don Andrés, formuló una indicación para suprimir el artículo 3° transitorio propuesto por el Ejecutivo, siendo rechazada por 3 votos a favor y 9 votos en contra.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada por 9 votos a favor y 3 votos en contra.


En el artículo 3° transitorio, que pasa a ser artículo 4° transitorio, se faculta al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la Ley Nº 17.235, Ley sobre Impuesto Territorial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.

Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:


PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial el 11 de enero de 2000:


1) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".


2) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "setenta y cinco".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las Asociaciones de Municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.


El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por ejecutar por si mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas, o un contrato, autorizados ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4) Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".


5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "25%".


c) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".


Artículo 1° transitorio.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se aplicará a partir del año 2001 y sólo se ejercerá hasta el 30 de junio del mismo año, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.


Artículo 2° transitorio.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2° de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.


Artículo 3° transitorio.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por la totalidad de dicha reducción en moneda real. La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley. La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, N° 2, del decreto ley N° 3.063, de 1979.


Para calcular esta compensación se considerará como ingresos propios permanentes, aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38 inciso segundo del mismo decreto ley.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará, en lo demás, la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.


Artículo 4° transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la ley Nº 17.235, Ley sobre Impuesto Territorial.".


SALA DE LA COMISIÓN, a 6 de octubre de 2000.


Acordado en sesiones de fechas 16 de noviembre de 1999, 3 y 9 de mayo, 30 de agosto, 5 de septiembre, y 3 de octubre de 2000, con la asistencia de los Diputados señores Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel (Presidente); Alvarado, don Claudio; Alvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Galilea, don Pablo; García, don José; Jaramillo, don Enrique; Jocelyn-Holt, don Tomás; Letelier, don Juan Pablo; Montes, don Carlos; Palma, don Andrés; Prochelle, señora Marina; Sciaraffia, señorita Antonella; Salas, don Edmundo, y Silva, don Exequiel.


Se designó Diputado Informante al señor GARCÍA, don JOSÉ.

JAVIER ROSSELOT JARAMILLO

Abogado Secretario de la Comisión

1.4. Discusión en Sala
Cámara de Diputados. Legislatura 343. Sesión 04. Fecha 10 de octubre, 2000. Discusión general. Se aprueba en general y en particular.
INCREMENTO Y REDISEÑO REDISTRIBUTIVO DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL. Primer trámite constitucional.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En el Orden del Día, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial.

Diputados informantes de las Comisiones de Gobierno Interior y de Hacienda son los señores Jeame Barrueto y José García, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2339-06, sesión 68ª, en 19 de mayo de 1999. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informes de las Comisiones de Gobierno Interior y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 2 y 3, de esta sesión.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra por una cuestión reglamentaria.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solicito que recabe la unanimidad de la Sala para que ingrese -me parece lógico- el subsecretario de Desarrollo Regional, señor Francisco Vidal.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Solicito al asentimiento unánime de la Sala para acceder a la petición.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el señor diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior.

El señor JEAME BARRUETO.- Señor Presidente, me corresponde informar sobre el proyecto que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, y la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, y cuya primera versión la Comisión de Gobierno Interior estudió el año pasado, ya que, posteriormente, fue modificado por el actual Gobierno, reduciendo sus objetivos.

Considero que es uno de los proyectos de mayor carácter progresivo que he conocido. Al revés de un proyecto regresivo, que acentúa la injusta distribución de los ingresos favoreciendo a los que tienen más en detrimento de los que tienen menos, pocos como éste logran focalizar tanto su esfuerzo en redistribuir desde los que tienen más hacia los que tienen menos. Junto con eso, representa un importante respaldo al poder municipal, al que algunos han llamado el "cuarto poder" de la época moderna, como consecuencia de la descentralización del poder y de los recursos.

En Chile, los municipios cada vez tienen más competencia y mayores responsabilidades respecto de la calidad de vida de las personas. Manejan 21 subsidios sociales, son responsables de la educación del 60 por ciento de los niños chilenos y de la atención de salud primaria de, aproximadamente, el 50 por ciento de la población; están vinculados al desarrollo urbano y a los programas para combatir la pobreza. Además, deben atender la recolección de basura, mejorar la iluminación de las calles y desarrollar parques, plazas y otros lugares públicos. Son también la principal ventanilla de acceso a los diversos servicios públicos; el municipio es el único ente presente en las 342 comunas del país y, en consecuencia, el vínculo más relevante y directo entre los ciudadanos y el Estado.

A esto se agrega que, como efecto de la megatendencia moderna de centralizar, el Parlamento, en los últimos años, ha aprobado un conjunto de iniciativas legales que entregan nuevas responsabilidades y funciones a los municipios. Sin embargo, en la mayoría de los casos esto se ha hecho sin entregar los recursos necesarios para su operación.

El actual proyecto, entonces, busca fortalecer la labor municipal, generando más recursos propios por los municipios y redistribuyéndolos de manera más solidaria. Se trata de que no sea sólo el sector público o el Gobierno el que traspase recursos, como sucede en salud y educación, sino también que los servicios municipales sean financiados con un mayor aporte de las entidades que se benefician por estos mejores servicios locales.

La medida más significativa del proyecto es el aumento del tope de las patentes comerciales, desde 4 mil unidades tributarias mensuales, aproximadamente 108 millones de pesos del presente año, a 8 mil unidades tributarias mensuales, lo que representa un aumento significativo de esos recursos. No se trata de una modificación de la tasa de este tributo -se sigue pagando lo mismo-, sino que sólo se modifica el tope máximo.

El sentido de esta modificación consiste en que aquellas empresas más grandes de Chile realicen una contribución mayor, en la medida en que son mayores utilizadoras de los servicios que prestan las municipalidades. Hoy se genera una injusticia cuando una empresa como Celulosa Arauco, por ejemplo, paga lo mismo que Cerámicas Cordillera, aunque el capital propio de la primera sea 25 veces superior al de la segunda. En esto hay que ser muy claros: el incremento no significa un aumento general de las patentes comerciales de las empresas en general, sino acotado a aquellas que tengan un capital propio superior a 21.600 millones de pesos. Esto implica que las que aumentarán su aporte son, aproximadamente, el 0,1 por ciento, es decir, un total cercano a 450 empresas. Su aporte constituye también un hecho de justicia tributaria, porque es bastante injusto que una empresa veinte veces mayor que otra y que, por lo tanto, ocupa, probablemente, veinte veces más los servicios municipales, urbanos, viales, de calles, de aseo, en fin, termine pagando lo mismo que la menor. Este mayor aporte es muy importante para la recaudación de recursos propios municipales, toda vez que significará, aproximadamente, 19.742 millones de pesos más pagados por las empresas más grandes del país.

Se eliminan -es importante dejarlo en claro- dos medidas que estaban en el proyecto inicial. El proyecto en informe no contempla la eliminación del monto exento del impuesto territorial a las propiedades habitacionales con un avalúo superior a 32 millones de pesos, lo que significa un avalúo comercial de, aproximadamente, 90 millones de pesos, ni hace efectivo el incremento en la tasa cobrada por impuesto territorial en el tramo superior de avalúos fiscales, desde un 1,4 a un 1,5 por ciento. Esto fue definitivamente excluido y, por lo tanto, el único aumento de ingresos propios que se producirá es por efecto de subir el tope de las patentes comerciales de 4 mil UTM a 8 mil UTM.

El segundo gran objetivo del proyecto es un rediseño del Fondo Común Municipal. Todos sabemos que los recursos municipales están altamente concentrados en pocas comunas. Por ejemplo, el 38,6 por ciento de las patentes comerciales del país son pagadas en sólo cuatro: Vitacura, Santiago, Las Condes y Providencia. En las mismas comunas se concentra el 36,2 por ciento del pago de contribuciones y el 20,7 por ciento de los permisos de circulación. 

Por otra parte, el 10 por ciento de las comunas concentra casi la mitad del total de los recursos propios del sistema municipal. Para clarificar más esta situación desequilibrada e injusta, el ingreso per cápita, por ejemplo, de la comuna de Providencia es 61 veces más que los recursos disponibles por una misma persona en las comunas de Cerro Navia o La Pintana.

Se trata, entonces, de introducir dos modificaciones que apunten a acentuar la equidad intercomunal del Fondo Común Municipal. La primera consiste en que, por concepto de permisos de circulación, se aumente desde un 50 por ciento -que es la situación generalizada de hoy- a un 75 por ciento el aporte de los ingresos por permisos de circulación de todos los municipios. Obviamente, esto implica un carácter redistributivo, en la medida en que uno de los mayores aportes de permisos de circulación es de aquellas comunas más ricas y con mayores ingresos.

Además, se propone aumentar el aporte, por concepto de impuesto territorial, desde un 60 por ciento a un 65 por ciento sólo en las cuatro comunas más ricas: Santiago, Providencia, Vitacura y Las Condes. El objetivo es lograr una mayor equidad y solidaridad en la redistribución de los recursos municipales. Como consecuencia de esta modificación, los ingresos totales del Fondo Común Municipal aumentarán, aproximadamente, en un 15 por ciento, o sea, de 246 mil millones de pesos a, aproximadamente, 280 mil millones de pesos.

El incremento de los recursos municipales propios de que estamos hablando permitirá un aumento de entre un 5 a un 15 por ciento de los recursos en un tercio de los municipios de menores ingresos.

Asimismo, aproximadamente el 40 por ciento de los nuevos recursos municipales quedará concentrado en las cien comunas más pobres del país, mientras que el 10 por ciento de las comunas más ricas sólo concentrará un 3 por ciento de dicho aumento de recursos.

A todas vistas, entonces, este proyecto causará un impacto tremendamente positivo en la distribución de los recursos del Fondo Común Municipal en favor de las comunas más pequeñas.

Por último, la iniciativa representa también un cambio cualitativo en el tratamiento de los residuos sólidos o basura domiciliaria, en el sentido de abrir cauce a un manejo mucho más integral de ellos. Se proponen los siguientes objetivos: disminución del déficit financiero de los municipios en materia de aseo; perfeccionamiento de los procedimientos de cobranza; conformación de una base mínima de institucionalidad futura, donde sólo los municipios podrán permitir -por razones muy específicas y determinadas; básicamente sociales-, el no pago de derechos de aseo, y mecanismos de cobranza para tales derechos.

En definitiva, se asume este problema que hasta hoy ha constituido una experiencia muy mala.

Estas son, básicamente, las principales ideas que contiene el proyecto, las cuales apuntan a dos sentidos muy importantes para el desarrollo futuro del país.

El primero es la descentralización del poder. Se traspasan recursos a los municipios, el poder más cercano a la gente.

El segundo es un esfuerzo redistributivo progresivo y solidario.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el señor José García, diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial.

La iniciativa, de origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, fue califica-da de "simple urgencia" y luego de "discusión inmediata" para su tramitación legislativa.

Como ya informó el diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior, el Ejecutivo modificó el texto original de esta iniciativa, dejando fuera de ella una serie de materias especialmente relativas a un alza en el impuesto territorial. Nos alegramos profundamente de que el Gobierno haya acogido la inquietud de los parlamentarios y de que, en definitiva, las alzas de contribuciones de bienes raíces o de impuesto territorial queden sin efecto.

Las indicaciones del Ejecutivo se pueden resumir en los siguientes puntos:

1º Aumentar a 75 por ciento el aporte al Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación.

Actualmente, el aporte es de un 50 por ciento.

2º Incrementar de 60 por ciento a 65 por ciento el aporte al Fondo Común Municipal por impuesto territorial, por parte de los municipios de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia. El resto de las municipalidades continúa aportando el 60 por ciento vigente.

3º A los municipios de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia -aportantes del Fondo Común Municipal- se les considerará, por patentes comerciales, la tasa máxima legal para los efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, independientemente de la tasa efectiva que hayan fijado. Esta modificación se hace aplicable a partir del año 2002.

4º Se faculta a la Tesorería General de la República para que las deudas de los aportes que deben efectuar las municipalidades sean descontadas de los montos que les corresponde percibir a éstas, por recaudación del impuesto territorial o por su participación en el Fondo, mediante la celebración de convenios, los que no podrán exceder de dos años. 

Con esta medida se busca reducir al máximo una práctica que lamentablemente se ha hecho común en algunos municipios: no enterar al Fondo Común Municipal los aportes que por ley así corresponde.

5º Se faculta a los municipios para condonar, por una sola vez, el 50 por ciento de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas multas e intereses devengados a la misma fecha.

Esta atribución sólo podrá ejercerse durante el primer semestre del año 2001, siempre que el otro 50 por ciento se pague de contado.

6º Se establece un mecanismo de estabilización financiera que se traduce en una compensación para los municipios que, por aplicación de esta iniciativa, vean reducidos sus ingresos propios permanentes. Esta compensación se hará con cargo al 5 por ciento del Fondo Común Municipal correspondiente a la emergencia.

7º El nuevo informe financiero, en relación con las indicaciones del Ejecutivo, estima mayores ingresos municipales por 19.742 millones de pesos derivados del incremento del alza, de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, del tope de las patentes comerciales.

En esencia, es todo cuanto tengo que informar en nombre de la Comisión de Hacienda.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En discusión en general y en particular el proyecto de ley.

Tiene la palabra, en primer término, el diputado señor Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, como han dicho los diputados informantes, este proyecto es importante, en primer lugar, porque representa recursos nuevos para el sistema municipal, ascendentes a 20 mil millones de pesos; en segundo lugar, porque permite mejorar la distribución de los recursos en la medida en que el Fondo Común Municipal cambia de 240 mil millones de pesos a 280 mil millones de pesos; es decir, se incrementa en 40 mil millones de pesos, y, como todos sabemos, ése es un fondo de redistribución de recursos municipales para equilibrar el ingreso de los distintos municipios.

Se ha dicho, asimismo, que entre los municipios existe gran desigualdad. En muy pocos municipios se concentran casi todos los recursos, lo que produce más desigualdad. Por lo tanto, todo lo que se haga para corregir esa situación apunta a terminar con ese problema. El aporte de los municipios con menos recursos puede ser menos significativo en educación, salud, urbanización, desarrollo social, etcétera.

La Comisión de Hacienda incorporó algunas modificaciones al informe de la Comisión técnica; en particular aseguró que no se les cobrará la basura a las viviendas de menos de 25 unidades tributarias mensuales -las dejó exentas porque algunos municipios no eran lo suficientemente criteriosos para hacerlo- y, a su vez, aumentó el porcentaje de condonación de 25 a 50 por ciento respecto de montos morosos, de tal forma de resolver las situaciones de arrastre.

Me cuesta entender la posición de una parte de la Derecha. Aquí se ha hecho mucho caudal en cuanto al incremento del tope de las patentes comerciales de 4 mil a 8 mil UTM. Éste es el origen de los nuevos recursos para el sistema municipal. El incremento por el cambio de tope son 19.742 millones de pesos. Dicho tope afecta sólo a 441 empresas. ¿A qué empresas? A las que tienen mayor capital propio. Entonces, resulta difícil entender cómo algunas personas han hecho caudal porque a ciertas empresas, como la Papelera, con 825 mil millones de capital, a Endesa, Enersis, Celulosa Arauco, Chilectra o a Collahuasi, la minera del norte, o al Jumbo, Almacenes París o a la Compañía Chilena de Tabaco, se les ha aumentado el tope. El hecho de que estas empresas aporten más es porque cuentan con un capital propio mayor. Por lo tanto, se supone que es mayor su impacto sobre el movimiento de la o las ciudades.

También se ha criticado el hecho de exigir mayor aporte para el Fondo Común Municipal a las comunas más ricas -Santiago, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea y Providencia-; o sea, que no se queden con tantos recursos del Fondo Común Municipal. Hay mecanismos inadecuados de captación de recursos, en la medida en que muchas veces las empresas matrices tienen sus sedes en estas comunas, lo que les permite captar más recursos por distintas vías. A estas comunas se les pide un mayor aporte para el Fondo Común. Se quiere establecer un mecanismo más distributivo, a fin de que los recursos no estén concentrados sólo en estas comunas.

Por eso -al igual como lo hicimos algunos diputados en la Comisión de Hacienda-, pedimos a la Sala no votar a favor del artículo 3º transitorio, que, en virtud de una negociación en la cual no participamos, asegura a las municipalidades más ricas, con más recursos, mantener sus ingresos reales, en circunstancias que el proyecto es para disminuir los ingresos reales de dichas comunas.

Asimismo, en el informe hay un error, porque el subsecretario lo planteó sólo por un período, y en el informe figura como algo permanente. Por eso, el artículo 3º transitorio debería incluir una indicación para hacer la salvedad de que la devolución o compensación es válida para las comunas pequeñas y medianas, y no para las cuatro o cinco con mayores recursos. Creemos que, en este caso, el mecanismo de compensación no debería operar.

A pesar de la importancia del proyecto, quedan bastantes temas pendientes y, además, un debate en mayor profundidad. Todavía no logramos resolver lo que está en discusión desde la anterior modificación de la ley de Rentas Municipales en el sentido de mejorar la distribución de los recursos captados vía patentes en las distintas municipalidades. Ahí establecimos un criterio basado en el número de trabajadores, y dejamos en manos de un reglamento la posibilidad de que la Subsecretaría de Desarrollo Regional pudiera mejorar la distribución, sea por el número de trabajadores u otros factores.

Es absurdo que las empresas pesqueras que realizan en alguna medida daños en Chiloé o en los zonas en las cuales desarrollan la pesca, terminen aportando más en Santiago, donde se encuentra su casa matriz. Hay que corregir esa situación, pendiente desde 1995, que no necesita de ley y está en manos de un reglamento. Sólo se requiere que la Subsecretaría de Desarrollo Regional establezca mejores mecanismos para llevar a cabo esta distribución.

En segundo lugar, sigue pendiente el tema de las exenciones. Hay un conjunto de instituciones exentas del impuesto territorial fundamentalmente, lo cual es absurdo. Se pone como caso extremo el Country Club y otros. El Ministerio del Interior decidió que el estudio de la materia quedara para una nueva ley, pero la situación amerita urgencia, rapidez. Es absurdo no cobrar impuesto territorial a instituciones con capacidad sobrada para pagarlo, en circunstancias que cubrirlo no les provoca daño alguno. Todo lo contrario, aportan tanto al municipio en el cual se encuentran, como al conjunto del sistema municipal.

Por otra parte, también es absurdo haber retirado la base exenta en algún tipo de propiedad. En el proyecto original se decía que los primeros 10 millones de las propiedades cuyo avalúo fiscal fuera de 35 millones o más, no estarían exentos del impuesto territorial. En verdad, resulta controvertible. A lo mejor, 35 millones es una cantidad que afectaba a ciertos sectores medios. Pongamos, 50, 80 ó 100 millones de avalúo fiscal; pero resulta absurdo que propiedades de esos valores tengan una base inicial de 10 millones exenta. El tema debe ser discutido, porque genera una base desigual y, además, esas propiedades pueden aportar más.

Se ha dicho que esta situación también ocurre en el impuesto global complementario. Entonces, ahí también podríamos tratar de corregirlo respecto de rentas de determinado nivel, en el marco de una racionalización mayor del sistema.

Lamento que la Subsecretaría de Desarrollo Regional no haya recogido un conjunto de indicaciones, que presentamos hace bastante tiempo, en relación con el manejo de los terrenos. Me parece que no se han dado argumentos en contra. Esto se habló con el ministro del Interior, el director de Presupuestos, el director del Servicio de Impuestos Internos y el ministro de Vivienda. ¿Cuál es el problema? Como hoy lo dice un periódico, es un mercado del suelo con un manejo absolutamente monopólico y especulativo, sin sistema de gravamen tributario importante. En otros países, como en Estados Unidos y en Europa, existe el impuesto a la plusvalía; es decir, se debe pagar un impuesto sobre el aumento del valor del terreno. Pero en esta discusión se han planteado cuatro temas mucho más modestos y específicos.

En primer lugar, que los sitios eriazos -los cuales son muchos en todas las ciudades del país- paguen una multa progresiva por cada año que estén en esa condición. Un sitio eriazo provoca problemas de seguridad ciudadana, ambientales, etcétera. Hoy tenemos una tasa del doble del 0,3, que no ha variado, por lo cual la consideran como parte de la contribución. Y esto debe ser incrementado, de forma de desincentivar la existencia de los sitios eriazos, los cuales existen porque sus dueños saben que aumenta su valor todos los años. El mejor negocio que existe en Chile es tener un sitio eriazo en una zona de un gran desarrollo urbano.

Por otro lado, cada vez más en nuestras ciudades hay casas e inmuebles abandonados. Es un fenómeno que antes no se daba en Chile y es propio de las ciudades con determinado nivel de desarrollo. A estas casas, asimismo, debería aplicárseles multas crecientes año a año, porque provocan problemas a los que viven a su alrededor, son foco de infección y de inseguridad ciudadana.

Asimismo, formulamos indicación para facultar a los municipios a fin de que puedan limpiar y cuidar estos terrenos con cargo al dueño, de forma que éste no se aproveche aduciendo que no puede hacerlo.

También dijimos que los terrenos desocupados deberían tener una nueva política. Sólo en Santiago hay 10 mil hectáreas desocupadas y 200 mil terrenos desocupados en el país. Estos terrenos deben generar un sistema de autoavalúo por el dueño para que paguen contribuciones sobre ese precio, sobre cuya base el Estado los compraría para políticas públicas. Se trata de terminar con los terrenos desocupados. La comuna de Santiago tiene 50 hectáreas desocupadas.

Hay que corregir esa situación y contar con una política de suelos más dinámica y activa. Hoy, el diputado señor Víctor Pérez sostiene que el Estado no tiene políticas de suelos. En la ley de urbanismo se quiso incorporar la plusvalía, lo cual provocó el griterío del Instituto Libertad y Desarrollo y de otras instancias. Debemos discutir esto en serio, ya que ahora la medida es limitada y específica y sólo dará mayor fluidez.

Por último, anuncio que la bancada socialista votará a favor en general y en particular el proyecto, aunque algunos no aprobaremos el artículo 3º transitorio, porque no puede ser que a las comunas más ricas se les devuelva la plata. Por el contrario, deben tener una restricción. 

He dicho. 

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alessandri. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, no participo de los términos alabanciosos que he escuchado para referirse al proyecto de ley, pero comparto buena parte de las observaciones que ha formulado el colega Carlos Montes. Sin embargo, a pesar de que muchos sectores de la Cámara las comparten, ninguna ha sido incluida como indicación.

Se dice que el objeto del proyecto sería que contribuyeran más quienes tienen más y, ciertamente, menos los demás. Presentadas así las cosas, pareciera que la solución es muy simple y equitativa, pero la realidad es otra. 

Por ejemplo, la comuna de Las Condes, según lo señala su excelente alcalde Carlos Larraín, ya contribuye con el 49,6 por ciento de sus ingresos teóricos al Fondo Común Municipal. O sea, -continúa el alcalde Larraín-, cada residente de Las Condes entrega 130.000 pesos anuales al Fondo y la municipalidad guarda para sí tan sólo otros 130.000 pesos, para sus necesidades propias, que no porque sea una comuna rica dejan de ser necesidades sentidas de la población, como los consultorios de salud y las escuelas municipalizadas, las que han tenido un gran incremento de alumnos debido a que sus padres, hoy cesantes, no pueden pagar escuelas particulares. Luego, la municipalidad debe generar empleos subsidiados y crear otros para desarrollar un amplio plan de vías y obras públicas. 

Sin duda, las comunas con mayores ingresos no desean permanecer en la mediocridad y con la contribución del cincuenta por ciento de sus ingresos reales estiman que su aporte es más que suficiente. 

Observo lo que acontece en el distrito que represento en la Cámara. Maipú, popular, pero que está entre las diez comunas de mayores ingresos, ha tenido una administración comunal deplorable y hoy se encuentran objetados, en el tribunal electoral y en el Consejo de Defensa del Estado, más de l.400 millones de pesos girados por el señor alcalde en su último período. 

Ambas acusaciones han sido presentadas por los dirigentes sociales de Maipú, incluidas la Unión de juntas de vecinos, la Unión de centros de padres y apoderados, la Asociación de industriales, centros de la tercera edad, etcétera. O sea, todas las fuerzas vivas de la comuna. Pero también fueron suscritas por los concejales de la Concertación, señores Rafael Aguilar, del Partido Socialista, y Edmundo Gago, del Partido Radical, y el doctor Sepúlveda, de la Alianza por Chile, apoyados, por cierto, por el diputado que habla. En consecuencia, obsérvese que en esto no hay una contienda política, sino el anhelo de los maipucinos de contar con una administración adecuada. 

Ahora, como contrapartida de Maipú, una comuna pobre, la de Cerrillos, de escasos recursos, pero con un alcalde ejemplar, el señor Alejandro Almendáriz, donde pese a lo exiguo de su presupuesto, se han realizado obras admirables, para alegría y felicidad de todo el vecindario. 

Por lo tanto, la verdadera solución para las comunas más necesitadas debe provenir del Ejecutivo, el que a través de ahorro serio y ordenamiento efectivo, imponga por medio de los planes de ayuda la eficiencia y la honestidad municipales, tan deterioradas en los últimos tiempos. 

Asimismo, para entregar nuevos recursos a las comunas más necesitadas, debería destinarse un alto porcentaje, probablemente del ochenta por ciento, de los ingresos de las multas del tránsito al Fondo Común Municipal, como tantas veces se ha planteado y nunca se ha aceptado, por ser de iniciativa del Ejecutivo el destino de este tipo de ingresos. De esta forma, se evitaría que municipalidades poco escrupulosas basen parte de su presupuesto en ellos, en connivencia directa con la autoridad que cursa la infracción. Este sistema es tan pernicioso como aquel del funcionario de Impuestos Internos que obtiene un porcentaje por la infracción que denuncia. 

Para terminar, señalo que por éstas y muchas otras razones, votaré por la no aprobación del proyecto. 

He dicho. 

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini. 

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, en ningún minuto durante la tramitación del proyecto pudimos apreciar el sentido del artículo 3º transitorio, respecto de la compensación a cuatro municipios, y comparto las observaciones del diputado señor Montes. Me parece que no es aceptable. Creo que se trata de empatar, algo que está tan de moda. 

Aquí no se trata de empatar, sino, claramente, de entregar más recursos a aquellos municipios que más los necesitan. Si alguien se incomoda o necesita votos, va y transa con la Asociación Chilena de Municipalidades, pero, perdón, en la Cámara los diputados somos los que votamos. A mí no me amarran los acuerdos suscritos fuera de este ámbito. 

Respeto mucho a la Asociación Chilena de Municipalidades. La preside un gran camarada mío, pero, como me acotan por acá, esos acuerdos, aunque buenos, serían hasta ilegales. 

Por lo tanto, también votaré en contra del artículo 3º transitorio, porque me parece que atenta contra el espíritu del proyecto. 

En segundo lugar, quiero felicitar a las autoridades de Gobierno, especialmente al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, por el trabajo serio que han realizado. 

En todo caso, algunos aspectos del proyecto original fueron dejados de lado. Incluso, se planteaba un rediseño del Fondo Común Municipal, con otra distribución. Como se recordará, se aumentaban las tasas de exención y del impuesto territorial. Incluso, incorporaciones menores, en aras del avance, fueron dejadas de lado, cosa que no siempre sucede en los ministerios.

O sea, hubo un intento de ir al fondo, para que comunas, como Viña del Mar -con mucho respeto a los parlamentarios que representan a esta ciudad-, que hoy recibe 18.400 millones de pesos, entreguen algo más a comunas como San Rafael, que percibe 400 millones de pesos; Empedrado, 360 millones de pesos; Pelarco, 400 millones de pesos. 

No es un problema de partido. En Pelarco, como todos sabemos, candidatos de la UDI y de Renovación Nacional están "divirtiéndose". En eso están don Bonifacio -hagamos propaganda gratis- con Raquel. 

No estoy hablando en términos políticos, sino humanos. ¿Cómo puede subsistir un municipio con 390 millones de pesos al año? Si se consideran los servicios traspasados, no hay más plata. Supongo que se hará alguna rifa para pagarle al alcalde. Tendrá sus contribuciones. 

Se pide que del Fondo Común Municipal se aumenten tres millones de pesos a Pencahue, ocho millones a San Rafael; a Río Claro, también con alcalde de derecha, a Cumpeo -que, dicho sea de paso, no sólo está en los chistes de Condorito, sino que existe por allá en la cordillera-, 5 millones de pesos. Viña del Mar, en cambio, recibe 18.500 millones de pesos. ¡Una ciudad! En total estamos aumentando un poco más de 300 millones. Es lo que necesita el mundo rural y por ello el proyecto debe ser aprobado, entendiéndolo como una necesidad en este nuevo milenio.

El senador Larraín planteaba separar la Séptima Región en norte y sur, como los americanos o europeos. Los del norte ganan y los del sur no. No se trata de eso. Hoy la separación es urbana y rural. 

El mundo rural está absolutamente fuera del sistema. Las municipalidades no dan abasto porque no tienen fondos. En muchas de esas comunas no hay ni siquiera para comprar un saco de cemento para pavimentar; no tienen calzadas pavimentadas ni aceras. Se acaban los subsidios. Tampoco es posible la densificación rural, porque los recursos están muy lejos. Privatizamos las sanitarias, suben las tarifas y ahora no estamos de acuerdo con una distribución, en mi concepto, mínima. Debió prevalecer la iniciativa original, pero, en aras de tener algo -una vez más, lo perfecto es enemigo de lo bueno-, el subsecretario, don Francisco Vidal, avanzó en este proyecto. Algún día haremos más.

Algunas cifras: el 38,6 por ciento de las patentes comerciales de todo país se pagan sólo en cuatro comunas. A 400 empresas, encabezadas por la Corfo -me parece bien- y seguida por Chilectra, Enersis, etcétera, ¿qué problema les puede significar pagar 4 mil UTM más, frente al descalabro al cual nos encontramos enfrentados desde que se traspasaron los servicios a las municipalidades, cuestión que algún día el Congreso Nacional deberá revisar? Muchas veces, algunos municipios están con problemas: postergan pagos, no cotizan las imposiciones previsionales. ¿Qué pueden hacer si no tienen para comer?

Insisto, no hablo de comunas grandes, como Concón, La Serena, Antofagasta, con 9 mil millones; Arica, con 7 mil millones, sino de Cumpeo, con menos de 400 millones para el año. Si dividimos esta cifra en 360 días, nos da un resultado de un millón de pesos al día. Si, a su vez, lo dividimos entre personas-horas, lo obtenido sólo les alcanzaría para medio café cada quince minutos. Ése es el presupuesto de más de un ciento de comunas rurales. 

El Parlamento debe estar consciente de esta situación -respeto a los diputados que representan a ciudades grandes- para tratar de corregir las desigualdades.

Providencia tiene 61 veces más recursos que Cerro Navia. ¡Imaginen cuál será la diferencia con Pencahue, San Rafael, Constitución, Empedrado! 

Pensemos en Chile, en su gente, no en ingeniería política. Este no es un tema político, de elecciones municipales ni de cambio de alcaldes. He dado ejemplos de comunas de mi distrito cuyos alcaldes son de Oposición; o sea, estoy defendiendo a alcaldes de la Oposición. ¡Así es la vida! La gente me eligió para defender a los que necesitan estos recursos.

Por lo anteriormente señalado, reitero que voy a votar en contra del artículo 3º transitorio. Más allá de las discrepancias y de la validez de muchos argumentos, pido el apoyo de la honorable Cámara. Alguien tiene que corregir esta tremenda desigualdad; no sé si el Estado o los privados, pero interesa que aquellas personas que hoy no tienen esperanzas sepan que, para el próximo año, los alcaldes elegidos para esos municipios dispondrán de 20 mil millones más. Esta distribución no afecta a nadie, pero para las ciento o ciento veinte comunas más pobres y alejadas del país constituyen una pequeña esperanza. Es muy poco, pero algo es algo.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, el proyecto en análisis es una de las iniciativas bases de políticas de apoyo y promoción del proceso de descentralización del Estado.

Como sabemos, desde el restablecimiento del régimen democrático, en 1990, los gobiernos han puesto especial interés en fortalecer el proceso de descentralización político-administrativa del Estado. La constitución de los gobiernos regionales y modificaciones profundas de la normativa municipal permitieron democratizar el origen de sus autoridades y, al mismo tiempo, dotarlas de nuevas competencias e instrumentos de gestión más idóneos, atendidas su nueva estructura y finalidades.

En todas las organizaciones, públicas y privadas, el aumento de competencia se debe asociar a mayores recursos financieros y a una mejor gestión. Esa ecuación no siempre ha sido bien resuelta en el sector público, lo que en las administraciones locales es más que evidente.

Hoy nos abocamos a conocer una iniciativa dirigida a dotar a los municipios, en especial a los más carentes de recursos financieros, de medios materiales para cumplir con mayor efectividad los ambiciosos objetivos que deben asumir en la actualidad, atendido su nuevo estatuto jurídico.

Los mayores recursos se logran con la modificación de la estructura del Fondo Común Municipal y la introducción de mecanismos de diferenciación y discriminación positiva en favor de las entidades edilicias que se encuentran en situación de vulnerabilidad debido a la situación social de los vecinos de la comuna que atienden, o bien, por falta de capacidad para procurarse recursos propios en la cuantía que lo hacen los municipios más ricos del país.

Se eleva el tope para el pago de patentes comerciales como una forma de proveer de recursos frescos a los municipios. Estas patentes más elevadas las pagarán las grandes empresas y corporaciones asentadas en no más de cuatro o cinco comunas. En todo caso, se trata de grandes empresas con un capital propio de más de 80 mil millones de pesos.

Quiero llevar un poco este proyecto a la situación regional y en particular de la región que represento en esta Corporación, Aisén, que se caracteriza por tener en su seno una importante cantidad de municipios con comunas de muy escasa población. Destaco la norma de focalización de los aportes en virtud de la cual se repartirá el 2 por ciento del total del Fondo entre las municipalidades con menos de 5 mil habitantes, situación que beneficiará a comunas como Lago Verde, Guaitecas, Caleta Tortel, Río Ibáñez, Chile Chico, Cochrane, Villa O'Higgins y Puerto Cisnes. Cada una de estas localidades requiere esos recursos frescos para mejorar la calidad de las prestaciones que brindan a la comunidad, en especial de naturaleza social y, muy especialmente, para llevar a cabo acciones de fomento productivo, cuestión esencial para crear fuentes de trabajo y consolidar mercados más formales.

Preparé una intervención más ligada a la zona, pero quiero recoger algunas cosas que se han dicho en relación con el alza del impuesto territorial, que se descartó.

Rechazo el artículo 3º transitorio, que llamaría a revisar, pero estoy de acuerdo con la totalidad del proyecto. Se mejora la distribución de los recursos. Como dijo el diputado Lorenzini, nos gustaría que en el futuro fuere mucho mayor, pero es un comienzo.

Se aumentan los recursos en más de 40 mil millones de pesos, lo cual es un avance importante. Es algo digno de destacar porque, como dijo el diputado Montes, no son más de cuatro comunas las que acaparan la mayor parte de los recursos. El 39 por ciento del total de las patentes del país se pagan sólo en cuatro comunas, y a ellas estamos pidiendo este pequeño sacrificio.

Con respecto a las exenciones en el impuesto territorial, se ha planteado en más de una oportunidad lo absurdo que resulta que poblaciones pequeñas, dispersas, ubicadas en las famosas fronteras interiores, zonas de borde, que están muy bien representadas en Magallanes, Aisén y en el Norte Grande, deban pagar contribuciones en circunstancias que, simplemente, están haciendo soberanía. El Estado debería pagarles por estar allí; sin embargo, les cobra impuesto territorial.

Ojalá avanzáramos en este plan de modificación a la ley de Rentas Municipales aprobando el proyecto, pero me gustaría que también nos preocupáramos de las cuestiones pendientes, como la gran superficie de sitios eriazos existentes en Chile. Sin ir más lejos, en la comuna de Santiago hay una serie de inmuebles desocupados que más bien deberían pagar multa por no uso y no ser premiados con una exención.

Insisto en que este es un pequeño "sacrificio" que se está pidiendo a no más de cuatro comunas, las más grandes, como Vitacura, Las Condes, Iquique, tengo entendido que Villarrica, en beneficio de la gran cantidad de comunas pobres que con un millón o veinte millones de pesos podrían efectuar una gran obra social. Para ellas, es un enorme aporte, y el "sacrificio" a las grandes comunas no les va a afectar.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez.

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, previamente quiero hacer algunos comentarios. Primero, esta costumbre de calificar los proyectos importantes con "discusión inmediata" ya es "fiebre electoral". Al respecto debemos tener presente que este proyecto ha dormido en el Congreso durante todo este año y ello no es responsabilidad de los parlamentarios, sino del Gobierno. La última vez que preguntamos por él, a principios de mayo, el Ejecutivo nos aseguró que pronto enviaría las indicaciones; sin embargo, recién llegaron ahora, en octubre. Entonces, lo califican de "discusión inmediata" para tratar de demostrar interés especial por las municipalidades justamente este mes, en circunstancias que lo podríamos haber discutido con más tiempo, mayor tranquilidad y calidad de lo que el Gobierno ahora nos está obligando a hacer.

En segundo lugar, a este proyecto le cabe el viejo dicho "no hay que desvestir a un santo para vestir a otro", porque en gran parte de estos recursos nos estamos refiriendo a redistribución entre municipalidades y no de nuevos fondos. Aun cuando esto último lo discutiremos, en general estamos ante un gran transvasije de dinero entre municipalidades.

Falta un elemento central que contemplaba la ley de Municipalidades: el aporte directo del Gobierno. Los nuevos recursos para aquellas comunas de fronteras internas, a las que recién aludió el diputado señor Sánchez, deben obtenerse a través del aporte directo del Estado. En vez de malgastar muchos recursos públicos, deberían entregarse a las municipalidades, en forma directa, especialmente a las de zonas extremas.

Por lo tanto, considero una muy mala técnica legislativa estudiar este proyecto y votarlo de inmediato, por cuanto podríamos haberlo analizado con mayor tranquilidad si el Ejecutivo hubiera apurado sus indicaciones y no haberlas hecho llegar junto con la calificación de "discusión inmediata".

Si digo que estamos desvistiendo a un santo para vestir a otro es porque falta el gran aporte de recursos por parte del Estado.

Considero que la iniciativa tiene varios aspectos favorables, otros discutibles y algunos francamente criticables. Entre los favorables está la posibilidad de que, por una sola vez, los municipios puedan condonar los derechos adeudados hasta un monto de un 50 por ciento, situación profundamente compleja. Debo aclarar que ese porcentaje obedece a una petición especial que hicimos los integrantes de la Comisión de Hacienda al Gobierno, porque el proyecto contemplaba sólo un 25 por ciento.

Resulta muy positivo que se aplique la tasa de la patente de cada comuna en el porcentaje de capital propio de cada empresa; es decir, la sociedad determina cuál es su porcentaje de capital propio que está distribuido en las distintas comunas, pero no aplica la tasa de la comuna donde está la matriz, sino la de la comuna donde está ubicada la filial a la cual se atribuye una parte del capital propio. Esto me parece muy positivo porque atraerá recursos nuevos para algunos municipios.

Es muy importante que las deudas de los municipios en su aporte al Fondo Común sean descontables por Tesorería directamente de los futuros aportes que recibirán. Esta es una señal de transparencia y buen manejo de los fondos, que va a lograr normar el comportamiento de no pocos alcaldes de nuestro país. También es positivo, como lo señalaba un señor diputado, que las viviendas cuyo avalúo sea inferior a las 25 UTM queden excluidas del cobro de los derechos de aseo. 

Estos son los puntos favorables en que no cabría ninguna discusión.

El tema más complejo de analizar es el relacionado con las contribuciones de bienes raíces, el impuesto territorial. En este caso se pide a las cuatro comunas más ricas del país que aumenten el aporte que hacen al Fondo Común Municipal de 60 a 65 por ciento. Puede parecer una fórmula aceptable el incluir nuevos recursos a este Fondo y anuncio que lo votaré favorablemente, aun cuando hubiese preferido un mayor aporte directo del Estado en lugar de establecer otro elemento de diferenciación entre comunas.

También es discutible el tema de los permisos de circulación, porque en la actualidad la municipalidad se queda con el 50 por ciento de su valor y el resto lo aporta al Fondo Común Municipal. Esto se cambia a un 75 por ciento para el municipio y 25 por ciento al Fondo Común. Considero que ello va a generar un elemento de ineficiencia, porque una de las grandes ventajas que se ha visto en los últimos años ha sido la facilidad de pagar el permiso de circulación en cualquier parte y con mucha rapidez. Ahora, al subir un 25 por ciento estamos quitándole este importante elemento de eficiencia al sistema. A mi juicio, no está bien evaluado el tema. En todo caso, insisto en que se trata de una materia discutible.

En donde sí estamos en contra, aun cuando insistimos en que existe una solución, es en el modo de usar los recursos fiscales relacionados con las patentes. Ello debe evaluarse, sobre todo teniendo en cuenta lo ocurrido en las últimas semanas. Si bien son 440 empresas y se están subiendo 4.000 UTM, debo aclarar que se trata de 114 millones de pesos anuales más. Además, todos estos impuestos son absolutamente discutibles a nivel mundial, porque el sistema de patentes comerciales está basado en permitir desarrollar una actividad comercial al igual que una patente que debe pagar un profesional, por ejemplo. No está basado en ninguna renta ni actividad posterior; sencillamente, en querer desarrollar una actividad y para estos efectos el patrimonio da lo mismo. Ese es el fundamento de las patentes, y en ese sentido nos parece inadecuado. Más aún, cuando hace apenas tres o cuatro años subieron de 1.000 UTM a 4.000 UTM, y ahora, a 8.000 UTM.

En verdad, no entendemos por qué se sigue recurriendo a este expediente. A mi modo de ver y de nuestra bancada, el objetivo es obtener mayores fondos para los municipios, por una parte, y, por otra, una mayor eficiencia en la utilización de los recursos públicos.

Como lo he señalado, existen temas muy importantes y positivos cuyas disposiciones votaremos a favor, tales como la condonación de los derechos, el incremento de 60 a 65 por ciento de las contribuciones, las deudas municipales descontables por Tesorería y la determinación del capital propio que traerá nuevos recursos al municipio.

El tema de los permisos de circulación no está adecuadamente resuelto; estimo que la fórmula planteada traerá ineficiencia al sistema. Insisto en que al subir las patentes, incrementando a 8.000 UTM el tope máximo de capital propio de los contribuyentes, estamos creando un tipo de impuesto muy discutible a nivel internacional, por cuanto éste subió hace tan sólo tres años; por lo tanto, no es el camino para obtener mayores recursos para los municipios ni para dar una clara señal de cómo se manejan los fondos públicos en época de crisis.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, quién puede discutir la importancia que los municipios, que ascienden a 342 en todo el país, tienen en la vida de todos los ciudadanos. Más aún, cuando las municipalidades son cada día más relevantes en la determinación de la vida cotidiana de todos los chilenos y en sus condiciones para lograr una mejor calidad de vida.

Debo recordar que los municipios tienen seis funciones privativas y trece compartidas con otros organismos de la administración estatal; manejan 21 subsidios sociales; son responsables de la educación del 60 por ciento de los escolares y del 50 por ciento de la población en la atención de salud primaria.

Nadie puede discutir que son las ventanillas de acceso a los diversos servicios públicos y, en consecuencia, el más directo y principal medio de relación entre los ciudadanos y el Estado.

En razón de lo anterior, cuando estudiamos este proyecto en la Comisión de Hacienda, lo aprobamos, porque nadie puede poner en duda el último informe financiero presentado el 3 de octubre en el cual se demuestra que casi 20 mil millones de pesos más engrosarán las arcas municipales. Se ha hecho mucho caudal desde el punto de vista de que son muy pocos los municipios que aumentarán sus ingresos. Eso es falso, de falsedad absoluta. De los 342 municipios, 300 los incrementarán en forma importante; diez no los aumentarán, y 32 prácticamente estabilizarán sus ingresos. Para mejor comprensión del tema, todos tenemos en nuestro poder una simulación, basada en balances de 1998, del efecto del aumento tope de patentes comerciales de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, y las modificaciones al Fondo Común Municipal en el presente año.

¿En qué consiste el proyecto sobre rentas municipales?

En primer lugar, de acuerdo con las nuevas indicaciones, se posterga el rediseño del Fondo Común Municipal establecido originalmente en el proyecto, el cual proponía 93 por ciento de equidad, 2 por ciento de comunas chicas y 5 por ciento de estabilización financiera. En consecuencia, con las indicaciones del Ejecutivo se mantiene la estructura del Fondo Común Municipal que consagra la ley vigente, esto es, 90 por ciento de equidad, 5 por ciento de eficiencia y 5 por ciento de emergencia.

Se suprimen las modificaciones a la ley sobre impuesto territorial que efectuaba el proyecto en su artículo 3º, a saber: eliminación del monto exento y aumento de la tasa del mismo de 1,4 a 1,5 por ciento.

Se mantiene el aumento del tope de las patentes comerciales de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales.

Además, se incorporan nuevos flujos de recursos al Fondo Común Municipal, según se desprende de las diferentes indicaciones a que han hecho mención los señores diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, pero siguiendo la actual fórmula de diseño y distribución del citado Fondo.

Las nuevas indicaciones presentadas deben entenderse en la lógica de la actual estructura del Fondo Común Municipal. 

Los alcances puntuales de cada indicación son los siguientes:

En primer lugar, se aumenta de 50 a 75 por ciento el aporte al Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación para todos los municipios del país. Esta modificación es obligatoria para los 342 municipios. Por ello, percibirán como ingreso propio, en lo sucesivo, sólo el 25 por ciento de lo recaudado por este concepto. La opción de incorporar totalmente dichos recursos al Fondo fue desestimada porque implicaría un claro desincentivo a la recaudación municipal.

En segundo lugar, se aumenta de 60 a 65 por ciento el aporte al Fondo Común Municipal por concepto de impuesto territorial para los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura. En la actualidad, el aporte es de 60 por ciento parejo para todas las municipalidades; pero los que se declaran como los más afectados corresponden a las comunas en donde se concentran las propiedades de mayor avalúo en Chile.

En tercer lugar, a los municipios aportantes al Fondo Común Municipal por concepto de patentes comerciales -Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura- se les considerará siempre la tasa máxima legal para determinar su aporte al Fondo, independientemente de la tasa efectiva que hayan fijado. Para aminorar el impacto que afectará a estos municipios, se incorpora una disposición transitoria que hace aplicable esta enmienda a partir del año 2002, y se les compensará hasta que alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley.

Además, se faculta a los municipios para fijar las tasas por patentes comerciales dentro del rango variable establecido en la ley, lo que sólo vinculará al municipio que la ha fijado. El municipio de la comuna donde se encuentre la casa matriz aplicará su propia tasa y comunicará a los municipios en que se hallen las sucursales del mismo contribuyente, la proporción del capital propio que corresponda a dichas comunas para que éstas apliquen su propia tasa sobre la parte correspondiente del capital propio.

Por otra parte, se faculta a la Tesorería General de la República para descontar las deudas municipales al Fondo Común Municipal, lo que fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Hacienda. 

Se faculta a los municipios para condonar el 50 por ciento de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, y no un 25 por ciento, como proponía la indicación del Ejecutivo.

Por último, se establece un mecanismo de estabilización financiera por disminución de ingresos propios permanentes que se produzca por aplicación de la presente ley.

Los medios de comunicación han informado profusamente que las comunas de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en el fondo, están entregando todo; pero nadie ha mencionado -y fuimos los parlamentarios de la Concertación quienes hicimos posible la votación de mayoría de esta indicación- la compensación que recibirán con cargo al 5 por ciento del Fondo Común Municipal correspondiente a emergencias. Es decir, de aquí a dos años -plazo en que incrementarán su aporte- no pierden nada; al contrario, se hace una justa redistribución focalizada para la inmensa mayoría de las comunas del país.

Por todo lo expuesto, la bancada democratacristiana votará favorablemente el proyecto.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.

El señor LEAL.- Señor Presidente, la ley de rentas municipales representa, en primer lugar, un paso adelante en el proceso de regionalización de nuestro país.

Las municipalidades de regiones, en particular, tienen funciones semejantes -en el ámbito de la salud, de la educación, de la seguridad ciudadana, de la lucha contra las drogas y de otras innumerables tareas- a las de las grandes municipalidades de la Región Metropolitana, las más ricas del país. Sin embargo, deben abordar estos temas con recursos mucho menores.

Si no hay redistribución de la riqueza territorial, nos encontraremos cada día con más concentración de población en el Gran Santiago y en la Región Metropolitana. Éste es un aspecto respecto del cual hay que reflexionar.

Coincido con el diputado señor Rodrigo Álvarez en el sentido de que el proyecto constituye un paso adelante, pero es necesario que se destinen aportes fiscales mayores, en particular para los municipios de regiones, porque las causas que motivan el éxodo hacia la Región Metropolitana son, precisamente, la falta de oportunidades de trabajo, de asistencia social, y los niveles de educación y de atención de salud que existen en muchas regiones y comunas del país.

De allí, entonces, que se hace necesario enfocar este problema con un sentido de Estado, de país, y no simplemente como la pérdida de recursos para cinco o seis grandes municipalidades de la Región Metropolitana, originada por la redistribución de recursos.

Por ejemplo, en el caso de la Región de Atacama, la redistribución territorial de los recursos significa, en pesos, lo siguiente: comuna de Chañaral, una cifra pequeña, 4.485.000; Copiapó, 37 millones; Diego de Almagro, 11.158.000; Caldera, 38.483.000; Freirina, 10.738.000; Huasco, 9.156.000; Tierra Amarilla, 20.926.000; Vallenar, 60.536.000. Estas cifras significan recursos adicionales para comunas donde actualmente existen graves problemas de cesantía y de desocupación, como es el caso de Vallenar, la segunda municipalidad con mayor tasa de desocupación del país.

La redistribución de estos 20 mil millones de pesos representa efectivamente una contribución para las comunas de regiones, a fin de que sus municipalidades puedan abordar de mejor manera sus múltiples funciones sociales en relación con sus habitantes. Sin embargo, también está involucrado un factor que tiene que ver con la justicia en el pago de patentes de las grandes empresas, ya que, tal como señaló el diputado señor Montes, la mayor parte de las empresas que operan en regiones pagan sus patentes en el lugar donde se encuentran sus casas matrices, o sea, en la Región Metropolitana. Sin embargo, los daños ambientales y los grandes temas en torno de los cuales se convive con la ciudadanía y con las municipalidades, se producen en las regiones, sin que haya directamente involucrado un pago de patentes a las municipalidades correspondientes. Por ejemplo, las grandes empresas mineras pagan en las regiones patentes de una unidad tributaria mensual. Me refiero al caso de una empresa muy importante, situada en la comuna de Tierra Amarilla. 

De allí que, en la redistribución de los recursos, sea muy importante que las empresas con mayor capital paguen más que las con menores recursos. Dentro del estudio hecho por la Subsecretaría, hay empresas que, teniendo 25 veces el capital de otras, debido al tope de 4 mil unidades tributarias mensuales, están pagando, por concepto de patente, la misma cantidad que aquellas cuyo capital es 25 veces inferior.

En consecuencia, el proyecto no resuelve el problema del financiamiento que deben tener las municipalidades, particularmente las de regiones, donde existen problemas ambientales, sociales, de salud y de educación muy graves. Basta recordar la Región de Atacama: en el hospital de Copiapó, prácticamente no existen especialistas y muchas veces las municipalidades tienen que trasladar a la gente a Antofagasta o a otras regiones para ser atendida, debido a la carencia de especialistas en los consultorios y en el propio hospital de Copiapó.

Por tanto, este proyecto representa un paso adelante, pero no resuelve la totalidad de los problemas que existen en regiones. En todo caso, establece un principio de equidad territorial y de justicia en materia de elevación de los precios de las patentes para las 400 grandes empresas, aspecto en el cual no hay gran diferencia en relación con las empresas medias. Además, en la iniciativa hay un factor de estímulo a la inversión y al desarrollo de las municipalidades. 

Por las razones dadas, voy a votar favorablemente el proyecto.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Longton.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, aquí se ha hablado mucho de desigualdad. Sin embargo, ésta la provoca el mismo sistema: el centralismo, la forma en que se generan los dineros y cómo se entregan a las distintas municipalidades. Me refiero al incremento en el pago de las patentes municipales, con un aumento del tope del capital propio de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, de las empresas contribuyentes.

Me gustaría saber por qué el Gobierno no se mete la mano al bolsillo y entrega los dineros correspondientes, porque es fácil gobernar así: que otros paguen, y que quienes administran los recursos de todos los chilenos finalmente los utilicen en otros menesteres.

Hay un tema casi permanente, relativo a los permisos de circulación. En la actualidad, el 50 por ciento de las platas que se recaudan por ese concepto queda en manos de las municipalidades, o va al Fondo Común Municipal. ¿Por qué no el ciento por ciento, que debiera ser lo más normal? Lo lógico es que toda la recaudación por dicho concepto quede en manos de la municipalidad respectiva. Lo mismo sucede respecto de las contribuciones de bienes raíces, donde sólo el 40 por ciento de lo recaudado queda en manos de las municipalidades. ¿Por qué no el ciento por ciento? Es obvio que las contribuciones queden en su totalidad en manos del municipio de las comunas donde se encuentren ubicados los inmuebles y no sólo el 50 por ciento, lo que ahorraría muchos dolores de cabeza. Además, cuando el reparto lo hace el Estado, se producen profundas desigualdades, y hoy esto se puede advertir a ciencia cierta.

Por ejemplo, en la prensa de ayer se hablaba de la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en la región de Valparaíso. Basta ver el diario para darse cuenta de cómo se generan esas profundas diferencias. Valparaíso prácticamente se queda con el 47 por ciento; comunas importantes como Quilpué, con sólo el 6,5 por ciento; Villa Alemana, con el 0,1 por ciento, y para qué continuar.

Por ello, me gustaría saber si la autonomía municipal es una realidad o si, de alguna manera, el centralismo sigue manipulando o interviniendo en las municipalidades, porque la dispersión del poder, que aún no llega a nuestro país, genera profundas diferencias y problemas al interior de las regiones y, en particular, de las municipalidades. El manejo de los fondos de las municipalidades -se supone que son autónomas- desde el nivel central, trae profundas diferencias y genera ciertas odiosidades. A quienes somos de regiones y defendemos realmente la autonomía municipal, nos gustaría que ojalá los recursos que generen las municipalidades en general -contribuciones de bienes raíces, patentes municipales, IVA-, los pudieran administrar las comunas y terminar, de una vez por todas, con el centralismo, que ocasiona tantos problemas.

Por otra parte, votaré en contra del artículo 3º transitorio, que tiene que ver con la delegación de facultades al Presidente de la República. Más que por las razones que aquí se han esgrimido, porque está probado que en muchos casos la delegación de facultades ha ido en sentido contrario a la finalidad que los propios legisladores fijaron en su oportunidad. Los ejemplos sobran respecto del tema, particularmente en lo que se refiere a los sueldos, en general, de los funcionarios públicos y de las Fuerzas Armadas, donde nos hemos llevado sorpresas importantes, ya que las directrices se dan aquí, pero las cifras y los dineros que finalmente debieran recibir las personas se fijan a puertas cerradas en La Moneda por los ministros respectivos.

Es importante que el Congreso Nacional, particularmente la Cámara de Diputados, revise la conveniencia y dé una forma distinta a esta delegación de facultades que, desde siempre, le ha estado otorgando al Presidente de la República, lo cual, de alguna manera, está restando facultades, autonomía y las propias atribuciones de este Poder del Estado.

Por último, creo que la discusión va más allá de lo que aquí se ha planteado. Hay una cuestión de fondo que tiene que ver con el centralismo. Por eso, aun cuando votaré favorablemente, quiero dejar en claro que no me parece un buen proyecto.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Homero Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ.- Señor Presidente, quiero expresar un sentimiento. Teníamos muchas expectativas en el sentido de que fuera una iniciativa realmente importante para las municipalidades, que aumentara sus ingresos y que posibilitara mayor equidad y justicia en la distribución de los recursos. Lamentablemente, el texto final que estamos conociendo, a mi modesto juicio, no cumple con ninguno de esos objetivos. Además, para los integrantes de la Comisión de Gobierno Interior es casi absolutamente nuevo, porque en el transcurso del año fue modificado en virtud de las últimas indicaciones del Ejecutivo. De manera que tenemos muy poco que decir sobre la materia, porque originalmente conocimos una iniciativa completamente distinta. El proyecto pasó, luego, a la Comisión de Hacienda, en la cual fue objeto de numerosas indicaciones. Por lo tanto, por tratarse de una iniciativa que fue objeto de cambios tan violentos e importantes, a mi juicio, debió volver a la Comisión técnica, es decir, a la de Gobierno Interior.

Las municipalidades -así se dice continuamente y lo podemos ver en la realidad- son instituciones autónomas y muy importantes -aquí se han señalado en forma reiterada las funciones que deben cumplir-. Sin embargo, esas atribuciones no guardan relación con los recursos que necesitan para cumplir sus objetivos. Entonces, al carecer de esos recursos, las municipalidades pasan a ser, más bien, un muro de los lamentos; en ellas no se percibe nada positivo, sino una continua carencia de los recursos necesarios para cumplir con las cada vez más numerosas atribuciones que se les entregan en educación, en salud, en medio ambiente, en el aspecto productivo, en turismo, etcétera. 

Ahora bien, el proyecto fue modificado en ese sentido, pero -tal como lo han manifestado otros diputados- resulta difícil argumentar algo positivo respecto de él. Por ejemplo, en la Séptima Región del Maule, la comuna de Pencahue ve incrementados sus recursos en apenas 3.553.000 pesos. Con esa cantidad es imposible hacer nada. La comuna de Talca aumenta sus ingresos en 85 millones, pero hay que considerar que se trata de una ciudad de 180 mil habitantes. San Rafael -comuna nueva, que necesita recursos para impulsar su desarrollo- aumenta en 8 millones de pesos. Pelarco -ya se citó su caso-, en 15 millones de pesos; Río Claro, en 4 millones.

Con esto quiero demostrar que el proyecto es muy mezquino en lo que a logros económicos se refiere, en aportes para que las municipalidades puedan cumplir sus funciones, lo que significa que quedarán en una situación prácticamente igual a la que existía con anterioridad, y veo muy difícil que en un futuro cercano se proyecte enviar una nueva ley de municipalidades.

Ahora, respecto de la equidad que debe existir entre los distintos municipios, se formularon dos proposiciones que se incorporan al proyecto, con las cuales se pretende lograr una mejor distribución del Fondo Común Municipal. Sin embargo, es una medida insuficiente, poco significativa, puesto que se mantiene el desnivel de los grandes municipios, que se llevan entre el 40 y 50 por ciento de todos los recursos obtenidos a través de los mecanismos que establece la ley. 

En resumidas cuentas -con esto termino-, considero que queda pendiente una gran reforma municipal, a fin de que los municipios sean lo que todos deseamos, o lo que el proyecto pretende que sean. Ojalá el Ejecutivo recoja todas estas ideas y, si existe un espíritu realmente positivo al respecto, dentro de breve tiempo deberemos discutir una nueva ley de rentas municipales.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, las últimas palabras del diputado Gutiérrez reflejan claramente todo: que para los socialistas de todos los partidos no existe límite alguno en la búsqueda de la redistribución.

(Hablan varios señores diputados a la vez).

Siempre es necesario continuar redistribuyendo, sin preguntarse jamás cuáles deben ser sus límites. Por lo tanto, debemos darnos por informados en cuanto a que el actual proyecto...

(Hablan varios señores diputados a la vez).

Señor Presidente, no sé si los diputados me dejarán seguir hablando.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señores diputados, les ruego guardar silencio y escuchar al diputado señor Dittborn. Ha existido un buen nivel de debate, y lo lógico es que escuchemos los argumentos que se dan.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, veo que a los colegas les cuesta mucho escuchar opiniones distintas de las suyas. 

Considero que con lo dicho por el diputado Gutiérrez debemos darnos por informados de que éste es el primero de una serie de proyectos que, probablemente, vendrán en el futuro para buscar una mejor redistribución de recursos. Ésa es la obsesión de los socialistas que hay en todos los partidos políticos, y este proyecto tiene...

(Hablan varios señores diputados a la vez).

Señor Presidente, veo que no se puede seguir hablando.

Pues bien, este proyecto tiene los dos elementos que caracterizan a los socialistas: por una parte, un afán permanente por redistribuir y, por otra, el aumento de los tributos. A mi juicio, esta obsesión tiene dos elementos muy negativos que no se mencionan y en los cuales tampoco se repara. Por un lado, esta distribución sin límites castiga, de todas maneras, el progreso. Es evidente que si, finalmente, todo será redistribuido a través de una ley, los incentivos que existen para progresar, para ser cada vez mejor, para superarse en lo individual o a nivel de la comunidad, siempre tendrán un techo establecido por ley y que implicará redistribución de recursos.

Hace pocos minutos, un diputado de mi bancada dijo que en su comuna -una comuna pobre del sur- el año pasado se había iniciado un proyecto para lograr mayores ingresos por concepto de venta de patentes de automóviles, y se refirió a la cantidad de medidas -muchas de ellas muy imaginativas- que tuvieron que adoptarse para lograr el objetivo deseado. Yo me pregunto, ¿qué incentivos tendrán hoy las comunas que se han esforzado por ofrecer buenos servicios a quienes renueven allí sus patentes de automóviles: jardines, mejor educación, mejor atención en los consultorios y una serie de otros servicios locales? ¿Qué incentivos existirán para este vínculo entre decidir comprar allí un permiso de circulación y los beneficios que se obtendrán en esas comunas? Ninguno, porque es evidente que estamos destruyendo ese vínculo. En esta oportunidad, ya lo estamos aumentando del 50 al 75 por ciento, y me atrevo a vaticinar -siguiendo las proféticas palabras del diputado Gutiérrez- que es probable que en el próximo proyecto de financiamiento de rentas municipales -quiero hacer un presagio-, el 100 por ciento de las recaudaciones provenientes de patentes de automóviles irán al Fondo Común Municipal. 

Por lo demás, lo que digo no es muy novedoso, porque entiendo que la alcaldesa de Cerro Navia -me parece que la señora Girardi-, ya fue a sugerirlo a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, y el diputado señor Palma es partidario de terminar con estas odiosas competencias entre los municipios por dar mejores servicios y lograr que la gente obtenga ahí su permiso de circulación y no en otra comuna. En fin, se busca crear un vínculo entre la decisión del que compra una patente de automóvil con los servicios que allí supuestamente se han de prestar. Rompamos ese vínculo y lograremos centralizarlo todo.

No me cabe la menor duda de que el sistema terminó y que, próximamente, estaremos en que el ciento por ciento de las patentes se enterará en el Fondo Común Municipal.

Respecto del incremento de las patentes comerciales, se nos dice que se trata de 441 empresas grandes. ¿Qué importa subirles el tope de 4 mil a 8 mil UTM? Da lo mismo. 

Se arguye una hipótesis que, para mí, es absurda: que los servicios municipales que usaría una empresa como Celulosa Arauco Constitución, son 20 veces más grandes que los de Cerámicas Cordillera, porque aquélla tiene un capital 20 veces mayor. Pero eso no es así; porque es muy probable que los servicios municipales que requiera una empresa no tengan una relación 1:1 con el capital de la misma.

Entonces, el proyecto rompe con algo que a mí me parecía muy importante: que las patentes comerciales no fueran impuestos al capital, al patrimonio, sino que constituyeran un pago por servicios. Eso, evidentemente, aquí se acaba en forma total, y hemos vuelto a un impuesto al capital de las empresas, independientemente de las utilidades que obtengan y de los empleos que generen. Simplemente por tener grandes capitales pagarán impuestos considerables.

Les aseguro que, como decía el diputado señor Gutiérrez, esta es la primera etapa y, luego, el tope de 8 mil UTM también cederá y les cobraremos impuestos a empresas cuyo capital sea de cualquier monto; porque lo que sucede es que ya hemos roto con el concepto de que las patentes comerciales no son impuestos, sino pagos por los servicios que las empresas reciben de los municipios. Ese concepto está absolutamente obsoleto, y las patentes comerciales hoy se han transformado en un vulgar impuesto al capital.

Otra cosa que a mí me parece tremendamente grave en este proyecto, que por lo demás lo hace muy socialista, es que no establece ningún incentivo para que los municipios creen recursos propios.

Si en el país se analizan la ley de impuesto territorial y el tema de las patentes, se concluye que gran cantidad de empresas, personas e instituciones no pagan impuestos a las contribuciones, o que muchos municipios no cobran las patentes comerciales. ¿Qué hay, en este proyecto, para incentivar a los municipios pequeños y medianos a terminar con los evasores en sus propias comunas? Conozco muchas empresas -ase-soras, sociedades de personas- que debieran pagar patente comercial. Hoy no lo hacen, y no hay nadie que esté subsanando esa anomalía. Conozco mucha gente dueña de una segunda casa en la playa que nunca ha sido recibida por la municipalidad y, que, por lo tanto, no pagan por ella contribuciones de bienes raíces.

Entonces, ¿dónde está consignado el incentivo a los municipios para lograr mayores recursos propios? En ningún proyecto o cuerpo legal. Estamos transformando a la gran mayoría de los municipios en mendicantes del Fondo Común Municipal: para esos municipios, la única fórmula de obtener recursos es estirar la mano al Fondo Común y solicitarle más recursos porque deben satisfacer muchas necesidades. Y como éstas siempre serán crecientes, siempre habrá que dictar más leyes para quitar a los que tienen algo más y dar a los que tienen menos, sin ningún límite.

Leyes de esta naturaleza son tremendamente negativas.

He querido pronunciar un discurso más bien político y conceptual, sin dedicarme a lo práctico del proyecto, porque creo que rompe con muchos conceptos que pueden darle a nuestro país un mayor brío, un mayor crecimiento. 

Estamos transformando a muchos municipios en mendicantes del Fondo Común, sin ningún incentivo para conseguir más recursos propios fiscalizando a quienes se debe en las respectivas comunas.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, así como las personas que tienen más deben dar a los que tienen menos no sólo por una convicción cristiana, sino también por un sentimiento solidario, así también es natural -idea que comparto- que los municipios que tienen más ayuden a los que tienen menos.

Estoy de acuerdo, asimismo, en que es necesario buscar procedimientos justos, porque de otra manera, evidentemente, resulta una discriminación arbitraria.

El Gobierno prometió hace tiempo aumentar, en forma progresiva, lo que se distribuye a través de las comunas y de las regiones, de un 23 por ciento hasta llegar a un 40 por ciento. El entonces Presidente Frei lo anunció en muchas oportunidades; sin embargo, ello no ha sido así y, en la práctica, no estamos ni siquiera en el 30 por ciento.

Comparto la opinión de que el proyecto es bueno para las comunas modestas. En el caso, por ejemplo, de las comunas de mi distrito, La Pintana va a recibir 401 millones de pesos más; Puente Alto, 757 millones; Pirque, un millón cien mil, y San José de Maipo, 951 mil pesos. No es mucho, pero para las comunas extensas, como Puente Alto y La Pintana, tales cifras representan un incremento importante, especialmente para Puente Alto, donde, en las próximas semanas, debiera asumir quien ha sido hasta ahora, durante 8 años, alcalde de Pirque y lo ha hecho muy bien. En consecuencia, no discuto las bondades de un mecanismo que incremente los recursos de las comunas modestas.

Hay algunos efectos que me preocupan. En primer lugar, el hecho de aumentar el impuesto a 441 empresas. Se dice que no es mucho. Bueno, son 441 empresas. Aquí puede llegar un momento en que el excesivo aumento de impuestos desincentive la producción, porque las empresas estimen que todo el esfuerzo adicional que hagan se irá en impuestos.

Por otro lado, no rechazo tampoco el que se aumente de un 60 a un 65 por ciento el aporte de las comunas de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura al Fondo Común Municipal. Ni siquiera me opongo a que los ingresos por permisos de circulación que ingresen al Fondo Común Municipal suban de un 50 a un 75 por ciento. A mí me da vergüenza lo que hacen algunas municipalidades para captar una mayor cantidad de personas que obtengan sus permisos de circulación en ellas. Me pregunto: ¿qué costo tendrá ese esfuerzo por tratar de quitar el permiso de circulación a la municipalidad de al lado? De manera que el aumentar del 50 al 75 por ciento no me parece mal. Me parece injusto, sí, que las cuatro comunas señaladas, además, por una parte, de aumentar el aporte al Fondo Común Municipal de un 60 a un 65 por ciento, por otra, también vean disminuidos sus ingresos por el hecho de que aumentará su contribución, por concepto de permisos de circulación, de un 50 a un 75 por ciento. Entonces, en la práctica, se les está sacando de los dos lados.

El proyecto, que voy a votar favorablemente, tiene un aspecto fundamental que me preocupa. El artículo 19 de la Constitución, en su número 2º, preceptúa: "La Constitución asegura a todas las personas la igualdad ante la ley"; en su inciso segundo agrega: "Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;".

Resulta que el artículo 1º transitorio del proyecto aprobado por la Comisión de Hacienda -esto lo conversé con el ministro del Interior y con el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal- dispone: "Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de l999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.

"La señalada facultad se aplicará a partir del año 200l y sólo se ejercerá hasta el 30 de junio del mismo año, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso".

¿Qué me preocupa de esta norma? Que al establecer como facultad la condonación del 50 por ciento de las deudas, puede ocurrir que, por ejemplo, con el diputado señor Felipe Valenzuela vivamos frente a frente, en la misma calle, pero en distintas comunas, y que la municipalidad que me corresponde me condone el 50 por ciento de mis deudas y aquella que corresponde a la comuna en que vive el señor Valenzuela no lo haga. ¿Por qué si dos personas se encuentran en la misma situación, por la mera voluntad del municipio una obtiene la exención del 50 por ciento y no la otra? ¿No sería más lógico establecer la exención en forma automática, o sea, decir que "quedarán exentos del 50 por ciento aquellos que paguen el otro 50 por ciento de contado"? Cuando conversé el tema con el señor Francisco Vidal me dijo que se trataba de una idea de la Asociación Chilena de Municipalidades y que se vería la manera de arreglar esto en noviembre, en otro proyecto que tiene por objeto aplicar impuestos a algunas entidades, como cementerios, clubes deportivos y otros. Sin embargo, el asunto puede solucionarse en el texto en debate. Por desgracia, los diputados no tenemos iniciativa constitucional para modificar la norma, pero quienes legislamos somos nosotros y el Ejecutivo, y no la Asociación Chilena de Municipalidades.

Señor Presidente, por su intermedio quiero insistir ante el Ejecutivo para que modifique el artículo en el Senado, a fin de establecer en forma automática el descuento del 50 por ciento para aquellos que paguen el otro 50 por ciento que adeudan por derechos municipales.

Votaré a favor el proyecto, aun cuando también discrepo del artículo 3º transitorio, de la Comisión de Hacienda.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Palma.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, estamos discutiendo un proyecto cuya tramitación comenzó en el gobierno anterior y que es muy esperado por los municipios, en especial por los más pobres. Ha sido modificado en forma sustancial en su tramitación en la honorable Cámara y simplificado en la Comisión de Hacienda.

De un proyecto muy complejo, que introducía cambios no sólo en el financiamiento, sino también en la distribución de los recursos entre los municipios, el gobierno del presidente Lagos optó por dejar sólo seis enmiendas a las leyes sobre rentas municipales y orgánica constitucional de Municipalidades.

Primero, se modifica el sistema de cobro de los derechos de aseo, otorgándole mayor flexibilidad; segundo, la operación del Fondo Común Municipal, para evitar que los municipios aporten y reciban de vuelta los recursos del Fondo, lo que en algunos casos tiene ribetes de escándalo, pues los municipios perciben los recursos del Fondo pero no entregan su aporte al mismo. En esta materia hay una simplificación notable, que corregirá una inequidad de la cual se aprovechan algunos administradores de municipios.

Tercero, se faculta a las municipalidades, por una sola vez, para condonar hasta el 50 por ciento de las deudas por derechos municipales, incluidos multas e intereses, materia ampliamente discutida. Algunos parlamentarios sostenemos que a las municipalidades debe otorgarse en forma permanente la facultad de condonar intereses y multas, pues estos constituyen un recargo, no un derecho. Así se conseguiría mejorar la administración recaudatoria y resolver problemas de contribuyentes que verían facilitada la posibilidad de ponerse al día en sus deudas, lo que sería muy positivo. Pero, al menos, se avanza al facultar a los municipios para condonar un 50 por ciento de los derechos totales, incluidos intereses y multas.

Las otras tres modificaciones tienen que ver con el sistema de financiamiento de los municipios. Se incrementa de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales el capital afecto, como tope, a pago de patentes comerciales. En el informe de la Comisión de Gobierno Interior aparece el listado total de las doscientas y tantas empresas que se verán afectadas por esta medida. No son tantas empresas ni resulta muy significativo el aumento; pero para el conjunto del sistema se trata de una cifra no despreciable: alrededor de 19 mil millones de pesos recibirán los municipios en virtud de esta disposición que, tal como aconteció en la Comisión de Hacienda, espero que sea aprobada por la Sala.

A lo anterior se agregan dos disposiciones, con el propósito de redistribuir los recursos; es decir, en el proyecto se incrementan y redistribuyen los fondos entre los distintos municipios. 

La redistribución se hace mediante el incremento del aporte del impuesto territorial, al Fondo Común Municipal, de las cuatro comunas que se consideran las más ricas -Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura-, pues sube al 65 por ciento de lo que recaudan por este concepto.

La otra medida redistributiva consiste en incrementar de 50 a 75 por ciento los recursos que se aportan al Fondo Común Municipal por permisos de circulación. En la actualidad, la mitad de la recaudación ingresa a dicho Fondo, pero el proyecto propone que tres de cada cuatro pesos que recaudan las comunas por permisos de circulación vayan al citado Fondo.

Tal como a otros diputados democratacristianos, el proyecto nos puede parecer insuficiente, pero significa un avance, sobre todo porque ayuda a que todos los chilenos tengan las mismas oportunidades.

El diputado señor Dittborn señaló hace un momento que eso es ser socialista y que había que estimular la competencia entre los distintos municipios para que prestaran mejores servicios. Eso sería muy razonable si cada chileno tuviera la libertad de elegir el municipio en el que vive. No es razonable si uno no tiene libertad para escoger vivir en Las Condes, Santiago, Lo Barnechea, Vitacura, Providencia o Ñuñoa. Hoy, la situación de los chilenos, desde el punto de vista de los servicios que les pueden prestar los municipios, es un escándalo.

Voy a tomar el caso de cuatro municipios de la Región Metropolitana: dos gobernados por la Concertación y dos por la Oposición, para que no se diga que hay sesgos en los ejemplos que explicitaré.

El municipio de Santiago, con algo más de 250 mil habitantes, con un flujo muy grande de personas que van a trabajar todos los días al centro, tiene 40.760 millones de pesos de presupuesto al año, descontados los aportes al Fondo Común Municipal. El municipio de La Granja, con algo más de 150 mil habitantes, dispone de 4 mil millones de pesos al año, la décima parte de la municipalidad de Santiago. El municipio de Las Condes, con aproximadamente 250 mil habitantes, dispone de 27.400 millones de pesos al año. El municipio de Peñalolén, con aproximadamente 400 mil habitan-tes, dispone de 6 mil millones de pesos al año.

¿Por qué razón vamos a tolerar que, de recursos recaudados por ley de entre todos los chilenos para que los municipios presten servicio, un chileno que vive en Peñalolén disponga de una cifra de aproximadamente la décima parte de lo que dispone uno de Las Condes? ¿O por qué un vecino de La Granja va a disponer de aproximadamente la décima o vigésima parte de lo que dispone uno de Santiago?

Esa injusticia se quiere corregir con este proyecto.

Pero, además, cabe señalar las cifras globales involucradas en este proyecto, para que cada señor diputado no sólo tenga en cuenta el tema de la equidad, sino de cómo se repartirán los recursos. Se trata, aproximadamente, de 19 mil millones de pesos nuevos, consecuencia de un incremento de patentes, y de aproximadamente 14 mil millones de pesos para redistribuir entre los distintos municipios, adicionales a esos 19 mil millones. Pero lo que se repartirá -lo tenemos todos los diputados en el informe que se llama "Efecto o aumento tope patentes comerciales, simulación en base a balance 1998"- son los 19 mil millones de pesos; porque, en virtud del artículo 3º transitorio, al que hizo alusión el diputado señor Errázuriz hace un momento, todos los demás recursos adicionales quedarán en los municipios que hoy los tienen, porque estamos diciendo que ninguno puede disminuir su recaudación; o sea, Ñuñoa, Providencia, Santiago, Las Condes, Lo Barnechea y La Reina, que se llevan casi el 50 por ciento de los recursos de los municipios del país, serán subvencionadas por este artículo 3º transitorio, para que no disminuyan sus recursos. Es decir, no estamos realizando la verdadera redistribución que algunos deseamos.

Por ese motivo, presenté una indicación para suprimir el artículo 3º transitorio, y espero que la Corporación nos ayude a eliminarlo, de manera que no sean 19 mil millones de pesos los recursos que se distribuyan entre los municipios más pobres del país para servir a los chilenos que están en situación de mayor pobreza, de mayor aislamiento y de mayor necesidad, sino que los 31 mil millones de pesos que involucra el proyecto sean los que se distribuyan.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Ha llegado a la Mesa la petición de cierre del debate que formulan las bancadas de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia y de Renovación Nacional.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 68 votos; por la negativa, 28 votos. Hubo 1 abstención.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobada la clausura del debate.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Allende (doña Isabel), Ávila, Rozas (doña María), Bustos, Caminondo, Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Delmastro, Elgueta, Encina, Errázuriz, Fossa, Girardi, Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leal, León, Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Vega, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Bartolucci, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Espina, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, Kuschel, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Melero, Molina, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Pérez (don Víctor), Prokurica, Rojas, Ulloa, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas y Vilches.

-Se abstuvo el diputado señor García (don José).

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Informo a los señores diputados que estaban inscritos y no pudieron hacer uso de la palabra, que podrán insertar sus discursos. Estaban inscritos los diputados señores José García, Haroldo Fossa, las diputadas señoras Rosa González y María Angélica Cristi, y los diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches, Felipe Letelier y Jaime Jiménez.

Si algún otro diputado quiere insertar su discurso, deberá dar su nombre a la Secretaría para que se le incorpore.

-Los textos de los discursos que se acordó insertar son los siguientes:

El señor JARPA.- Señor Presidente, el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, y la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, es muy importante para el desarrollo de nuestras comunas.

Las modificaciones legales que ha propuesto el Ejecutivo tienen dos objetivos: primero, incrementar los ingresos de los municipios mediante la modificación de la ley de rentas municipales y de la ley del impuesto territorial, y segundo, lograr una mayor equidad en la distribución de los recursos del Fondo Común Municipal.

Esta modificación implica una ganancia para todas las municipalidades del país, del orden de 20 mil millones de pesos, y para las comunas de la provincia de Ñuble, significará un aporte cercano a los mil millones.

Así, en el distrito 41 para la comuna de Chillán Viejo serán casi 17 millones; para Chillán, 67 millones; para Coihueco, 72 millones; para El Carmen, 52 millones; para Pemuco, 31 millones aproximadamente; para Pinto, casi 40 millones; para San Ignacio, 73 millones, y para la comuna de Yungay, 52 millones.

Con esta iniciativa se busca sentar las bases de una nueva institucionalidad para el sector municipal, respecto al tratamiento de residuos sólidos, lo cual se inserta en la función privativa del municipio, relativa a aseo y ornato de la comuna.

También deseo manifestar mi inquietud, apoyando lo dicho por el diputado Montes, en el sentido de regular la situación que se produce con la existencia de los sitios eriazos en nuestras comunas, los que, la mayoría de las veces, no son objeto de preocupación por parte de sus dueños, amontonándose allí basura y escombros por los cuales nadie se hace responsable, y no dándole un uso que posibilite el esparcimiento de la comunidad, y lograr a la vez dar un buen aspecto a la ciudad.

Finalmente, quiero destacar que al entregar más recursos a las municipalidades, las personas se verán directamente beneficiadas, especialmente en las comunas más pequeñas y en las rurales, pues el dinero se traducirá en más obras sociales. Si bien es cierto que este es un esfuerzo importante, es todavía insuficiente, y se requiere de más recursos para los municipios que poseen mayor porcentaje de personas en condiciones de menores ingresos.

He dicho.

El señor PARETO.- Señor Presidente, votaré favorablemente, porque con este proyecto se hace justicia a las municipalidades de Estación Central, Cerrillos y Maipú, donde se podrán concretar diversos proyectos que favorecerán a sus sectores más postergados: centros comunitarios, clubes de la tercera edad, deportistas, áreas verdes. En fin, significan recursos para mejorar la calidad de vida de grandes sectores cuyas necesidades se arrastran por mucho tiempo, como es el caso de la comuna de Estación Central, cuyo municipio cuenta con escasos recursos para concretar antiguas y anheladas aspiraciones de los vecinos, a pesar de las buenas intenciones de su alcalde. En tal caso se encuentran las poblaciones "Nogales", "Kennedy", "Francia", "Santiago", "Valle Verde", "Las Américas", "El profesor", "Villa Brasilia", "Suecia", "La Merced", "Patricio Mekis", "Villa España", "Zelada", "Gasco", "Santa Petronila", "Ecuador", "La Palma", "Villa O'Higgins", "Gabriela Mistral", "La Carrera", "Cardjin", etcétera. Sectores tan antiguos como las calles Dolores, Jotabeche y tantas otras se beneficiarán con esta ley.

Ya se ha dicho que hay municipalidades "ricas", que reciben 50 veces más recursos que las municipalidades de bajos ingresos, como Estación Central y Cerrillos.

Maipú, cuya población llega casi a los 450.000 habitantes, requiere mayores recursos para solucionar graves problemas como educación, a pesar de los grandes esfuerzos que ha realizado su alcalde señor Hernán Silva.

Por estas razones, votaré favorablemente.

He dicho.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 1 abstención.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Votaron en contra la diputada señora María Angélica Cristi, y a favor el diputado señor Silva. Se agregarán al resultado.

Aprobado en general el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ávila, Bartolucci, Rozas (doña María), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Espina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hales, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Caminondo, Cristi (doña María Angélica), Dittborn, Guzmán (doña Pía), Kuschel, Pérez (doña Lily), Vega y Vilches.

-Se abstuvo el diputado señor Van Rysselberghe.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Andrés Palma.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, en realidad, hemos debatido sobre la base del informe de la Comisión de Hacienda, la cual sustituyó íntegramente el texto del proyecto. Entonces, sería bueno que hubiera claridad acerca de qué base vamos a tomar para la votación.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, reglamentariamente, corresponde votar el informe de la Comisión técnica. Las modificaciones que introdujo la Comisión de Hacienda son indicaciones y se votan como tales.

Tiene la palabra el diputado señor Álvarez.

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, solicito que, en el artículo 1º, se voten por separado los numerales 1) y 2).

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En votación el numeral 1) del artículo 1º propuesto por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 88 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 1 abstención.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Bartolucci, Rozas (doña María), Bustos, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hales, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Cardemil, Dittborn, Espina y Guzmán (doña Pía).

-Se abstuvo el diputado señor Kuschel.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Corresponde votar el número 2) del artículo 1º propuesto por la Comisión de Hacienda.

El señor VILCHES.- Pido la palabra para plantear una cuestión reglamentaria.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, estamos en votación. En seguida le daré la palabra con mucho gusto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 68 votos; por la negativa, 27 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- No se alcanzó el quórum constitucional requerido para aprobar esta norma.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ávila, Rozas (doña María), Bustos, Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Elgueta, Encina, Errázuriz, Girardi, Gutiérrez, Hales, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leal, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Bartolucci, Caminondo, Cardemil, Coloma, Correa, Delmastro, Dittborn, Espina, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Kuschel, Leay, Melero, Molina, Ovalle (doña María Victoria), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Recondo, Ulloa, Van Rysselberghe y Vega.

-Se abstuvieron los diputados señores:

Díaz y Rojas.

El señor AGUILÓ.- No está registrado mi voto.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, repita la votación.

Varios señores Diputados.- ¡No!

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Al igual como sucedió anteriormente con dos diputados, el señor Aguiló emitió su sufragio, pero no apareció registrado, por lo que corresponde sumarlo a los votos por la afirmativa.

Varios señores Diputados.- ¡Lo mismo sucede con la señora Saa!

El señor LEÓN (Vicepresidente).- No corresponde hacerlo en ese caso, porque el honorable diputado señor Aguiló fue el único que planteó su situación.

Sumado el voto del diputado Aguiló, tampoco se alcanza el quórum requerido.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, votemos de nuevo.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señores diputados, solamente el honorable diputado señor Sergio Aguiló hizo presente su situación, la que ya fue considerada. Ningún otro diputado manifestó su opinión al respecto.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, no sé si el mío aparece en el registro.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señora diputada, vamos a revisar la votación. Si no está registrado su voto, por cierto que corresponde sumarlo.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Corresponde votar el artículo 2º, número 1).

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, ¿alguien solicitó división de la votación en el artículo 2º?

El señor LEÓN (Vicepresidente).- No, señor diputado.

El señor PALMA (don Andrés).- Entonces, votémoslo completo, señor Presidente.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene razón, señor diputado.

Corresponde votar completo el artículo 2º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ávila, Bartolucci, Rozas (doña María), Bustos, Caminondo, Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Espina, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Kuschel, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Fossa y Ovalle (doña María Victoria).

-Se abstuvo la diputada señora Pérez (doña Lily).

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Corresponde votar el artículo 3º.

Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.

Varios señores Diputados.- ¡No!

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, el artículo 3º no existe.

El señor MONTES.- ¿Cuál es el artículo 3º?

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Es el artículo 3º de la Comisión de Gobierno Interior, que no tiene indicación de la Comisión de Hacienda.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, entiendo que este artículo fue suprimido en la Comisión de Hacienda por indicación del Ejecutivo.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, la propuesta de la Comisión de Hacienda no obliga a la Sala, ya que esta última debe pronunciarse sobre el citado artículo 3º.

En votación el artículo 3º, propuesto por la Comisión de Gobierno Interior.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 8 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Errázuriz, Espina, Galilea (don José Antonio), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Kuschel, Leal, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Fossa, Longton, Núñez, Pérez (doña Lily), Riveros, Vega y Vilches.

-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Leay y Pérez (don Víctor).

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, ya que llegó la información sobre el resultado de la votación del número 2) del artículo 1º, ¿podríamos resolver ese punto para que quede despejado?

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, la Mesa revisó el registro electrónico de votación y comprobó que allí figura la votación de la honorable diputada señora María Antonieta Saa y la suya.

Corresponde votar el artículo 1º transitorio, propuesto por la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Bartolucci, Bertolino, Rozas (doña María), Bustos, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Espina, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Kuschel, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Se abstuvieron los diputados señores:

Cristi (doña María Angélica), Errázuriz y Fossa.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Corresponde votar el artículo 2º transitorio, también propuesto por la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 2 abstenciones. 

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ávila, Bartolucci, Bustos, Caminondo, Cardemil, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Encina, Errázuriz, Espina, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hales, Kuschel, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Lorenzini, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Molina, Montes, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Ovalle (doña María Victoria), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Recondo, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Ulloa, Van Rysselberghe, Vargas y Vega.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Bertolino, Rozas (doña María), Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Dittborn, Elgueta, Girardi, Gutiérrez, Guzmán, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, León, Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio)..

-Se abstuvieron los diputados señores:

Leal y Silva.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En votación el artículo 3º transitorio, nuevo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 68 votos. Hubo 1 abstención.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Bartolucci, Bertolino, Caminondo, Coloma, Correa, Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Espina, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Kuschel, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Ovalle (doña María Victoria), Pérez (doña Lily), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Rojas, Ulloa, Van Rysselberghe, Vega y Vilches.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Allende (doña Isabel), Ávila, Rozas (doña María), Bustos, Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Elgueta, Errázuriz, Fossa, Girardi, Gutiérrez, Huenchumilla, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leal, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Se abstuvo el diputado señor Hales.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En votación el artículo 4º transitorio, que era 3º en el informe de la Comisión técnica.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 4 abstenciones.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ávila, Rozas (doña María), Bustos, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Díaz, Elgueta, Encina, Espina, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Kuschel, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votó por la negativa el diputado señor Van Rysselberghe.

-Se abstuvieron los diputados señores:

Bertolino, Cristi (doña María Angélica) Fossa y Ulloa.

El señor ÁVILA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, acabo de verificar que mi voto no aparece registrado en la votación del artículo 2º.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

Un señor Diputado.- Si es falla del sistema, hay que reconsiderar la situación.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Diputado señor Ávila, el voto suyo aparece registrado a favor del artículo.

El señor ÁVILA.- Es el artículo 1º, número 2.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Punto de Reglamento.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, de acuerdo con el Reglamento, cuando hay una duda razonable -lo pido con todo respeto a los colegas de enfrente- en una votación, allí está el registro -estamos hablando de una decisión que incide en 25 mil millones de pesos en el Fondo Común Municipal-, lo que corresponde es que si alguien pide una nueva votación, la Mesa acceda.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Palma.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, sobre otro tema. 

Según el informe respectivo, la Comisión de Hacienda aprobó una indicación del Ejecutivo para suprimir el artículo 3º, 9 votos a favor y 2 en contra. En ese sentido, la votación de la Sala no ha sido coherente con lo aprobado en la Comisión de Hacienda. Deberíamos haber votado la indicación de la Comisión de Hacienda, lo que no se hizo.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, la Cámara aprobó el artículo.

Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, respecto de lo planteado por el diputado señor Ávila, hemos podido constatar que el sistema electrónico de votación de la Sala no es infalible; en múltiples ocasiones ha fallado. 

Se trata de que la Sala exprese la votación de los diputados presentes, y si, efectivamente, el diputado señor Ávila votó a favor y ese voto no está expresado en el tablero, hay que repetir la votación. Es lo correcto, lo lógico y lo ético.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, ya he manifestado que en el acta de votación figura el voto favorable del diputado señor Ávila.

Tiene la palabra el diputado señor José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, en nuestra opinión, su Señoría no ha puesto en votación uno de los aspectos medulares del proyecto, que consiste en subir el tope en las patentes comerciales de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, y le rogamos hacerlo.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- ¿A qué artículo se refiere?

El señor GARCÍA (don José).- Al numeral 5.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, quiero recordarle respecto de ese artículo que, en el momento en que se iba a votar por numerales, el diputado señor Andrés Palma preguntó si alguien había pedido división de la votación, y como nadie la había solicitado, se votó íntegramente el artículo 2º.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, quiero recordarle que, reglamentariamente, no es requisito pedir votación separada. Basta que durante el debate los señores parlamentarios se pronuncien en contra de una norma para que ésta tenga que ser votada separadamente, y aquí hubo varios que se pronunciaron en contra del alza de ese tributo.

Por lo demás, como ésa ha sido la práctica de esta Corporación, le pido que lo ponga en votación.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Señor diputado, reglamentariamente se hizo lo que correspondía.

Es más, en ese minuto se abrió debate respecto de si había división de la votación. Ello no ocurrió, con lo cual la Sala se pronunció sobre la totalidad del artículo 2º, y ningún señor diputado hizo alcance alguno sobre lo que su Señoría está planteando.

Tiene la palabra el diputado señor Jocelyn-Holt.

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, ¿por qué no pone los dos numerales en votación, de una vez por todas, porque creo, simplemente, que el diputado José García no advirtió la situación cuando el diputado Palma hizo mención al artículo 2º. Nadie quiere impedir que el diputado Andrés García -o los demás de la Oposición que quieran estar en contra de ese artículo- pueda expresar su voluntad; pero hagámoslo bien respecto de todo el proyecto de ley. Insisto en que ponga en votación los dos numerales y terminemos el tema.

El señor MONTES.- Son los numerales 2) del artículo 1º y el 5) del artículo 2º.

El señor LEÓN (Vicepresidente).- Suspendo la sesión y llamo a reunión de Comités.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor LEÓN (Vicepresidente).- En opinión de los Comités, no corresponde repetir la votación por cuanto ella se ajustó al Reglamento. De modo que el proyecto se declara aprobado y se da por despachado.

 

1.5. Oficio de Cámara de Origen a Cámara Revisora
Oficio de Ley al Senado. Comunica texto aprobado. Fecha 10 de octubre, 2000. Cuenta en Sesión 03. Legislatura 343. Senado.
Oficio Nº 3091

A  S.E. EL

PRESIDENTE DEL

H.  SENADO

VALPARAISO, 10 de octubre de 2000


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY:



"Artículo 1°.- Incorpórase al número 1 del inciso segundo del artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial el 11 de enero de 2000, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".



Artículo 2°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.



El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar  por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4) 
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a) 
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "25%".


c) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".


Artículo 3°.-Introdúcense las siguien-tes modificaciones al artículo 1° transitorio de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:


1)Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "catorce por mil anual" por "quince por mil anual".


2)Agrégase, en el inciso quinto, la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido (.): "El avalúo exento de $7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $25.000.000.- Este monto se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se aplicará a partir del año 2001 y sólo se ejercerá hasta el 30 de junio del mismo año, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.


Artículo 2°.-
Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.".

*****


Hago presente a V.E. que el artículo 1° del proyecto fue aprobado en general con el voto conforme de 90 Diputados, en tanto que en particular, con el voto a favor de 88 Diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Dios guarde a V.E.

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados

2. Segundo Trámite Constitucional: Senado
2.1. Informe de Comisiones de Gobierno y Hacienda, unidas
Senado. Fecha 15 de noviembre, 2000. Cuenta en Sesión 11. Legislatura 343.
INFORME DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACION Y REGIONALIZACION Y DE HACIENDA, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.

BOLETIN Nº 2339-06

____________________________________

Honorable Senado:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, tienen a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A las sesiones en que las Comisiones Unidas consideraron este asunto asistieron además de sus miembros, los HH. Senadores señores Hamilton, Páez, Sabag y Viera Gallo; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, y los asesores de esa Subsecretaría, señores Nelson Araya, Eduardo Pérez y Alexis Yáñez. Concurrieron, también, los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades, señores Gonzalo Duarte, Víctor Maldonado, Sergio Núñez, y Mauricio Soto, y los personeros del Instituto de Libertad y Desarrollo, señoras Roxana Castro y Paula Pinedo y el señor Felipe Bernstein, y del Instituto Libertad, señores Juan Luis Correa y Jaime Zavala. Asistió, en representación del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, don Carlos Orrego.

- - -

Cuestión Previa


Hacemos presente que de conformidad al artículo 127 del Reglamento de la Corporación este proyecto ha de discutirse en general y en particular a la vez, pues tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Se previene, además, que el artículo 1º del proyecto y el nuevo inciso segundo del artículo 7º del decreto ley Nº 3.063 que se propone en virtud del Nº 2 del artículo 2º de la iniciativa, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional.

- - -

Objetivo


El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara  modifica tres textos legales con el fin de incrementar los recursos del Fondo Común Municipal y establecer nuevos criterios de distribución de éste entre los municipios del país.


En primer lugar, el artículo 1º introduce enmiendas al artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el propósito de aumentar los recursos por concepto de impuesto territorial que aportan al Fondo Común Municipal las comunas de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura. 


En seguida, el artículo 2º propone, en diez números, introducir otras tantas modificaciones al Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, que inciden en el derecho de aseo, las patentes comerciales, el porcentaje de impuesto territorial que corresponde a ingresos propios del municipio, y los aportes de los permisos de circulación que se destinan al Fondo Común Municipal.


El artículo 3º de la iniciativa aprobada por la H. Cámara enmienda la ley sobre Impuesto Territorial con el fin de aumentar la tasa de contribuciones de bienes raíces que se rigen por el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.380.


Finalmente, en los artículos transitorios se faculta a los municipios para condonar, por una sola vez, el 50% de las deudas por derechos municipales hasta el 31 de diciembre de 1999 y se otorga al Presidente de la República la potestad de fijar los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados de las leyes sobre Rentas Municipales, Orgánica Constitucional de Municipalidades y de Impuesto Territorial.

- - -

Financiamiento


Según el informe financiero acompañado al proyecto, de fecha 3 de octubre del año 2000, el mayor ingreso municipal por el aumento del tope de patentes de cuatro mil a ocho mil unidades tributarias mensuales asciende a millones $ 19.742.


Agrega el referido informe que las modificaciones legales propuestas no significan mayor gasto fiscal.

- - -

Estructura del Proyecto


El proyecto aprobado por la H. Cámara en el primer trámite constitucional está conformado por tres artículos permanentes y dos disposiciones transitorias, que proponen, como se dijo,  diversas enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, de Rentas Municipales y de Impuesto Territorial, según se señaló.

Antecedentes

De Derecho.


1) Artículo 14 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, norma que establece la composición del Fondo Común Municipal.


2) Decreto ley Nº  Nº 3.063, sobre Rentas Municipales.


-  Artículos 6º,7º,8º y 9º sobre derechos de aseo.


-  Artículos 24 y 25, sobre patentes comerciales.


-  Artículo 37, sobre impuesto territorial.


-  Artículo 38, sobre distribución del Fondo Común Municipal.

- Artículo 41, sobre cobro por servicios, concesiones o permisos municipales.


3) Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.


-  Artículo 1º transitorio.

De hecho.


Expresa el mensaje con que se inició este proyecto que los municipios son hoy determinantes en la vida social.  Ello se explica  porque tienen seis funciones  privativas y trece compartidas que satisfacen necesidades colectivas, además de manejar subsidios sociales y cubrir los requerimientos de educación del sesenta por ciento de los niños chilenos. Respecto de la atención primaria de salud, efectúan prestaciones que alcanzan a aproximadamente el cincuenta por ciento de la población.

Agrega, como un factor importante de considerar, las actividades vinculadas al fomento productivo, al apoyo al consumidor, a la defensa del medio ambiente y otras de variada índole.


A la descripción anterior, continúa, ha de tenerse presente el fenómeno de los contrastes que se advierten entre los municipios  -la diferencia entre riqueza y pobreza de ellos- y la evolución  que ha experimentado la sociedad que se traduce en una creciente exigencia de recibir mejores servicios en los ámbitos anotados.


El proyecto de ley, señala luego el mensaje, tiene por propósito disminuir la brecha financiera entre estos entes de gobierno local –con lo cual  se abre la posibilidad de equiparar a lo largo del país la calidad de los servicios que prestan- y cumplir además, un compromiso asumido con la Asociación Chilena de Municipalidades en orden a formular mejoras en las finanzas municipales por la vía de incrementar sus ingresos y redistribuir con mayor equidad los recursos.


Se ocupa en seguida el mensaje de las enmiendas que el proyecto propone a la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.


A este efecto, la iniciativa aumenta la tasa del 1,4% anual de las propiedades con destino no habitacional y las habitacionales con un avalúo superior a veinticinco millones de pesos al 1º de julio de 1995. También, y para racionalizar las exenciones en materia de impuesto territorial, se suprime la exención general habitacional de siete millones de pesos al 1º de julio de 1995, respecto de los inmuebles con avalúo superior a veinticinco millones de pesos a esa fecha, manteniendo la franquicia  para los que tengan  un avalúo inferior a esa cifra.  Con ello, explica, se focaliza el beneficio de la exención en el segmento de población de menores ingresos.


Por último, en este orden, el Ejecutivo anuncia que durante el trámite legislativo de esta iniciativa formulará indicación para establecer mecanismos que permitan a los municipios reducir los montos exentos de impuesto territorial por la vía de incentivar el acuerdo entre municipios y vecinos para aumentar los ingresos municipales destinados a obras de desarrollo local.


Se aboca el mensaje, a continuación, a exponer las enmiendas que el proyecto sugiere en materia de patentes comerciales e industriales.


En este aspecto destaca como característica del sistema municipal el hecho de que los recursos que se obtienen por el cobro de patentes están altamente concentrados en cuatro municipios (El 1,1% de las municipalidades del país captan el 37% del total de este recurso).


Actualmente, prosigue, el tope para el pago de las patentes municipales alcanza a las cuatro mil UTM, esto es, a las empresas cuyo capital sea igual o inferior a 20.600 millones de pesos (al valor de la UTM en enero de 1999), lo que hace que se incluyen en este tramo los pequeños y medianos comerciantes, empresarios y profesionales de ejercicio libre, pero queda fuera de él un potencial de recaudación de aproximadamente cuatrocientas grandes empresas que demandan servicios municipales sin contraprestación y que representan capitales sustancialmente mayores. (Pagan una patente máxima de 103 millones de pesos).


Para alcanzar una mayor justicia tributaria se propone aumentar a ocho mil UTM el tope máximo por este concepto.


Seguidamente, el mensaje se refiere a los mecanismos de funcionamiento  del Fondo Común Municipal.


Para justificar la existencia de este Fondo, recuerda que el 69% de los ingresos municipales se concentra en el 10% de los municipios. Igual porcentaje de comunas genera el 72% de la recaudación  por impuesto territorial y patentes comerciales.


Destaca que en 1997 sólo cinco municipios captaron el 35% del total de los ingresos comunales; el 40% del impuesto territorial; el 37% de las patentes comerciales, y el 24% de los permisos de circulación, todo lo cual hizo que el ingreso per cápita en estos municipios fuera cinco veces superior al promedio nacional y veintidós veces al del 10% de los municipios más pobres.


Lo expuesto precedentemente, en opinión del mensaje, justifica la existencia de este Fondo, que ha demostrado ser un mecanismo solidario de relevancia histórica para alcanzar mayor equidad en la distribución de los recursos que administran los municipios.


Sin embargo, es menester introducir en el mecanismo del Fondo Común Municipal modificaciones para resolver problemas que se han evidenciado durante su funcionamiento y que tienen relación con su equidad, eficiencia y eficacia.


Señala que esta proposición de ley refuerza el componente de equidad del Fondo pues distribuye los recursos conforme a la aptitud que tengan los municipios para generar ingresos y reemplaza el componente de emergencia por otro que sólo permite  cubrir situaciones coyunturales de liquidez financiera.


También la propuesta considera a las pequeñas comunas cuyos recursos autónomos no alcanzan para cumplir normalmente sus funciones esenciales. Para ello sugiere que el 2% del Fondo se reparta entre los municipios con menos de cinco mil habitantes, siendo los más favorecidos los ubicados en las regiones extremas o que presenten un grado de alta complejidad territorial.   En este sentido, afirma que la proposición es congruente con el esfuerzo de fortalecer zonas aisladas, territorios insulares y comunas de fronteras interiores.


El rediseño esbozado permitirá una mejor redistribución de los recursos  del 10% de las comunas de mayores ingresos hacia el 30% de las más pobres, lo cual redundará en un incremento de la equidad.


Se refiere enseguida el mensaje a los desequilibrios que se advierten en el aporte de los municipios al Fondo Común , pues todos ellos deben concurrir a él con un mismo porcentaje de los recursos provenientes  de permisos de circulación e impuesto territorial, con prescindencia de sus niveles de ingresos.


En cuanto a las patentes comerciales, también se aprecian notorias diferencias. En este aspecto, destaca que sólo cuatro comunas hacen aportes al Fondo Común –además, con  tasas diferenciadas- y el aporte efectivo (o sea, el aporte que hacen menos lo que reciben) tampoco está informado por  criterios de equidad puesto que los parámetros para efectuar  el aporte son distintos de los que se emplean para recibir la parte que les corresponde.


Para corregir este efecto, continúa el mensaje, se propone definir un mecanismo uniforme con el objeto de determinar la obligación de aportar (municipio aportante) o el beneficio de recibir  (municipio receptor) y para calcular las tasas aplicables a unos y otros.


De este modo, el esfuerzo del municipio  aportante estará condicionado a sus mayores recursos, siendo la tasa de aporte igual por cada impuesto que conforma el Fondo: impuesto territorial, permisos de circulación y patentes comerciales.  Además, los aportantes entregarán al Fondo el 50% de la recaudación por el impuesto a la transferencia de vehículos usados.


Actualmente, advierte el mensaje, el aporte promedio de los municipios al Fondo alcanza al 57% de sus ingresos propios, tasa que aumentará al 60% por el incremento del esfuerzo redistritutivo entre municipios.


En el caso de los municipios receptores del Fondo (municipios de menores ingresos) se percibirá un monto proporcional a su menor capacidad  financiera y a su vulnerabilidad, siendo que habrá un pequeño  número de comunas que no aportarán ni recibirán por la escasa cuantía de los montos involucrados.


En otro orden, el mensaje expresa que la propuesta simplificará la administración del Fondo y estimulará la de los tributos locales. Se definen los ingresos propios respecto del objetivo del Fondo con mayor equidad, puesto que se eliminan de esta definición ingresos provenientes de servicios municipales que sólo financian el costo de su ejecución, como por ejemplo el servicio de aseo.


Se ocupa también el mensaje de analizar al actual diseño del Fondo, señalando que es altamente ineficiente constatar que sobre  el 40% de sus recursos sean devueltos a los aportantes, lo cual genera doble contabilidad  y altos costos de administración.  Se propone, entonces, que sólo aporten a él los municipios con mayores recursos disponibles, en tanto que los más vulnerables y con menor capacidad de ingresos sean los que reciban del Fondo sin la obligación de aportar a él. (El 80% gozará de este beneficio).


Para ello se ha ideado el denominado “Indice de Ordenamiento”, mecanismo que permite  identificar una u otra condición (aportante o receptor del Fondo) que emplea variables económicas, sociales y de población similares a las que se están utilizando en el actual sistema de cálculo del Fondo.


Finalmente, por lo que hace al Fondo Común Municipal, el mensaje destaca que hoy éste no tiene un mecanismo adecuado para resolver problemas derivados de reducciones financieras en municipios determinados.  Salvando este vacío, la propuesta define para el Fondo un componente de estabilización financiera que será equivalente al 3% de sus recursos destinado a reducir o mitigar los impactos de menor ingreso que presenten los municipios afectados.


También se crea el Fondo de Eficiencia en la Gestión Municipal para lograr niveles en este ámbito.  La integración y distribución de este Fondo se definirá en la ley.


Se ocupa a continuación el mensaje de los alcances  de la función del municipio en materia de aseo público.


Sobre este aspecto, recuerda que la Ley Orgánica de Municipalidades no formula distinciones en si éste recae en actividades comerciales, industriales o domésticas.


Agrega que el Código Sanitario entrega a los municipios la tarea de recolectar, transportar y eliminar, conforme a los métodos que disponga el Servicio de Salud, las basuras, residuos y desperdicios que se depositan  o produzcan en la vía urbana.


Menciona también el Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, que establece, entre otros, el cobro por servicios de aseo domiciliario que presta el municipio directamente o a través de terceros, denominándolo “derecho de aseo”.


Dada la concordancia en que los tres textos legales mencionados tratan el tema del aseo, el mensaje expresa que corresponde reglamentar su extracción y disposición, la forma de su cobranza y las autorizaciones para que este servicio pueda ser prestado por terceros.


Anuncia, en seguida, que en el largo plazo el servicio de aseo  ha de revestir la condición de un servicio básico de utilidad pública que no debiera ser diferente al resto de los servicios de esa naturaleza, como son los sanitarios, la electricidad, la telefonía y otras modalidades de telecomunicaciones.


En el corto plazo, en tanto, la necesidad de dotar a los municipios con mayores recursos financieros aconseja proponer reformas que permitan disminuir el déficit de financiamiento en materia de aseo  y perfeccionar los procedimientos para su cobranza.


Enuncia, a continuación, las modificaciones  que se proponen en materia de aseo:

Se define qué se entiende por residuos sólidos domiciliarios, incorporando este concepto a la ley; se obliga a asumir los costos de contaminación bajo el principio  “el que contamina paga”; se reconoce al municipio la facultad privativa de eximir total o parcialmente a los usuarios del pago de la tarifa de aseo de acuerdo a condiciones objetivas (aplicación ficha CAS II); se establece que el valor de las tarifas debe determinarse en función de los costos de producción del servicio y en la estimulación al desarrollo de principios ambientales, o sea, que la tarifa sea un incentivo para minimizar la generación de residuos.


También se propone establecer la periodicidad para la fijación de tarifas, (su determinación queda entregada al municipio); para el cobro del servicio y para su pago.


Con el propósito de establecer una “tarifa normal”, se disminuye el volumen ordinario de recolección de residuos domiciliarios de 200 litros promedio considerando determinados  parámetros (por ejemplo, grupo familiar), y se autoriza a los sobre productores de basuras, (comercio e industria), para contratar el servicio de extracción con terceros, pero se exigirá a estos últimos  cumplir con los reglamentos sanitarios, ambientales y municipales. (El texto aprobado por la H. Cámara para el nuevo artículo 8º de la Ley de Rentas Municipales declara que se entiende por extracción usual u ordinaria la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros sólidos domiciliarios diarios).


Igualmente, para efectos de control se obliga a la empresa recolectora privada a exhibir al municipio el instrumento que acredite  posesión o tenencia del sitio de disposición final de los residuos, con el fin de evitar la proliferación de basurales clandestinos; y, para facilitar también la labor fiscalizadora del gobierno comunal, tanto el recolector como la empresa sobre productora deberán registrar sus operaciones con datos sobre cantidades generadas, periodicidad de recolección, origen y destino de los residuos recolectados.


Por último, el mensaje expresa que con el fin de optimizar la cobranza de los servicios de aseo, se faculta a los municipios para encargar esta gestión a terceros, y se mantiene la modalidad que permite al Servicio de Impuestos Internos efectuar ese cobro en el marco del Impuesto Territorial y la fórmula que autoriza cobrar este servicio conjuntamente con la patente municipal.

- - -

Discusión general


Al iniciarse el debate de esta iniciativa, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, expresó que a través de ella el Gobierno procura destinar mayores recursos al sistema municipal y redistribuirlos en beneficio de  las comunas más pobres.


Para lo anterior, se propone aumentar los recursos del Fondo Común Municipal en 20 mil millones de pesos por la vía de incrementar las patentes comerciales cuyo monto máximo se eleva de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales.


Agregó que la proposición del Gobierno redistribuye los recursos que componen el Fondo Común Municipal  mediante dos mecanismos: El primero aumenta de un sesenta a un sesenta y cinco por ciento el aporte  que hacen a dicho Fondo los municipios de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia por recaudación del impuesto territorial. Mediante el segundo mecanismo se incrementa el haber de dicho Fondo de un cincuenta al setenta y cinco por ciento  con los recursos provenientes de los permisos de circulación. 


Con las medidas propuestas, continuó, el Fondo Común Municipal acrecería en treinta y tres mil millones de pesos( ocho mil millones que corresponden al mayor aporte de las comunas de Santiago, Las Condes, Vitacura y Providencia –impuesto territorial- y veinticinco mil millones por el aporte de los permisos de circulación).


Advirtió, en seguida,  que la H. Cámara de Diputados no acogió esta última proposición (permisos de circulación) y aumentó el impuesto territorial, situación que si bien beneficia al Fondo Común Municipal en cuarenta mil millones ( veinte mil millones por concepto de patentes comerciales y  veinte mil millones por aumento del impuesto territorial) sólo ocho mil millones se redistribuirán  desde las comunas con mayores ingresos a las más pobres, circunstancia que disminuye su carácter redistributivo.


Concluyó señalando que es interés del Ejecutivo restablecer los criterios originales de este proyecto - incrementar los recursos municipales pero reforzando su carácter redistributivo – razón por la que se ha presentado una indicación que si bien elimina el aumento del impuesto territorial,  fortalece la reasiganción de los recursos municipales mediante el incremento de la participación  en el Fondo Común Municipal  de los recursos provenientes de la recaudación  de  los permisos de circulación.


Enseguida, la H. Senadora señora Matthei expresó que como consecuencia de una inadvertencia que se produjo en la Sala de la H. Cámara, la Oposición aprobó incrementar el impuesto territorial, lo que contraría su aspiración de no imponer mayores tributos en esta materia, como tampoco aumentar el Fondo Común Municipal por la vía de imponer nuevos gravámenes a los permisos de circulación. De contrario, este sector ha sugerido que los recursos que hoy se recaudan por infracciones a las normas de tránsito, y que hoy son de exclusivo beneficio municipal, se destinen al Fondo Común Municipal. Con ello se evitarían excesos en que actualmente incurren algunos municipios que incrementan sus ingresos por esta vía. 

Recordó que en el sentido anotado existiría, en principio,  un acuerdo para que el Ejecutivo enviara una indicación que acogiera esta idea, de manera de no emplear el mecanismo de los permisos de circulación para aumentar los recursos del Fondo. En opinión de la señora Senadora, la proposición del Ejecutivo apunta a beneficiar la ineficiencia  en la gestión municipal pues muchos municipios recibirán ingresos frescos sin que tengan que hacer para ello un esfuerzo real. 


El H. Senador señor Foxley señaló que este proyecto propone incrementar y redistribuir más adecuadamente los recursos del Fondo Común Municipal. Arguyó que en su condición de Senador por Santiago Oriente no sólo representa comunas que realizan un mayor aporte al Fondo sino, también, a otras de muy menores ingresos. Esta realidad tan contrastante se evidencia cuando se constata que hay municipios que disponen de treinta mil millones de pesos para invertir anualmente y otros que apenas llegan al diez por ciento de esa cifra con necesidades sociales urgentes de satisfacer.  Conviene, entonces, legislar sobre esta materia pues se habla mucho de la desigual distribución de los ingresos, pero poco de las diferencias que existen en la oferta de los bienes colectivos que crecientemente determinan la calidad de vida las personas. El proyecto que nos ocupa- expresó- no envuelve una gran reforma al sistema del Fondo Común Municipal, toda vez no hay una alza generalizada de impuestos. En opinión del señor Senador, el Ejecutivo ha actuado responsablemente y ha propuesto una reforma moderada que tendrá, además, la virtud de introducir adecuados criterios de justicia social. De no aprobarse estas modificaciones, continuó, se agrandará la brecha entre los municipios con mayores ingresos respecto de los más pobres. En relación con el tema de los permisos de circulación, señaló que hay comunas que no obstante desplegar esfuerzos por incrementar sus ingresos mediante la captación de nuevos permisos no obtienen beneficios importantes por este concepto. Para paliar en parte esta anomalía se han creado mecanismos de redistribución de recursos cuyo propósito es acceder a las comunas que exhiben estándares de vida de países desarrollados con otras que permanecen en los niveles del tercer mundo.


Concluyó expresando que este es un proyecto justo y bien concebido, que propone dotar de mayor eficiencia y eficacia a las funciones propias del gobierno local. 


El H. Senador Ríos manifestó que, en su opinión, el proyecto de ley en análisis envuelve un problema de doctrina acerca de la administración de los recursos municipales. Estima que la iniciativa propende a centralizar la administración de los recursos que en la actualidad están distribuidos comunalmente. Añadió que este proyecto no considera la situación de numerosas entidades que hoy están exentas del impuesto territorial, tales como establecimientos de educación, entes públicos, organizaciones deportivas o de otro carácter que perciben beneficios lucrativos. También hay recursos nacionales que se invierten en la comuna y que deben ser considerados como recursos del presupuesto municipal. 

En otro orden, recordó que determinadas autoridades municipales no han realizado hasta ahora planes de desarrollo y en tanto esto no quede definido es desaconsejable aumentar los impuestos locales para incrementar las arcas del municipio.

0 Se manifestó, finalmente, partidario de redistribuir los ingresos de las comuna con mayor captación de recursos pues, a su juicio, más del ochenta por ciento de los beneficios que ellas perciben provienen desde las regiones.  La redistribución, entonces, no debiera realizarse por una entidad central sino que por los gobiernos regionales.


El H. Senador Ominami expresó que uno de los objetivos de este proyecto es favorecer la redistribución de los recursos municipales, por lo que no es razonable que este proyecto compense a los municipios de mayores ingresos en razón de lo que deberán aportar para beneficiar a las comunas más pobres.


El H. Senador Cantero señaló que, a su juicio, no es pertinente afirmar que todos los municipios requieren de mayores recursos, pues desde el año de 1990 hasta ahora se ha triplicado el presupuesto municipal. El incremento de ingresos no ha significado mejorar la calidad de la gestión de los municipios, especialmente en la eficiencia y eficacia de los gastos.


La situación descrita se agrava  si se considera que los órganos colegiados de administración comunal no cumplen cabalmente sus funciones de fiscalización y control, siendo que la sociedad civil tampoco tiene capacidad para pedir cuenta de la gestión que realizan los municipios.


En opinión del señor Senador, las  patentes comerciales constituyen tributos que no se avienen con una contraprestación del municipio por manera que su incremento es una carga adicional para los contribuyentes, respecto de la cual se pondrían formular, incluso, reparos de orden constitucional.


Finalmente se declaró partidario de que el Fisco debe realizar un esfuerzo financiero para engrosar las arcas del Fondo con sus recursos, al tiempo que  señaló compartir el criterio redistributivo que propone el proyecto  en la conformación del Fondo Común Municipal.


El H. Senador señor Boeninger coincidió con los planteamientos precedentes formulados por el H. Senador señor  Foxley.  El crecimiento económico debe ir siempre acompañado con medidas que favorezcan la equidad como objetivo nacional y con aquéllas que orienten la actuación de las autoridades en un sentido de bien público. También participa del criterio de que muchos municipios acusan dificultades de gestión que redundan en la calidad de vida de sus habitantes. Es menester, entonces, mejorar los servicios municipales y para ello se requiere asignar mayores recursos, principalmente, a los municipios más pobres que deben atender necesidades sociales apremiantes en materia de aseo, seguridad ciudadana, pavimentación, áreas verdes y otros.


Concluyó el señor Senador expresando que, a su juicio, el proyecto de ley en debate cumple el objetivo de propender a un mayor desarrollo económico y favorece la equidad social.


El H. Senador señor Núñez expresó que si bien en el ámbito municipal existen problemas de gestión que es necesario subsanar para una mejor utilización de los recursos municipales, no por ello ha de afectarse el principio consagrado en nuestro sistema institucional de reforzar la autonomía de los municipios.  La discusión sobre la gestión municipal no se ha hecho sólo en el Parlamento sino que ha trascendido a los ciudadanos y a la diversas agrupaciones intermedias en que está estructurada la sociedad civil.


Agregó, en este orden, que el hecho de que se adviertan síntomas de mala gestión en la administración de los asuntos comunales no es argumento para negar la incorporación de nuevos recursos al Fondo Común.  Lo que ha de hacerse, concluyó, es hacer un esfuerzo para dotar a la institucionalidad municipal de instrumentos que impidan prácticas perversas y formar ciudadanos con vocación de servicio público y con aptitudes de administración para que encabecen los gobiernos locales.

- - -


Sometida a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones. HH. Senadores señora Matthei y señores Böeninger; Canessa, Cantero, Foxley, Núñez, Ominami y Ríos. 


Con todo, el H. Senador señor Ríos, al pronunciarse sobre este asunto, previno acerca de la necesidad de generar un debate sobre la separación de las elecciones de alcaldes y de concejales, pues el actual sistema estimula una mala gestión desde el momento en que los concejales  –que tienen por función fiscalizar la gestión del alcalde-  en ocasiones pierden independencia si ha sido este último el que les ha posibilitado su elección. Propuso, en consecuencia, que después de las próximas elecciones municipales el Congreso se aboque a un análisis profundo e integral de las materias que es necesario reforzar en la institucionalidad municipal, como son la elección de sus autoridades y los mecanismos de gestión del municipio. (Esta prevención fue formulada antes de que se celebraran las elecciones municipales  del año 2000).

- - -

Descripción del proyecto aprobado por la H. Cámara y debate en particular de sus normas

Artículo 1º


Modifica el Nº 1 del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, disposición que señala  que, entre otros, el Fondo Común Municipal estará integrado con el sesenta por ciento del impuesto territorial que resulta de aplicar la tasa a que se refiere el artículo 7º de la Ley sobre Impuesto Territorial (El referido artículo 7º preceptúa que sobre los avalúos que fija esta ley se aplicará un impuesto cuya tasa será de quince por mil al año).


El proyecto, en este acápite, propone que los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura concurran por este concepto con un aporte del sesenta y cinco por ciento al Fondo Común.


Al iniciarse el estudio en particular de ese precepto, el Ejecutivo formuló dos indicaciones al referido artículo 14.


La primera de ellas reproduce en similares términos la proposición del proyecto aprobado por la H. Cámara que impone a las comunas ya mencionadas la contribución del 65% al Fondo Común Municipal consignado en el acápite precedente.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat, pues su texto se ajusta formalmente a la otra modificación recaída en este artículo. 


La segunda indicación reemplaza en el Nº 2 del inciso segundo de dicho artículo 14 la expresión “50” por “75”.


El Nº 2 de este artículo, en lo que interesa a este informe, dispone que el Fondo Común Municipal está integrado con un 50% del derecho por el permiso de circulación de vehículos que establece la Ley de Rentas Municipales.


La referida indicación dio lugar a un debate en las Comisiones Unidas acerca de la conveniencia o no de establecer como un criterio redistributivo de los recursos del Fondo Común Municipal el componente de éste constituido por los recursos de los permisos de circulación. Al efecto, se distinguieron dos posiciones.  La primera reafirma la idea de que aumentar este componente al 75% beneficia a un gran número de  municipios que por su realidad geográfica o su conformación socioeconómica está impedido de obtener mayores ingresos por esta vía.  La posición contraria sustentó la tesis de que aceptar el criterio precedente podría generar un desincentivo a los municipios eficientes en orden a captar recursos por permisos de circulación y beneficiar a aquellos más renuentes que no despliegan sus esfuerzos por optimizar por esta vía las arcas municipales.


Definidas así ambas posiciones, y fruto del debate efectuado, la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat, optó por acoger la indicación del Ejecutivo, enmendada en el sentido de reemplazar la expresión “75” por “62,5”, lo cual significa que el Fondo Común Municipal, por concepto de permisos de circulación de vehículos, obtendrá el 62,5% de los derechos que captan los municipios anualmente.

Artículo 2º


En los diez números que lo conforman, este artículo introduce las siguientes enmiendas al Decreto Ley Nº 3.063, sobre Renta Municipales.

Nº 1


Reemplaza su artículo 6º. El texto vigente dispone que el servicio domiciliario por extracción de basuras se cobrará en sectores urbanos y suburbanos de las comunas.


El texto de reemplazo, estructurado en dos incisos, plantea:

a) Que el servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobre a todos los usuarios de la comuna (inciso primero).

b) Definir como residuos sólidos las basuras de carácter doméstico generadas  en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presentan composiciones similares a los de las viviendas (inciso segundo).

Este número del proyecto de la H. Cámara contó con la aprobación unánime de los integrantes de las Comisiones unidas, sin enmiendas (HH. Senadoras señoras señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat).

Nº 2


Sustituye el artículo 7º de la Ley de Rentas Municipales por otro precepto conformado por cinco incisos, según se pasa a describir.


El inciso primero dispone que las municipalidades cobrarán una tarifa anual –el texto vigente habla de un derecho trimestral- por servicio domiciliario de aseo por unidad habitacional, local, oficina, kiosko y sitio eriazo. Se precisa que el alcalde con acuerdo del concejo determinará el número de cuotas en que se dividirá  su cobranza y las fechas de vencimiento de ellas.


El nuevo inciso segundo faculta a los municipios para fijar  la tarifa  considerando los costos fijos y variables del servicio.  Las condiciones generales para fijar la tarifa se consignarán en un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previa consulta a las asociaciones nacionales de municipios.


El inciso siguiente autoriza a los municipios para rebajar, con cargo a su haber financiero, una parte o el total de la tarifa en función de las condiciones socioeconómicas de los usuarios.


El inciso cuarto que propone este número declara exentos del pago de esta tarifa a los usuarios cuyas viviendas tengan un avalúo igual o inferior a veinticinco UTM.


Finalmente, el inciso quinto dispone que la tarifa de aseo, determinada en UTM al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá durante tres años, pero podrá ser recalculada si varían los costos del servicio antes de terminar el plazo, por una sola vez, en un espacio de doce meses.


Este número del artículo 2º del texto aprobado por la H. Cámara de Diputados contó, también, con la aprobación unánime de los integrantes de las Comisiones unidas, las que se lo prestaron sin enmiendas.  Concurrieron a este acuerdo los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat).

Nº 3


Este número del artículo 2º del proyecto sugiere el reemplazo del artículo 8º de la Ley de Rentas Municipales por otro que, en armonía con el precedente, declara que las tarifas por servicios de aseo corresponden a extracciones usuales de residuos sólidos domiciliarios, entendiéndose por extracción usual u ordinaria la que no sobrepasa de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario (inciso primero).


En seguida, el nuevo precepto regula la situación  de los servicios de extracción que excedan del volumen de sesenta litros y la de los servicios que no se encuentran  comprendidos en la definición contenida en el artículos 6º. En estos casos, el municipio queda autorizado para cobrar un derecho especial cuando sea éste el que presta el servicio.


Finalmente, el nuevo precepto dispone que en la eventualidad del inciso precedente, los usuarios podrán extraer por si mismos los residuos o contratar con terceros  su extracción, ajustándose a las regulaciones sanitarias, ambientales y municipales respectivas.  Se exigirá como condición para optar por esta modalidad la de presentar ante el municipio una declaración  (cuando ejecutan por si mismas el servicio) o el contrato correspondiente (cuando lo realiza un tercero), ambos instrumentos autorizados ante notario, en que se señale la forma de disposición final de los residuos.


Al igual que el anterior, este número 3 en análisis fue aprobado en los términos propuestos por la H. Cámara con los votos de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Nº 4


El Nº 4 propone dos modificaciones al artículo 9º de la Ley de Rentas Municipales, precepto que regula la cobranza de los derechos de aseo.


La primera modificación, letra a), sustituye los incisos cuarto y quinto de la referida disposición por otros que facultan al municipio para cobrar directamente las tarifas de aseo a  los propietarios de establecimientos gravados con patentes en los términos del artículo 23 (locales destinados al ejercicio de una profesión, industria, comercio o cualquiera otra actividad lucrativa secundaria o terciaria, y las actividades primarias o extractivas, tales como aserraderos, labores de separación de escoria, molienda y otros), las que se pagarán conjuntamente con la patente. Agrega que respecto de un mismo usuario corresponde al municipio optar por efectuar el cobro de aseo sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.


La segunda enmienda, letra b), incorpora a este artículo un nuevo inciso final, el séptimo, que obliga a la autoridad municipal a velar por el cumplimiento del pago de la tarifa de aseo una vez que se ha determinado quiénes son los usuarios afectos a él.


Luego de un debate, este número del proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la H. Cámara contó con el asentimiento, sin enmiendas, de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Nº 5


Este número del artículo 2º de la iniciativa propone el reemplazo, en el inciso segundo del artículo 24 de la Ley de Rentas, de la expresión “cuatro” por “ocho”.


El referido inciso segundo dispone que el valor de la patente municipal anual (la que grava la actividad de un mismo contribuyente en una oficina, local, o establecimiento determinado) será entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio, y no podrá ser inferior a una unidad tributaria mensual ni superior a cuatro mil unidades tributarias mensuales.


Puesto en votación este número del artículo 2º del proyecto de la H. Cámara, fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señora Frei y señores Boeninger, Cantero, Foxley, Núñez y Ominami, y con los votos en contra de los HH. Senadores señores Canessa y Prat. Se abstuvieron los HH. Senadores señora Matthei y señor Cariola.

Nº 6


También introduce otra modificación al inciso segundo del artículo 24  ya descrito en el acápite precedente incorporándole una frase final que reza:  “Sin perjuicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente”.


El precepto que agrega este número fue aprobado en los mismos términos propuestos por la H. Cámara, con la unanimidad de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat. 

Nº 7


Sugiere innovaciones al artículo 25, precepto que dispone que en el caso de contribuyentes que mantengan oficinas, establecimientos o sucursales, cualquiera sea su importancia económica o naturaleza jurídica, el monto total de la patente será fijado en proporción a cada uno de los locales, considerando el número de trabajadores y otros factores que garanticen una distribución equitativa.


Su inciso tercero expresa que sobre la base de la declaración del contribuyente a que se refiere el artículo anterior (en que consta su capital propio con copia del balance del año anterior) y otra declaración que debe practicar ante el municipio en que se encuentra su casa matriz en la que señalará el número de trabajadores de cada una de sus sucursales, oficinas o establecimientos, la municipalidad receptora determinará el valor de la patente correspondiente a cada unidad o establecimiento.


La innovación que propone el Nº 7 consiste en reemplazar este inciso por otro que dispone que sobre la base de ambas declaraciones y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará al contribuyente y a las municipalidades vinculadas  la proporción de capital propio que corresponda a cada unidad, sucursal o establecimiento. Los municipios involucrados calcularán el monto de la patente que corresponda según la tasa vigente en la respectiva comuna.


El número así descrito, consignado en la proposición de la H. Cámara de Diputados, se aprobó sin enmiendas con los votos de los integrantes de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Nº 8


Conformado por tres letras, introduce otras tantas enmiendas al Título VI de la Ley de Rentas Municipales.  Las referidas letras fueron objeto de discusión y acuerdos separados, según se pasa a describir.


La letra a) incorpora en el inciso segundo del artículo 37 la frase “salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento”.


El inciso cuya enmienda se sugiere señala que constituirá ingreso propio de cada municipio el cuarenta por ciento del impuesto territorial.


Como quiera que la enmienda propuesta en esta letra es consecuencia de la modificación aprobada para el Nº 1 del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, las Comisiones unidas, prestaron su asentimiento unánime a esta propuesta modificatoria. (HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat,).


Enseguida, las Comisiones unidas se abocaron al análisis de la letra b) de este número, que reemplaza en el inciso cuarto del artículo 38 la expresión “50%” por “25%”.


El referido inciso cuarto, en lo que interesa a este informe, considera como ingreso propio de cada municipio el 50% de la recaudación que tenga su origen en permisos de circulación.  (El 50% restante incrementa el Fondo Común Municipal).


El proyecto, entonces, en este acápite, rebaja del 50% al 25%, por el concepto anotado, los ingresos propios permanentes de cada municipio.  La diferencia acrece al Fondo Común Municipal.


Habida cuenta de que las Comisiones unidas, según ha quedado dicho en acápites precedentes, acordaron aumentar desde un 50% a un 62,5% el porcentaje de aporte al Fondo Común Municipal por permisos de circulación, hubo de ajustar los ingresos propios de cada municipio por este concepto a un 37,5%. ( Este acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat).

- - -


Seguidamente, las Comisiones unidas se ocuparon de una indicación del Ejecutivo, mediante la cual se intercala una nueva letra c) en este número 8 del artículo  2º  del proyecto despachado por la H. Cámara. Este literal agrega un nuevo inciso quinto al artículo 38 por el cual se dispone que, respecto de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos del Fondo Común Municipal que se le asignen para compensar los ingresos que este municipio deja de percibir en virtud del artículo 41 de la ley Nº 16.441.  (No recibe recursos por impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales).  La determinación del monto a compensar se establecerá en el Reglamento del Fondo Común Municipal.  Preceptúa también la indicación que dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces del gasto en personal y de bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de los miembros de las Comisiones unidas, sin enmiendas. Concurrieron a este acuerdo los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

- - -


La letra c) del Nº 8 del artículo 2º del proyecto de la H. Cámara -que pasa a ser letra d) a virtud de la intercalación precedente- incorpora a la Ley de Rentas un nuevo artículo 39 bis, que establece que las deudas municipales por los aportes al Fondo serán descontadas por la Tesorería General de los montos que le corresponda percibir al municipio deudor por impuesto territorial o por su participación en el Fondo. Faculta, en seguida,  a la Tesorería General para convenir con los municipios la división de esas deudas en cuotas hasta por dos años.


Esta letra, con la enmienda formal propuesta, fue aprobada con los votos de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Nº 9


Reemplaza en el primer párrafo del Nº 5 del artículo 4º la conjunción copulativa “y” por la disyuntiva  “o”.


El referido número autoriza al municipio para cobrar derechos de propaganda en la vía pública o que sea oída y vista desde la misma.


Este número del proyecto de la H. Cámara contó también con el asentimiento unánime de los miembros de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat. 

Nº 10


Incorpora en el Nº 7 del mismo artículo 41 una norma que dispone que los derechos que cobra el municipio por transferencia de vehículos usados, cuya tasa sobre el precio de venta es del 1,5%, deben tener como mínimo el precio corriente determinado por el Servicio de Impuestos Internos.


Al igual que el precedente, este Nº 10 del texto de la H. Cámara fue aprobado sin enmiendas por los miembros de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Artículo 3º


Este precepto del proyecto en informe introduce dos modificaciones al artículo 1º transitorio de la Ley sobre Impuesto Territorial.


Mediante la primera, se reemplaza en su  inciso segundo la expresión “catorce por mil anual” por “quince por mil anual”.


Para explicar los alcances de la modificación propuesta, conviene señalar que el referido artículo 1º transitorio, en su inciso primero, dispone que la tasa del quince por mil anual para determinar el impuesto territorial dispuesta por el artículo 7º de la Ley sobre Impuesto Territorial, entrará a regir junto con el primer reavalúo que practique el Servicio de Impuestos Internos.


A continuación, el inciso segundo del artículo 1º transitorio preceptúa que en tanto no se practique el reavalúo la tasa será del 20 por mil, con excepción de los bienes raíces no agrícolas ubicados en las comunas en la que los municipios pueden adelantar el reavalúo (facultad que les otorga el artículo 2º de la Ley Nº 19.380, de 31 de marzo de 1995), en cuyo caso la tasa será de un catorce por mil anual.

La enmienda propuesta, entonces, eleva en un punto por mil la tasa impositiva de los bienes raíces que se encuentren en la situación prevista en el referido inciso segundo del artículo 1º transitorio de la Ley sobre Impuesto Territorial.


La segunda modificación consiste en agregar una norma complementaria  al inciso quinto de este artículo.


El mencionado inciso quinto dispone que durante el período señalado en el inciso segundo (desde que empezó a regir la facultad de adelantar los reavalúos), la exención prevista en el inciso cuarto del artículo 2º permanente de la Ley (declara exentos de contribuciones a los inmuebles con avalúo de hasta dos millones doscientos veintiún mil seiscientos  veintisiete pesos al 30 de junio de 1990, cantidad reajustable conforme a determinado procedimiento) será de siete millones de pesos también reajustables a contar desde el 1º de enero de 1995.

El proyecto agrega a este inciso una frase que expresa que dicho avalúo ($ 7.000.000) se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren un avalúo de $ 25.000.000 al 1º de enero de 1995, cifra que al igual que las anteriores es susceptible de reajuste según la modalidad señalada en el artículo 9º (reajuste semestral conforme al IPC).


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para suprimir este artículo del proyecto aprobado por la H. Cámara, proposición que fue acogida con los votos de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

Artículos transitorios


El texto aprobado por la H. Cámara en el primer trámite constitucional contiene, además, dos disposiciones transitorias según se pasa a explicar.

Artículo 1º


Faculta a los municipios para condonar por una sola vez el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidos multas e intereses, facultad que sólo podrá ejercerse entre el 1º de enero y el 30 de junio del año 2001, y siempre que la cantidad adeudada, deducido el descuento, se pague al contado.


Este precepto se aprobó enmendado en el sentido de precisar que la facultad para condonar las deudas derivadas de derechos municipales se ejercerá en un plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, y no como venía planteado en el proyecto que consignaba un espacio de tiempo determinado a partir del año 2001 y hasta el 30 de junio del mismo año.


La enmienda así descrita contó con la aprobación unánime de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.

- - -


A continuación las Comisiones unidas se ocuparon de una indicación del Ejecutivo por la que propone intercalar dos artículos transitorios, nuevos, signados con los números 2º y 3º, pasando el actual artículo 2º transitorio del proyecto de la H. Cámara a ser artículo 4º transitorio.


El nuevo artículo 2º transitorio dispone que la modificación establecida en el numeral seis del artículo 2º de esta ley comenzará a regir a contar del año 2002.

Esta modificación requiere de una explicación previa.

Según se expresó en su oportunidad, el inciso segundo del artículo 24 de la Ley de Rentas Municipales señala que el valor por doce meses de la patente será de un monto equivalente entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital propio de cada contribuyente, la que no podrá ser inferior a una unidad tributaria mensual ni superior a cuatro mil unidades tributarias mensuales


El Nº 5 del artículo 2º del proyecto, aprobado por las Comisiones unidas, eleva de cuatro mil a ocho mil unidades tributarias mensuales el tope máximo de la patente.


El Nº 6 de dicho artículo 2º del proyecto, también aprobado por las Comisiones unidas, dispone que sin perjuicio de esta facultad (establecer el monto de la patente entre un dos y medio por mil y un cinco por mil del capital propio) se considerará la tasa máxima legal para calcular el aporte de los municipios al Fondo Común Municipal.


El artículo 2º transitorio posterga, entonces, hasta el año 2002 la entrada en vigencia de la modificación consignada en el referido Nº 6.


Este precepto contó con la aprobación unánime de las Comisiones unidas, las que se la prestaron sin enmiendas con los votos de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat.


El nuevo artículo 3º contenido en la indicación del Ejecutivo, conformado por tres incisos, establece un mecanismo para compensar la reducción de ingresos que experimentarán los municipios por la aplicación de esta ley. Agrega el precepto que dicha compensación se efectuará con cargo al 50% establecido en el artículo 38, inciso quinto, Nº 2 de la Ley de Rentas Municipales. 


Su inciso segundo prescribe que la compensación de calculará considerando como ingresos propios permanentes los establecidos en la Ley de Rentas Municipales y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que reconoce el artículo 38 de ese cuerpo legal.


Finalmente, su inciso tercero dispone que mediante decreto supremo de Interior se reglamentará, en lo demás, la aplicación de este mecanismo.


Este artículo fue aprobado unánimemente por los miembros de las Comisiones unidas, HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat, con la sola enmienda de excluir de este mecanismo de compensación a los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, acogiendo una indicación que en tal sentido formuló el Ejecutivo. 

- - -

Artículo 2º


Pasa a ser artículo 4º transitorio a virtud de las intercalaciones precedentes.


Autoriza al Presidente de la República para dictar normas con fuerza de ley que fijen los textos refundidos del Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales; de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y de la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial.


Fue aprobado, al igual que los precedentes, con los votos de los HH. Senadores señoras Frei y Matthei y señores Boeninger; Canessa; Cantero; Cariola; Foxley; Núñez; Ominami y Prat, modificado en el sentido de excluir la mención a la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, habida cuenta de la supresión del artículo 3º del proyecto que proponía enmiendas a dicho texto, según ha quedado dicho en acápites precedentes.

- - -


A virtud de las explicaciones precedentes, las Comisiones Unidas tienen a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto de ley de la H. Cámara, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Reemplazarlo por el siguiente:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por Decreto con Fuerza de Ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:

uno) Incorpórase en el Nº 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;),la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".

0 dos) Reemplázase, en el Nº 2 del mismo inciso segundo, la expresión “cincuenta” por “sesenta y dos coma cinco”.

(Unanimidad)
Artículo 2º

Nº 8

letra b)


Sustituirla por la siguiente:

b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "37,5%".

(Unanimidad)

- - -

Consignar, a continuación, en este mismo número, la siguiente letra c), nueva:

“c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“Tratándose  de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la Ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.”.

(Unanimidad)
- - -

letra c) 

Pasa a ser letra “d)”, sin modificaciones

- - -

Artículo 3º

Suprimirlo

(Unanimidad)
- - -

Disposiciones transitorias

Artículo 1º


Reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 

“La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.”.

(Unanimidad)
- - -

Intercalar, a continuación, los siguientes artículos 2º y 3º transitorios, nuevos:

“Artículo 2º.-. La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.

Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley.  Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.

La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, Nº 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.

Para calcular esta compensación se considerará como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.

Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás, la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.”.

(Unanimidad).
- - -

Artículo 2º

Pasa a ser artículo 4º, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.”.

(Unanimidad).
- - -


Con el mérito de lo expuesto en el acápite precedente, el proyecto de ley queda como sigue:


“Proyecto de ley:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por Decreto con Fuerza de Ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:

uno) Incorpórase en el Nº 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;),la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".

dos)Reemplázase, en el Nº 2 del mismo inciso segundo, la expresión “cincuenta” por “sesenta y dos coma cinco”.

Artículo 2°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:

"Artículo 6°.-El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 

Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".

2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:

"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.

Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.

Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.

Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.

El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".

3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.

Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.

En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar  por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.".

4) Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:

a) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.

Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".

b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".

5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".

6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".

7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:

"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".

8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:

a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".

b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "37,5%".

c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“Tratándose  de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la Ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.”.

d) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.

Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".

9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".

10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.

La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.

Artículo 2º.-. La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.

Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley.  Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.

La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, Nº 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.

Para calcular esta compensación se considerará como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.

Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás, la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.”.

0 
Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.”.”.

- - -


Acordado en sesiones de 11 de octubre de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señor Núñez (Presidente), señora Matthei y señores Boeninger, Canessa, Cantero, Foxley, Ominami y Ríos; 7 de noviembre de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señor Núñez (Presidente); señoras Frei y Matthei y señores Boeninger, Canessa, Cariola y Prat, y 14 de noviembre de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señor Núñez (Presidente), señoras Frei y Matthei y señores Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Foxley, Ominami y Prat. 


Sala de las Comisiones unidas, a 15 de noviembre de 2000.

MARIO TAPIA GUERRERO

Secretario

2.2. Discusión en Sala
Senado. Legislatura 343. Sesión 12. Fecha 15 de noviembre, 2000. Discusión general. Se aprueba en general y en particular con modificaciones.

MODIFICACIONES DE LEYES ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE

MUNICIPALIDADES Y SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL Y DE  DECRETO LEY DE RENTAS MUNICIPALES

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235. sobre Impuesto Territorial, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas. 

2339-06

--Los antecedentes sobre el proyecto (2339-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 3ª, en 10 de octubre de 2000.


Informe de Comisión:


Gobierno y Hacienda, unidas, sesión 11ª, en 15 de noviembre de 2000.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? Propongo que Su Señoría recabe el asentimiento de la Sala para tratar la iniciativa como de fácil despacho, porque hubo un grado bastante alto de unanimidad al interior de las Comisiones unidas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hubiera objeciones, podríamos proceder en la forma indicada.. 

El señor SABAG.- Conforme.

El señor DÍEZ.- No, señor Presidente..

El señor URENDA.- No hay acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien, en ese caso, tiene la palabra el señor Secretario para hacer la relación de la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Su Excelencia el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para el despacho del proyecto, calificándola de “discusión inmediata”.



El principal objetivo de éste es la modificación de diversos textos legales con el fin de incrementar los recursos del Fondo Común Municipal y establecer nuevos criterios de distribución de dicho Fondo entre los municipios del país.



El informe reseña los antecedentes tenidos en consideración durante el estudio del proyecto y resume el debate habido en el seno de las Comisiones. 



Las Comisiones unidas, por unanimidad, proponen a la Sala la aprobación del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados con las enmiendas consignadas en el informe.



Cabe señalar que el artículo 1º del proyecto y  el nuevo inciso segundo del artículo 7º del decreto ley Nº 3.063 que se propone en virtud del número 2) del artículo 2º son normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, es decir, 27 votos a favor.



Finalmente, el informe hace presente que, de conformidad al artículo 127 del Reglamento del Senado, el proyecto debe discutirse en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, y los asesores de esa Subsecretaría, señores Eduardo Pérez y Alexis Yáñez.



--Se accede.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez, Presidente de las Comisiones unidas.

El señor NÚÑEZ.-  Señor Presidente, como ha dicho el señor Secretario, el propósito fundamental del proyecto es revisar los criterios redistributivos del Fondo Común Municipal establecido en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, a fin de compensar las diferencias de distintos órdenes que se observan en nuestros municipios, atendiendo sus características económicas o sus diferencias en ese plano, las condiciones laborales y otras variables de índole social.



La discusión dio  lugar a varias sesiones. No fue fácil -digámoslo francamente- llegar a acuerdo total respecto del contenido del proyecto que nos envió la Cámara de Diputados.



Cabe señalar, en primer lugar, que la iniciativa aumenta la contribución de las comunas de mayores ingresos al Fondo Común Municipal por concepto de impuesto territorial. Recuerdo que el texto vigente establece que el 60 por ciento captado por este concepto va a dicho Fondo. Conforme al texto que hemos aprobado, los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura contribuirán con 65 por ciento. 



En seguida, con motivo de una indicación del propio Ejecutivo, que proponía incrementar el Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación a 75 por ciento, se generó un debate que todos conocemos y que fue bastante interesante porque nos permitió captar la naturaleza de las dos proposiciones que fueron discutidas en lo fundamental: la primera, de alguna manera, reafirmaba la idea de que aumentar este componente a 75 por ciento beneficiaba a un gran número de municipios, por su realidad geográfica y su conformación socio-económica. Como todos sabemos, la mayor parte de ellos están impedidos de obtener mayores recursos que no sean por esta vía. La posición contraria sustentó la tesis de que el hecho de aceptar el criterio del 75 por ciento podría desincentivar a un número importante de municipios para los efectos de captar los recursos por concepto de permisos de circulación.



En fin, estos dos criterios los estuvimos discutiendo durante varios días y ayer, después de algunas  otras proposiciones que surgieron en el debate, y con el ánimo de la mayor parte de las Comisiones unidas de llegar a un acuerdo, se convino en aumentar desde 50 por ciento, que es lo que dispone el texto vigente, a 62,5 por ciento el aporte al Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación. Debe dejarse en claro que algunos señores Senadores proponían la idea de que el aumento fuera solamente de 60 por ciento y otros de que se mantuviera el texto despachado por la Cámara de Diputados, que establecía 75 por ciento de alza para el Permiso de Circulación.



Éstas son en lo fundamental las modificaciones incorporadas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Las otras enmiendas son básicamente a la Ley de Rentas Municipales. Y al respecto debemos dejar establecido que dicho cuerpo legal está destinado a perfeccionar las normas que regulan el derecho de aseo, las patentes comerciales, el porcentaje del Impuesto Territorial que corresponda a ingresos propios del municipio y que, como consecuencia de las innovaciones que experimentó el componente Permisos de Circulación en el Fondo Común Municipal, se le introdujeron diversos cambios.



Hago presente que salvo lo relativo al aumento de cuatro mil a ocho mil unidades tributarias mensuales, aprobado por mayoría de votos, como tope máximo del monto de la patente municipal, el resto de las modificaciones a la Ley de Rentas Municipales, por los conceptos anotados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas.



Estimo necesario, señor Presidente, referirme a una indicación del Ejecutivo, mediante la cual se propone que el Fondo Común Municipal financie los gastos en personal y la adquisición de bienes y servicios de consumo de la Municipalidad de Isla de Pascua. Entiendo que la unanimidad de los miembros de las Comisiones estimamos pertinente tal indicación, por cuanto actualmente las disposiciones legales impiden a esa municipalidad obtener recursos propios.



En seguida, las Comisiones unidas se ocuparon de otra indicación del Ejecutivo, destinada a suprimir el articulo 3º transitorio del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, sobre modificación de la ley sobre Impuesto Territorial, con el fin de aumentar la tasa de contribuciones de determinados bienes raíces regidos por la ley Nº 19.380. Las Comisiones unidas, también unánimemente, acogieron tal sugerencia, suprimiendo en consecuencia dicho artículo del proyecto.



Finalmente, señor Presidente, creo de interés hacer notar una norma de la iniciativa que propone un mecanismo de compensación por los menores ingresos que experimentarán los municipios a consecuencia de la aplicación de esta ley.



Durante el debate de este asunto, se acogió una enmienda del Ejecutivo surgida de las observaciones que formularon diversos señores Senadores, en orden a excluir de este mecanismo de compensación a los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, con el ánimo de reafirmar el criterio redistributivo de la iniciativa del Ejecutivo.



Señor Presidente, esos son los contenidos fundamentales del proyecto de ley en estudio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como la sesión está citada hasta las 18, con el objeto de determinar una manera de pronunciarnos y despachar el proyecto, podría acordarse abrir la votación a las 17, a fin de que los señores Senadores puedan dejar su voto. En todo caso, a las 18 quedaría cerrado el debate y se procedería sólo a votar.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con respecto al procedimiento que se propone, desearía saber, por lo menos, las razones que tuvieron las autoridades de Gobierno para calificar la urgencia del proyecto de "Discusión Inmediata".

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Eso se verá en el curso del debate.

El señor HORVATH.- Es que también debe verse la posibilidad de formular alguna indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se han presentado.

El señor HORVATH.- ¿Por qué? ¡Si recién estamos tratando por primera vez el proyecto en la Sala!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pueden hacerse indicaciones aquí y no fuera de la Sala.

El señor HORVATH.- Quiero saber por qué se nos está constriñendo el tiempo, lo que va a atentar contra el despacho de una buena ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Esa materia se verá dentro de la discusión; pero ahora debe plantearse el procedimiento.



De acuerdo con el artículo 133 del Reglamento, por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de "Discusión Inmediata", y por haber sido despachado por la unanimidad de la Comisión en la totalidad de los artículos, tendría que votarse sin discusión, tanto en general como en particular, salvo que algún señor Senador pida abrir debate sobre alguna norma específica. 



Por lo tanto, la Mesa va a aplicar la norma del artículo 133.



Entonces, quedaría resuelto que a contar de las 17 los señores Senadores podrían votar. En todo caso, el debate se cerraría a las 18.



Ofrezco la palabra.



Puede usar de ella el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Solicito dividir la votación respecto de algunas normas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Mesa no tiene inconveniente en proceder así.



¿Habría acuerdo para dar por aprobado en general el proyecto?



Acordado.



Conforme a la norma reglamentaria, consulto si algún señor Senador desea plantear la discusión de algún artículo en especial.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solamente deseo consultar si existe la posibilidad de formular indicación al artículo 2º, Nº 1, que viene siendo el artículo 6º, y al artículo 7º, Nº 2.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, ya se aprobó en general.

El señor BOMBAL.- Entonces, corresponde votar en particular el artículo 1º.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los señores Senadores deben señalar qué artículo desean que se analice. En caso contrario, hay que votar sin discusión.

El señor BOMBAL.- El primero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Qué otro artículo?

El señor HORVATH.- El séptimo.

El señor DÍEZ.- Este proyecto no tiene nada que ver con el partido de fútbol. No hemos tenido tiempo para leerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hasta las seis de la tarde tiene tiempo. Ése es el acuerdo de Comités.

El señor DÍEZ.- Como Su Señoría va a cerrar el debate, no podemos pedir votación de algún artículo, porque no hemos tenido tiempo de leer el proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así fue el acuerdo de los Comités, señor Senador. La Mesa tiene que respetar dicha resolución.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, yo reclamo de parte de la Mesa la aplicación prudente de los acuerdos de Comités, a fin de que se nos permita cumplir con nuestra obligación. Por lo menos, debemos contar con el tiempo necesario para leer razonablemente los artículos que vamos a votar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Mesa tiene que aplicar el Reglamento y respetar los acuerdos de Comités, los que fueron tomados por unanimidad.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, pido discusión particular de todos los artículos y de cada uno de sus incisos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay ningún problema. Se hará la discusión particular de cada artículo y de cada inciso; pero a las seis de la tarde queda clausurado el debate, debiendo procederse a la votación artículo por artículo.



Ofrezco la palabra sobre la modificación al artículo 1º.



Tiene la palabra el Honorable señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, más que una observación al artículo 1º, quiero hacer un alcance de carácter general.



Cuando uno mira el contexto en que se ha situado el proyecto de ley en debate y se percata que lo que se busca es una redistribución de los recursos para asignarlos de manera equitativa a los municipios más pobres del país, necesariamente tiene que preguntarse qué esta ocurriendo con la fiscalización de la gestión municipal.



Porque aquí se pide un esfuerzo a las municipalidades que aportan más recursos con su Impuesto Territorial; pero no hay un control de gestión ni de los programas. Virtualmente en las municipalidades no existe ninguna fiscalización, salvo la mínima que hace el Contralor General de la República. Ahí están los testimonios del propio órgano contralor, que carece de personal.



Desde luego, las municipalidades no están sujetas a responsabilidad política ni tampoco los alcaldes. En general, la gestión municipal ni siquiera es susceptible de ser controlada por los concejales, los cuales –como sabemos- tienen mínimas atribuciones.



Y ello se da en todos los municipios del país, pues en ellos no existe control de gestión ni de programas. Solamente en aquellos aspectos en que la autoridad superior maneja programas globales, se puede inquirir alguna información respecto de los recursos estatales puestos a disposición de los municipios y en los cuales puede existir un control del Ejecutivo o del órgano administrador central.



Traigo lo anterior a colación, señor Presidente, porque no sacamos nada con estas redistribuciones de ingresos, si en definitiva ellos se despilfarran, como ocurre hoy en día en los municipios del país, con muchísima cantidad de dinero. Basta ver los honorarios que se están pagando en las municipalidades. Nunca nadie ha podido hacer una cuenta exacta de qué está sucediendo con los honorarios que se pagan y con los contratos que se celebran. De manera que no sabemos qué destino van a tener todos los recursos que hoy día se asignan a las municipalidades y si va a haber más contrataciones a honorarios.



Para qué decir todo lo que significan los gastos por concepto de vehículos, publicaciones, programas y contrataciones de determinadas licitaciones, respecto de las cuales –como todos sabemos- en diversas municipalidades, muchas veces, carecen de sentido.



Entonces, señor Presidente, más que referirme al artículo en sí, deseo indicar que el debate sobre el proyecto que busca asignar mejor los recursos municipales, necesariamente debe ir aparejado de una discusión que, a mi juicio, está pendiente respecto de cómo establecer un sistema adecuado para que la fiscalización de la gestión municipal hoy día sea una realidad, porque ella no se está haciendo.



Los alcaldes, sin perjuicio de la autonomía que merece su gestión, necesitan mecanismos de control que actualmente no tienen. Y mi temor es que la mayor cantidad de recursos que se les entregue siga el mismo destino que han tenido los fondos de muchas municipalidades del país: platas mal asignadas, que no llegan a los objetivos propuestos y, desde luego, despilfarro de recursos, según indican las muchas evidencias y no sólo los informes de la Contraloría, sino también los emitidos por las propias municipalidades cuando detectan irregularidades.



Finalmente, respecto de la gestión municipal no hay ninguna cuenta nacional ni informe de gestión sobre lo que está ocurriendo en los municipios. A quien se pida tal informe, la respuesta es siempre negativa; o bien, se entrega en forma desfasada, porque no hay recuento de la información.



Reitero mi llamado de atención sobre tales aspectos, para evitar que los recursos terminen empleándose mal.



Ojalá que los sectores políticos que hemos llegado a ciertos acuerdos, concordemos también en crear un mecanismo moderno de control de programas y de eficacia en la gestión municipal, a fin de lograr que los fondos rindan más y lleguen realmente al destino propuesto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, respecto del artículo 1º, me llama la atención que el Fondo Común Municipal se apoye, fundamentalmente y en alto porcentaje, en el aporte de los municipios de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, lo cual me parece una contradicción extraordinaria.



Efectivamente en el territorio jurisdiccional de esas municipalidades vive gente con altos ingresos; en ellas se cumple lo que tiene que ver con aportes y funcionan bien en cuanto a administración y control de gestión. Sin embargo, los contribuyentes aportan sus dineros directamente al Fondo Común Municipal. Con ello, en vez de que el Estado establezca los porcentajes necesarios para fomentar el desarrollo de las municipalidades de bajos recursos -que tienen pocas personas que pueden pagar los impuestos, etcétera-, un grupo de chilenos integrado por personas que viven en Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura aporta los dineros.



No estoy en contra del Fondo Común Municipal; pero el problema radica en que, a mi juicio, es muy alto el valor acordado. En verdad considero que ésta no es la manera lógica de que el Estado incentive el desarrollo y el progreso de aquellas comunas con bajo número de contribuyentes. En tal sentido, aquí hay un error que afectará a futuro, pues, a su vez, desincentivará el profesionalismo de las municipalidades, ya que su administración debe encargarse de perfeccionar los sistemas de cobranzas de deudas impagas, etcétera.

El señor RÍOS.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, sólo deseo emitir un par de opiniones respecto de lo expresado tanto por el Senador señor Bombal como por el Honorable señor Martínez.



Es cierto lo señalado por el Senador señor Bombal respecto de la poca transparencia existente en algunas municipalidades; y espero que ello se resuelva cuando elijamos de manera separada a los alcaldes y a los concejales. De esa forma, se han de cumplir en plenitud las funciones fiscalizadoras; no habrá compromisos entre los concejales y los alcaldes; ni aquéllos se sentirán arrastrados por los elegidos con alta votación; ni tampoco se usarán ciertos elementos atractivos como viajes u otros incentivos que se les entrega para que estén tranquilos o se ausenten de algunas de las sesiones importantes en que se tomarán ciertas resoluciones.



Por eso, espero que la reciente elección municipal haya sido la última con el absurdo sistema actual de elegir al mismo tiempo a alcaldes y concejales, y que resolvamos definitivamente el problema dado a conocer por el Senador señor Bombal, lo cual comparto. Confío en que se apruebe luego la iniciativa pertinente -hay un compromiso de parte de todos, pues así lo escuché en sesiones anteriores-, para que definitivamente se elijan en forma separada las autoridades comunales.



En lo referido por el Honorable señor Martínez en cuanto a los recursos que aportan las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, debe recordarse que, en estricta verdad esas cuatro comunas se han enriquecido a costa de las regiones de Chile. Casi todos los grandes empresarios de los  sectores industrial, agrícola, pesquero, forestal y minero, terminan construyendo sus casas -bastante buenas y naturalmente pagando un impuesto territorial muy alto- en alguna de las comunas mencionadas.



Por tal motivo, entiendo que el proyecto tiene por objeto devolver a través del mecanismo ideado los recursos que han salido de tantas regiones del país y que han sido invertidos básicamente en las referidas comunas.



En mi opinión, hay otras comunas que están en la misma situación, como es el caso de La Reina. Sin embargo, el proceso se inicia con las cuatro municipalidades mencionadas. Espero que se revise un poco más a fondo lo que ocurre con el resto.



El hecho de que se destine 65 por ciento de los recursos del Fondo Común Municipal a lograr una nueva redistribución, corresponde a una acción de justicia y a un desarrollo armónico en el país.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, cabe destacar que éste no es un proyecto donde corresponda debatir la gestión de los municipios.



En segundo término, concuerdo en general con lo planteado por el Senador señor Bombal.



Por otro lado, estimo muy importante recordar que los concejales -independientemente de la posibilidad de mejorar aún más su capacidad fiscalizadora- siempre han tenido diferentes problemas para ejercer su fiscalización, lo cual nos obliga a modificar mayormente la ley, a fin de permitirles que tengan, entre otras cosas, acceso directo a los mecanismos de financiamiento del presupuesto de cada municipio.



No sería bueno que en la Sala quedara la idea de que los municipios, en general, malgastan los recursos que se les entrega, porque eso no es cierto.



Cabe recordar que el Fondo Común Municipal no se integra únicamente por los recursos que otorgan esos cuatro municipios. El impuesto territorial lo pagan todos los chilenos, pero solamente a los residentes en esas municipalidades se les aumenta en 5 por ciento ese gravamen.



Además, las rentas provenientes de los Permisos de Circulación corresponden a todas las municipalidades, con excepción de cuatro de ellas que verán aumentados sus porcentajes para incrementar el Fondo Común Municipal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en realidad no es fácil llegar a un acuerdo cuando existen visiones muy distintas para que se logren, por una parte, mejores ingresos para comunas que en muchos casos son muy pobres; y, por otra, para que se creen los  incentivos adecuados, a fin de que las personas puedan ejercer sus derechos democráticos en el quehacer municipal, y de que los alcaldes sean eficientes.



Lo que hemos hecho es razonable. Había personas que deseaban –y el Gobierno también lo había propuesto al principio- que 75 por ciento de lo recaudado por concepto de permisos de circulación fuese al Fondo Común Municipal. Naturalmente, esa cifra perfeccionaba muchísimo el aspecto redistributivo. Sin embargo, dejaba muy de lado dos aspectos que, a nuestro juicio, eran muy importantes. Si Sus Señorías recuerdan, hace algunos meses ciertas comunas de Santiago comenzaron a abusar de los fotorradares. Por ejemplo, a veces ponían una señalización que indicaba que la velocidad máxima permitida en determinado sector era de 40 kilómetros por hora, y pasaban partes por conducir a 41 kilómetros por hora. A varios señores Senadores les demostré que se cursaban infracciones en esa forma.



Los automovilistas reaccionaron organizándose a través de Internet, básicamente en una página web, en la que empezaron a publicar la lista de las comunas que estaban abusando en este sentido y pidieron a los conductores no renovar sus permisos de circulación en ellas.



Ésa es una forma muy directa, y muy fácil, de demostrar a las autoridades comunales el desagrado o agrado con la gestión que están llevando a cabo. Y, a nuestro juicio, es importante preservar tal conducta, o por lo menos en parte.



Como es lógico, hay alcaldes eficientes y otros que no lo son. Los primeros pueden idear campañas para atraer a los automovilistas, y he visto que varios municipios pequeños han organizado campañas para tratar de captar mayor cantidad de automovilistas que paguen sus permisos de circulación en sus comunas. Este esfuerzo que a veces se traduce en cincuenta o cien automóviles más les puede significar un importante aumento de sus presupuestos, y constituye también una forma de incentivar a los alcaldes para que traten de ser creativos y eficientes en la captación de mayores ingresos.



Por lo tanto, creo que hemos logrado un equilibrio razonable en la redistribución, pues hay incentivo tanto para la acción de las personas que viven en una comuna o que transitan por distintas comunas, como también para una mayor eficiencia en las tareas alcaldicias.



Quiero señalar que el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo dejaba a todos los municipios en cero. O sea, nadie perdía. Incluso los cuatro municipios de mayores recursos -Providencia, Vitacura, Las Condes y Santiago- no perdían un peso con la iniciativa que había mandado el Gobierno y que, además, había sido aprobada en la Cámara de Diputados. La que estamos discutiendo, en cambio, les significa una pérdida de cuatro mil quinientos millones de pesos. Y nosotros aprobamos tal proposición, a pesar de que los cuatro alcaldes de esas comunas pertenecen a nuestro sector. Lo que pretendemos en el fondo es demostrar que no estamos en contra de dar mayores recursos a las comunas con menores ingresos, pero sí queremos preservar en la ley algunas herramientas que permitan, por una parte, a los ciudadanos ejercer su opinión, y por otra, a los alcaldes contar, si son capaces y activos, si tratan en forma eficiente de beneficiar a sus comunas, con los elementos necesarios para incrementar los ingresos de su comuna.



Estoy consciente de que este proyecto es objeto de  críticas de uno y otro lado, pero yo por lo menos estoy muy conforme con el acuerdo a que hemos llegado por estimarlo un buen “mix” de políticas. 



En cuanto a la afirmación del Honorable señor Ríos respecto de que esas cuatro comunas captan finalmente los recursos provenientes del esfuerzo de otras Regiones, quiero señalar que por lo menos en la Cuarta Región la situación es un poco al revés: lo que estamos buscando es cómo atraer a quienes viven y trabajan en esas comunas pero invierten muchas veces en Santiago sin conocer las Regiones. Estamos estudiando la manera de incentivarlos para que vayan a la Cuarta Región y la conozcan, a fin de que ojalá hagan inversiones y creen empleos en ella, todo lo cual es muy necesario. De manera que la situación puede interpretarse como lo señala el Honorable señor Ríos, en el sentido de que hay personas que viven en Santiago con los recursos que extraen de las Regiones, o como yo la veo, en cuanto a que, por lo menos en la Cuarta Región, estamos analizando cómo proceder para que las personas que viven e invierten allí, cuyos hijos estudian en esas comunas, pueden darse cuenta de que también existen Regiones que necesitan inversiones y fuentes de trabajo, y así lograr un desarrollo más armónico.



Obviamente, como representante de una Región me interesa que ésta progrese lo más posible. Aquí mismo hemos creado una Comisión de Desarrollo Integral, Armónico y Equilibrado del País, porque como lo señalaba el Honorable señor Urenda en la mañana, el crecimiento se está concentrando mucho en Santiago, y hay que ponerle coto a esta situación. Pero también hay que preservar medidas de eficiencia. Por ello espero que éste sea uno más entre muchos proyectos en los que podamos combinar adecuadas señales de eficiencia y de democracia con medidas que permitan un desarrollo más armónico del país, que es lo que todos estamos buscando.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Urenda.

El señor URENDA.- Señor Presidente, la circunstancia de que este proyecto haya sido calificado de “discusión inmediata” y el hecho de que debamos debatirlo sin haber tenido tiempo suficiente para imponernos de su texto definitivo, ha dificultado el formular algunas consideraciones previas relacionadas con el artículo 1º y, en general, con las demás modificaciones. Debemos tener presente que esta iniciativa ha estado en la Cámara de Diputados por muchos meses, y en cambio a los Senadores se nos exige un pronunciamiento sobre tabla. 



Entiendo que el proyecto nace tras haberse estimado que los recursos para los municipios eran insuficientes y que sería conveniente mejorar su distribución. En general, desde su creación, hace ya muchos años, he considerado que el Fondo Común Municipal fue una buena idea y quizá el único proyecto de real redistribución de ingresos en el país. Prácticamente no hay otros, salvo algunas pequeñas leyes especiales que favorecen a determinadas Regiones. Pero si el problema es la falta de recursos, surge la cuestión de por qué estamos poniendo el acento -tal vez con justicia- en algunas pequeñas modificaciones que afectan a determinadas comunas, pero no contamos con la voz oficial sobre el aporte del Gobierno Central a este problema de las municipalidades. Sucede que aquí estamos haciendo una redistribución con los recursos propios de las municipalidades, pero en Chile todavía el Gobierno Central maneja una parte desproporcionadamente alta de los ingresos del país, de los impuestos que se recaudan, de las contribuciones. Entonces, me gustaría que el señor Subsecretario nos diera a conocer el criterio del Gobierno Central al respecto, porque según me ha expresado uno de los abogados integrantes de la Comisión, existe una especie de promesa o compromiso del Ejeutivo sobre la aceptación de la idea de que él debe aportar mayores recursos, pero tal idea no se ha materializado en este proyecto, y creo que sería muy interesante para todos los Senadores presentes escuchar la voz del Gobierno al respecto. Si él coincide con el pensamiento, a mi juicio mayoritario, de que se requiere un mayor aporte a los municipios de los recursos recaudados en forma directa por el Estado, nos interesa saber cuándo y en qué forma el Ejecutivo piensa llevar a cabo tal propósito. Esto nos ilustraría y nos permitiría pronunciarnos sobre las diversas normas con un mayor conocimiento de causa. 



Insisto: creo que en Chile, en contra de lo que sucede en la mayor parte de los países del mundo, el Gobierno Central  maneja un porcentaje extremadamente elevado de los recursos, mientras los que efectivamente se utilizan en forma independiente son de un monto menor. En consecuencia, tal vez es conveniente una mejor redistribución de los recursos municipales, pero sería mejor aún que estos recursos, en su conjunto, fueran incrementados con aportes del Estado, que cuenta con un enorme presupuesto y que, sin embargo, no ha considerado esta posibilidad.



Por ello, si bien en lo que concierne expresamente al artículo 1º mi ánimo es votarlo favorablemente, creo que nos ayudaría en nuestras determinaciones conocer aquí, oficialmente, la opinión del Gobierno y que hubiera al respecto algún tipo de compromiso para el futuro.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Frei.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, quisiera despejar las dudas de algunos señores Senadores: nosotros no estamos apurados por ir a ver un partido de fútbol. Al contrario, para nosotros la iniciativa que nos ocupa es extraordinariamente importante, porque todos sabemos que el municipio es el organismo donde llegan los problemas de la comunidad y donde se solucionan los problemas diarios de las familias. Y, obviamente, queremos aprobar un proyecto óptimo, a fin de que los municipios obtengan los recursos adecuados para cumplir sus funciones.



Repito: no estamos apurados por irnos a un partido de fútbol. Y quisiera decirles más.



Hemos trabajado largamente en esta iniciativa. En su análisis, ha participado más de la mitad de los señores Senadores, en sesiones continuas y de mucha profundidad; han colaborado diversas autoridades de Gobierno, a través del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, y sus asesores; hemos oído extensamente, y no sólo una vez, a la Asociación Chilena de Municipalidades; hemos escuchado a los técnicos del Instituto Libertad y Desarrollo y del Instituto Libertad, quienes nos han hablado latamente de estos problemas; y, también, recibimos al Director del Servicio de Impuestos Internos.



En consecuencia, éste no es un proyecto que haya sido estudiado a la ligera. Tampoco estamos apurados por irnos. Muy por el contrario.



Y ¿por qué ha sido calificado de “discusión inmediata”? Porque se trata de una iniciativa respecto de la cual habíamos llegado a acuerdos. Todos los sectores políticos fuimos cediendo en algunos aspectos, porque para alcanzar consensos no se puede conseguir todo lo que se pretende.



Por eso, hemos trabajado muy bien junto con la Senadora señora Matthei y con el Honorable señor Cariola, con quienes, después de largas discusiones -anoche estuvimos reunidos hasta cerca de las 22 debatiendo los últimos asuntos pendientes-, hemos llegado a un acuerdo por el bien de la comunidad, de la gente que espera que esta iniciativa esté promulgada y rija el 6 de diciembre, cuando se instauren las nuevas municipalidades.



Por ello, la iniciativa ha sido calificada de “discusión inmediata”, y no por el gusto de hacer las cosas en forma rápida para irnos cuanto antes.



Por lo tanto, pido a los señores Senadores que no han participado en el estudio del proyecto -y repito que en su análisis han colaborado más de la mitad de los Honorables colegas- que también tengan confianza en los técnicos y en quienes hemos trabajado en su texto, pues lo hemos hecho con entera seriedad y todos han aportado con su pensamiento y enfoques personales. la Honorable señora Matthei, por ejemplo, me ha manifestado que ella ha logrado acuerdos que perjudicaron incluso a alcaldes de su propio Partido. Pero ¿por qué lo ha hecho? Porque el planteamiento inicial de la señora Senadora apuntaba justamente a proteger a las comunas más pobres, que podían quedar sin recursos.



Ese aspecto fue estudiado latamente y hemos visto que con la iniciativa en debate ninguna municipalidad saldrá perjudicada, menos las de escasos recursos, que son las que más nos preocupan a los Senadores de Regiones.



Por ese motivo, insistir en revisar todo el trabajo de un municipio a través del proyecto en discusión, relativo a rentas municipales, constituye un grave error. Podemos discutir prolongadamente acerca del hecho de que existen municipios con buenos o malos administradores, o de que usan bien o mal sus dineros. Pero el objetivo de la iniciativa apunta solamente a allegarles los recursos que correspondan en forma solidaria. En eso hemos sido muy cautos, porque en Chile existen comunas con mayores posibilidades que otras. Eso es obvio y también produce el centralismo, pues en municipalidades con mayores recursos, la salud y la educación son mejores, se concentran más autos, hay mayor población, se desarrollan más. Y el espíritu de todos los señores Senadores ha sido que esos fondos se distribuyan en forma equilibrada en todo el país, a fin de que resulten beneficiadas las comunas más pobres.



Por estas razones, el proyecto es solidario, bien pensado y estudiado y no nos interesa su aprobación por ligerezas futbolísticas, que a muchos pueden interesarles -y lo entiendo-, pues quieren ver triunfar a Chile.



Pero no es ése el problema. Se trata de una iniciativa que ha sido trabajada con seriedad.



Por ello, pido a los señores Senadores que tengan confianza en lo que hemos realizado; que formulen sus planteamientos, pero sobre la base de lo que aquí hemos trabajado, para despachar a la brevedad el proyecto, que -como señalé- debe estar listo el 6 de diciembre, para el bien de la gente, no para el nuestro ni para que nos digan si legislamos bien, mal o apurados. Se trata de un proyecto bueno. A todos nos gustaría que fuese mejor, pues cada uno tiene su manera de pensar. Pero, dentro de lo que hemos podido realizar, representa a todas las bancadas, a todos los sectores políticos y, sobre todo, a la gente que más necesita de la aprobación de la iniciativa.



He dicho.

El señor OMINAMI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor DÍEZ.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, me ha correspondido seguir muy de cerca la discusión de este proyecto aquí, en el Senado, así como me tocó participar también cuando discutimos anteriormente sobre rentas municipales.



Es indudable que este proyecto representa una avance, por dos motivos: aumenta los recursos municipales e introduce ciertos elementos de redistribución.



A propósito de la discusión del artículo 1º, quisiera valorar lo que estamos haciendo en el Senado, sobre todo desde el punto de vista conceptual, si bien en el acuerdo que se produjo ayer en las Comisiones unidas, al rebajarse la parte que va al Fondo Común Municipal de los permisos de circulación, se limita el efecto redistributivo del proyecto. Me parece que, al haberse modificado el artículo transitorio y haber dejado fuera del artículo 3º transitorio a las comunas más ricas del país, el Senado está haciendo un avance conceptual que estimo importante destacar, que es el siguiente: si queremos un financiamiento municipal más equitativo, los municipios más pequeños, más pobres, deben ganar, y los municipios más ricos, entregar algo.



Lo que llegó de la Cámara de Diputados no establecía ese principio, sino el de que nadie podía perder. Por tanto, se trataba de una distribución bastante curiosa, pues consistía en repartir los ingresos adicionales del sistema, pero nadie, ningún municipio, hacía un esfuerzo distributivo en serio. Esto me parece un aspecto muy valorable del acuerdo que se produjo ayer y que está haciendo posible una tramitación mucho más expedita de la iniciativa.



En todo caso, considero importante indicar que el avance también es modesto y que no pretendamos resolver aquí los problemas de inequidad que continúa presentando el sistema.



El avance es modesto porque, desde el punto de vista del total de los recursos que se inyectan al sistema municipal, hablamos simplemente del 3 por ciento. Es ése el aumento total de los recursos que, por efecto de esta iniciativa legal, se integran al sistema municipal.



Y, desde la perspectiva de los efectos distributivos, el proyecto tiene un alcance limitado. Los cuatro municipios más ricos del país continuarán representando alrededor del 15 por ciento del total de los ingresos municipales del sistema y más del 30 por ciento -¡cuatro municipalidades!- de la capacidad de inversión total de los municipios de Chile.



En consecuencia, continuaremos con una estructura de financiamiento municipal extraordinariamente desequilibrada, inequitativa. Por ejemplo, uno de los municipios más ricos del país, la comuna de Santiago, tiene ingresos propios por 40 mil millones de pesos, y los va a mantener. El efecto neto de este proyecto respecto de esta comuna es solamente una pérdida de 113 millones de pesos, en un presupuesto de 40 mil millones de pesos. Es decir, se trata de una disminución que no alcanza al 0,3 por ciento.



Considero importante que tengamos presente cuál es el monto efectivo de la contribución que están haciendo los municipios ricos a un sistema de financiamiento más solidario.

La señora MATTHEI.- Podrá ser así, señor Senador, pero éste es ya el tercer proyecto tendiente a redistribuir.

El señor OMINAMI.- Es que la redistribución…

La señora MATTHEI.- Lo que sucede es que usted, señor Senador…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos.

La señora MATTHEI.- Conforme, señor Presidente. Pero sucede que el Honorable señor Ominami está efectuando sólo un análisis marginal. Recordemos que hasta hace un par de años el ciento por ciento de los permisos de circulación quedaban en el municipio donde se pagaban. Por lo tanto, yo diría que éste es el límite máximo de redistribución a que estamos llegando.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, lo importante es que veamos la realidad tal cual es. Yo, simplemente, di datos objetivos. La estructura de financiamiento municipal, como resultado de este proyecto, que sin lugar a dudas constituye un avance, seguirá siendo extraordinariamente desigual y desequilibrada. Y por eso señalo que en el caso de la Municipalidad de Santiago -no en el de un municipio cualquiera-, cuyo presupuesto asciende a 40 mil millones de pesos, esta iniciativa implica para la comuna una pérdida neta de 113 millones de pesos, que sólo significa una disminución de 0,3 por ciento de sus ingresos totales. 



Ahora, si el Parlamento ha discutido dos o tres veces acerca del tema, no es un hecho muy relevante. A lo mejor debemos debatir cinco o seis veces más, hasta alcanzar un financiamiento más equitativo.



De otra parte, comparto plenamente lo dicho aquí en el sentido de que los municipios deben mantener incentivos para hacerlo mejor. Creo que sería muy malo que cada concejo municipal y cada alcalde sintieran que tienen asegurados por ley, sin ningún tipo de esfuerzo, sus ingresos y su capacidad de inversión. Lo importante es que cada concejo y cada alcalde tengan la posibilidad de competir con un mínimo de igualdad de oportunidades.



Ése es el tema en discusión. Y, a mi parecer, todavía hay mucho que avanzar en este plano en los próximos años. Debemos ver cómo allegamos al sistema municipal más recursos y de qué manera fiscalizamos mejor éstos.



Coincido totalmente también con lo expresado aquí en cuanto a que no siempre los fondos municipales se gastan de buena manera. Y hay dudas más que fundadas de que en muchos municipios del país los dineros no se invierten adecuadamente.



Desde esa perspectiva, considero muy pertinente lo señalado acá en el sentido de buscar un sistema de evaluación de las inversiones municipales que dé mayor garantía del buen uso de los recursos.



Empero, lamentablemente, subsistirá un problema de fondo: la inequidad en el financiamiento municipal.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cariola.

El señor CARIOLA.- Señor Presidente, tan sólo deseo destacar la disposición del señor Subsecretario y su equipo de asesores para facilitar el acceso a la información –inclusive con la posibilidad de hacer simulaciones- y buscar en conjunto, de entre las múltiples alternativas existentes, no una solución política, sino el mejor proyecto, con una estructura que permita obtener los objetivos perseguidos, en los cuales todos concordamos.



De otro lado, a propósito de lo dicho por la Senadora señora Matthei en el sentido de que las Municipalidades de Santiago, de Las Condes y de Vitacura se verán afectadas por el proyecto al no ser compensadas por los menores ingresos que reciban a raíz de su mayor contribución con cargo a los fondos percibidos por permisos de circulación, dejo expresa constancia de que fue una iniciativa compartida por todos.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, dadas las reglas del juego, plantearé algo muy general respecto del proyecto, que tiene consistencia con las indicaciones presentadas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, seré muy estricto en el cumplimiento del Reglamento, pues de lo contrario no terminaremos nunca. Le pido remitirse al artículo 1º.

El señor HORVATH.- A esa norma me circunscribiré, señor Presidente.



El artículo 1º se refiere justamente a la redistribución de las rentas municipales y a las fórmulas de financiamiento para los distintos municipios del país. 



Sobre el particular, son conocidas las grandes diferencias existentes entre los municipios de Chile. El estudio del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo hace una clasificación con tres indicadores (económicos, educacionales y de salud), concluyendo que en el país hay diferencias tan evidentes entre comunas como Vitacura y Ranquil, por ejemplo, que equivalen a comparar naciones desarrolladas como Estados Unidos y Canadá con -lo digo con el debido respeto- el más atrasado de los países de África.



Tal es la realidad que tenemos al interior de nuestro territorio. Y la idea es que este tipo de proyectos, junto con otros, tiendan a solucionar el problema.



Eso, en primer término.



En seguida, con respecto a la elección separada de alcaldes y concejales, comparto plenamente lo manifestado por el Honorable señor Ríos, pues creo que ya hay madurez suficiente para diferenciar esos dos cargos a nivel local.



En tercer lugar, deseo plantear al Gobierno la posibilidad de que, como consecuencia de la modificación del Código de Aguas, una fracción del producto de las patentes por el uso o no uso del vital elemento –eso será materia de discusión- quede en la región, y otra, en la comuna. Esto es muy importante, tanto más cuanto que están involucrados miles de millones de pesos.



El mismo absurdo se da con las patentes de acuicultura. Pese a todo el esfuerzo que pueda hacerse a nivel municipal para ordenar el borde costero, que tiene tanto potencial de desarrollo, e intentar compatibilizar sus distintos usos, no se entrega una enorme cantidad de concesiones acuícolas, con lo cual las comunas nada reciben por concepto de patentes. Entonces, creo que también sería conveniente que el Ejecutivo analizara la posibilidad de mejorar el ingreso municipal por dicha vía.



En cuanto a las indicaciones, presentamos una vinculada con la factibilidad de diferenciar los cobros de derechos de aseo según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje. Esto es muy relevante, pues de la gran cantidad de residuos sólidos que salen de las viviendas, oficinas, etcétera, una fracción considerable es orgánica, y otra, inorgánica. Si las personas asumen el trabajo de separación, debe darse a las municipalidades la posibilidad de premiarlas mediante un cobro diferenciado. Eso implica que la fracción orgánica pueda destinarse posteriormente a planes de humus, tierras orgánicas, fertilizantes, y que la inorgánica constituya fuente de trabajo, sobre la base de la reutilización y el reciclaje.



Por último, si no es posible en la ley en proyecto, en el futuro deberemos pensar en incluir lo relativo al ornato, para que los municipios puedan proceder a un cobro diferenciado en la medida en que un mejor diseño y presentación de las viviendas, oficinas e industrias contribuyan a reforzar la diversidad y el atractivo, sobre todo desde el punto de vista de la calidad de vida y del turismo en las distintas comunas de Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Díez.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, cada vez que el Senado se ha encontrado en circunstancias en las cuales estimo disminuido nuestro derecho a estudiar los proyectos, he protestado de la misma forma.



Aclaro a la Honorable señora Frei que en eso no hay cargo alguno a las Comisiones. Su Señoría bien sabe que no todos los Senadores somos miembros de ellas ni tuvimos la oportunidad de asistir a sus deliberaciones. Nadie ignora que, mientras una Comisión analiza determinada iniciativa, las restantes también están funcionando. Así, mientras ayer sesionaban las que despacharon el proyecto en debate, lo propio hacía la de Constitución, Legislación y Justicia. Y durante la tarde se reunió una Comisión Mixta para tratar una iniciativa atinente a las pensiones de alimentos de los niños. De manera que, según la organización del Senado, normalmente no existe la posibilidad de que asistan a los debates de otras Comisiones quienes trabajan casi a tiempo completo en las que integran como titulares.



Por eso, siempre he reclamado -no solamente ahora-, esté de acuerdo o no con el proyecto respectivo, por el tiempo de que debemos disponer los Senadores para ejercer el derecho a conocer los antecedentes necesarios para emitir nuestro voto.



En este caso, nadie puede sostener que hemos tenido siquiera el tiempo razonable para leer el proyecto antes de iniciarse el debate (para ese efecto, hay que leer por párrafos y sincronizar los artículos con los de la ley que se está modificando). Y eso, evidentemente, nos impide dar nuestro juicio con propiedad.



Lo anterior no significa desconfiar de los Parlamentarios que elaboraron el informe, ni tampoco no respaldar políticamente a los Senadores de nuestras bancas que estuvieron presentes en la discusión de la iniciativa. Implica, lisa y llanamente, reclamar el derecho que todos tenemos a ser respetados, y también, quizás, a preguntar al Gobierno el porqué de la discusión inmediata, que nos obliga a un procedimiento veloz después de que el proyecto ha estado meses en la Cámara de Diputados.



Me parece una falta de respeto al Senado. Ésa es la verdad. Por eso pedí votación dividida, artículo por artículo, inciso por inciso, para permitir a cada Senador ejercer su derecho. Y lo hice antes de leer el proyecto, porque el procedimiento que dispone el Reglamento y la manera como lo aplica la Mesa obliga a tomar este tipo de medidas para defender nuestra elemental prerrogativa a participar en la discusión pertinente.



La Mesa ha señalado que será muy estricta en la aplicación del Reglamento y que estamos discutiendo el artículo 1º.



Señor Presidente, tengo una sola observación al artículo 2º. Quisiera que la Sala me facultara para plantearla, a fin de no tener que solicitar la discusión de ese precepto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece al Senado, así se acordará.



Acordado.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, en el artículo 2º que sugieren las Comisiones hay una norma que puede parecer menor, por su incidencia financiera. Su Nº 10) modifica el número 7 del artículo 41 de la Ley de Rentas Municipales, que dice: “7.- Transferencia de vehículos con permisos de circulación, 1,5% sobre el precio de venta.”. Al efecto, agrega antes del punto aparte, precedida de coma, la oración “teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos,”...



Aquí hay dos situaciones. Primero, los automóviles usados, que son los que cuentan con permiso de circulación, tienen muy distinto valor. Resulta imposible fijar el precio corriente en plaza de vehículos usados, porque depende de su calidad. De manera que me parece una norma tributariamente injusta y arbitraria, porque el impuesto debe aplicarse sobre el valor real de las transacciones y no sobre un valor fijado por la autoridad administrativa, el Servicio de Impuestos Internos, sin facultad de reclamar.



En segundo término, una cosa es que dicho Servicio fije el valor de una transacción en determinada circunstancia, pero otra distinta que ante esa posibilidad exista el derecho a reclamar. En este caso ni siquiera habría este derecho, porque la norma propuesta señala:“teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos”. Por consiguiente, estamos estableciendo de nuevo el principio del juez y parte.



Como expresé, la materia taxable o tributable la fija el Director de Impuestos Internos y no la realidad del acto económico. La lógica del derecho es que, si en un acto se simula el valor, hay fraude fiscal. Y existen facultades legales para perseguir ese delito. De ahí en adelante, incluso el fiscal podrá denunciar e iniciar la investigación. Pero conservamos el principio razonable y lógico de la tributación. Ésta se aplica al valor real de la transacción y no sobre la base de una presunción. Además, tratándose de autos usados, lo planteado envuelve una injusticia manifiesta.



Por tanto, solicito votación separada respecto del citado número, para...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría, para evitarle mayores argumentaciones, debo advertirle que la Secretaría me ha informado que, por aplicación del artículo 126 del Reglamento, esa norma está aprobada, pues ya lo fue en las Comisiones, donde no recibió indicaciones.

El señor DÍEZ.- ¡Esto es producto de la rapidez del procedimiento!



Yo pedí, señor Presidente, votación divida de cada artículo y de cada inciso. De manera que...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Después de la aprobación en general.

El señor DÍEZ.- No, señor Presidente: en medio de una discusión, donde no había terminado de leer...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, debo aplicar el Reglamento.



La Secretaría me dio la información que entregué a la Sala.

El señor DÍEZ.- Por eso, señor Presidente, pienso que estamos exagerando la nota en cuanto a la aplicación del Reglamento. La rapidez con que ocurren las cosas perjudica nuestro legítimo derecho, como representantes de la soberanía, para siquiera estudiar el proyecto.



¡Era imposible llegar a la página 32 del texto comparado en el tiempo en que la Mesa sometió a votación general el proyecto!



Y no había ánimo de obstruir. Lo demuestra nuestra aprobación a la idea de legislar, en el entendido...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No pretendo iniciar una discusión con Su Señoría. Pero es mi deber aplicar el Reglamento. Y su artículo 126 dice que “Por la sola aprobación general del proyecto...

El señor DÍEZ.- Lo que encuentro anómalo, señor Presidente...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero déjeme terminar, señor Senador.

El señor DÍEZ.- Su Señoría no me ha pedido una interrupción.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le interrumpí para hacer una aclaración.

El señor DÍEZ.- Si ahora me la solicita, se la doy con el mayor gusto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ciertamente, Su Señoría merece respeto; pero también debe respetar a la Presidencia. Entiendo que esté un poco alterado o apasionado por el tema. Sin embargo, ello no le habilita para pasar por alto las normas de la deferencia.



Ahora bien, estoy de acuerdo con su estrictez de hoy día, señor Senador. Empero, debo recordarle que, cuando aprobamos el Código de Procedimiento Penal, nadie cuestionó la votación única que realizamos. Hicimos confianza en la responsabilidad de la Comisión de Constitución, porque normalmente así procedemos.



Pienso, entonces, que las demás Comisiones también merecen consideración.



El Reglamente da pleno derecho a Su Señoría para -como lo hizo en su momento- solicitar la discusión y votación dividida de cada artículo. Y la Mesa no se lo ha negado. Pero al mismo tiempo, con igual estrictez, no puedo proceder de otra forma que aplicando el Reglamento.



Por consiguiente, salvo que la Sala, por unanimidad, me libere de esa obligación, debo aplicar el artículo 126, que señala: “En la discusión general y particular a la vez,” -es el caso de esta iniciativa- “no habrá lugar al segundo informe de Comisión. Por la sola aprobación general del proyecto, se entenderán aprobados todos los artículos que no hayan sido objeto de indicaciones y el Presidente lo declarará así.”.



Mi obligación, en consecuencia, es proceder en esos términos. Ahora, si la Sala por unanimidad me libera de la aplicación del Reglamento a ese respecto, no tengo inconveniente. Pero Su Señoría ha sido Presidente del Senado y sabe que debo aplicar el Reglamento, en un sentido o en otro: cuando favorezca a un Senador o cuando no lo favorezca.



Excúsenme, señores Senadores, por haber tenido que intervenir. Sin embargo, ésa es la realidad. No deseo hacer cuestión al respecto. Pero si Su Señoría plantea el punto, veamos cómo lo resolvemos. Y –reitero-, si la Sala por unanimidad me libera de la aplicación del Reglamento, yo no tengo inconveniente.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, aquí no se trata de favorecer a un Senador o a otro. Yo estoy defendiendo un principio -lo he hecho siempre; y mis Honorables colegas son testigos-: el derecho de los Senadores a tener siempre tiempo para leer y estudiar los documentos del caso.



Ahora, la referencia a la aprobación del Código de Procedimiento Penal no es adecuada. Porque si en esa oportunidad alguien hubiese pedido tiempo, segunda discusión, etcétera, no habría existido problema de ninguna especie, pues estábamos en presencia de un Código.



En concreto, deseo que el señor Presidente solicite la venia de la Sala para votar separadamente el Nº 10) del artículo 2º sugerido por las Comisiones, de manera que podamos ejercer en propiedad y realmente las facultades que la Ley Orgánica del Congreso Nacional y la Constitución nos otorgan.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si la unanimidad de la Sala está de acuerdo en liberar a la Mesa de la aplicación del artículo 126 del Reglamento en el sentido expuesto por el Honorable señor Díez, yo no tengo ningún inconveniente.



¿Habría acuerdo para votar separadamente el Nº10) del artículo 2º propuesto por las Comisiones?



Acordado.

El señor DÍEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Deseo retirar mi solicitud de dividir la votación artículo por artículo e inciso por inciso, circunscribiéndola sólo a la norma que acabo de señalar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, manifiesto mi apoyo al proyecto, por cuanto es evidente su sentido redistributivo; en este sentido ha mejorado. Yo habría preferido, tal como lo señala la norma primitiva, que el aporte de los permisos municipales fuera de 75 por ciento. Veo que, producto de una transacción en la Comisión, quedó en 62,5 por ciento. Desde mi punto de vista, eso constituye una limitación que quita una mayor fuerza redistributiva. Con todo, me parece que la iniciativa avanza en una buena dirección. Por lo tanto, la votaré favorablemente.



En seguida, deseo referirme a un tema que ha surgido en este debate, que sin estar vinculado directamente con el proyecto es del mayor interés. Se refiere a que se ha confundido la redistribución entre municipios ricos y más pobres con la gestión y fiscalización municipales, aspectos que a todos nos interesan. 



Deseo recoger esta tarde las expresiones de los Senadores señores Díez y Horvath en el sentido de que una dimensión que sin duda afecta la capacidad fiscalizadora del concejo municipal no atañe a que este último carezca de funciones fiscalizadoras, y, en consecuencia, la limitación no radica tanto en la ley, sino en que en general hay un sistema conforme al cual los concejales hacen poco uso o un uso poco enérgico de ese tipo de atribuciones. Para remediar en parte ese problema es indispensable modificar -como se planteó en una larga discusión en el Senado- la actual legislación sobre sistema electoral municipal. Este año no tuvimos éxito en el intento de reformarlo. Hubo muchas voces -en particular, recuerdo la del Honorable señor Ríos que planteó una diferencia no tanto acerca del proyecto mismo, sino en cuanto a la oportunidad- que argumentaron que no era conveniente introducirle enmiendas a pocos meses de una elección.



Aprovechando la presencia en esta Sala del señor Subsecretario de Desarrollo Regional, deseo plantear formalmente al Gobierno -éste ya mandó el proyecto una vez más a la Cámara de Diputados- que haga presente las urgencias necesarias, de tal manera que su discusión se realice lo más lejos posible de los próximos comicios municipales, a fin de no contaminar materias concernientes al sistema electoral municipal con la inminencia de una elección. Mientras más pronto actuemos más distante estaremos de ese acto eleccionario.



Me alegro de que, a raíz de esta iniciativa, haya surgido nuevamente -por parte de Senadores de la Oposición, en este caso- la necesidad de modificar con tiempo una normativa que establece un sistema electoral que presenta muchas desventajas, entre otras la de disminuir de manera ostensible la estatura política del concejo municipal, restándole fuerza para ejercer las funciones fiscalizadoras que le entrega la ley.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no soy miembro de la Comisión que analizó el proyecto, pero me hice el tiempo suficiente para participar en ella.



Evidentemente, tengo mucho interés en la aprobación de esta iniciativa -represento a 25 comunas, muchas de las cuales son agrícolas y muy pobres-, por cuanto, si bien no es una solución, representa una perspectiva de obtener mayores recursos provenientes de aportes redistributivos de las comunas más ricas.



Hay comunas pequeñas donde ni siquiera se pagan contribuciones de bienes raíces, porque son muy pobres; hay otras grandes, pero que, como son forestales, también están exentas de esa obligación. ¿Qué ocurre ahí con el comercio y las patentes? El comercio es muy reducido y nadie saca patente en las comunas más chicas. Por lo tanto, sus ingresos propios son mínimos. En cambio, sí tienen bastantes problemas, mucha pobreza y no cuentan con recursos, salvo los que les entrega el Fondo Común Municipal. Por eso, es muy importante la aprobación del proyecto. Aunque no será una gran solución para las comunas pequeñas, por lo menos dispondrán de un 5 ó 10 por ciento de ingresos adicionales, lo que les permitirá ejecutar algunas obras de adelanto.



Todos desearíamos perfeccionar aún más la iniciativa. Pero es evidente que las alternativas no son muchas. Según lo conversado en la Comisión, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional nos informó que el Gobierno enviará muy pronto al Congreso un proyecto de ley que establecerá que las propiedades fiscales también pagarán contribuciones de bienes raíces. Esto significaría nuevos recursos para el Fondo Común Municipal ascendentes a alrededor de 25 mil millones de pesos más, con lo cual aumentarán los ingresos de los municipios.



Hoy esto es lo posible.



Estamos totalmente de acuerdo en despachar todas estas normas. El apuro es evidente, pues el día 6 de diciembre asumirán los nuevos alcaldes y concejales, en quienes se tienen muchas esperanzas en cuanto a lo que puedan hacer por el adelanto de sus comunas. Y si ellos disponen de más recursos, tendrán mayores posibilidades de atender las necesidades de las personas.



Votaré favorablemente todo lo aprobado por la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habiendo ningún otro señor Senador inscrito, se procederá a la votación.



¿Habría acuerdo para aprobar el artículo 1º?

El señor MARTÍNEZ.- Con mi voto en contra, señor Presidente.



--Se aprueba, con el voto en contra del Honorable señor Martínez, y se deja constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 30 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Artículo 2º.



Hay una indicación presentada por el Honorable señor Horvath.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Dice: “Agrégase la siguiente oración final al numeral 1) del primer inciso del artículo 6°: “pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan entre otros el reciclaje”.“.



Entonces, la norma quedaría redactada así:



“El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan entre otros el reciclaje.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la indicación?



--Se aprueba.

El señor RÍOS.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RÍOS.- Recuerdo que, con motivo de una reforma a la normativa legal sobre municipalidades, discutimos lo relativo a la extracción de basura y la responsabilidad que compete al municipio en la materia, dejándose establecido dos elementos muy importantes. Creo que es indispensable que de ellos quede constancia en la historia de la ley.



Las municipalidades hasta ese instante -estoy hablando de la reforma introducida hace dos o tres años- sólo tenían responsabilidad en la extracción de basuras del radio urbano, y se les extendió a la totalidad de la comuna. Esto significa que su obligación involucra el aseo y la limpieza general de ella, sea que se trate de sectores urbanos o rurales.



Ahora bien, la redacción del texto propuesto por la Comisión, en orden a cómo debe desarrollarse todo lo relativo a la extracción de residuos, apunta claramente, en sus distintas frases, a un sentido urbano.



No es del caso formular una indicación sobre el particular, pero sí estimo conveniente dejar establecido, para la historia de la ley, que entendemos que esta normativa puede tener también una aplicación de carácter rural, para que los municipios asuman en plenitud esa responsabilidad.



Eso es lo primero.



En segundo lugar, creo que la indicación presentada por un grupo de Senadores encabezado por el Honorable señor Horvath, está referida al inciso segundo de la letra j) del artículo 5º de la ley, donde se detallan otras atribuciones que corresponden a los municipios, entre ellas la relativa “a la protección del medio ambiente, en los límites comunales”.



El propósito de la indicación es perfeccionar la responsabilidad de las municipalidades en ese aspecto y dejarla bien establecida.



En resumen, deseo que quede absolutamente claro en la historia de la ley que los municipios siguen teniendo responsabilidades en materia de aseo tanto en los sectores urbanos como rurales del país.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dejará la constancia señalada por Su Señoría con relación a este artículo.

El señor PRAT.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor PRAT.- Señor Presidente, quiero referirme al Nº 5) del artículo 2º, que sustituye, en el inciso segundo del artículo 24 de la Ley de Rentas Municipales, la expresión “cuatro” por “ocho”, lo que significa subir el tope de las patentes municipales de 4 mil a 8 mil UTM.



Voy a explicar por qué en las Comisiones unidas me pronuncié en contra de esa disposición.



Voté negativamente porque ella toca un gravamen como la patente municipal, concebida para que el municipio recupere los costos que significa el impacto de las distintas actividades empresariales en la demanda por servicios municipales. Se halla directamente relacionada con los inmuebles, con los rubros que producen basura y requieren servicios de seguridad al municipio.



Por eso, tiene sentido el que la patente tenga un tope. El tope original, hace 10 años, era de 1 mil UTM; posteriormente se elevó a 4 mil, y ahora se sube a 8 mil. Con ello se está desnaturalizando el concepto de patente municipal y se acerca peligrosamente al de impuesto patrimonial. Éste, a su vez, se aparta por completo del concepto de lo que es un municipio e incluso no guarda relación con la sana orientación que deben tener los tributos.



Esta alza significa también elevar la carga tributaria, lo cual viene a desdecir anuncios hechos por la autoridad en cuanto a que ella no se modificará. Lo propuesto implica incrementarla. Y se hace, además, en un momento extremadamente inoportuno porque si hoy el país tiene el problema de escasa actividad, muy pronto se identificará que ello se debe a la falta de inversión.



Chile, por un cambio en las circunstancias externas, ha debido poner énfasis en sus exportaciones -no en la actividad interna- y éstas darán frutos a través del aumento de la inversión. Entonces, es preciso cuidar que el ambiente sea propicio para activar la inversión y no se deteriore.



El alza del valor de la patente deteriora el ambiente para la inversión porque afecta al motor del desarrollo: las empresas. Y como las cifras ya vienen emergiendo, muy pronto lamentaremos la falta de inversión en el país; concluiremos que el empleo no repunta porque la inversión es muy baja y que esto redunda en que las expectativas de crecimiento futuro ya se están viendo dañadas.



En consecuencia, afectar a las empresas -que son los actores de la inversión- con esa alza es lo más inconveniente que podría haberse pensado. Y hacerlo ahora es, igualmente, lo más inoportuno que pudo concebirse.



Por las razones señaladas voté en contra de la modificación, y reitero esa posición aquí en la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la letra b) del Nº 8) del artículo 2º.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba la letra b).


El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La letra c) ha pasado a ser “d”, sin modificaciones.



¿Habría acuerdo para aprobarla?



--Se aprueba la letra c), que pasa a ser d).

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación corresponde ocuparse en el Nº 10) del artículo 2º de la iniciativa, que el Senador señor Díez solicitó votar en forma separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La disposición sobre la cual debe pronunciarse la Sala expresa:



“10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): “teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12”.



Ya se escuchó el planteamiento del Honorable señor Díez.

El señor SABAG.- Solicito votación económica.

El señor OMINAMI.- También yo.

El señor DÍEZ.- Pido la palabra, sólo por medio minuto, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, si bien la tasa del impuesto es tan baja -1,5 por ciento- que no existe la tentación de burlarlo, mediante esta disposición se establece un mal principio: el de que Impuestos Internos fijará la base sobre la cual se aplicará el tributo, y contra esa resolución no cabrá recurso ni reclamo alguno.



Sostengo que ése es un mal principio, porque si hay burla y simulación que afecten los derechos del Fisco la manera legal de solucionarlas es la acción en contra del fraude fiscal. Y me parece que no contribuye a la idea de un Servicio de Impuestos Internos que respeta los derechos de los ciudadanos el hecho de que por evitarse trabajo se presuma el valor de un contrato, sobre todo en materias de monto tan reducido que no tienen ninguna incidencia tributaria real.



Por eso pedí dividir la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, debo hacer presente que este tipo de norma no es nuevo en nuestra legislación tributaria. Se encuentra también en el decreto ley Nº 830, Código Tributario, y en el decreto ley Nº 825, sobre impuesto al valor agregado. Constituye, simplemente, una forma de asegurarse de que los contribuyentes no “manipularán” -por así decirlo- la base impositiva de un tributo. 



Por eso se establece un mínimo (como propone la norma) en forma directa. No se  trata de investir a Impuestos Internos de una facultad que le permita fijar arbitrariamente un precio, porque ese mínimo será equivalente a la tasación que el propio Servicio ha fijado para los efectos del pago del permiso de circulación. De manera que es un valor absolutamente conocido y que resulta objetivo.

El señor DÍEZ.- ¿Me concede una interrupción, Su Señoría?

El señor PARRA.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Díez.

El señor DÍEZ.- Señor Senador, es distinto un auto chocado que otro no chocado. Y, sobre todo en la venta de autos usados, es malo usar el promedio. Además, si el impuesto se aplicara sobre un valor referencial quizás fuera admisible. Pero aplicarlo sobre el precio que fije Impuestos Internos es, a mi juicio, jurídicamente inaceptable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Urenda.

El señor URENDA.- Señor Presidente, yo agregaría otra consideración.



 El número 10) señala: “teniendo como mínimo el precio corriente en plaza”. Con respecto a vehículos usados, no siempre hay un precio corriente en plaza. Obviamente, por excesivo uso o por otras circunstancias, el automóvil podría tener un valor sustancialmente inferior. Aun cuando sería mantener una facultad excesiva a Impuestos Internos, podría decirse “El precio que determine el Servicio de Impuestos Internos”, o agregar una norma al respecto. Porque es posible que se trate de un vehículo chocado, y, en virtud de tal disposición, deberá pagar un impuesto probablemente diez veces mayor de lo que vale. Me parece una evidente exageración, tanto por lo excesivo de la facultad que se estaría dando a Impuestos Internos (sé que existen otros preceptos, pero son de dudosa constitucionalidad), cuanto porque no se considerarían las condiciones en que se encuentra el bien, lo que influye sustancialmente en su precio, como uno constata todos los días en esta clase de transacciones.



Por eso creo que la disposición así establecida sería inadecuada.



Por lo demás, el sistema ha funcionado hasta la fecha sin la norma en cuestión, y no veo por qué razón vamos a agregar una que tiende a la injusticia y que puede constituir un error muy grave.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el número 10) del artículo 2º propuesto en el informe.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el Nº 10) del artículo 2º (25 votos contra 17).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Corresponde pronunciarse sobre la proposición unánime de la Comisiones unidas para suprimir el artículo 3º.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Habría acuerdo para suprimir dicha norma?



--Por unanimidad, se aprueba la supresión del artículo 3º.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Luego, en las disposiciones transitorias, las Comisiones unidas sugieren reemplazar el inciso segundo del artículo 1º transitorio por el texto que figura en el informe.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Si no hubiere objeciones, se aprobará la proposición.



--Por unanimidad, se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, las Comisiones unidas proponen intercalar, a continuación,  los siguientes artículos 2º y 3º transitorios nuevos:



“Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.



“Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real. La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previo a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.



“La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, Nº 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



“Para calcular esta compensación se considerará como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.



“Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.”.



Esta proposición fue aprobada por unanimidad en las Comisiones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueban los artículos 2º y 3º transitorios nuevos, con los votos en contra de los Senadores señores Foxley,  Bombal y Martínez.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Finalmente, las Comisiones unidas sugieren reemplazar el artículo 2º, que pasa a ser artículo 4º, por el siguiente:

“Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de  la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.”.



Esta norma fue aprobada también por la unanimidad de las Comisiones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



¿Habría acuerdo para aprobar la modificación propuesta?



--Por unanimidad, se aprueba.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la discusión del proyecto.

El señor PRAT.- ¿Me permite señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PRAT.- Señor Presidente, entiendo que sobre el número 5) del artículo 2º hubo pronunciamiento en contra. Esta disposición sube de “cuatro” a “ocho” mil el valor de las patentes municipales.



Al inicio de la discusión del artículo 2º, expresé mi rechazo al número 5). Entiendo que no se ha puesto en votación. Y si ésta se hubiera llevado a cabo, habría que registrar al menos ese voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario dará la explicación correspondiente, señor Senador.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La razón por la que el señor Presidente no puso en votación ese número reside en que éste no fue objeto de modificación alguna por parte de las Comisiones unidas. En consecuencia, al haberse aprobado en general al inicio de la discusión, de acuerdo con el Reglamento se entiende que quedó también aprobado en particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Eso, sin perjuicio de que nuevamente, al igual que en el caso anterior, por la unanimidad de la Sala podamos someter a votación esa materia.



Me aclara la Senadora señora Matthei que existía un acuerdo en cuanto a proceder en ese sentido. Por lo tanto, solicito a la Sala su anuencia para votar la norma en cuestión.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, si me permite, puedo sugerir una fórmula distinta: quienes estén en contra que dejen registrado su voto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero debo saber si la Sala acepta someterlo a votación.



¿Habría acuerdo unánime para votar la disposición?



Acordado.



En votación el número 5) del artículo 2º que dice: “Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión “cuatro” por “ocho”.



--Se aprueba el número 5) del artículo 2º (26 votos contra 12).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Queda terminada la discusión del proyecto.

2.3. Oficio de Cámara Revisora a Cámara de Origen
Oficio de aprobación de proyecto con modificaciones. Fecha 20 de noviembre, 2000. Cuenta en Sesión 18. Legislatura 343. Cámara de Diputados.

Nº 17.081

Valparaíso, 20 de Noviembre de 2.000.





Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley de esa H. Cámara que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º



Lo ha reemplazado por el siguiente:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:



a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: “no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;”.



b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión “cincuenta” por “sesenta y dos coma cinco”.”.

Artículo 2º

Número 1)



Ha agregado, al inciso primero del artículo 6º, que por este numeral se sustituye, a continuación de la expresión “de las viviendas”, la siguiente frase final: “pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje”.

Número 8)

Letra b)



La ha sustituido por la siguiente:



“b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión “50%” por “37,5%”.

- - -



Ha agregado, a continuación de la letra b), la siguiente letra c), nueva:



“c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:



“Tratándose de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la Ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.”.”.

- - -

Letra c)



Ha pasado a ser letra d), sin modificaciones.

Artículo 3º



Lo ha suprimido.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º



Ha reemplazado su inciso segundo por el siguiente:



“La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.”.

- - -



Ha intercalado los siguientes artículos 2º y 3º, nuevos: 



“Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.



Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previamente a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.



La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, número 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



Para calcular esta compensación se considerarán como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.



Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.”.

- - -

Artículo 2º



Ha pasado a ser artículo 4º, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.”.



Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 1º que se propone y el inciso segundo del artículo 7º propuesto en el número 2 del artículo 2º, fueron aprobados, en el carácter de norma orgánica constitucional, con el voto afirmativo, en la votación general, de 36 señores Senadores de un total de 47 en ejercicio, y en la votación particular, por 30 señores Senadores de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.



Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3091, de 10 de Octubre de 2.000.



Acompaño la totalidad de los antecedentes.



Dios guarde a Vuestra Excelencia.

ANDRES ZALDIVAR LARRAIN

Presidente del Senado

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario del Senado

3. Tercer Trámite Constitucional: Cámara de Diputados
3.1. Discusión en Sala
Cámara de Diputados. Legislatura 343. Sesión 18. Fecha 28 de noviembre, 2000. Discusión única. Se aprueban las modificaciones.

INCREMENTO Y REDISEÑO DISTRIBUTIVO DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL. Tercer trámite constitucional.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde conocer, en tercer trámite constitucional, las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín Nº 2339-06. Documentos de la Cuenta Nº 13, de esta sesión.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En discusión la modificación al artículo 1º del proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Andrés Palma.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, la enmienda al artículo 1º es la más importante de las que introdujo el Senado al proyecto que modifica la ley orgánica constitucional de Municipalidades y la normativa de rentas municipales.

Como recordarán los honorables colegas, en la Cámara hubo un amplio debate sobre las disposiciones del artículo 1º, que incrementan los recursos aportados por los distintos municipios al Fondo Común Municipal. Tales disposiciones tienen un propósito de equidad significativa entre los municipios.

En la Cámara de Diputados discutimos y aprobamos dos proposiciones de cambio en la ley orgánica constitucional de Municipalidades; en el Senado se aprobó una de ellas. Si bien podría considerarse que ésta ya es materia de ley, por la redacción que se le dio en el segundo trámite debemos volver a votarla. Se trata de la que incrementa los aportes de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, las cuatro más ricas del país, por concepto de lo que recaudan en materia de impuesto territorial, al Fondo Común Municipal.

Como decía, esto ya fue aprobado por la Cámara de Diputados con un alto quórum y refrendado por el Senado. Sin embargo, debemos tratarlo de nuevo debido a que hay un cambio en el tercer trámite, pues el Senado lo aprobó de manera diferente.

Cuando discutimos el proyecto, se plantearon dos modificaciones: la ya aprobada aquí y en el Senado, y otra, que pretendía incrementar el aporte de los distintos municipios al Fondo Común Municipal por lo que recaudan por concepto de permisos de circulación.

La disposición que discutimos en la Cámara y que no reunió el quórum exigido, establecía subir de 50 a 75 por ciento dicho aporte. Cuando el Ejecutivo repuso la disposición en el Senado, hubo una negociación, y luego de un acuerdo político entre el Gobierno y la Oposición se aprobó prácticamente por unanimidad, con excepción del senador designado señor Martínez Busch, que el incremento fuera de 50 a 62,5 por ciento en lugar de 50 a 75 por ciento.

Esas dos modificaciones son las que debemos discutir en esta oportunidad, y espero que ahora las aprobemos. Insisto: una de ellas ya fue aprobada por esta Sala; la otra, incrementa de 50 a 62,5 por ciento, es decir, en 12,5 por ciento la recaudación que se destina al Fondo Común Municipal, lo que beneficia a la gran mayoría de los municipios. Las cuatro comunas más ricas del país y que obtienen mayor recaudación por concepto de permisos de circulación, reciben una cifra algo superior al 35 por ciento del valor total. Al aumentar el Fondo Común Municipal, estableceremos un elemento de mayor justicia, ya que los fondos municipales se repartirán de una manera más equitativa.

En virtud de ello, propongo aprobar las modificaciones propuestas por el Senado, que, como digo, dan un elemento de mayor equidad a la posibilidad de desarrollo y de gestión de los municipios.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, aunque no soy muy dado a las felicitaciones, creo que en esta oportunidad corresponde hacerlo, pues el señor Francisco Vidal, subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, ha cumplido un papel destacadísimo en la tramitación de la iniciativa en estudio.

Podemos estar o no estar de acuerdo con su avance, pero no tengo la menor duda de que se trata de un proyecto serio, desarrollado con calma, con interlocución tanto de la Oposición como de parlamentarios de Gobierno y de alcaldes, con el fin de lograr un equilibrio.

El objetivo básico, redistribución solidaria, se cumple. Si se miran las cifras, con los veinte mil millones de pesos adicionales que se distribuirán, que representan 35 millones de dólares, estamos pasando de 649 mil millones a 669 mil millones de pesos. Sólo seis comunas, de las más de 340, tienen incremento nulo, incluyendo las de Lo Barnechea y La Reina, que cuentan con buenos recursos. Es decir, todas tienen un aumento. Seis de las que reciben mayores incrementos -Antofagasta, Valparaíso, Talcahuano, La Florida, Puente Alto y Maipú-, obtienen más de 400 millones de pesos adicionales a través de este proyecto. La mitad eligió alcaldes de la Concertación y la otra, de Oposición, lo cual revela que no hay ningún mecanismo Gobierno-Oposición, sino que, simplemente, se optó por lo mejor para las comunas con más problemas. Incluso, las seis que más reciben constituyen una mezcla de comunas regionales y de Santiago, grandes y chicas, con más pobres o menos pobres. Además, representan sólo el 16 por ciento del aumento del Fondo. Aquellas que más reciben, es decir, las que tienen un diferencial de más del 15 por ciento respecto de sus ingresos, son 16 comunas, todas pequeñas, como General Lagos, Camiña, Freirina, en el norte, o Lanco, en el sur. También se incluyen a Chépica y Vichuquén, cuyos alcaldes son de Oposición. O sea, aquí no hay un manejo político como muchos pudieran entender. Simplemente, el Ejecutivo, a través de Francisco Vidal, ha hecho una distribución ecuánime, pensando en aquellas comunas que más necesitan.

Quizás nos quedan algunas cosas pendientes -ayer, en La Moneda, conversamos sobre el tema con el subsecretario-; hoy no es la oportunidad de tratarlas. Me habría gustado que se hubiera mantenido la contribución al Fondo Común del 70 por ciento de los permisos de circulación; pero en el Senado se llegó al acuerdo de bajarlo a 62,5 por ciento a cambio de no compensar a las cuatro comunas grandes. Paradójicamente, Santiago, donde asumirá como alcalde uno de los líderes de la Oposición, prácticamente no sufre ningún cambio.

Incluso, desde ese punto de vista, hay independencia en el tratamiento del tema. En Providencia, la disminución alcanza a 871 millones de pesos, y en Vitacura y Las Condes, a poco más de 2 mil millones.

Hay que agradecer a la Oposición su disposición de no compensar los 4.355 millones de pesos. Claro, se hizo a cambio de la disminución del 70 al 62,5 por ciento. Esperamos discutir en un par de años un proyecto de ley complementario.

El diputado Dittborn planteaba el tema -iniciativa que vendrá luego- relacionado con las contribuciones. O sea, todavía está naciendo. Pero lo óptimo es enemigo de lo bueno y, por lo tanto, creo que el acuerdo a que llegó Francisco Vidal, sin ser el ideal, es bueno. Todavía se necesitan algunos millones, y si ajustáramos otros términos del proyecto original, podríamos tener alrededor de 20 mil millones de pesos adicionales. Es decir, la cifra se duplicaría. Sin embargo, varios de los parlamentarios presentes podrán llegar a sus zonas y decir, por ejemplo, en Talcahuano, que a partir de febrero van a contar con 515 millones adicionales; que Puente Alto recibirá 590 millones de pesos más; La Florida, 506 millones, y Maipú, 630 millones.

El distrito del diputado León -se lo digo para que no se preocupe- recibirá 397 millones de pesos más. Para la provincia de Talca se han destinado 580 millones de pesos. Empedrado, Cumpeo y Pencahue van a poder disponer de algunos fondos. Molina recibirá 71 millones de pesos. 

Todos se están beneficiando. ¿Quién podría oponerse a un proyecto de esta naturaleza? Quizás pudo haber sido un poco más abierto. Pero el acuerdo del Senado nos lleva a requerir hoy la unanimidad para respaldarlo, porque no hay ninguna razón técnica -y si alguien la tiene, que la diga aquí, de cara a la gente, a su comunidad- que lo impida. Esto no es política, sino llevar más plata a aquellas comunas más pobres, y quienes representamos distritos rurales sabemos muy bien -como el diputado Jaramillo y otros- lo que cuesta cumplir a fin de año con las obligaciones; incluso, pagar los sueldos en esos municipios. Ahora, al menos, podrán tener dinero para pavimentar o hacer alguna inversión en capacitación de sus funcionarios. 

Con este proyecto del Ejecutivo estamos avanzando como Chile-país, Gobierno-Oposición, y demostrando altura de miras. 

Hay que felicitar al ministerio que condujo esta negociación y, obviamente, a todos los parlamentarios que esta vez han demostrado preocupación por el país, por su distrito, y capacidad para dejar de lado las diferencias políticas, sensibilidades y todo aquello que hoy molesta a la gente.

Esta es la forma de hacer Parlamento. Vengo llegando de Italia; participé en su Congreso, donde los diputados y senadores hacen patria. Con esto, empezamos a hacer patria desde aquellos rincones del norte hasta aquellos del sur del país.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Informo a la Sala que, por acuerdo de los Comités, la votación de las modificaciones del Senado se realizará al final del Orden del Día, esto es, a las 13.15 horas.

Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, el diputado señor Lorenzini afirma que quitarle recursos a cuatro municipios, a sus habitantes, y repartirlos entre los otros trescientos y tantos municipios es hacer patria.

¿Quién se puede oponer a este proyecto, comenta el diputado Lorenzini? Bueno, evidentemente, los municipios a los cuales se les ha "pegado" un mordisco importante a sus recursos y a la gente que vive allí. 

Respecto de este proyecto de ley, vale la pena preguntarse qué esfuerzo ha hecho el Gobierno de Chile por descentralizar los recursos en favor de los municipios. Todos sabemos que el Fisco recauda importantes recursos por concepto de impuestos y que su distribución entre los municipios es tremendamente estrecha. Hoy son muy pocos los dineros para gastos sobre los cuales los municipios tienen decisión. ¿Qué esfuerzo hace el Estado al respecto? Ninguno. 

¿Qué incentivos se dan por este proyecto a los municipios, incluso a los de las comunas más pobres, para generar recursos propios e identificar a quienes evaden impuestos y derechos, y así allegar más recursos a sus arcas? Ninguno.

Aquí se ha hablado de hacer patria. ¿Y cómo se hace patria? Se identifica a aquellos cuatro municipios que producen más recursos y se les "pega" un mordisco importante.

Fíjense que dos tercios del impuesto territorial que pagan los contribuyentes de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura ya no quedan en sus municipios, sino que van al Fondo Común Municipal. Y esta es sólo la primera etapa, no el final. La Concertación va a seguir por este camino. Ya nos advirtieron cuando discutimos el proyecto en su primer trámite. Por ejemplo, lo relacionado con las patentes de automóviles, que hoy sube del 50 al 62,5 por ciento y va al Fondo Común, es sólo una primera estación. De hecho, ha habido alcaldes socialistas que han propuesto que el ciento por ciento de las recaudaciones de las patentes de automóviles vaya al referido Fondo. De manera que pronto llegaremos a eso, que significa volver al pasado. La gente va a tener que hacer cola para pagar las patentes de automóviles, porque los municipios no van a tener ningún incentivo para dar un buen servicio. 

En cuanto al impuesto territorial, no seamos ingenuos en creer que la Concertación va a terminar con su afán redistributivo en el 65 por ciento. Repito que dos tercios de todo lo que pagan los habitantes de cuatro comunas va al Fondo Común Municipal. Esto va a aumentar en los próximos años, probablemente, al 70, 75 y, luego, al ciento por ciento. Porque mientras haya alguna desigualdad, hay que seguir haciendo esfuerzos redistributivos para lograr la igualdad. Al respecto, vale la pena preguntarse: ¿Alguna vez en el mundo ha habido completa igualdad? Nunca. Por lo tanto, siempre habrá argumentos para quitarles a algunos y darles a otros.

Esto no sólo es válido en el campo municipal. Es igual en lo que se refiere a las personas. De ahí el fundamento de los progresivos impuestos a la renta, que muchos en la Concertación quieren hacerlos más progresivos aún con el fin de que sean más equitativos.

Pero como nunca existirá igualdad, porque las personas somos intrínsecamente distintas, siempre habrá argumentos para buscar más equidad -reitero-, quitándoles a unos para darles a otros. Esto, finalmente, es lo que hace que los países no se desarrollen y se paralicen.

De manera que este proyecto no es hacer patria, sino que constituye un paso más en un persistente afán de la Concertación por lograr la equidad mediante un camino equivocado, porque esto lo único que hará será inhibir el crecimiento, que es la gran fuente de equidad.

Si analizamos los países que han logrado superar la pobreza, nos daremos cuenta de que nunca lo han hecho quitándoles a unos para darles a otros, sino mediante políticas que promueven el crecimiento, y sólo por la vía de la excepción se implantan políticas redistributivas que no inhiben el crecimiento económico.

Lamento que la Concertación siga en este esfuerzo. Estoy consciente de que, desde el punto de vista ideológico y doctrinario, es su característica, y que ésta no es la última etapa, puesto que luego aumentaremos las contribuciones y el valor de las patentes de automóviles de algunos municipios para hacer más redistribución.

Frente a esta situación, caben las siguientes preguntas: ¿Hasta cuándo vamos a redistribuir? ¿Hasta cuándo vamos a quitarles a unos para darles a otros? ¿Hay un límite a esa política? ¿Estamos esperando la igualdad total para dejar de distribuir? Si es así, jamás dejaremos de hacerlo. En definitiva, con este afán redistributivo obsesivo paralizaremos todos los estímulos a la superación individual, al trabajo, al esfuerzo, al ahorro. Debemos tener presente que cualquiera que tenga más que otro, será objeto de la envidia, del resentimiento y de políticas redistributivas que le quitarán el fruto de su esfuerzo, para dárselo a otros que tienen menos. Con esa política, construiremos un país mediocre, chato, estancado, con pocos incentivos. Eso nos espera con estas políticas redistributivas sin límite.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Correa.

El señor CORREA.- Señor Presidente, la mayoría de los parlamentarios estamos de acuerdo con el proyecto en general, salvo en algunas disposiciones, como la que tiene que ver con el aumento del 50 al 62 por ciento de los permisos de circulación, a que hacía referencia el diputado señor Dittborn. Ello, porque estamos conscientes de la necesidad de entregar más recursos a las municipalidades, ya que con el transcurso de los años se les han asignado responsabilidades de diversa índole. Sin embargo, se nos han quedado atrás las personas que laboran en ellas, sobre quienes pesa este aumento de trabajo.

Habría sido muy bueno y productivo que en la discusión de este proyecto se hubiese incorporado el acuerdo a que llegó, en enero del presente año, el Gobierno con la Asociación de Empleados Municipales de Chile, Asemuch, mediante el cual se otorga mayor cantidad de recursos a los municipios para su modernización, a fin de mejorar su gestión. Dicho acuerdo favorecería a 38 mil funcionarios, pero desgraciadamente el proyecto aún no ingresa al Congreso.

A estas alturas del debate, es difícil que sea incorporado a la iniciativa en discusión. Pero sería importante que el Gobierno dé cumplimiento a su promesa y, en diciembre, envíe el proyecto al Congreso para comenzar de inmediato su estudio. Así como entregamos más recursos a las municipalidades, también es importante otorgar fondos a sus funcionarios.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en lugar de declarar al Estado de "obsesivo", debemos considerar que, igual que el derecho, uno de sus fines es la justicia. Así se ha entendido desde los tiempos más remotos. Y con este proyecto buscamos la justicia, la que permite igualar a los desiguales o disminuir la brecha que los separa, para que no sea un país mediocre, como alguien dijo.

Me congratulo del espíritu patriótico de quienes han comprendido la necesidad y urgencia de avanzar en esta materia. Las posiciones originales se han acercado, lo que ha permitido encontrar consensos que hablan bien de la capacidad de nuestro Congreso, que es el espacio más adecuado para lograr acuerdos.

Destaco las normas que aumentan los recursos por concepto del impuesto territorial. Aquí ya se dijo que el aporte de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura al Fondo Común Municipal ha sido elevado del 60 al 65 por ciento. Además, declaro mi insatisfacción por la norma que aumenta a todos los municipios el aporte que hacen al Fondo Común del 50 al 62,5 por ciento de lo obtenido por concepto de permisos de circulación.

En lo central, los resultados del proyecto son positivos para las arcas municipales. Por citar un ejemplo, las comunas del distrito Nº 54, que represento, aumentan, en promedio, cuatro por ciento. La cifra no es considerable, pero es el porcentaje en que se incrementa en la mayoría de las comunas. Aunque exigua, la cantidad es muy importante para engrosar los presupuestos locales, que requieren con urgencia otros recursos, y que siempre deberían ser destinados a la ejecución de obras y al financiamiento de las múltiples prestaciones sociales que en los últimos diez años el Congreso ha ido encomendándole a las municipalidades.

En suma, la bancada del Partido por la Democracia encuentra positivo el proyecto y confiamos en que sea un primer paso en un proceso ascendente de entrega y dotación de recursos financieros suficientes para los municipios del país. Estamos de acuerdo con él y buscamos su aprobación, porque es de justicia.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez.

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, el proyecto debería ser analizado en su conjunto. Tiene algunos aspectos negativos y otros positivos. Varios de los puntos negativos ya fueron aprobados, como el aumento de las patentes comerciales, de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, lo que significa una nueva alza de este impuesto en menos de cuatro años. Eso, como modelo económico, no contribuye a fomentar el desarrollo y el crecimiento.

También es un error no haber aprovechado esta oportunidad -como lo decían algunos diputados- para incluir nuevos aportes estatales al Fondo Común Municipal, que es una posibilidad siempre abierta en la ley, pero que no ha sido recogida hasta ahora como un elemento económico importante para ese Fondo. Y creo que tenía un elemento negativo: imponer una carga fuerte a muchas de las comunas, en especial a cuatro de ellas, sin establecer un sistema de compensación. Se ha preferido -en un acuerdo político que respetaremos- eliminar ese modelo de compensación para cuatro de las comunas.

Sin embargo, este proyecto, en tercer trámite constitucional, tiene algunos aspectos positivos. Uno de ellos es no aumentar el aporte de las patentes de automóviles en un 75 por ciento, como se quería, sino dejarlo sólo en un 62,5 por ciento, que ojalá sea un porcentaje estable, ya que puede significar el equilibrio que permita a muchas municipalidades implementar programas que promuevan la adquisición de los permisos de circulación, de manera de allegar una cantidad de dinero importante. Habría preferido una fórmula distinta, pero espero que el 62,5 por ciento se mantenga. 

También es buena la eliminación de las alzas de contribuciones, que habrían afectado enormemente a la ciudadanía, sobre todo a los de ingresos medios. 

Asimismo, una nueva disposición, que es buena como tal, pero mala como sistema, introducida en el Senado, deberá ser votada por la Cámara sin haber sido discutida suficientemente. Beneficiará a isla de Pascua con la entrega de más de doscientos millones de pesos. Ella permite abrir un debate muy importante sobre la situación de muchas comunas, varias del distrito que represento, que, por diferentes leyes, están exentas del pago de contribuciones, de patentes y de una serie de derechos, lo que necesariamente afecta los ingresos municipales. 

También es positiva la disposición que permite a las municipalidades, con el acuerdo de sus concejos, condonar el pago de parte de los derechos de aseo atrasados. Hoy, la autorización alcanza al cincuenta por ciento, y desconozco si su mantención permitirá a los deudores ponerse al día; de modo que otorgar esta facultad, por una sola vez, me parece importante. 

El proyecto, obviamente, significará problemas para varias comunas. Por eso, era bueno un sistema de compensación, pero se ha preferido no mantenerlo. Para algunas significará un ingreso importante. Por ejemplo, para Puerto Natales, 44 millones; Torres del Paine, 20 millones; Punta Arenas, 163 millones; Río Verde, 10 millones; Laguna Blanca, 8 millones; San Gregorio, 14 millones; Porvenir, 63 millones; Primavera, 32 millones; Timaukel, 17 millones; Navarino, 32 millones; Antártica, 5 millones. Ojalá estas cantidades sean utilizadas en la solución de los graves problemas que viven muchos hogares de Magallanes. 

He dicho. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Palma. 

El señor PALMA (don Joaquín).- Señor Presidente, el proyecto ha sido bastante alabado por varios diputados, pero no ha sido bien recibido por aquellos en cuyos distritos disminuirán los ingresos, por lo menos en el futuro. 

El sistema de financiamiento de las municipalidades, a pesar de esta segunda reforma a la ley que las rige, desde 1990 hasta ahora, si mal no recuerdo, seguirá siendo injusto. Por lo tanto, supongo que en el futuro deberá modificarse, de manera que ellas dispongan de recursos en cantidades parecidas.

Según el proyecto, el monto que se entregará por habitante a cada comuna es muy variado. A nivel nacional, de acuerdo con el informe pertinente, cada chileno recibe 44 mil pesos al año por concepto de financiamiento municipal. Sin embargo, en las seis comunas más ricas de Santiago, 153 mil pesos, es decir, cuatro veces más que el promedio. Por supuesto, dichas municipalidades tendrán más posibilidades de resolver problemas de seguridad, aseo, ornato y los que derivan de las funciones básicas.

No mencionaré las comunas muy pequeñas, porque en ellas se produce un efecto que es necesario considerar con distinto criterio. Pero si se comparan en conjunto las ocho comunas más importantes del norte, o sea, Arica, Iquique, Antofagasta, Calama, Copiapó, La Serena, Coquimbo y Ovalle, cada uno de sus habitantes recibe por concepto de financiamiento municipal 39 mil pesos al año. En consecuencia, frente a los 150 mil ó 160 mil pesos al año por habitante, debe entenderse que hay una diferencia inaceptable, igual que la que se produce entre las comunas de la Región Metropolitana. Algunas están muy bien financiadas, pero otras forman un cinturón enorme, de alrededor de tres millones de habitantes, cuyas municipalidades entregarán probablemente -no tengo las cifras exactas- cantidades inferiores a los 30 mil pesos al año por pesona. Por ello, habrá que buscar un nuevo sistema de distribución de recursos municipales. 

Entiendo que el proyecto da un paso, y está bien. Por lo menos, se sabe que por algunos conceptos se distribuirán mejor los recursos, pero creo que no se ha llegado al punto que corresponde. En otras partes, el sistema es diferente. Algunos países constituyen un fondo común y se reparten los recursos por habitante, en forma pareja. Pienso que deberá llegarse a eso.

Nuestra modalidad cada vez será más inequitativa y favorecerá a las comunas ricas. ¿Por qué? Porque el financiamiento municipal se basa en tres rubros: patentes comerciales, contribuciones de bienes raíces y permisos de circulación, y el desarrollo económico y la concentración de la riqueza harán que las contribuciones por bienes raíces sean más y más altas en las comunas que hoy las reciben, porque en Chile todos los edificios importantes y caros se construyen en ellas, y así continuará en el futuro. Lo mismo ocurre con los autos que pagan sumas altas por el permiso de circulación. 

En el caso de las patentes comerciales, se sabe del éxodo de las casas matrices de las diferentes empresas al barrio alto de Santiago. 

En definitiva, tales comunas, naturalmente, por el desarrollo económico del país, recibirán más recursos. Por lo tanto, tendremos presente el problema de la inequidad, de la falta de igualdad en la repartición de recursos, y habrá que enfrentarlo en el futuro. 

Repito: en las condiciones políticas actuales, se ha logrado un avance, una mejoría en la distribución de los recursos que se originan en las patentes y en los permisos de circulación; pero no cabe duda de que quedará una tarea pendiente, que ojalá se asuma con buen criterio en los próximos años. 

He dicho. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José García. 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, es importante tener presente que dado el acuerdo al que se ha llegado en el honorable Senado, no todas las disposiciones del proyecto serán sometidas a votación. Algunas de ellas, por el hecho de haber sido aprobadas por la Cámara y por el Senado, están en condiciones de transformarse en ley de la República. Es lo que ocurre, por ejemplo, con el aumento del aporte al Fondo Común Municipal por impuesto territorial de cuatro comunas del Gran Santiago, en el cual el porcentaje con que deberán contribuir sube del 60 al 65 por ciento. Es importante destacar que esta disposición fue aprobada por el Senado con la sola excepción del senador señor Martínez Busch.

Otra disposición, muy controvertida, que también está en condiciones de ser ley de la República, aprobada también por mayoría en el Senado y que nuestra bancada votó en contra en la Cámara de Diputados, se refiere al aumento del tope del valor de las patentes comerciales de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales.

Por otro lado, con la votación unánime del honorable Senado, ha quedado a firme el rechazo al aumento de la tasa sobre la cual se calcula el pago de las contribuciones, del 1,4 al 1,5 por ciento, y la supresión del monto del avalúo exento; y lo mismo ocurre con la disposición que posterga la vigencia de la tasa máxima de patentes comerciales de las comunas aportantes, es decir, del 5 por mil, que irá al Fondo Común Municipal, independientemente de cual sea la tasa real de cada comuna. Reitero que el rechazo fue aprobado por mayoría en el Senado, excepto los votos en contra de los senadores Bombal, Foxley y Martínez Busch.

¿Cuáles son, entonces, las disposiciones que sí requieren de nuestro pronunciamiento? 

1. En materia de permisos de circulación, la que se refiere al aumento del aporte al Fondo Común Municipal de 50 a 62,5 por ciento, en lugar del 70 por ciento propuesto originalmente, aprobado en forma unánime en el Senado, salvo el voto en contra del senador Martínez Bush.

2. En relación con el retiro de los residuos sólidos por parte de las municipalidades, la que incorpora una indicación del senador Horvath, aprobada por la unanimidad de los senadores.

3. Aquella que establece, como ingresos propios municipales, el 37,5 por ciento del valor de los permisos de circulación, lo cual sería obvio si aprobáramos la disposición que aumenta el aporte al Fondo Común de estos mismos permisos al 62,5 por ciento.

4. La que tiene por objeto solucionar un problema financiero que se le produce todos los años a isla de Pascua: un déficit de aproximadamente 300 millones de pesos. Ello, porque allí no se pagan impuesto territorial, patentes comerciales ni permisos de circulación y, por lo tanto, sus ingresos propios son cercanos a cero. Ese déficit se soluciona por la vía de asignarle recursos, a través del Fondo Común Municipal, como compensación a la municipalidad por el hecho de no tener ingresos propios.

5. La que establece que no existirá mecanismo de compensación para las comunas de Santiago, Providencia, Vitacura y Las Condes por los menores ingresos que tendrán como consecuencia de este proyecto.

Valoro el acuerdo del Senado. No necesariamente uno puede estar de acuerdo con todo lo que se ha hecho, pero creo que constituye un esfuerzo lograr que las comunas más pobres obtengan un incremento real y efectivo en sus ingresos.

Quiero citar, a manera de ejemplo, lo que ocurre con algunas comunas de mi región. Temuco aumenta sus ingresos en 117 millones de pesos; Lautaro, en 52 millones; Perquenco, en 15 millones; Vilcún, en 35 millones; Cunco, en 31 millones; Melipeuco, en 20 millones; Curarrehue, en 47 millones; Pucón, en 16 millones; Villarrica, en 27 millones; Freire, en 38 millones; Pitrufquén, en 26 millones; Gorbea, en 24 millones; Loncoche, en 40 millones; Toltén, en 33 millones; Teodoro Schmidt, en 37 millones; Saavedra, en 40 millones; Carahue, en 55 millones; Nueva Imperial, con alta población indígena, en 76 millones; Galvarino, en 37 millones, etcétera.

Quiero hacerme cargo de dos planteamientos hechos durante la sesión. Uno, del diputado Rodrigo Álvarez, a quien le encuentro toda la razón.

Estamos pidiendo a las comunas más ricas realizar un esfuerzo especial para contribuir a un mejor financiamiento de la salud, de la educación y de los servicios básicos que entregan los municipios más pobres. Pues bien, el Estado, a través del Presupuesto de la Nación, maneja muchos más recursos que las municipalidades de Vitacura, Providencia, Santiago o Las Condes. Por lo tanto, es absolutamente razonable pedir que año a año considere en el Presupuesto un aporte significativo para incrementar el Fondo Común Municipal, lo cual no ha ocurrido hasta la fecha. Ya es hora de que el Gobierno se pronuncie al respecto y que también haga un esfuerzo solidario. No se puede pedir solidaridad sólo a los demás, a otros municipios o al sector privado. Al Estado le corresponde dar el ejemplo mediante la entrega de recursos al Fondo Común, a través de la ley de Presupuestos.

El segundo planteamiento, formulado por el diputado Sergio Correa, se refiere a los funcionarios municipales.

Existe un protocolo firmado entre el Gobierno y la Asociación Nacional de Funcionarios Municipales, por el cual aquél se compromete a enviar, el próximo mes de diciembre, un proyecto destinado a establecer un incentivo funcionario parecido a lo que hoy llamamos la ley Anef, que otorga este premio a los funcionarios que obtienen las mejores calificaciones. También entrega incentivos a las instituciones que cumplen determinadas metas.

En la actualidad, los funcionarios municipales no reciben este beneficio económico. Nos parece de absoluta justicia que lo perciban, porque son los que siempre están dispuestos a colaborar ante los múltiples problemas que debe enfrentar la comunidad. 

Repito que es de absoluta justicia que los funcionarios municipales cuenten con este sistema de incentivo. Por lo tanto, solicito a la Mesa que pida la unanimidad de la Sala con el objeto de pedir al Ejecutivo que en el próximo mes de diciembre envíe a trámite legislativo un proyecto que dé cumplimiento al protocolo suscrito con los funcionarios municipales en relación con el establecimiento de un incentivo funcionario para ellos.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá, por unanimidad, a lo solicitado por el diputado señor José García.

Acordado.

Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, quiero empezar expresando la satisfacción que sentimos los parlamentarios por el hecho de encontrarse en su último trámite constitucional el proyecto que modifica diversas disposiciones sobre rentas municipales.

Sin discusión, las enmiendas incorporadas por el Ejecutivo a la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; al decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, y a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, entre otras materias, determinan lo siguiente:

Con este proyecto, que incrementa los ingresos municipales propios, el tope máximo por cobrar por patentes comerciales pasa de 4 mil a 8 mil unidades tributarias mensuales, lo cual implica un incremento de casi 20 mil millones de pesos.

¿Cuál es la realidad? Que de los 341 municipios que hay en el país, no menos de 332 verán aumentados sus ingresos propios por el incremento del Fondo Común Municipal. En el caso de mi distrito, a la comuna de Chiguayante le significará un aumento de más de 93 millones de pesos al año; a San Pedro de la Paz, más de 67 millones, y a Concepción, casi 127 millones.

Estos son hechos reales, situaciones efectivas y cosas claras. Con este proyecto, el Ejecutivo está permitiendo que en los próximos meses se solucionen muchos problemas, canalizando los programas y proyectos a través de los municipios del país para favorecer a las personas. Además, se logra una redistribución de los ingresos del Fondo Común Municipal.

La enmienda anterior significará un mayor aporte de las comunas de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura al Fondo Común Municipal por concepto de patentes comerciales en más o menos 3.890 millones de pesos.

Su aporte por concepto de impuesto territorial al Fondo Común Municipal sube de 60 a 65 por ciento, por lo cual se incrementa el Fondo en casi 4.750 millones de pesos.

El aporte de todas las municipalidades al Fondo Común Municipal por concepto de permisos de circulación sube de 50 al 62,5 por ciento, lo que representa aumentar dicho Fondo en aproximadamente 12.592 millones de pesos.

Para este efecto, se han previsto medidas compensatorias de las enmiendas propuestas. Una de ellas establece que los municipios que viesen reducidos sus ingresos propios permanentes por aplicación de la presente ley, serán compensados por el total de dicha reducción en moneda real, hasta que alcancen el nivel de ingresos propios que tenían previa aplicación de esta ley. Agrega que se exceptuarán de esta compensación las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en circunstancias que en el primer trámite constitucional estuvimos de acuerdo en que fuera así, pero en la Comisión Mixta nos encontramos con que tres senadores -dos de ellos representantes de estas cuatro comunas de la Región Metropolitana, más el señor Martínez Busch- no estuvieron de acuerdo con la indicación relativa al mecanismo de compensación, que se efectuará con cargo al 5 por ciento de los recursos del Fondo Común Municipal destinados a emergencias.

Al terminar mi intervención, me voy a referir a los 38 mil trabajadores que desempeñan su labor día a día en los 341 municipios. En mi opinión, resulta injusto que a los profesionales que ejercen en ellos no se les pague la correspondiente asignación. Esto quedó demostrado cuando el 6 de noviembre del presente año se promulgó una ley, de origen en una moción de algunos parlamentarios, entre los cuales me siento orgulloso de haber participado, que regularizaba el pago de la asignación profesional a miles de trabajadores estatales que, haciendo un gran esfuerzo, estaban estudiando para perfeccionarse y tener un título universitario.

Al término del estudio de este proyecto, comprobamos que existe discriminación en los municipios porque no se paga asignación profesional. Y pueden ser muchos los funcionarios municipales -especialmente me refiero a los de Concepción, Chiguayante, San Pedro de la Paz y Talcahuano- que hacen un esfuerzo para pagar de su bolsillo los estudios pertinentes para mejorar y perfeccionarse, a fin de realizar una buena labor.

Debido a lo anterior, considero importante estudiar el caso de los profesionales municipales y buscar una solución al respecto. Por ello, de inmediato, di mi aprobación a la solicitud que acaba de hacer el diputado José García en cuanto a que ingrese al Congreso el proyecto de ley sobre incentivo al desempeño en el ámbito municipal, porque significará mayores ingresos a los municipios. Además, se hará justicia, porque esta situación concuerda con un protocolo que se firmó el mes de marzo de este año, cuyo título era "Construyendo juntos un municipio mejor".

Estimo que el esfuerzo hecho tanto por el Ejecutivo como por los parlamentarios en este proyecto de ley sobre rentas municipales va en el camino correcto para lograr una readecuación y redistribución de los ingresos municipales, a fin de mejorar el nivel y la calidad de vida de nuestros conciudadanos.

Desde ya, anuncio que los diputados de la bancada democratacristiana votaremos favorablemente las modificaciones que el Senado ha introducido a esta iniciativa.

He dicho.

El señor COLOMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, sólo para comentar y hacer algunas observaciones en relación con lo que se ha dicho del proyecto en lo que respecta a las rentas municipales.

En primer lugar, es natural que los representantes en la Cámara de aquellos municipios que se sienten afectados, señalen que estamos tratando de construir un país mediocre, que no avanza y que, en definitiva, estamos en el peor de los mundos. Pero no se conoce en el mundo entero una distribución sino cuando ella es solidaria. Como alguien decía, esto tiene relación con la justicia, la participación y las actividades que las municipalidades realizan a través de todo el país. Así, existen injusticias e inequidades, como las siguientes: que habiendo comunas pequeñas que generan riqueza, como ocurre en mi distrito -igual que en Chiloé-, las patentes de acuicultura no ingresan a las municipalidades de las comunas donde se efectúan estas actividades, sino que van al fondo fiscal. De esta manera, dichas municipalidades nunca se benefician por el Fondo Común Municipal ni con lo que aportan las municipalidades más poderosas.

Es difícil encontrar que alguna organización tenga una especie de autarquía y se baste a sí misma para sobrevivir. En nuestro país las realidades son diferentes y, en consecuencia, ésa es la justificación del Fondo Común Municipal.

Otro hecho que también sucede en general en nuestro país es que las patentes comerciales se pagan de acuerdo con el capital propio, el cual se obtiene de la diferencia entre activo y pasivo. Todos sabemos que los que llevan contabilidad obligatoria incluyen en el pasivo una serie de costos, gastos y otras sumas de dinero que disminuyen sensiblemente el activo, por lo cual muchas veces ni siquiera exhiben utilidades. Sin embargo, sobre esa diferencia se establece el pago de la patente comercial.

En otros casos, en las oficinas de los profesionales el pago de patente se hace de acuerdo con un valor determinado que, en definitiva, les permite pagar una ínfima cantidad de dinero en favor de la municipalidad. ¡Qué distinto sería -como hemos propuesto desde hace diez años- que la patente comercial se calculara sobre un porcentaje de los negocios que generan impuesto al valor agregado! A veces, en una pequeña oficina que cuenta con sistemas modernos y en la cual se transan millones de dólares, se realizan negocios de elevada cuantía; sin embargo, cuando hacen el balance para determinar el capital propio, resulta que pagan patente por una suma ínfima. Distinto sería que se pagara en una proporción adecuada al impuesto al valor agregado, porque éste determina efectivamente el monto de los negocios, de las transacciones que se hacen en las distintas áreas comerciales. Por esa razón, pienso que, en definitiva, tendremos que innovar para que se alleguen más recursos a las municipalidades.

También coincido con lo que señala la Oposición en el sentido de que hay que aumentar el aporte fiscal, porque cuando uno examina -al menos así ocurre en mi distrito- los aportes municipales a la inversión pública en los diez años de gobierno democrático, resulta que no superan el 12 por ciento, en circunstancias que el Estado, a través de fondos sectoriales, regionales o de otro origen, está colocando el 88 por ciento restante. Eso significa una falta de descentralización, de regionalización e, incluso, falta de confianza en la gente que dirige las municipalidades.

De ahí, entonces, que cuando vemos los cuadros estadísticos de cada comuna, constatamos que aportan a la inversión pública entre el 6 y el 12 por ciento, en circunstancias que el aporte debería ser mucho mayor, puesto que allí es donde se originan todos los proyectos.

Un último comentario. Me parecen absolutamente injustas las apreciaciones que el diputado señor Dittborn emitiera en la Sala, cuando señaló que le parecía injusto que el aporte de las comunas de Santiago, Vitacura, Las Condes, según lo propuesto por el Senado, alcanzara el 65 por ciento. ¿Qué diría él si su razonamiento lo trasladáramos al actual sistema binominal electoral, donde el 44 por ciento recibe la solidaridad de la votación del 66 por ciento? En ese caso, él estima que el 66 por ciento da lo mismo que el 44 por ciento. En cambio, considera absolutamente injusto que las municipalidades ricas, que reciben mayores ingresos en el país, cuyos habitantes tienen un mejor nivel de vida, que prácticamente no tienen necesidades sociales, entreguen al Fondo Común Municipal el 66 por ciento. A mi juicio, ese porcentaje todavía es poco, porque reciben demasiado. Cuando el Gobierno anuncia una serie de obras públicas para Santiago, de esa manera se mejora la calidad de vida de los santiaguinos y, en consecuencia, cada vez habrá mayor atracción por la zona metropolitana.

Soy partidario, al menos, de que la totalidad de los permisos de circulación y de las contribuciones de bienes raíces deberían integrar el Fondo Común Municipal, a fin de que se reparta a través de las distintas comunas, tomando en cuenta los criterios de pobreza, de distancia, de población y otros señalados en el proyecto.

Votaré favorablemente el proyecto y quiero decir que, a pesar de que constituye un avance adecuado y en la línea correcta, todavía es insuficiente.

El diputado señor René Manuel García me ha solicitado una interrupción. Con su venia, se la concedo, señor Presidente.

El señor COLOMA (Presidente accidental).- Lamentablemente, señor diputado, no le queda tiempo.

Tiene la palabra el diputado señor Homero Gutiérrez, quien ha accedido a darle una interrupción al diputado señor René Manuel García.

Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, por su intermedio agradezco al diputado señor Gutiérrez haberme concedido una interrupción.

En el mismo lineamiento hecho por el diputado señor Elgueta, quien me antecedió en el uso de la palabra, también puedo hacer otro planteamiento.

Si queremos incrementar los fondos para que las municipalidades más pobres reciban más, también sería bueno que las sumas obtenidas por las infracciones de tránsito pudieran ir al Fondo Común Municipal. Esa plata favorecería a todas las comunas, porque, según el predicamento señalado por el diputado señor Elgueta, las comunas que reciben más dinero por ese concepto son las que tienen más automóviles. En consecuencia, si queremos hacer algo justo y equitativo, que Carabineros no sólo saque partes para que una municipalidad determinada consiga más recursos, cosa que se ha visto y es de normal ocurrencia. También sería bueno proponer al Ejecutivo que los recursos obtenidos por las infracciones de tránsito ingresen al Fondo Común Municipal y se repartan, ya que todos estamos interesados en que las comunas más pobres incrementen sus recursos.

He dicho.

El señor COLOMA (Presidente accidental).- Recupera el uso de la palabra el diputado señor Homero Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ.- Señor Presidente, este proyecto fue estudiado detenidamente en la Comisión de Gobierno Interior durante largo tiempo. Por eso, lo primero que llama la atención, después de aprobar en la Sala sus disposiciones, es que el Senado nos ha remitido una iniciativa absolutamente distinta de la despachada por la Cámara.

En todo caso, quiero referirme a algunas expresiones que hemos escuchado sobre las disposiciones esenciales del proyecto, las cuales considero que están encaminadas a hacer más solidaria y equitativa la distribución del Fondo Común Municipal, tema en el que estamos trabajando en nuestro país en muchos niveles: en el de las personas, en el de los sectores sociales y, obviamente, en el de las comunas.

¿Qué ocurre en nuestro país? Sucede, en forma muy dramática, que hay comunas muy ricas, y, paralelamente a ellas, otras pequeñas, extremadamente pobres, que no pueden resolver ningún problema de sus habitantes.

En el proyecto se trata, precisamente, de dar un paso, de avanzar, aunque sea mínimamente, en un sentido de mayor justicia y solidaridad. Ello se advierte principalmente al recorrer comunas como Las Condes, Vitacura, Providencia, donde uno se encuentra con un Chile distinto.

Por eso, los diputados que representamos a las provincias y que conocemos las comunas rurales -donde lo habitual es la pobreza y la carencia absoluta de alcantarillado, agua potable y luz eléctrica-, no podemos sino felicitarnos del proyecto, ya que, aun cuando sólo alcanza a satisfacer ciertas necesidades, apunta en la dirección de-seada.

En el país sólo 10 comunas recogen el 70 por ciento de los ingresos municipales, lo que da una idea de cómo se distribuye la riqueza. Además, numerosos estudios han señalado que existe el Chile de la opulencia, muy rico y que dispone de todo, y el Chile muy modesto, pobre, carente de todo y a cuyos habitantes no les es posible mejorar su calidad de vida. 

El proyecto resuelve, en parte, el tema de la total desigualdad en la distribución del Fondo Común Municipal. Sin embargo, no estoy de acuerdo con la eliminación del alza de los impuestos propuesta inicialmente, como la del impuesto territorial. Al contrario de lo señalado por algunos señores diputados, en cuanto a felicitarse por la supresión de dichos aumentos, ello hubiese significado un mayor aporte al Fondo Común Municipal; por ende, más solidaridad y más generosidad de parte de la gente que vive en condiciones estupendas en comunas donde no se carece de nada, con todo el pavimento del mundo, con todas las escuelas que necesitan; es decir, donde están satisfechas todas sus necesidades. Sin embargo, daré mi aprobación al proyecto, porque al mantener algunas disposiciones originales, satisface determinadas necesidades y representa un paso pequeño hacia un sentido de equidad y de solidaridad entre las distintas comunas del país, sobre todo de las ricas hacia las pobres, aun cuando el espíritu generoso no haya nacido de aquéllas, sino que haya sido necesario imponerles su mayor aporte mediante una norma legal. 

En definitiva, por tratarse de un proyecto positivo, daré mi aprobación a las enmiendas del Senado.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alvarado.

El señor ALVARADO.- Señor Presidente, para quienes representamos zonas con comunas aisladas, el proyecto es beneficioso en razón de que funciona bien el concepto de solidaridad, ya que en ellas la mayor parte de la población es rural, y las municipalidades no tienen la posibilidad de incorporar a su patrimonio ingresos propios. Sin embargo, tal solidaridad no debe ser complementada sólo con el aporte de los municipios que perciben mayores ingresos, sino con un aporte fiscal al Fondo Común Municipal, como una forma adicional de descentralizar y dar la oportunidad a comunas pequeñas de contar con mayores recursos, idea que fue debatida en el seno de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto, y a la que en un momento determinado habrá que darle cuerpo y forma en un texto legal, lo que contribuirá a que gran parte de los impuestos que recibe el erario se distribuyan descentralizadamente, por ejemplo, a través del Fondo Común Municipal.

Además, como una forma de aumentar los ingresos de los municipios fundamentalmente rurales, es importante considerar la forma de cálculo de las patentes y su pago cuando las casas matrices se encuentran en la capital. Actualmente se hace por el número de personas contratadas en sus sucursales; pero aquí debería prevalecer el concepto del lugar de origen de la actividad productiva, ya que es allí donde generalmente se necesitan inversiones en infraestructura vial, en energía eléctrica, en agua potable; es decir, donde se demandan servicios a los municipios. En consecuencia, en las comunas donde se desarrolla la actividad económica productiva la tributación debiera ser mayor en favor de sus municipios, a fin de poder atender tales requerimientos.

Respecto de las provincias de Chiloé y de Palena, debo manifestar mi conformidad con el proyecto, porque las 14 comunas del distrito aumentan sus ingresos. Las 10 municipalidades de la provincia de Chiloé, en aproximadamente 550 a 600 millones de pesos; las de la provincia de Palena, en una cifra estimada en los 80 millones de pesos. 

Con esos 700 millones de pesos adicionales se enfrentarán en mejor forma las carencias sociales que hoy afectan a muchas familias de la zona, situación que encuentra su explicación en la falta de un trabajo estable y bien remunerado. Hoy, con estos recursos adicionales, los municipios focalizarán su gasto social, atendiendo las demandas de la comunidad y, en definitiva, avanzando en la superación de la pobreza en todas y cada una de las comunas.

Porque el proyecto significa un aumento del ingreso en las diferentes comunas del país y redistribuye en mejor forma el Fondo Común Municipal y, en especial, por los efectos positivos que tiene para las provincias de Chiloé y Palena, daré mi voto favorable.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, el proyecto busca una mayor equidad entre las diferentes comunas del país. En efecto, junto con significar un aumento de aporte para muchos de sus municipios, tiene también un efecto redistributivo. Demuestra un interés de todos los sectores por una mayor equidad entre las comunas. Ello ha quedado demostrado con las cifras.

Sin embargo, para las grandes falencias que hoy existen en cuanto a los salarios de la población del sector rural, el proyecto aún es insuficiente.

Así, por ejemplo, todas las comunas del distrito 41 -que represento- aumentan su aporte del Fondo Común Municipal: la comuna de Chillán Viejo recibe 116 millones de pesos, lo que corresponde a un aumento del 11.9 por ciento; Chillán, con un porcentaje de población urbana mayor, aumenta en 140 millones de pesos, pero sólo con un 2.6 por ciento; Coihueco aumenta en 47 millones de pesos, con un porcentaje de un 6.1 por ciento; Pinto, con 29 millones de pesos, aumenta en un 5.9 por ciento; San Ignacio aumenta en 46 millones de pesos, lo que significa un 7 por ciento, y El Carmen, en 36 millones de pesos, con un aumento de 6.4 por ciento; Pemuco aumenta en 24 millones de pesos, con un aumento del 5.8 por ciento, y Yungay aumenta 51 millones de pesos, lo que corresponde a 6.8 por ciento.

Si esto lo vemos en general, significa que estas 8 comunas reciben cerca de 9 mil 700 millones de pesos, aumentando en aproximadamente 500 millones de pesos. Esto quiere decir que el aumento promedio es de 5 por ciento. Tal como lo expresé, la comuna de Chillán Viejo aumenta en casi 12 por ciento, contrastando con la de Chillán, que sólo aumenta en 2.6 por ciento. El resto de las comunas aumenta aproximadamente entre el 5.6 y el 7 por ciento.

Estas cifras demuestran que el proyecto busca mayor equidad. Sin embargo -como lo dije al comienzo de mi intervención-, debo manifestar que es insuficiente para satisfacer las carencias que subsisten, en particular, en las comunas rurales más pobladas. En una intervención anterior manifesté que los salarios del sector rural corresponden al 50 por ciento del urbano. 

Por las razones expuestas, la bancada del Partido Radical Social Demócrata aprobará las modificaciones introducidas por el honorable Senado.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, al analizar la lista de las comunas más pobres de los diversos distritos que representamos aquí, apreciamos que la asignación de recursos no ha subido en la proporción que quisiéramos. Por ejemplo, los aportes a la comuna de Cunco suben en 31 millones de pesos, la cual recauda aproximadamente 650 millones, de los cuales casi 600 millones corresponden a gastos fijos de la municipalidad. Pues bien, a esa comuna, con una población de alrededor de 17 mil habitantes, le quedaban 50 millones, los que, más los 30 millones de ahora, sumarían 80 millones, lo que es claramente insuficiente. Hay otros casos, como, por ejemplo, Curarrehue, que aumenta en 46 millones; Pucón, en 16 millones; Villarrica, en 26 millones; Gorbea, en 23 millones; Loncoche, en 40 millones, y Toltén, en 33 millones. 

Por lo tanto, veo este proyecto sólo como un primer paso, porque al analizar las necesidades de las comunas, en realidad, con estos recursos no pueden llevar a cabo ninguna obra. En nuestras comunas siempre hemos dicho que la gente siente una especial preocupación por las municipalidades, que están definidas por la Constitución y las leyes como entidades autónomas, con patrimonio propio. Sin embargo, los recursos que manejan son insuficientes.

Por eso, la pregunta que siempre me formulo es si respecto de estos recursos no rige el principio de la solidaridad. Si los particulares que pagan sus impuestos: Iva, impuesto territorial, patentes, etcétera, hacen un Fondo Común Municipal, el Estado también debería aportar en la misma proporción, a fin de incrementarlo.

Durante la interrupción que me concedió el diputado Homero Gutiérrez, propuse -como una forma de incrementar los fondos municipales- que los recursos provenientes de partes por infracciones del tránsito vayan al Fondo Común Municipal. En la actualidad, esa fuente de ingresos favorece sólo a las comunas que tienen más vehículos. Tan cierto es eso, que los fotorradares se habían transformado en un excelente negocio para las municipalidades, que obtenían importantes recursos por esa vía. Por eso, considero que sería una medida solidaria y justa que esos ingresos fueran al Fondo Común Municipal. Muchos automovilistas deben pagar partes que van en beneficio de comunas a las cuales no pertenecen. Entonces, si hiciéramos un paquete con todos estos recursos, el Fondo Común Municipal se vería incrementado en la misma proporción o -me atrevería a decir- en mayor medida que lo que otorga el proyecto.

No es efectivo que se les hayan restado aportes a las comunas más ricas. En realidad, no se les quita a éstas para darles a las más pobres; no es una ley al estilo de Robin Hood. Lo que estamos haciendo es conseguir mayor equidad, que las municipalidades ayuden a las personas que realmente lo necesitan. Hoy debemos preocuparnos no sólo de que las municipalidades reciban más recursos, sino también de que éstos se destinen a la educación, a la salud, a los caminos secundarios, a las escuelas, etcétera; es decir, de que estos fondos se destinen a solucionar los problemas que afectan a las comunas.

Este proyecto no es más que un apronte; no es lo que todos quisiéramos, porque podría ser mucho mejor. Es un primer paso tendiente a incrementar los recursos de las comunas más pobres, como las del distrito 52, de la Novena Región. Votaré favorablemente las modificaciones del Senado, porque esta iniciativa significa un paso adelante para tener municipalidades más autónomas y con más recursos, a fin de que la gente vaya percibiendo lo que son realmente. 

Por último, si su Señoría lo tiene a bien -ya propuse que los fondos provenientes de las infracciones de tránsito podrían incrementar el Fondo Común Municipal-, le solicito que pida el acuerdo unánime de la Sala para oficiar al ministro del ramo, a fin de que tenga en consideración mi propuesta. Creo que la mayoría de los parlamentarios estará de acuerdo con ella, porque implicaría un gran incremento a dicho fondo.

En una sesión anterior, el diputado José García presentó una indicación que fue aprobada por unanimidad. Por lo tanto, si la Sala acoge mi petición, sería una buena oportunidad para incrementar los fondos municipales mediante la vía mencionada. 

Por las razones expuestas, a pesar de los escasos recursos que se entregan a las municipalidades, voy a votar favorablemente las modificaciones del Senado.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, ¿podría complementar su proposición, a fin de pedir la unanimidad de la Sala?

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Consiste en que como una forma de incrementar los fondos municipales en un porcentaje similar al que entrega el proyecto, los recursos recaudados por concepto de infracciones a la ley de tránsito también vayan al Fondo Común Municipal y sean repartidos entre las diversas municipalidades.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- ¿Habría acuerdo unánime para acoger la proposición del diputado René Manuel García?

El señor OJEDA.- No.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, me alegra que el diputado por Osorno, señor Ojeda, se oponga. Seguramente, está pensando en esa comuna de su distrito, en la cual se cursa el mayor número de partes. Me gustaría que el diputado pensara, por ejemplo, en San Juan de la Costa o en San Pablo, que son comunas pobres.

Aquí tenemos un ejemplo de que cuando se trata de ayudar a las comunas pobres, ello es sólo de la boca para afuera. Entiendo, colega, que los votos están en Osorno; pero, igual que las demás comunas pobres del país, los habitantes de San Juan de la Costa también necesitan más recursos. Ésta es la gente que defiende a los pobres. Con esto, el diputado señor Ojeda ha demostrado claramente que defiende los votos; pero no a la gente que realmente necesita ayuda. Por eso, me alegra que la gente sepa quiénes son los que ayudan a los pobres de la boca para afuera.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, estimados colegas, este proyecto tiene un par de efectos prácticos que, sin duda, son tremendamente beneficiosos para los habitantes de la mayoría de las comunas del país. Primero, contempla nuevos aportes por cerca de 20 mil millones de pesos; segundo, la redistribución de los mismos -es decir, mayor equidad- por alrededor de 25 mil millones de pesos. 

Tal como lo manifestó el colega René Manuel García, esta iniciativa es como un Robin Hood moderno, puesto que se trata de quitar no donde hay mucho, sino donde hay demasiado. Lo que ocurre hoy día es que los ingresos se concentran en algunas comunas, dejando desprovistas a otras, no obstante que allí viven personas que valen lo mismo, sin que importe el lugar o la región. 

Lo brutal de la realidad actual es que en algunas comunas -como las que represento yo y el colega René Manuel García- los niños que cursan la enseñanza media dejan de estudiar porque no pueden pagar transporte escolar, debido a que sus padres reciben bajos sueldos. Por su parte, los municipios no están en condiciones de comprar un minibús y pagarle a un chofer durante todo el año, a fin de que los niños de las zonas rurales puedan asistir a clases. A los habitantes de comunas como Las Condes les sobra la plata para comprar un escarabajo, pintarlo con tonos multicolores y recorrer las calles de sus barrios -en los cuales todas las viviendas tienen alarma y disponen de automóviles- para que los niños regresen a sus hogares después de asistir a alguna fiesta o cuando salen de una discoteca. No digo que sea negativo cuidar a nuestros jóvenes en las diversas situaciones; sin embargo, considero que en nuestro país debería existir un criterio parejo, en cuanto a asegurar algunas prestaciones de servicios básicos.

Hoy vivimos la realidad de comunas ricas y pobres. Y el objeto del Fondo Común Municipal es redistribuir ingresos, per cápita, en forma pareja. La iniciativa es un paso en la dirección correcta, pero sigue siendo limitada, parcial e insuficiente.

Lamento mucho que en materia de patentes de vehículos todavía el Congreso no sea capaz de poner fin a la carrera infernal, malsana, de competencia entre los municipios para captar personas que paguen las patentes de sus vehículos en su territorio jurisdiccional, por cuanto es obvio que ningún vehículo puede circular si no tiene la patente al día. Quien no la pague en marzo o a principios de abril, será objeto de partes y multas. Pero es absurdo que se realice esta competencia entre los municipios y que no ocurra algo natural: que el ciento por ciento del pago de las patentes de los vehículos vaya al Fondo Común Municipal y que ése sea un elemento absoluto de distribución.

Hoy, las comunas chicas compiten con las grandes; pero ¿quién hace el mantenimiento de las calles que usan los vehículos? ¿El Estado, a través de sus reparticiones públicas, o los municipios? La mayor parte de la veces lo hace el Estado por medio de sus reparticiones públicas.

Señalo esto como un ejemplo de lo que considero parcial del proyecto. Hay otros aspectos, pero sin duda lo que vale hoy es haber construido un acuerdo para allegar más recursos nuevos al Fondo Común Municipal, lo que significa una redistribución de cerca de 25 mil millones de pesos y un aumento concreto en sus ingresos para la gran mayoría de las comunas del país.

Es importante destacar, cuando se polemiza sobre aumentar el tope de las patentes comerciales de 4 mil a 8 mil UTM, que para algunas comunas pequeñas, campesinas, de la Sexta Región, como Coínco, sus ingresos, en términos reales, aumentan en el 20 por ciento, porque la embotelladora Cachantún, que funciona en esa comuna, va a ampliarse con la construcción de otras instalaciones.

Doñihue aumenta en cerca del 8 por ciento sus ingresos debido a la presencia del matadero de Súper Pollo en esa comuna, que es un aporte concreto al desarrollo de la región. Coltauco, comuna campesina, logra el 5 por ciento de aumento; Requínoa tiene uno de los aumentos más bajos: el 2 por ciento. Aquí hay un elemento que no ha sido bien resuelto cuando se habla del aumento de las patentes: el relativo a aquellas empresas que tienen sucursales, en particular en el área de la agroindustria, donde la fórmula encontrada no es del todo satisfactoria.

En todo caso, en comunas como Rengo el aumento es de más del 3 por ciento; en Quinta de Tilcoco, más de 3.5 por ciento; en Mostazal, cerca del 3 por ciento; en la pequeña comuna de Malloa, más de 16 millones de pesos adicionales, que, para una comuna pequeña, es tremendamente importante. Para comunas como Codegua, son más de 20 millones de pesos; en Graneros son más de 33 millones de pesos.

Destaco este ejemplo, porque el proyecto contribuye a crecer con equidad; y es útil para quienes creemos en la descentralización, en que la democracia hay que acercarla, cada vez más, a la gente; en que es necesario seguir en este camino para aumentar los recursos que son administrados por los municipios. 

El proyecto apunta en esa dirección; sin embargo, debemos asumir el compromiso para que, a futuro, continuemos caminando en ese sentido, toda vez que el proyecto no plasma completamente la intención inicial. Sin duda, no se logró aumentar en mayor medida los recursos por el compromiso adquirido de no otorgar compensaciones a las comunas más ricas que han variado los parámetros de su aporte al Fondo Común Municipal.

Por último, respecto de los acuerdos adoptados tiempo atrás en materia municipal, de los cuales esta iniciativa forma parte, hay uno contraído con los funcionarios municipales. Es unánime la voluntad de que eso, que fue protocolizado, se materialice cuanto antes en el debate en este Congreso.

Los funcionarios municipales desean saber si se les va a conceder autonomía a los municipios para fijar sus plantas en forma distinta de como se procede hoy. El mecanismo para fijar las plantas es discutible, toda vez que no resulta el más adecuado, porque tiene poca flexibilidad para los municipios, cuyas dinámicas locales son muy cambiantes. Por eso, debería haber un mayor margen de autonomía de los municipios para fijar sus plantas, y no sólo recurrir al mecanismo de las contratas o de los honorarios. En todo caso, ese será un debate que se realizará después.

Nosotros vamos a votar a favor del proyecto en tercer trámite, en la esperanza de que a futuro podamos corregir insuficiencias que aún persisten en el funcionamiento del Fondo Común Municipal.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, comparto uno de los aspectos que ha señalado el diputado señor Juan Pablo Letelier: que los ingresos por los permisos de circulación se recauden en la comuna en que se obtienen y que -creo que también lo señalaba el diputado señor Sergio Elgueta- ingresen en el ciento por ciento en el Fondo Común Municipal para su adecuada distribución. No comparto, en cambio, la primera parte de la intervención del diputado señor Juan Pablo Letelier, en la cual se refirió al modo de vida de algunas personas que habitan en algunas comunas. Creo que ello no viene al caso.

El artículo 7º del proyecto -el Senado no lo modificó, desgraciadamente- establece que sólo quedan exentos automáticamente del pago de extracción de basura aquellos usuarios cuya vivienda tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales, es decir, a 650 mil pesos. Me pregunto: ¿puede considerarse que una persona que vive en una casa con un avalúo fiscal de 651 mil pesos tiene situación y que, por lo tanto, debe pagar el servicio de aseo?

Creo que, además de haberse aumentado el avalúo fiscal exento automáticamente, también debiera incluirse entre aquellos casos exentos automáticamente del pago de la extracción de la basura, a aquellas personas que tengan algún tipo de subsidio de la municipalidad. Si una municipalidad da un subsidio de agua potable y otorga pensión asistencial o cualquier otro beneficio a una persona de escasos recursos, es evidente que la propiedad que ésta posee debería quedar automáticamente exenta del pago de extracción de basura. Hace algún tiempo presentamos un proyecto que exime de dicho pago a quienes reciban algún subsidio municipal. Sin embargo, aquí la situación se mantiene absolutamente igual.

También me preocupa un aspecto que señalé en el trámite anterior del proyecto: la condonación de deudas municipales, tema al cual no se ha dado mayor importancia, pero que me he preocupado de difundir en las comunas de Puente Alto, La Pintana, Pirque y San José de Maipo. El artículo 1º transitorio dice: "Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha". Es decir, todas las multas e intereses por deudas municipales de extracción de basura, de permisos de circulación y de pagos de patentes de cualquier naturaleza, quedan sin efecto en un ciento por ciento, y las deudas por derechos en un cincuenta por ciento, siempre que sean anteriores al 31 de diciembre de 1999 y que se paguen de contado entre el 1 de enero y el 30 de junio del próximo año. El Senado modificó la última parte, en el sentido de que la exención regirá en la medida en que se pague de contado dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.

No concuerdo con dar libertad a los municipios para condonar intereses y multas y parte de derechos municipales, y estimo que la exención debe establecerse por ley en forma automática para todos.

Por otro lado, entiendo que hay un problema grave, en el sentido de que la mayor parte de las empresas, industrias y fábricas que funcionan en las distintas regiones y comunas del país tributa en Santiago, porque allí tienen oficinas, aunque la producción se realice en otros lugares. ¿No sería lógico que la Papelera, cuya principal actividad está en Puente Alto, tributara allí?

En definitiva, todo va al centralismo, a Santiago.

Los 25 mil millones de pesos que se distribuyen de acuerdo con la nueva ley de rentas municipales significarán un ingreso importante para determinadas comunas. Por ejemplo, La Pintana aumentará sus ingresos en 5,2 por ciento, lo que le significará 324.061.000 pesos; Puente Alto, en 5,25 por ciento, o sea, llegará a 590.824.000 pesos. En cambio, en Pirque el aumento será de 0,51 por ciento, con 7.700.000 pesos; y en San José de Maipo, de 1,5 por ciento, con 11.738.000 pesos.

Es cierto que el aumento no será igual para todas las comunas, pero es importante para algunas, en especial para las más necesitadas.

Votaremos a favor el proyecto, aun cuando lo estimamos insuficiente.

Lo ideal sería que el Presupuesto de la Nación, que en la actualidad se distribuye en un porcentaje no superior al 25 por ciento a través de las comunas, pudiera llegar a lo que prometió en su oportunidad el Presidente Frei, esto es, a 43 por ciento. ¿Quién mejor que el alcalde y su concejo conoce la realidad y las necesidades de cada localidad en una comuna?

Estimo que debemos seguir avanzando hacia la descentralización, hacia la regionalización y en pro de una mayor cantidad de recursos para ser distribuidos entre las comunas.

Reitero que daremos nuestro apoyo al proyecto, aun cuando lo estimamos insuficiente, porque creemos que debe ser mayor la cantidad de recursos que se entregue a las comunas para ser distribuidos por ellas.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- ¿Me permite, señor diputado? El diputado señor Mora le pide una interrupción.

El señor ERRÁZURIZ.- Con su venia, se la concedo, señor Presidente.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mora.

El señor MORA.- Muchas gracias, diputado señor Errázuriz.

Señor Presidente, he solicitado una interrupción, porque me preocupa un aspecto fundamental en el debate del proyecto: el control de la gran cantidad de recursos que se está entregando a los municipios por concepto de solidaridad y la forma en que se hace.

Lamentablemente, debo referirme a un episodio doloroso y molesto que ocurre en Calama.

Los cuantiosos recursos que se entregan a la municipalidad de Calama no se controlan debidamente, se dilapidan y, lo que es peor, se cometen delitos en su uso. Siete querellas criminales pesan sobre el alcalde de esa ciudad. Además, tengo en mis manos nuevos documentos, recién de la semana pasada, por compra de juguetes con platas fiscales para repartir en Navidad, en los cuales se adulteran las licitaciones, se presentan cotizaciones falsas, no se fijan los domicilios, no figura el RUT de las personas, se crean viáticos para pagar por comisiones que no existen, en fin.

Por lo tanto, en relación con este proyecto que modifica la ley de rentas municipales y mediante el cual se entregarán cuantiosos recursos, cabe preguntar: ¿Quién será capaz de controlar la eficacia del gasto que se hará en los municipios? A mi juicio, hay ausencia de fiscalización y de facultades para controlar.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el diputado señor Errázuriz.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, comparto absolutamente lo señalado por el diputado señor Mora, y quiero agregar más: se ha llegado al absurdo de que una municipalidad entrega recursos a una junta de vecinos para determinado proyecto, y como ésta no le rinde cuentas, la municipalidad le sugiere que se disuelva y que nazca una nueva junta de vecinos para poder entregarle recursos. Es como don Otto, que pretende vender el sofá para solucionar el problema.

Hace veinte años, la totalidad de los recursos que administraban las municipalidades llegaba a 25 mil millones de pesos. En la actualidad, con la administración de la educación, de la salud y la atención de menores, la cifra se multiplica por treinta. Hoy, para ser alcalde no basta ser buena persona y saludar a la gente: hay que tener mentalidad empresarial y sentido de responsabilidad. Por eso, deberíamos pensar seriamente en aumentar los requisitos para ser alcalde, porque su responsabilidad es muy grande y no basta con la fiscalización del municipio ni de la Contraloría General de la República.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día. Están inscritos para hacer uso de la palabra la diputada señora Eliana Caraball, y los diputados señores Sánchez, Vilches y Ojeda.

Solicito el acuerdo de la Sala para conceder dos minutos a cada uno.

No hay acuerdo.

Por lo tanto, los señores diputados podrán insertar sus discursos en la versión de la sesión.

-Los textos de los discursos que se acordó insertar son los siguientes:

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, como representante de Aisén, tal vez la región con mayores niveles de atraso en materia de desarrollo productivo, me parece oportuno hacer resaltar en esta Sala la importancia que tienen las administraciones públicas, todas y cada una de ellas, y muy especialmente las administraciones locales. La región posee diez comunas, algunas con una muy baja densidad de población y con enormes territorios, vírgenes incluso, que son la gran reserva de vida del siglo XXI y no sólo para el país, sino para el planeta.

En mi región, y lo digo con toda franqueza, sin la presencia del aparato público sería imposible mantener el poblamiento, y eso tiene una relevancia geopolítica y geo estratégica no menor.

En este marco corresponde analizar los aumentos que por ley tendrán los presupuestos municipales. Así como decimos que los más pobres son los usuarios por excelencia de los servicios municipales, yo debo agregar que quienes viven más solos, perdidos en la Patagonia profunda requieren más de sus administraciones locales, las cuales son el centro de contacto con el Estado, que les provee de algunas mínimas condiciones para asegurar el asentamiento en territorios de inclemencias climáticas y soledades que ponen a prueba el temple y la fortaleza del ser humano.

Los aumentos que otorga esta ley fluctúan entre 6% y 7% en casi todos los municipios, con excepción de la comuna de Chile Chico, en donde el aumento del presupuesto se eleva a 15 por ciento, cuestión fundamental en la localidad más limítrofe de la Patagonia Central, y en donde, hoy mismo, se viven momentos difíciles a causa del inminente cierre de la mina de oro y plata de Fachinal, que da trabajo a 250 personas, la mayor parte de la fuerza de trabajo masculina de la comuna, con el gran impacto en la economía de Chile Chico.

Sin embargo, creo que con leyes como ésta pueden hacer más por las zonas extremas, sobre todo cuando tratan temas tan relevantes como el impuesto territorial. Sobre el particular, ya he efectuado presentaciones en los Ministerio de Bienes Nacionales y de Hacienda para que estudien derechamente la exención del pago de este impuesto a los pobladores que hacen soberanía en los confines del territorio nacional. Más aún, a ellos, por el solo hecho de estar allí se les debiera premiar y estimular, mediante subvenciones y programas integrales de apoyo logístico mínimo, pues su presencia es la de Chile en ese inmenso territorio de islas y pampas australes.

Me permito, para terminar, insistir en esta idea, que espero, al menos, que sea escuchada con atención por las autoridades que nos acompañan y sirva de tema de discusión para los parlamentarios de las zonas extremas del país.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Cerrado el debate. 

Corresponde votar las modificaciones del Senado.

En votación la letra b) del artículo 1º propuesta por el Senado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches y Villouta.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Dittborn y Guzmán (doña Pía).

-Se abstuvieron los diputados señores:

Kuschel y Palma (don Osvaldo).

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación la modificación del Senado al número 1) del artículo 2º.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Arratia, Ascencio, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Patricio), Correa, Díaz, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Monge, Mulet, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Vilches y Villouta.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Cristi (doña María Angélica) y Dittborn.

-Se abstuvo el diputado señor Kuschel.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación la modificación del Senado a la letra b) del número 8) del artículo 2º.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Cristi (doña María Angélica), Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Luksic, Masferrer, Mesías, Monge, Montes, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega. Velasco, Venegas y Villouta.

-Votó por la negativa el diputado señor Dittborn.

-Se abstuvo el diputado señor Cardemil.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación la letra c), nueva, que el Senado agregó al número 8) del artículo 2º.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Kuschel, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Mesías, Monge, Montes, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches y Villouta.

-Votó por la negativa el diputado señor Dittborn.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación la supresión del artículo 3º.

-Durante la votación.

El señor MONTES.- Señor Presidente, solicito votar separadamente los números 1) y 2) de este artículo.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, estamos en votación. Ahora no se puede pedir división de la votación.

El señor MONTES.- Es que se trata de dos materias distintas.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, el Senado propone suprimir el artículo 3º, razón por la cual la Mesa no puede acceder a su solicitud.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 87 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Monge, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches y Villouta.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Montes y Palma (don Andrés).

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Disposiciones transitorias.

En votación la modificación del Senado al inciso segundo del artículo 1º transitorio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Monge, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches y Villouta.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Corresponde votar los artículos 2º y 3º transitorios, nuevos, propuestos por el Senado.

Si le parece a la Sala, se votarán en conjunto.

No hay acuerdo.

En votación el artículo 2º transitorio, nuevo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Elgueta, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Monge, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco y Venegas.

-Votó por la negativa la diputada señora Guzmán (doña Pía).

-Se abstuvieron los diputados señores:

Cardemil y Leal.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación el artículo 3º transitorio, nuevo, propuesto por el Senado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Rozas (doña María), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Elgueta, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches y Villouta.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Cardemil y Dittborn.

-Se abstuvo la diputada señora Guzmán (doña Pía).

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En votación el artículo 2º transitorio, que ha pasado a ser 4º, cuya redacción ha sido reemplazada por el Senado.

Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.

Aprobado.

En consecuencia, queda despachado el proyecto.

 

3.2. Oficio de Cámara de Origen a Cámara Revisora
Comunica aprobación de modificaciones. Fecha 28 de noviembre, 2000. Cuenta en Sesión 18. Legislatura 343. Senado.

A S. E. EL

PRESIDENTE DEL

H. SENADO

Oficio Nº 3143

VALPARAISO, 28 de noviembre de 2000


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha,  ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial. (Boletín N° 2339-06).


Hago presente a V.E. que la modificación recaída en el artículo 1°, fue aprobada con el voto a favor de 85 Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 17.081, de 20 de noviembre de 2000.


Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados

4. Trámite Tribunal Constitucional: 
4.1. Oficio de Cámara de Origen al Ejecutivo
Oficio de Ley a S.E. El Presidente de la República. Comunica texto aprobado por el Congreso Nacional para efectos de ejercer facultad de veto. Fecha 28 de noviembre de 2000. S.E. El Presidente de la República comunica que no hará uso de dicha facultad. Fecha 30 de noviembre de 2000.

A S. E. EL

PRESIDENTE

DE LA

REPUBLICA

Oficio Nº 3142

VALPARAISO, 28 de noviembre de 2000


Tengo a honra comunicar a V.E. que el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial. (Boletín N° 2339-06).


Sin embargo, y teniendo presente que el proyecto contiene normas propias de ley orgánica constitucional, la Cámara de Diputados, por ser Cámara de origen, precisa saber si V.E. hará uso de la facultad que le confiere el artículo 70 de la Constitución Política de la República.



En el evento de que V.E. aprobare sin observaciones el texto que más adelante se transcribe, le ruego comunicarlo, antes de su promulgación, a esta Corporación, devolviendo el presente oficio, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional, en conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 82 de la Carta Fundamental, en relación con el Nº 1º de ese mismo precepto.


PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:



a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".



b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "sesenta y dos coma cinco".


Artículo 2°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna.


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje.".


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.



El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar  por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4) 
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a) 
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "37,5%".


c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:



"Tratándose de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.".


d) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.




Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.



Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previamente a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.




La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, número 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



Para calcular esta compensación se considerarán como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.



Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.


Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.".


Dios guarde a V.E.

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados

4.2. Oficio de Cámara de Origen al Tribunal Constitucional

Oficio de examen de Constitucionalidad. Fecha 30 de noviembre, 2000.
A S. E. EL

PRESIDENTE

DEL EXCMO. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Oficio Nº 3147

VALPARAISO, 30 de noviembre de 2000


Tengo a honra  transcribir a V.E. el proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial. (Boletín N° 2339-06).


PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:



a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".



b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "sesenta y dos coma cinco".


Artículo 2°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje.


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.". 


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.



El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar  por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4) 
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a) 
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "37,5%".


c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:



"Tratándose de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.".


d) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.




Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.



Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previamente a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.




La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, número 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



Para calcular esta compensación se considerarán como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.



Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.


Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.".

*******


El proyecto de ley antes transcrito fue comunicado a S.E. el Presidente de la República, quien por oficio N° 154-343, del que se dio cuenta en el día de hoy, manifestó a esta Corporación que había resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 70 de la Carta Fundamental.


En virtud de lo dispuesto en   el N° 1° del inciso primero del artículo 82 de la Constitución Política de la República corresponde a ese Excmo. Tribunal ejercer el control de constitucionalidad respecto del artículo 1° y el número 2 del artículo 2° del proyecto.


Para los fines a que haya lugar, me permito poner en conocimiento de V.E. lo siguiente:


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó en general las disposiciones citadas con el voto a favor de 90 Diputados, en tanto que en particular, como se señala:


- Artículo 1°, con el voto a favor de 88 Diputados, y


- El artículo 2° -número 2-, con el voto conforme de 97 Diputados.


En todos los casos de 120 en ejercicio.



El H. Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó las citadas disposiciones con el voto afirmativo, en la votación general, de 36 Senadores, y en la votación particular, por 30 Senadores, en ambos casos  de 47 en ejercicio.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, aprobó la modificación recaída en el artículo 1°, con el voto a favor de 85 Diputados, de 115 en ejercicio.


Por último, me permito informar a V.E. que no se acompañan las actas respectivas por no haberse suscitado cuestión de constitucionalidad.

Dios guarde a V.E.

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados

4.3. Oficio de Tribunal Constitucional a Cámara de Origen.

Remite sentencia solicitada. Fecha 04 de diciembre, 2000. Cuenta en Sesión 26. Legislatura 343.
Oficio del Tribunal Constitucional.

"Santiago, diciembre 4 de 2000.

Oficio Nº 1578

Excelentísimo señor Presidente de la Cámara de Diputados:

Tengo el honor de remitir a vuestra Excelencia, copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en los autos Rol Nº 315, relativos al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, remitido a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): OSVALDO FAÚNDEZ VALLEJOS, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.

"Santiago, cuatro de diciembre de dos mil.

Vistos y considerando:

1º Que, por oficio Nº 3.147, de 30 de noviembre de 2000, la honorable Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto del artículo 1º y el número 2 del artículo 2º del mismo;

2º Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: "Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución";

3º Que, de acuerdo con dicho precepto constitucional, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;

4º Que, el artículo 1º del proyecto sometido a control establece:

"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:

a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".

b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "sesenta y dos coma cinco";

5º Que, el precepto antes mencionado que modifica el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, es propio de la ley orgánica constitucional indicada en los artículos 107, 108, 109 y 111, de la Carta Fundamental;

6º Que, no obstante que la Cámara de origen ha sometido a control, como materia propia de ley orgánica constitucional, en conformidad al artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política, el artículo 1º del proyecto, de igual forma este Tribunal no puede dejar de pronunciarse sobre la modificación introducida al artículo 37 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, por el artículo 2º, numeral 8, letra a), de dicho proyecto, por cuanto se refiere a la misma materia, guardando con dicho artículo 1º una estrecha relación en términos de constituir sólo su consecuencia lógica y necesaria;

7º Que, atendido lo anterior, no resulta admisible calificar de norma propia de ley orgánica constitucional únicamente aquella que modifica el numeral 1 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y considerar que no tiene dicho carácter aquella que hace lo propio con el artículo 37, inciso segundo, del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, la que por su contenido, en atención a lo que se ha expresado, tiene idéntica naturaleza y forma parte de la ley orgánica constitucional a que se refieren los artículos 107, 108, 109 y 111 de la Constitución Política;

8º Que, el artículo 2º, Nº 2, del proyecto sometido a control establece:

"Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

2) Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:

"Artículo 7º.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.

Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.

Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.

Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.

El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".";

9º Que, el precepto antes transcrito regula materias que el constituyente ha reservado a la ley orgánica constitucional a que se refieren los artículos 107, 108, 109 y 111, de la Carta Fundamental;

10º Que, consta de autos que las normas a que se refieren los considerandos anteriores han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, y que sobre ellas no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;

11º Que, las modificaciones introducidas al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el artículo 1º; el nuevo artículo 7º del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, reemplazado por el numeral 2 del artículo 2º, y la modificación al artículo 37 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, introducida por la letra a), del numeral 8 del artículo 2º del proyecto, no son contrarias a la Constitución Política de la República.

Y, visto, lo prescrito en los artículos 63, 82, Nº 1º, 107, 108, 109 y 111 e inciso tercero de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 al 37 de la ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,

Se declara:

1. Que, las modificaciones introducidas al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el artículo 1º, y el nuevo artículo 7º del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, reemplazado por el numeral 2 del artículo 2º, del proyecto remitido, son constitucionales.

2. Que, igualmente, la modificación al artículo 37 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, introducida por la letra a), del numeral 8 del artículo 2º del proyecto, es constitucional.

Por último, a este Tribunal le parece necesario, en esta oportunidad, representar que el artículo 1º transitorio del proyecto remitido tiene también carácter de norma propia de ley orgánica constitucional, de acuerdo con lo que dispone el artículo 107, inciso quinto, de la Constitución Política de la República, puesto que concede a las municipalidades una atribución de carácter esencial, motivo por el cual la Cámara de origen debió someterla a conocimiento de este Tribunal, como lo exige el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.

Devuélvase el proyecto a la honorable Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose. Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.

Rol Nº 315.

Pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente don Osvaldo Faúndez Vallejos, y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Servando Jordán López, Juan Colombo Campbell y Hernán Álvarez García. Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.

Conforme con su original.

AL EXCMO. SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON VÍCTOR JEAME BARRUETO

PRESENTE".

5. Trámite Finalización: Cámara de Diputados
5.1. Oficio de Cámara de Origen al Ejecutivo
Oficio de Ley a S.E. El Presidente de la República. Comunica texto aprobado por el Congreso Nacional. Fecha 05 de diciembre, 2000.

A S. E. EL

PRESIDENTE 

DE LA

REPUBLICA

Oficio Nº  3158

VALPARAISO, 5 de diciembre de 2000


Tengo a honra poner en conocimiento de V.E. que la Cámara de Diputados,  por oficio Nº 3147, de 30 de noviembre próximo pasado, remitió al Excmo. Tribunal Constitucional el texto del proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional y al cual V.E. no formulara observaciones, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial (boletín N° 2339-06), en atención a que diversos artículos del proyecto contienen normas de carácter orgánico constitucional.


En virtud de lo anterior, el Excmo. Tribunal Constitucional, por oficio Nº 1578, recibido en esta Corporación en el día de hoy, ha remitido la sentencia recaída en la materia, en la cual declara que el proyecto de ley en cuestión, es constitucional.


En consecuencia, y habiéndose dado cumplimiento al control de constitucionalidad establecido en el artículo 82, Nº 1, de la Constitución Política de la República, corresponde a V.E. promulgar el siguiente


PROYECTO DE LEY
:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:


a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: "no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;".



b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión "cincuenta" por "sesenta y dos coma cinco".


Artículo 2°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:


1) Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


"Artículo 6°.-
El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje.


Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.". 


2) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:


"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.


Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.


Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.




El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".


3) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:


"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.


Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.


En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar  por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por si mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.".


4) 
Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:


a) 
Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.


Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".


b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.".


5)
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".


6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.".


7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:


"Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.".


8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:


a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento".


b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión "50%" por "37,5%".


c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:



"Tratándose de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva  deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.".


d) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


"Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.


Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.".


9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la conjunción disyuntiva "o".


10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): "teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12".


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.


La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.




Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.



Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real.  La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previamente a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.



La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, número 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



Para calcular esta compensación se considerarán como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.



Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.


Artículo 4°.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.".

*******


Acompaño a V.E. copia de la referida sentencia.


Dios guarde a V.E.

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados
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MODIFICA LA LEY Nº 18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EL DECRETO LEY Nº 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES, Y LA LEY Nº 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL

     Teniendo presente que el H. Congreso Nacional ha dado su aprobación al siguiente

     Proyecto de ley:

     ''Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 2/19.602, de Interior, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de 2000:

     a) Incorpórase, en el número 1 del inciso segundo, a continuación del punto y coma (;), la siguiente oración final: ''no obstante, tratándose de las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, su aporte por este concepto será de un sesenta y cinco por ciento;''.

     b) Reemplázase, en el número 2 del mismo inciso segundo, la expresión ''cincuenta'' por ''sesenta y dos coma cinco''.

     Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

     1) Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:

     ''Artículo 6º.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo ser diferenciados según programas ambientales que incluyan, entre otros, el reciclaje.

     Para efectos de esta ley, se considerarán residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.''.

     2) Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:

     ''Artículo 7º.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.

     Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia. En forma previa a la publicación del reglamento, se consultará a las asociaciones de municipios de carácter nacional existentes en el país.

     Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.

     Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio, tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 25 unidades tributarias mensuales.

     El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítem de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.''.

     3) Reemplázase el artículo 8º, por el siguiente:

     ''Artículo 8º.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.

     Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6º, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.

     En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por ejecutar por sí mismas o por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva una declaración, en caso de efectuarlos por sí mismas o un contrato, autorizada ante notario, para la disposición final de los residuos.''.

     4) Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:

     a) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

     ''La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8º, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.

     Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.''.

     b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

     ''En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza.''.

     5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión ''cuatro'' por ''ocho''.

     6) Introdúcese, en el inciso segundo del artículo 24, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: ''Sin perjuicio del ejercicio de la facultad municipal, se considerará la tasa máxima legal para efectos de calcular el aporte al Fondo Común Municipal, que corresponda realizar a las municipalidades aportantes a dicho Fondo por concepto de las patentes a que se refiere el artículo precedente.''.

     7) Reemplázase el inciso tercero del artículo 25, por el siguiente:

     ''Sobre la base de las declaraciones antes referidas y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio, que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.''.

     8) Introdúcense al Título VI, las siguientes modificaciones:

     a) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 37, antes del punto final (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): ''salvo las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura, en que el referido ingreso propio será de un treinta y cinco por ciento''.

     b) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 38, la expresión ''50%'' por ''37,5%''.

     c) Intercálase en el mismo artículo 38, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:

     ''Tratándose de la comuna de Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que la municipalidad respectiva deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por concepto de la señalada compensación se efectuará al municipio de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo del Fondo.''.

     d) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

     ''Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por recaudación del Impuesto Territorial o por su participación en el señalado Fondo.

     Para estos efectos, la Tesorería General de la República estará facultada para convenir con los respectivos municipios, las cuotas necesarias para solventar la deuda impaga, en un plazo que, en todo caso, no podrá superar los dos años a partir de la formalización del referido convenio.''.

     9) Reemplázase, en el primer acápite del número 5 del artículo 41, la conjunción copulativa ''y'' por la conjunción disyuntiva ''o''.

     10) Incorpórase en el número 7 del artículo 41, antes del punto aparte (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): ''teniendo como mínimo el precio corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo establecido en la letra a) del artículo 12''.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

     Artículo 1º.- Facúltase a las municipalidades, por una sola vez, para condonar el 50% de las deudas por derechos municipales devengados hasta el 31 de diciembre de 1999, incluidas las multas e intereses devengados a la misma fecha.

     La señalada facultad se ejercerá dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, y siempre que las cantidades adeudadas, luego de efectuado el referido descuento, se paguen al contado por el deudor moroso.

     Artículo 2º.- La modificación establecida en el numeral 6) del artículo 2º de la presente ley, sólo comenzará a regir a contar del año 2002.

     Artículo 3º.- Los municipios que, por aplicación de la presente ley, viesen reducidos sus ingresos propios permanentes, serán compensados hasta por el total de dicha reducción en moneda real. La compensación se practicará hasta que estos municipios alcancen el nivel de ingresos propios que presentaban previamente a la aplicación de esta ley. Se exceptuarán de esta compensación, las municipalidades de Santiago, Providencia, Las Condes y Vitacura.

     La referida compensación se efectuará con cargo al cincuenta por ciento que establece el artículo 38, inciso quinto, número 2, del decreto ley Nº 3.063, de 1979.

Para calcular esta compensación se considerarán como ingresos propios permanentes aquellos ingresos propios establecidos en el citado decreto ley y los recursos provenientes de la participación en el 90% del Fondo Común Municipal que consagra el artículo 38, inciso segundo, del mismo decreto ley.

     Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se reglamentará en lo demás la aplicación de este mecanismo de estabilización financiera.

     Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente.''.

     Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto promúlguese y llévese a efecto como Ley de la República.

     Santiago, 18 de diciembre de 2000.- RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República.- José Miguel Insulza Salinas, Ministro del Interior.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda.

     Lo que transcribo a Ud. para su conocimiento.- Saluda atte. a Ud., Carlos Mackenney Urzúa, Subsecretario del Interior Subrogante.

     Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial

     El Secretario del Tribunal Constitucional, quien suscribe, certifica que la Honorable Cámara de Diputados envió el proyecto de ley enunciado en el rubro, aprobado por el Congreso Nacional, a fin de que este Tribunal ejerciera el control de la constitucionalidad respecto del artículo 1º y el número 2 del artículo 2º del mismo, y que por sentencia de 4 de diciembre del 2000, declaró:

1.   Que, las modificaciones introducidas al artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por el artículo 1º, y el nuevo artículo 7º del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, reemplazado por el numeral 2 del artículo 2º, del proyecto remitido, son constitucionales.

2.   Que, igualmente, la modificación al artículo 37 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, introducida por la letra a), del numeral 8 del artículo 2º del proyecto, es constitucional.

     Santiago, diciembre 5 del 2000.-  Rafael Larraín Cruz, Secretario.













� En la actualidad todos los municipios, incluidos los cuatro mencionados, tienen la atribución de fijar una tasa variable del capital propio del contribuyente que va entre el dos y medio por mil y el cinco por mil.







